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    A manera de prólogo


    Cuando en noviembre de 2017 Andrés Manuel López Obrador invitó a mi padre a integrarse como secretario de Comunicaciones y Transportes en el gabinete que conformaría en caso de ganar las elecciones presidenciales del año siguiente, era ya evidente que la decisión más importante y controversial que se tomaría en el sector sería la de continuar o cancelar la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM), la cual se estaba llevando a cabo en el antiguo lago de Texcoco. Era un tema que me interesaba no sólo como ciudadano preocupado por las decisiones importantes en materia de política pública, sino también como abogado dedicado a la estructuración y financiamiento de proyectos de infraestructura, con experiencia en el sector aeroportuario. Dos décadas atrás había yo asesorado al consorcio ganador de la privatización del Grupo Aeroportuario del Sureste y lo había acompañado en la primera década de operación del grupo, fungiendo incluso como secretario del Comité de Operaciones de los aeropuertos que manejaba, incluyendo el importante aeropuerto de la ciudad de Cancún.


    Así, interesado en el tema, decidí que la mejor forma de apoyar a mi padre, al equipo de trabajo de López Obrador y al país era analizando con la mayor objetividad posible la disyuntiva que se presentaba y compartiendo mis opiniones. Para que el ejercicio fuera útil, había que partir sin posturas preconcebidas sobre la conveniencia de una u otra opción. Afortunadamente, había un gran cúmulo de información pública sobre el asunto, lo que permitía hacer un análisis informado del mismo.


    La decisión en un sentido o en otro iba a ser polémica, pues la sociedad estaba dividida sobre la conveniencia de cancelar o continuar con el proyecto. Parte de la ciudadanía estaba en contra del aeropuerto de Texcoco, preocupada por el alto costo de un proyecto que consideraba suntuario y por los grandes riesgos ambientales que percibía en su implementación. Otra parte lo apoyaba; recalcaba la necesidad de aumentar la capacidad aeroportuaria de la ciudad, los beneficios que traería a México contar con un aeropuerto de primer nivel y los grandes costos que implicaba la cancelación de un proyecto en marcha.


    Cuando finalmente el gobierno se decidió por la cancelación del proyecto, quienes apoyaban su continuación criticaron duramente la decisión. A su manera de ver, se trataba de la cancelación de un buen proyecto, que iba avanzando positivamente, basado en capital privado y cuya cancelación sólo podía obedecer a un capricho político.


    Esta postura chocaba con la conclusión a la que yo había llegado en mi propio análisis, que se decantaba por la cancelación del proyecto. La razón de esto es que, si bien quedaba clara la saturación del Aeropuerto Benito Juárez de la Ciudad de México y la necesidad de construir capacidad adicional, yo no coincidía con ninguna de las otras tres premisas de los que criticaban la decisión de cancelar el proyecto. En mi opinión a) no se trataba de un buen proyecto que iba bien; b) no se trataba tampoco de un proyecto financiado con capital privado, y c) la cancelación no obedecía a un capricho político. Explico a continuación mi desacuerdo con estas tres premisas.


    a) No era un buen proyecto que iba bien


    El Aeropuerto Benito Juárez tenía en 2018 una capacidad instalada para atender a cerca de 45 millones de pasajeros al año y estaba operando a su máxima capacidad, o incluso por arriba de ella. La necesidad de construir capacidad aeroportuaria adicional estaba fuera de toda duda. Sin embargo, el que fuera conveniente construir esa capacidad adicional en el lago de Texcoco resultaba bastante menos claro.


    La idea de construir el NAICM en el antiguo lago de Texcoco resultaba cuestionable por tres grandes factores. El primero estaba conformado por los grandes riesgos ambientales que el proyecto implicaba y que son analizados a detalle en el libro que el lector tiene en sus manos. El segundo estaba constituido por las características lacustres del suelo, que implicaban un gran reto de ingeniería. Difícilmente se puede encontrar un terreno más complicado para construir un aeropuerto que un lago, cuya mecánica de suelos lo hace un reto difícil de superar. Muchos de los que apoyaban la continuación del NAICM hacían ver que en el mundo se han construido aeropuertos en lugares que presentan grandes retos, incluso en el mar. Este argumento parece pasar por alto los enormes costos de esos brillantes desplantes de ingeniería y el hecho de que la mecánica de suelos de un lago presenta desafíos mayores para la construcción de un aeropuerto que incluso el mar, en donde, si hay un lecho marino sólido para pilotear la infraestructura aeroportuaria, las pistas estarán mucho menos afectadas por los hundimientos desiguales que las pistas de despegue y aterrizaje construidas en un lago.


    La complicación de construir un aeropuerto en un lago era casi incontrovertida. Incluso los proponentes del proyecto la reconocían y los encargados de la construcción del NAICM dedicaron importantes recursos para encontrar una solución a este problema. A la fecha de su cancelación se habían ya gastado recursos por más de 60 000 millones de pesos en el NAICM, y no existía prácticamente ninguna edificación erigida por arriba de su suelo. La mayor parte de los recursos se había destinado a la compactación del suelo y a la implementación de sofisticadas soluciones de ingeniería para tratar de hacer la superficie más estable. El problema es que a pesar de estos esfuerzos el suelo seguía presentando importantes inestabilidades, como puede observarse en las mediciones hechas durante la construcción que se muestran en las figuras 1 y 2.


    FIGURA 1. Asentamiento máximo en placas de asentamiento (al 28 de julio de 2018)
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    FUENTE: Comisión Federal de Electricidad, Gerencia de Estudios de Ingeniería Civil, Dirección Corporativa de Ingeniería y Proyectos de Infraestructura.


    FIGURA 2. Comportamiento de las pistas 2 y 3 durante la construcción
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    FUENTE: Nuevo Aeropuerto Internacional de México-TADCO/SACMAG/NACO ITP-SRO-DGACI-SC-015/2015.


    La dificultad del suelo del lago de Texcoco era bien conocida. Se sabía que esto hubiera hecho al NAICM uno de los aeropuertos más caros de construir en el mundo. Esto era incluso reconocido por los encargados del proyecto, aunque no queda muy claro si los grandes costos de construcción fueron comunicados con transparencia a la opinión pública. El presupuesto original del proyecto presentado en 2014 era de 131.5 mil millones de pesos para las dos etapas previstas. En el prospecto preparado por el Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México (GACM) en marzo de 2018 para la emisión de los Certificados Bursátiles Fiduciarios de Inversión en Energía e Infraestructura (CBFEs), que se discuten más adelante, el costo del proyecto está reportado en 13.3 mil millones de dólares, sólo para la primera etapa. Sin embargo, existe una carta del 22 de julio de 2016 de la empresa Parsons (contratada para la gerencia general del proyecto), en la que informa que la estimación para esa primera etapa del proyecto, en ese momento, excedía los 16 000 millones de dólares. Este incremento en costos parece no haber sido informado a la opinión pública ni en las colocaciones de los bonos y los CBFEs que se emitieron para el proyecto. Igualmente, los encargados del mismo siempre manifestaron que quedaría concluido en 2022. En esa misma carta Parsons informaba que el proyecto no podría ser concluido sino, en el mejor de los casos, hasta 2024.


    Independientemente de la diferencia de cifras entre el presupuesto original, las reportadas por los encargados del proyecto y las manejadas por Parsons, resultaba claro que el NAICM hubiera sido uno de los aeropuertos en el mundo con mayor costo de construcción (Capex). Si bien esto ha sido discutido con cierto detalle en la polémica sobre la cancelación del NAICM, poca atención se ha puesto a que el alto costo de construcción no era el mayor de los problemas financieros causados por la difícil mecánica de suelos del antiguo lago de Texcoco. Esta característica iba tener su impacto mayor no en el costo de construcción del NAICM, sino en su costo de operación (Opex). Uno de los aspectos que aprendí en mi paso como secretario del Comité de Operaciones del Grupo Aeroportuario del Sureste es que el costo recurrente que más afecta los resultados financieros de un aeropuerto es la repavimentación de pistas, que se tiene que hacer cada determinados años. En el caso del NAICM la mecánica de suelos hubiera implicado la necesidad de hacer repavimentaciones sustanciales, básicamente reconstrucciones de pistas, en forma mucho más frecuente que en los aeropuertos asentados sobre suelos más benévolos. Este costo hubiera hecho del NAICM un aeropuerto con un costo de operación sumamente alto durante toda su vida útil. Dado que se sufre durante toda su vida útil y no únicamente durante la fase de construcción, el elevado costo del Opex era incluso un problema más grave que el del Capex. A pesar de esto, dentro de la documentación pública del proyecto no pude encontrar estudios preparados por el GACM que proyectaran los diferentes escenarios de Opex, dependiendo del comportamiento del suelo lacustre a lo largo de los años. No encontré ni siquiera estudios que indicaran las distintas frecuencias para la repavimentación de pistas, relacionados con los diferentes escenarios en el movimiento de los suelos.


    Los altos costos de Capex y Opex implícitos en un aeropuerto construido en un suelo lacustre son un problema serio. Pero había un tercer factor que hacía bastante cuestionable la conveniencia del NAICM. Éste era que su ubicación geográfica lo imposibilitaba para operar de manera simultánea con el aeropuerto Benito Juárez. Esto implicaba la necesidad de cancelar el aeropuerto Benito Juárez al mismo tiempo de la inauguración del NAICM, con el alto riesgo que eso conlleva. Cuando una ciudad migra de un aeropuerto existente a uno nuevo, por lo general la migración se hace paulatinamente, durante cierto lapso. En el caso del NAICM esto no hubiera sido posible, requiriéndose la coordinación de una migración instantánea de cientos de sistemas, con una alta posibilidad de error. También hubiera exigido la necesidad de mantener el Benito Juárez sin operaciones, pero en condiciones de uso, como aeropuerto de respaldo, durante un lapso prudente en el que quedara absolutamente probada la funcionalidad del nuevo.


    Más allá de los retos tecnológicos que la migración del Benito Juárez al NAICM implicaban, está el hecho de que el cierre del aeropuerto Benito Juárez como prerrequisito para la operación del NAICM hacía difícil justificar a este último desde un punto de vista financiero. Recordemos que el problema a resolver era la insuficiencia de capacidad aeroportuaria. Generalmente, cuando las ciudades enfrentan este problema construyen aeropuertos nuevos para añadir capacidad a la ya existente, no para sustituirla. Considérese el alto costo del proyecto (tanto en cuanto a su Capex como a su Opex) en relación con la ganancia marginal en capacidad aeroportuaria. El cuadro proviene del prospecto preparado por el GACM en marzo de 2018 para la emisión de los CBFEs.


    CUADRO 1. Prospecto del GACM
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    De acuerdo con el cuadro 1, la primera fase del proyecto del NAICM (esto es, la que se estaba construyendo en la administración anterior, pues se preveía la posibilidad de construir una segunda etapa entre 2024 y 2070), iba a costar 13.3 mil millones de dólares, según el propio prospecto (más de 16 000 millones de dólares, si se prefiere tomar las cifras de Parsons), para aumentar la capacidad aeroportuaria de 44.7 millones de pasajeros al año (la capacidad del Benito Juárez, que se cancelaría en su totalidad) a 55 millones de pasajeros (la capacidad del NAICM en su primera fase). En cualquier industria sería difícil justificar un proyecto de infraestructura que buscara aumentar capacidad y que implicara la construcción de infraestructura con uno de los Capex más altos de la industria, lo que generaría uno de los Opex más caros de la industria, que implicaría la cancelación de la capacidad existente y que sólo lograría un aumento de la misma de menos de 25 por ciento.


    Los problemas descritos hacían bastante cuestionable, como proyecto conceptual, lo que tenía que ser construido dentro de los perímetros del NAICM. Pero también había grandes problemas conceptuales con lo que tenía que suceder fuera del perímetro. Los responsables del proyecto consideraron que su responsabilidad llegaba hasta el perímetro del aeropuerto y no vieron el diseño del NAICM como parte de un plan más general de urbanización, que es lo que requiere la construcción de un aeropuerto de estas dimensiones. Cuatro años después de iniciado el proyecto faltaba ingeniería incluso conceptual para las vías de acceso al NAICM, para la ampliación del Sistema Colectivo de Transporte Metro, que se decía se llevaría a cabo para comunicar al aeropuerto, etcétera. Todo esto llevó a uno de los asesores del proyecto a ironizar que estaban construyendo el único aeropuerto en el mundo al que sólo se podría llegar en avión.


    Ante estos problemas conceptuales resultaba difícil coincidir con la premisa de que el NAICM era un buen proyecto. Igualmente era casi imposible coincidir con que este buen proyecto iba bien. Todo gran plan de infraestructura implica retos y enfrenta problemas durante su fase de construcción. Pero los problemas para la implementación del NAICM iban mucho más allá de los que generalmente se enfrentan en los grandes proyectos de infraestructura. Unos meses antes de que López Obrador tomara posesión como presidente de la República, el Grupo Aeroportuario ya estaba enfrentado en complejos arbitrajes con el gerente del proyecto, y los constructores de la terminal se quejaban de que cuatro años después de iniciado todavía no contaban con la ingeniería de detalle para su edificación.


    b) No era un proyecto basado en capital privado


    Otra de las opiniones sostenidas por muchos de los críticos de la cancelación del NAICM, con la que yo no podía estar de acuerdo, era que éste era un proyecto fincado en capital privado. Esto simplemente no es cierto. No había un solo centavo de capital en riesgo (equity) proporcionado por fuentes privadas. El proyecto estaba siendo desarrollado por el Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, que es una empresa paraestatal. El proyecto estaba siendo financiado parcialmente con recursos presupuestales y con los recursos provenientes de dos emisiones, una emisión de bonos por 6 000 millones de dólares, que se llevó a cabo entre 2016 y 2017, y una de Certificados Fiduciarios de Inversión en Energía e Infraestructura (CBFEs), en marzo de 2018.


    Tanto la colocación de bonos como de CBFEs siguieron un esquema similar. Un banco constituyó un fideicomiso al que el GACM aportó los derechos de cobro de la TUA (el derecho que pagan los pasajeros por el uso de un aeropuerto) del aeropuerto Benito Juárez. Este fideicomiso emitió los bonos, en el caso de la primera emisión, y los CBFEs, en el caso de la segunda. Diversos inversionistas compraron esos títulos de deuda con la confianza de que estaban prestando dinero a una buena tasa de interés y que el pago tanto del principal como de los intereses estaba garantizado por la TUA del aeropuerto existente y el del futuro. Bajo este esquema, esos inversionistas no pusieron capital en riesgo en el proyecto. Ningún inversionista privado lo hizo. Los tenedores de la deuda eran meros acreedores del proyecto, cuyo préstamo además estaba garantizado por la TUA, por lo que tenían asegurado el repago del dinero prestado y los intereses pactados, independientemente de si el NAICM llegaba a terminarse o no.


    Los términos de los CBFEs resultan particularmente cuestionables. La emisión ofreció a sus compradores una tasa de interés especialmente atractiva: 10% en términos reales, es decir, 10% por arriba de la inflación. La emisión se hizo cuando el GACM aún contaba con recursos de la emisión de bonos, por lo que no había necesidad de emitir deuda en ese momento. La emisión, por tanto, implicaba recibir fondos en préstamo a una tasa de interés de 10% real y mantenerlos ociosos por largo tiempo en inversiones con rendimientos mucho menores. Cualquier director de finanzas que hiciera esto en cualquier empresa privada sería severamente cuestionado. La emisión de CBFEs, además, se llevó a cabo unos meses antes de la elección de 2018, cuando las encuestas ya apuntaban al triunfo de Andrés Manuel López Obrador, quien ya había dicho que la continuidad del proyecto se sujetaría a revisión. Increíblemente, los títulos otorgaban a sus tenedores derechos corporativos en el GACM como si fueran acciones (equity) y no títulos de deuda, lo que hace pensar que más que una estrategia financiera era una cara estrategia de “blindaje” para tratar de impedir que el proyecto pudiera ser revisado y cancelado por la nueva administración.


    El proyecto del NAICM estaba, de esta forma, siendo financiado con recursos presupuestales y con deuda colocada en los mercados financieros por una paraestatal (el GACM), apalancándola con los derechos de cobro (TUA), derivados de la explotación de un bien del Estado (el aeropuerto Benito Juárez). Era un proyecto 100% financiado con fondos públicos y deuda pública. La idea falsa de que estaba basado en capital privado se derivó del hecho de que el GACM interpretó, en mi opinión erróneamente, que el simple hecho de que las colocaciones bursátiles no hubieran sido hechas directamente por el GACM, sino que fueron instrumentadas a través de fideicomisos que actuaban como intermediarios entre el GACM y los tenedores de los instrumentos de deuda, convertían el financiamiento en deuda privada y no pública. La interpretación hecha por el GACM me parece insostenible, sobre todo ante el hecho de que ya en 2010 la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al analizar la constitucionalidad del artículo 19 Bis de la Ley de Deuda Pública del Estado de Sonora, había resuelto que el uso de este tipo de mecanismos no puede ser utilizado para convertir deuda pública en privada, pues eso vulneraría los mecanismos de control presupuestario y deuda pública previstos en la Constitución.


    El proyecto del NAICM estaba siendo, de esta forma, financiado 100% con recursos públicos y no privados. Esto no quiere decir que no hubiera grupos privados con importantes intereses en el mismo. Piénsese, por ejemplo, en los distintos papeles que jugaba Carlos Slim Helú. El ingeniero Slim declaró públicamente su apoyo al proyecto del NAICM, entre otras cuestiones por su gran interés en participar en desarrollos inmobiliarios de gran calado, que pensaba edificar en los terrenos actuales del aeropuerto Benito Juárez (otros grupos también buscaban beneficiarse con proyectos inmobiliarios en las inmediaciones del NAICM). Inbursa, el banco perteneciente al grupo corporativo del ingeniero, participó activamente en las emisiones analizadas en los párrafos anteriores. De hecho, fue el banco que constituyó el fideicomiso que emitió los CBFEs, mismos que daban rendimientos de 10% real y que fueron adquiridos de manera mayoritaria por administradoras de fondos de pensiones, entre ellas la manejada por el propio banco Inbursa y por otros inversionistas institucionales, entre ellos varios relacionados con Carlos Slim. Los recursos producto de las emisiones eran aportados al GACM para sufragar los gastos del NAICM, principalmente el pago a las constructoras, entre las que destacaba en forma importante Grupo Carso, también controlada por el ingeniero Slim.


    c) La cancelación del NAICM no fue un capricho político


    Andrés Manuel López Obrador es una figura que despierta fuertes pasiones, tanto a favor como en contra. Esto ha tenido distintos efectos en la vida política de la nación. Uno de ellos es el de haber afectado nuestra capacidad para evaluar, en sus méritos, y discutir serenamente temas de política pública. En los últimos años es común que el análisis de cualquier tema de política pública se torne rápido en un debate sobre las virtudes y defectos que unos y otros ven en el presidente de la República.


    La cancelación del NAICM ha sido uno de los temas más discutidos en materia de política pública en este sexenio. Sin embargo, no ha estado exento de esta distorsión. En la mayoría de los casos las discusiones sobre el tema, tanto en la prensa como en las charlas de sobremesa, se quedan en la epidermis y no entran al análisis de las complejas cuestiones que la decisión implicó. La superficialidad con la que generalmente se analiza la cancelación del NAICM lleva por lo común a declararla como una decisión obvia y preclara o como un mero capricho político, dependiendo de las simpatías o antipatías de los sustentantes frente al presidente de la República. Ninguna de las dos posturas refleja de manera adecuada las enormes complejidades de la decisión. Me ha llamado poderosamente la atención cómo, siendo éste uno de los temas más discutidos en la prensa, gente bien informada con la que he platicado sobre el asunto se muestra sorprendida incluso por algunas de las características más elementales del proyecto en discusión. Muchos de mis interlocutores no habían caído en cuenta de que el NAICM implicaba la cancelación del aeropuerto Benito Juárez y por tanto un aumento real en la capacidad aeroportuaria bastante limitado. Alguna vez analicé el tema con uno de los líderes del movimiento en contra de la cancelación del aeropuerto, quien se mostró sorprendido cuando le expliqué que, contrario a lo que él pensaba, el NAICM no estaba siendo construido con capital privado. Mucha tinta en la prensa y muchas horas de charla en los cafés y una comprensión muy superficial de un tema de enorme complejidad.


    El libro que hoy tiene el lector en sus manos constituye el testimonio de un hombre al que le tocó jugar un papel protagónico en la cancelación del NAICM. Lo que en él se cuenta debe resultar de interés a todo aquel que desee hacer un análisis más profundo y formarse una opinión más ponderada sobre esa decisión trascendental. ¿Fue el NAICM un proyecto bien concebido? ¿Hacía sentido el NAICM desde un punto de vista de política pública? ¿Su concepción obedecía al interés general o a otro tipo de intereses? ¿Se debía continuar con él? ¿Resultó correcto cancelarlo? El lector no encontrará en este libro respuestas irrebatibles a estas interrogantes. Encontrará, eso sí, información utilísima para la construcción de una opinión personal más informada sobre el tema. Si este libro ayuda a eso y con ello colabora a mejorar la discusión de temas de política pública en este país, habrá cumplido con creces su objetivo.


    JAVIER JIMÉNEZ GUTIÉRREZ

    Diciembre de 2021

  


  
    Presentación


    La cancelación de la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM) en Texcoco, la obra cumbre de infraestructura de la administración del presidente Enrique Peña Nieto, ha sido una de las decisiones más polémicas del gobierno de Andrés Manuel López Obrador. Asimismo, ha resultado ser el sello, “el estigma”, el punto de partida, en suma, “el pecado original”, que inaugura una nueva forma de hacer política, la cual orienta las políticas públicas en beneficio de los intereses nacionales y el bienestar de la población. Esto ha sido así, tanto para todas las críticas contra su administración —y a decir de quienes han estado en contra de la decisión, la causa de una muy buena parte de los problemas que ha enfrentado o los que le achacan—, como para quienes han apoyado a la misma —y suscriben la filosofía del nuevo gobierno—.


    Esta decisión, de enorme complejidad, en donde muy diversos factores fueron de obligada consideración y los análisis necesarios para llegar a la mejor solución son de difícil explicación, en ámbitos que no sean de especialistas y conocedores de los temas correspondientes, marcó en muchos aspectos la política, el rumbo y “la personalidad” del gobierno de AMLO.


    Las razones son múltiples: se trató de la primera decisión de gran trascendencia del gobierno, dada a conocer incluso antes de la toma de posesión del nuevo presidente; fue la primera decisión de tipo económico y financiero que para algunos definía al nuevo gobierno en cuanto a su sabiduría y aptitud financiera, económica y política; daba la impresión, según los críticos, de que la nueva política de toma de decisiones consistiría en decisiones unipersonales que se “justificarían” por los resultados de consultas populares de tipo cuantitativo, sin los elementos jurídicos, técnicos, financieros y estadísticos que le dieran validez, y que en la decisión no se consideraban los efectos colaterales, las externalidades y los impactos técnicos, financieros y de imagen dentro y fuera del país.


    Por lo anterior, distintas audiencias y grupos de interés, tanto nacionales como internacionales, percibieron de manera diferente la decisión. Fue negativa para algunos grupos financieros y empresariales, para los grupos políticos tradicionales y los opuestos al gobierno, y positiva para los beneficiarios directos, los simpatizantes de la 4T, claramente mayoritarios, que expresaron su apoyo de manera abierta, y también para los técnicos y los académicos que veían la severidad de los impactos de la “obra magna”.


    Independientemente de la información que se hizo pública durante la transición entre las administraciones entrante y saliente, a partir del análisis de los documentos recibidos por el equipo de López Obrador, provenientes de los funcionarios de la administración anterior y de las reuniones de trabajo que se celebraron entre los dos equipos, cuyos mecanismos y procedimientos se explican en este libro, quedó claro que la información no fue suficiente ni explicada con la claridad y oportunidad necesarias para responder a todas las preguntas y a todos los interesados, y esclarecer todas las dudas que se plantearon en un asunto por demás complejo.


    Así lo percibo porque, aún tres años después del amplio debate que se llevó a cabo en 2018, antes de la toma de posesión del presidente López Obrador, sigue habiendo afirmaciones sobre datos erróneos, múltiples veces aclarados, que se expresan reiteradamente como dogmas de fe. Falsedades que se repiten en busca de convertirlas en verdades. Seguimos viviendo en un mundo en donde “la opinión pública” se forma y conforma con publicidad y propaganda.


    Debatida la conveniencia del proyecto desde la precampaña por la presidencia de la República para el periodo 2018-2024 —la aceptación de la saturación del Aeropuerto Internacional Benito Juárez y la necesidad de resolver el problema estaban fuera de discusión—, confrontada por el candidato de Morena, pero apoyada por el resto de los contendientes, adquirió, por razón natural, tintes esencialmente políticos, lo cual relegó el análisis de las condiciones técnicas, financieras y sociales a un segundo plano.


    Como responsable del equipo de transición de López Obrador en el área de las obras públicas, insistí permanentemente en señalar que de resultar triunfantes en las elecciones realizaríamos una serie de auditorías técnicas para sustentar la decisión final, las cuales coordiné al asumir la titularidad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) del nuevo gobierno, que tuvo a su cargo el análisis del proyecto y de los trabajos que llevaron a la instrumentación de la decisión y de la cancelación misma, he considerado conveniente y necesario escribir este libro para ampliar lo más exhaustivamente posible la información sobre los temas trascendentales que llevaron a la decisión y que en diversos momentos sintetizamos en presentaciones públicas.


    Considero fundamental esclarecer todo lo relativo a esta decisión, para el análisis futuro de la gestión del presidente Andrés Manuel López Obrador y la obra de transformación que propuso a la nación. Por ello mi afán de ofrecer en este libro toda la información que considero relevante. Desearía lograr con este propósito lo que François de La Rochefoucauld señaló como “la verdadera elocuencia”, que “consiste en no decir más de lo que es preciso”.


    También estoy convencido de que la única forma de que este relato sea de utilidad es que esté apoyado en la verdad pura y simple, en datos duros y en explicaciones claras y, sobre todo, en los principios básicos de la ética y la honestidad personal y profesional. Basado en esos principios, emprendo la escritura de este libro.


    Fuimos siempre claros en indicar que para la decisión de continuar o cancelar esta obra no tomaríamos en cuenta el tema de los posibles malos manejos en un proyecto de la magnitud del nuevo aeropuerto, ya que de existir éstos, como se mencionaba con insistencia, la investigación de las irregularidades estaría a cargo de las instancias administrativas y judiciales, pero no afectaría la continuación de la misma, si ésta resultaba conveniente.


    Por ello dijimos que la cancelación no se decidió por problemas de irregularidad o de corrupción, asuntos que debían tener otro tratamiento, sino por cuestiones de índole técnica, financiera y social, sin que esto quisiera decir que no hubo manejos indebidos o irregularidades en el ejercicio del enorme monto de recursos que se asignaron al nuevo aeropuerto y cuyo análisis está a cargo de los órganos internos de control del Estado, tanto del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México (GACM) como de la Secretaría de la Función Pública, como puntualizo en este libro, y del que más tarde se encargará la Auditoría Superior de la Federación (ASF).


    Éste no es un libro técnico; pretendo que sea una reseña de todo cuanto se analizó para llegar a la decisión final, sin embargo, contiene toda la información técnica que fue el sustento esencial de la misma, expresada de manera que sea comprensible para todo aquel que lo lea. En esta crónica describo lo que se encontró dentro y fuera de las movedizas “arcillas vírgenes” del terreno y del proyecto de Texcoco —en sus entrañas—, para que los lectores tengan un espectro amplio para su propia evaluación.


    También quiero dejar constancia en este documento de que mi actuación, como ha sido una constante en mi vida, se ajustó, en esta decisión de enorme trascendencia nacional, a mi lealtad conmigo mismo y con mis principios, base de mi lealtad al presidente López Obrador y a los principios de la Cuarta Transformación de la vida pública del país, así como a mi convicción personal, absoluta, sobre la conveniencia de la decisión adoptada, una vez analizado el conjunto de aspectos considerados tanto del proyecto mismo como de la situación de nuestro país y de todas las opiniones recibidas tanto a favor como en contra del proyecto.


    Quiero subrayar esta aclaración porque luego de mi separación de la SCT recibí comentarios sobre qué sentía “al haberme dado cuenta de los errores de la Cuarta Transformación”, y haber “aceptado sin chistar participar en el capricho del presidente sobre la cancelación del NAICM”.


    Nunca he sido incondicional de nadie —considero que serlo es una deslealtad con quien te otorga su confianza, con la sociedad, con la familia y con uno mismo—, como lo confirma mi biografía y lo ratifica mi decisión de separarme de la titularidad de la SCT por una discrepancia de política pública con el primer mandatario, lo que se hizo del conocimiento público.


    En su espléndido libro El infinito en un junco, Irene Vallejo dice que “Milenios antes del multiperspectivismo contemporáneo, el primer historiador griego —se refiere a Heródoto— comprendió que la memoria es frágil, evanescente, y que cuando alguien evoca su pasado deforma la realidad para justificarse o encontrar alivio”.


    Éste no es el caso de este libro; ni busco justificarme, ni tengo remordimiento alguno de mi actuar en este polémico episodio del transcurrir de México, el cual considero, contrariamente, un acto que me enorgullece, porque a pesar de todas las presiones que se ejercieron de todos los rincones de intereses variados, unos legítimos y otros no tanto, mantuvimos la templanza y actuamos con la sola consigna de buscar lo mejor para el país.


    Mi biografía me permite también y en este caso particular hoy me obliga a arrogarme el más amplio derecho para decir todo cuanto sé y cuanto siento, que por lo demás me he restringido en la vida sólo contadas ocasiones —por alguna actitud de prudencia que me ha dictado mi propia conciencia—, porque al igual que el Adriano de Marguerite Yourcenar “he buscado la libertad más que el poder y el poder tan sólo porque en parte favorecía la libertad”.


    Actué siempre bajo la directiva de Andrés Manuel López Obrador como candidato, como presidente electo y como presidente constitucional bajo esos principios y en congruencia con lo que he expresado y hecho siempre. Transcribo lo que prometí en 2009 al recibir el Premio Nacional de Ingeniería 2008:


    Lo haré —me refería al compromiso inherente a la distinción—, como lo he hecho siempre en mi ya largo andar por múltiples caminos: con absoluta lealtad a mis principios y a mis convicciones, los que nunca he sacrificado frente a interés alguno y con la conciencia tranquila de haber vivido siempre de acuerdo con lo que he dicho a mis hijos y con lo que he enseñado en la cátedra.


    Cómo ignorar la fragilidad de nuestro porvenir —dije también entonces—, cuando, por las razones que sean: falta de planeación, de sensibilidad política, de conocimiento, de compromiso, de ética —a cuyo desapego debemos la mayor parte de nuestros fracasos, de nuestras carencias y de nuestros problemas—, vemos que se suspenden grandes proyectos fundamentales, que se realizan algunos que no debieron nunca haberse iniciado y se ignoran otros que debieran tener la más alta prioridad.


    Debemos oponernos activamente a las decisiones infundadas y a las omisiones inexplicables, que ésa también es nuestra responsabilidad, pues tan grave es el decidir sin saber o el saber sin decidir —crónica de nuestra cotidianidad—, como el callar cuando se sabe que lo que se decide está mal, o que no se decide lo que decidirse debiera.


    Reitero, estoy convencido del acierto de la cancelación del NAICM y del enorme beneficio que la decisión tomada significa para nuestro país.


    Ofrezco aquí mi verdad, inspirado en la “Epístola Satírica y Censoria” de don Francisco de Quevedo cuando dice:


    No he de callar, por más que con el dedo,


    ya tocando la boca o ya la frente,


    silencio avises o amenaces miedo.


    ¿No ha de haber un espíritu valiente?


    ¿Siempre se ha de sentir lo que se dice?


    ¿Nunca se ha de decir lo que se siente?


    En este libro, con datos duros y documentos claros, sin omitir información que pudiera resultar contraria a la decisión tomada, trataré de ser lo más objetivo posible, aunque acepto que, en lo personal, nunca he sido neutral —la neutralidad no es virtud que haya acompañado mi existencia—. Soy, como decía Bergamín, “no un objeto, sino un sujeto lleno de subjetividades”, y me duele México en sus diferencias y en la lacerante pobreza de los más, por lo que mis juicios de valor, que están influidos por esa conciencia de nuestra realidad nacional y que seguramente aparecerán en las palabras y en las entrelíneas de estas páginas, forman parte inseparable de mi convicción de que la decisión tomada para la cancelación del proyecto del NAICM fue la más conveniente y, sobre todo, la más justa para México y los mexicanos.


    Al estar dedicado a los trabajos de este libro, en febrero de 2021 se presentó un acontecimiento que ratificó mi convicción de ofrecer toda la información posible para el buen conocimiento de lo que ha sido y significado esa decisión, ante el desconocimiento incluso de quienes debieran ahondar muy profesionalmente en el asunto, por sus responsabilidades específicas. La ASF, en su análisis de la cuenta pública de 2019, hizo del conocimiento público —entre otros asuntos distintos a la cancelación del NAICM y por lo tanto a los propósitos de este libro— que el costo de la cancelación había sido 298% superior a lo que había dicho el gobierno federal, es decir, costaría 331 991 millones de pesos y no los cerca de 100 mil millones señalados por la administración.


    Ante esta declaración, los titulares de los periódicos nacionales, los noticieros de radio y televisión, los comentaristas y los más conspicuos “formadores de opinión”, así como los antagonistas al gobierno, se “lanzaron a la yugular” del presidente, a través de los medios públicos y de las redes sociales, sin el menor análisis de los documentos que presentó la ASF.


    De inmediato, por medio de uno de sus colaboradores cercanos, le envié al presidente, con quien no había tenido comunicación alguna desde mi separación de la SCT, este mensaje: “Puede confirmar al señor presidente, de mi parte, que los datos que le dimos sobre el costo de la cancelación del NAICM son los correctos. Los de la ASF son ‘las cuentas del gran capitán’. Estamos a su disposición”. Asimismo, le comuniqué mi decisión de escribir este libro.


    En la conferencia matutina de ese día —22 de febrero de 2021— el presidente había dicho que la información presentada por la ASF era exagerada y que él “tenía otros datos” —los que le habíamos proporcionado—; que esperaba que la Auditoría aclarara los suyos, y que a su vez el gobierno lo haría con los que él tenía. Por la noche la ASF, aunque no hizo comentario alguno de los otros temas que había tocado en su informe, publicó un comunicado en el que, en relación con el costo de la cancelación del NAICM, “reconoció inconsistencias en la cuantificación realizada […] Al momento se ha detectado que dicho monto es menor a lo señalado inicialmente por una deficiencia metodológica”. El detalle de este acontecimiento, la información que merece la sociedad y su desenlace se presentan más adelante.


    Espero que los interesados en el tema, independientemente de su posición a favor o en contra de la cancelación del proyecto del NAICM, encuentren en estas páginas respuestas a sus cuestionamientos y aclaraciones a sus dudas, y que quienes hayan iniciado su lectura con algún prejuicio de cualquier signo al finalizarla terminen, sea cual sea su conclusión, con un juicio fundamentado.


    Concluyo esta presentación reiterando que éste es un libro libre, sin ataduras, sin censuras ni temores internos y sin más consignas que las que me dicta mi compromiso con la verdad.


    JAVIER JIMÉNEZ ESPRIÚ

  



    Antecedentes


    La conveniencia de construir un nuevo aeropuerto que sustituyera o complementara al actual Aeropuerto Internacional Benito Juárez, cuyo Edificio Terminal 1 actual se inauguró en 1952, ha sido asunto de discusión desde la segunda parte del siglo pasado.


    



PROGRAMA NACIONAL DE AEROPUERTOS


    Con la mirada puesta en el desarrollo futuro de México, en el sexenio de Gustavo Díaz Ordaz, con Gilberto Valenzuela Ezquerro en la Secretaría de Obras Públicas y José Antonio Padilla Segura en la de Comunicaciones y Transportes, se publicó el Programa Nacional de Aeropuertos, que consideraba la construcción de 58 nuevos aeropuertos y la modernización de los existentes —entre ellos el Benito Juárez—, lo que se llevó a cabo, esencialmente, en ese y el siguiente sexenio.


    



EL AEROPUERTO DE ZUMPANGO


    Desde la década de los setenta, durante la administración de Luis Echeverría Álvarez, en la Secretaría de Obras Públicas, a cargo de Luis Enrique Bracamontes, surgió la idea de la construcción de un nuevo aeropuerto en la zona de Zumpango, propuesta que se confrontó con la de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, encabezada entonces por Eugenio Méndez Docurro, quien no estuvo de acuerdo con el proyecto y que se inclinaba por la construcción de una tercera pista en el oriente del aeropuerto Benito Juárez. La visión de la Secretaría de Obras Públicas se enfocaba particularmente en la parte “de tierra” y la de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en la “de aire”. La discrepancia entre ambas dependencias impidió la toma de decisiones en aquel momento.


    El proyecto de Zumpango tuvo gran fuerza, e incluso se decidió la expropiación de 28 000 hectáreas de terrenos en la zona, previa consulta a los habitantes de los municipios de Jaltenco, Nextlalpan y Zumpango. Además, esas decisiones coincidieron con la creación de la Comisión de Estudios del Lago de Texcoco, para la construcción de lagos y parques públicos, la reforestación de la zona y, muy importante, la preservación de pastizales.


    



DESCONCENTRACIÓN DE OPERACIONES Y LA OPCIÓN TEXCOCO


    Durante la administración de José López Portillo, cuando la construcción aeroportuaria quedaba a cargo de la Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas, bajo el mando de Pedro Ramírez Vázquez, y el transporte aéreo bajo la tutela de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, que encabezó Emilio Mújica Montoya, no se consideró un tema prioritario, dada la disminución de la actividad económica y por ende del transporte aéreo, y más bien se pensó en la desconcentración de las operaciones, utilizando los aeropuertos cercanos de Toluca, Puebla y Cuernavaca.


    En ese momento también se habló de utilizar el antiguo lago de Texcoco, pero con una propuesta que consideraba al aeropuerto Benito Juárez en operación simultánea con pistas en el antiguo lago, orientadas de tal manera que funcionaran a la par. Ya en ese momento se hacían evidentes los conflictos sociales y particularmente agrarios, que eran muy delicados.


    



LOS PROBLEMAS ECONÓMICOS DE LOS OCHENTA Y EL SISMO DE 1985


    En la década de los ochenta, durante la administración de Miguel de la Madrid Hurtado, con la concentración de las funciones de Obras Públicas y Comunicaciones, que incorporó la construcción de infraestructura, que antes estaba a cargo de la Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas, en la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, dirigida por Rodolfo Félix Valdés —quien había sido subsecretario de Obras Públicas y de Infraestructura, respectivamente, en los dos sexenios anteriores y por lo tanto participante importante en las discusiones habidas—, se hace posible la asimilación de criterios y cabe la posibilidad de buscar una solución adecuada y consensuada. Sin embargo, la salida prematura de Félix Valdés del cargo para buscar la gubernatura de Sonora y los acontecimientos de ese sexenio, marcados en gran medida por el sismo del 19 de septiembre de 1985, modifican prioridades —se había decidido en principio la construcción de una tercera pista en la zona sureste del antiguo lago de Texcoco, contigua al AICM, hoy ya habitada— y la construcción de un nuevo aeropuerto pasa a segundo término. Se plantea en su momento la ampliación de las pistas del aeropuerto Benito Juárez, lo que permite mejorar las condiciones de operación y diferir para mejor ocasión la solución definitiva, frente a su posible saturación futura, y se revive la opción de un sistema aeroportuario regional, con los aeropuertos de Toluca, Puebla y Cuernavaca.


    



LAS IMPLICACIONES AMBIENTALES Y ECOLÓGICAS


    En ese momento surgió la preocupación ambiental, no tomada seriamente en cuenta hasta entonces, y la oposición al proyecto, que afectaba los trabajos de rescate ecológico que desde 1965 llevaba a cabo la Comisión del Lago de Texcoco, así como la problemática ocasionada por las aves migratorias que, además, generaban riesgos a la operación de las aeronaves.


    Puedo agregar que durante ese sexenio tuve a mi cargo la Subsecretaría de Comunicaciones y Desarrollo Tecnológico de la SCT, de la que dependía Seneam —Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano—, por lo cual fui partícipe de las discusiones sobre el tema.


    



SOLUCIONES ALTERNAS


    Durante la administración de Carlos Salinas de Gortari fueron otras las prioridades, y la posible futura saturación del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México sólo se atacó con decisiones administrativas, como la de enviar la aviación privada a Toluca y restringir los cargueros, decisiones que, sumadas a la disminución de la actividad económica por la crisis de diciembre de 1994, la cual impactó severamente al sector aeronáutico, dieron un margen de maniobra que permitió posponer la atención sobre la futura saturación.


    Sin embargo, independientemente del aplazo del problema y por tanto de la necesidad urgente de su solución, Aeropuertos y Servicios Auxiliares (ASA), bajo la dirección de Jaime Corredor, analizó varias opciones para remediar la saturación del aeropuerto, y surgió la alternativa de mejoramiento con la ampliación de una pista, la posibilidad de un aeropuerto complementario en el antiguo lago de Texcoco o en Tizayuca, o un sistema aeroportuario que incluyera Toluca, Puebla y Cuernavaca como complemento del aeropuerto Benito Juárez.


    



LA APARICIÓN DE CONFLICTOS SOCIALES EN TEXCOCO


    Aunque no se tomó ninguna decisión, en el análisis de la opción de Texcoco surgieron severas preocupaciones, tanto de grupos sociales, técnicos y científicos, como de la Secretaría del Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnat) y de la Secretaría de Agricultura y Recursos Pesqueros (Sagarpa), sobre los impactos ecológicos y los problemas de áreas a expropiar, que más tarde crearían graves conflictos.


    



EL PROYECTO DEL PRESIDENTE VICENTE FOX


    Estos focos rojos no fueron óbice para que durante la gestión del presidente Vicente Fox Quesada se retomara la opción de Texcoco. En octubre de 2001 se anunció la decisión de construir el nuevo aeropuerto precisamente en el antiguo lago y se pretendió expropiar, “por causas de utilidad pública”, más de 5 000 hectáreas de las tierras necesarias para el proyecto e indemnizar a los propietarios con un pago de 7.20 pesos por metro cuadrado en general y 25 pesos por las tierras de riego, lo cual afectaría a más de 4 000 familias de los municipios de Atenco, Texcoco y Chimalhuacán, lo que a todas luces era injusto.


    El Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (FPDT) de San Salvador Atenco se inconformó con el decreto expropiatorio y promovió diversos amparos, la mayor parte de los cuales fue aceptada, e inició una serie de movilizaciones, que se caracterizaron por desfiles célebres con machetes en ristre, tanto de los ejidatarios como de diversos grupos sociales, durante una de las cuales el entonces gobernador del Estado de México, Enrique Peña Nieto, ordenó un operativo para poner fin a las protestas, en las que murieron dos personas, hubo decenas de detenciones arbitrarias y múltiples quejas por vejaciones y violaciones sexuales a 26 mujeres.


    Los crecientes conflictos sociales llevaron a la administración del presidente Fox, en agosto de 2002, a cancelar el proyecto del aeropuerto en Texcoco y a dejar sin efecto los decretos expropiatorios.


    En ese momento se planteó la instrumentación de un programa “para atender la demanda de servicios aeroportuarios del centro del país”, que contempló el fortalecimiento de los aeropuertos de Monterrey y Guadalajara, la ampliación de la infraestructura del aeropuerto de Toluca, modificaciones en los de Puebla, Querétaro y Cuernavaca y, esencialmente, la ampliación y remodelación del aeropuerto Benito Juárez de la Ciudad de México con la construcción de la Terminal 2 de pasajeros, lo que permitió atender el crecimiento de la demanda en esta zona del país y atenuar la presión de la saturación aeroportuaria.


    



EL SEXENIO DE FELIPE CALDERÓN HINOJOSA


    Durante la administración de Felipe Calderón Hinojosa la disminución en el tráfico aéreo, por la situación económica y la ampliación de la capacidad del aeropuerto Benito Juárez durante el periodo anterior con la construcción de la Terminal 2, así como el incremento de las operaciones del Aeropuerto Internacional de Toluca, permitieron postergar la solución definitiva a la posible saturación del aeropuerto y, por ende, a los temas de seguridad aérea, los cuales se hicieron nuevamente patentes al incrementarse la actividad económica al final del sexenio.


    



NUEVAMENTE SE PLANTEA LA OPCIÓN DEL ANTIGUO LAGO DE TEXCOCO Y EL NAICM DE ENRIQUE PEÑA NIETO


    La necesidad de buscar la solución a los problemas de las operaciones aéreas en el Valle de México volvió a aparecer en la agenda de las prioridades nacionales en 2013 y 2014, al emitirse las declaratorias de saturación del Aeropuerto Internacional Benito Juárez, y se volvió a plantear la conveniencia de llevar a cabo la construcción del nuevo aeropuerto en los terrenos del antiguo lago de Texcoco, que habían sido considerados durante el periodo de Vicente Fox como “los idóneos para tal construcción”.


    En la documentación del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, organismo encargado de la construcción del NAICM, encontramos un estudio sobre un “Plan sobre las estrategias públicas de diversas administraciones federales para el desarrollo del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México. Monitoreo estratégico del entorno, la opinión pública y publicada y otras herramientas de análisis histórico, 1970-2014” sin fecha ni membrete, que se encomendó a una empresa privada, el cual fue entregado al gobierno en 2015.


    En esencia, “el estudio” identifica los siguientes temas (en orden de importancia):


    1. La gobernabilidad y gestión transparente de un proyecto que conlleva, literalmente, millones de decisiones de carácter técnico, ingenieril, social y político.


    2. Necesidades de infraestructura para garantizar la conectividad del nuevo aeropuerto y evitar mayores problemas de tráfico en una ciudad que privilegia el uso de automóviles privados en lugar del transporte público.


    3. La necesidad de transitar hacia un modelo hídrico más sustentable.


    4. La instrumentación de soluciones a los distintos problemas ingenieriles, particularmente en lo referente a la cimentación de las pistas y la mecánica de suelos.


    5. La necesidad de instrumentos de política pública que garanticen el desarrollo urbano ordenado de la subcuenca de Texcoco y del oriente de la ciudad en general.


    6. El manejo de fauna (aves).


    7. La gestión de los impactos ambientales en general (agua, aire, áreas verdes, ruido, energía y residuos sólidos).


    Por otra parte, “el estudio” menciona que es importante recordar que las ventanas de oportunidad están en constante transformación y que la historia del proyecto del nuevo aeropuerto demuestra que aquellas ventanas se han retrasado debido a algunos problemas y se han abierto —o cerrado— de acuerdo con el contexto político.


    Lo anterior aplicaba para el proyecto del NAICM. Es decir, aun cuando ya se había anunciado la construcción del nuevo aeropuerto y ésta avanzaba, cualquier error en alguno de los siete temas citados “podría abrir la oportunidad para que los detractores y enemigos del proyecto lo desprestigien públicamente, construyan alianzas y encuentren medios legales y extralegales para obstruirlo, retrasarlo o cancelarlo”.


    Como puede deducirse de lo señalado, había clara conciencia de las múltiples implicaciones que el proyecto tenía y que, con acciones políticas, más que con soluciones técnicas específicas, según los temas a resolver, trataron de enfrentarse, se soslayaron, se minimizaron o se presentaron sesgadamente.


    El estudio de referencia ofrece un análisis político sobre los actores del momento y las circunstancias para la instrumentación del proyecto, como la alineación de los intereses de la administración federal priista, el gobierno del Estado de México del mismo partido —lo que no ocurrió en la gestión del presidente Fox— y el gobierno perredista de Miguel Ángel Mancera, “que presenta un perfil menos radical y contestatario”, y que “se puede considerar un integrante activo de la coalición de política pública a favor del NAICM […] actitud que contrasta con el caso del exjefe de Gobierno, Andrés Manuel López Obrador […] que alimentó una oposición activa en contra de dicha iniciativa”.


    El análisis agrega el afortunado hecho de que el hidalguense apoyador del proyecto del aeropuerto en Tizayuca, Miguel Ángel Osorio Chong, hoy tenga “una posición clave en el gabinete de Enrique Peña Nieto”, lo mismo que Manuel Ángel Núñez Soto, que como gobernador promovió el proyecto de Tizayuca, sea en ese momento el director del Grupo Aeroportuario encargado del proyecto NAICM, “lo que cierra la puerta para que se convierta en una bandera de la que puedan apropiarse los opositores del NAICM en Texcoco”.


    Refiere el estudio que las encuestas —llevadas a cabo antes y después de un costosísimo programa de divulgación de los beneficios del proyecto, y “de una estrategia sólida de comunicación y construcción de alianzas por parte del Grupo Aeroportuario”— consideraban cada vez más como positivo el desarrollo del mismo.


    Se señala, sin embargo, que si hubiera fallas en la instrumentación o acontecimientos supervinientes que actúen sobre algunas hipótesis planteadas, se podría gestar alguna alianza entre los grupos opositores al proyecto que podría ser delicada. Se pone como ejemplo el tema del “modelo hídrico e inundaciones” que involucra al Parque Ecológico del Lago de Texcoco (PELT), pues a pesar del desarrollo de medidas para incluir sus objetivos al proyecto del NAICM, es decir, tratar agua, incrementar su reúso, aumentar la capacidad de regulación hidráulica y reducir inundaciones, era posible que se presentara una precipitación pluvial que rebasara los niveles históricos de la Ciudad de México, lo cual pondría en riesgo la construcción del aeropuerto en Texcoco.


    En este sentido, en el estudio se menciona que algunos académicos que en un principio apoyaron la opción de Tizayuca, como Roberto Eibenschtutz, y otros de la Universidad de Chapingo que participaron en el diseño del PELT cuando José Luis Luege Tamargo encabezó la administración de la Comisión Nacional del Agua (Conagua), ahora podrían representar un reto, pues argumentaron la existencia de un riesgo ambiental y la afectación a los posibles vestigios arqueológicos. Asimismo, diversos grupos ambientalistas más radicales, como Eco-comunidades, Pacto del Grupo Ecologistas, Asamblea de Vecinos Reforma Social, Coordinadora de Pueblos y Organizaciones del Oriente (algunos de ellos pertenecientes a los Pueblos en Defensa de Atenco), y políticos como José Luis Luege y el propio Andrés Manuel López Obrador, o los integrantes del FPDT, promovieron un litigio ante el Tribunal Nacional Agrario para invalidar el cambio de uso de suelo de alrededor de 1 000 hectáreas.


    



SOBRE LA SATURACIÓN DEL AICM


    Como se ha comentado, ya desde hace varios años se habían planteado diversas alternativas para la solución de un problema real que se estaba presentando: la saturación del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México.


    En 1994 se decidió cerrar operaciones para la aviación general en el AICM y trasladarlas al Aeropuerto Internacional de Toluca (AIT). A partir de 2006, con la intención de fortalecer el Sistema Metropolitano de Aeropuertos (SMA), se tomaron medidas tendientes a dar preferencia al el aeropuerto de Toluca, como reducciones y descuentos en las tarifas de uso aeroportuario (TUA), además de inversiones importantes en su modernización que permitieron incrementar su capacidad instalada. En 2007 se inauguró la Terminal 2 del AICM, con lo que se logró incrementar su capacidad de atención de pasajeros y operaciones.


    Sin embargo, estas medidas sólo pospusieron temporalmente la inevitable saturación del AICM, lo que llevó a que la SCT, a través de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), emitiera el 17 de abril de 2013 la primera declaratoria de saturación del AICM en determinados horarios, y un año después, el 29 de septiembre de 2014, a una segunda declaratoria de saturación, en la que se estableció el límite de 61 operaciones por hora.


    Como se ha explicado, la decisión de construir el NAICM en Texcoco se tomó desde 2013, y su inicio formal se dio desde el momento en que se convocó a los despachos de arquitectos para que participaran con sus propuestas.


    Utilizando una verdad a medias, que era la saturación del AICM, las entonces autoridades federales, en diversos medios de comunicación, ponencias, y en los propios argumentos para la construcción del NAICM, determinaron que “la única solución posible” al problema de saturación del AICM era la construcción de uno nuevo en los terrenos del antiguo lago de Texcoco, por lo que hacían a un lado otras alternativas viables, que en ese momento, como la del NAICM, se encontraban en el mismo nivel de madurez. Más adelante menciono en este libro, con mayor detalle, las alternativas analizadas por la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI).


    No deja de ser ilustrativo cómo, una vez que el gobierno federal decidió impulsar una política pública encaminada a fortalecer el Sistema Metropolitano de Aeropuertos (SMA), al alentar para ello, en una primera etapa, el uso del aeropuerto de Toluca, la demanda de pasajeros en ese aeropuerto se incrementó de 1.5 millones en 2006 a cerca de cuatro millones en 2008, es decir, en tan sólo dos años tuvo un incremento de 166% y llegó a utilizar 50% de su capacidad instalada, que es de ocho millones de pasajeros.


    GRÁFICA 1. Pasajeros transportados en los aeropuertos de la Ciudad de México y de Toluca (millones de pasajeros)
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    Lamentablemente, situaciones posteriores supervinientes, como la crisis económica de 2008-2009 y la causada por la influenza AH1N1 (2009-2010), que tuvieron un impacto negativo en México y en el mundo en el sector de la aviación, así como el cierre de operaciones de Mexicana de Aviación (2010), que dejó un vacío de atención de pasajeros en el AICM y provocó que las aerolíneas de bajo costo que habían establecido sus operaciones en el AIT migraran sus operaciones a la Ciudad de México, sumadas al cambio de administración en 2012, que decidió modificar la política pública para el desarrollo aeroportuario de la Ciudad de México, sustituyendo la estrategia de un sistema aeroportuario para impulsar la de un hub aeroportuario, condenaron al olvido al aeropuerto de Toluca, que en 2018 atendió apenas a 691 000 pasajeros, es decir, menos de 10% de su capacidad instalada.


    



LA OPINIÓN DE LA CONAGUA: JOSÉ LUIS LUEGE TAMARGO


    José Luis Luege Tamargo, director de la Conagua en la administración de Felipe Calderón, fue contundente e insistente, desde su propia gestión al frente del organismo, en la exposición de los graves riesgos que el proyecto Texcoco del NAICM tenía para la Ciudad de México y su entorno.


    Ya en octubre de 2012, como director general de la Conagua, envió una comunicación a la Oficina de la Presidencia, que con su anuencia reproduzco a continuación, en donde señalaba su opinión contraria a la construcción del nuevo aeropuerto en el antiguo lago de Texcoco:


    Es de destacar la conclusión de este documento, donde se estima que la construcción del NAICM es altamente riesgosa para la ciudad, considerando que la zona es propensa a inundaciones y se vería afectado el refugio para aves migratorias que brinda el lago Nabor Carrillo.


    Ahora bien, en el anexo al que se refiere este oficio se explica la posición de la Conagua, la cual argumenta que el lago de Texcoco no es compatible con otros usos de suelo, menos aun con la construcción de un nuevo aeropuerto, y agrega el “Dictamen técnico de riesgo hidrometeorológico en la zona federal del exlago de Texcoco, municipio de Ecatepec, Edo. México”, elaborado por la Dirección Técnica del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de México.
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    Como menciona el primer anexo, en el que se explica la función de regulación hidráulica del lago de Texcoco, los servicios ambientales que proporciona, la incompatibilidad de otros usos de suelo en esa zona y las consideraciones legales a tomar en cuenta, la zona metropolitana necesita mayor capacidad para el manejo del tráfico aéreo, pues la infraestructura actual verá rebasado su límite de efectividad en un corto tiempo. La certeza de un incremento en la demanda a mediano y largo plazos en este tipo de servicios y la imposibilidad de desarrollar un nuevo aeropuerto en Texcoco hace necesario considerar otras opciones, como Tizayuca, Hidalgo, ya sea en modo de operación integral o en operación compartida con el aeropuerto actual, el cual seguirá en funciones, y otros aeropuertos de la zona, como el internacional de Toluca.


    La alternativa de contar con varios aeropuertos en el centro del país equilibraría el desarrollo de esta zona, y compartiría los beneficios generados por dicha actividad aérea: de otro modo, si se continúa con la presente concentración, el control de inundaciones y el abasto de agua de la zona metropolitana se mantendrá en una situación crítica y puede llegar a colapsar.


    Siguiendo con este anexo, el lago de Texcoco presenta graves inconvenientes para el desarrollo del nuevo aeropuerto; la misma Conagua estima que la función reguladora del vaso del lago debe ser compatible con los usos de suelo propuestos y que al interactuar recuperen la riqueza natural de la región. Cuando se eligió este sitio para ubicar la nueva infraestructura aeroportuaria no fue tomado en cuenta el deterioro que causaría a la zona metropolitana y a la vida silvestre; así pues, teniendo presentes estos factores, señala que es de suma importancia que se reconsidere una nueva ubicación para el aeropuerto.


    Las conclusiones del dictamen técnico son del mismo tenor, haciendo énfasis en que la zona del lago de Texcoco sufre de inundaciones frecuentes, ya que el exceso de agua pluvial que registra la cuenca no puede desalojarse con la rapidez requerida al no tener una salida natural hacia el drenaje general del valle, lo cual demuestra con el ejemplo de 1993, cuando las lluvias atípicas en la zona causaron escurrimientos instantáneos, que rebasaron la capacidad de regulación.


    Según el dictamen, las acciones que realiza la Conagua para restablecer y conservar la función original de la zona evitarán inundaciones recurrentes en urbanizaciones que en un principio eran áreas de regulación hidrológica naturales, permitirán la delimitación de una zona de amortiguamiento si se presenta el desborde de los vasos de regulación y salvaguardarán la integridad física y patrimonial de los habitantes asentados en el sitio.


    Asimismo recomienda controlar las funciones de regulación de las áreas de inundación para evitar que se afecten los ecosistemas y se ponga en riesgo la vida de las personas y la seguridad de sus bienes. El uso de suelo en la zona federal del lago de Texcoco no debe modificarse, a riesgo de perder una zona de regulación y control de avenidas, ya que es un sitio fundamental para evitar la sobrecarga del Sistema de Drenaje.


    Aun con estos antecedentes, las consideraciones técnicas del órgano rector del control del agua fueron ignoradas o soslayadas, ante la decisión de construir el NAICM. Podemos repetir, luego del análisis de la situación del proyecto en 2018, lo mismo que se decía en 2012: “Es evidente que esta variable —vital para la ZMVM— no fue ni ha sido tomada en cuenta entre los factores para la selección del sitio de la nueva infraestructura aeroportuaria requerida”.


    



CONCLUSIONES Y RETOS DE “EL ESTUDIO”


    En el capítulo “Conclusiones y retos hacia delante”, “el estudio” subraya que los problemas, las soluciones técnicas y los contextos políticos se transforman continuamente, y la coincidencia entre éstos abrió una gran oportunidad a la administración del expresidente Enrique Peña Nieto, quien a inicios de su mandato aprovechó este espacio para instrumentar el NAICM en Texcoco. Ésta ha sido una de las iniciativas más analizadas en la historia de las políticas públicas del país; incluye desde las implicaciones aeronáuticas, el impacto social, económico y ambiental, hasta soluciones a los problemas y las externalidades generados por el propio NAICM.


    Sin embargo, todavía se encuentran en elaboración el plan de sustento ambiental, los programas y proyectos para el manejo de aves, el destino de la reserva territorial del NAICM, el ordenamiento territorial y las vialidades para garantizar la conectividad con la nueva terminal. Estos temas son importantes para generar soluciones en políticas públicas, al igual que como instrumentos en el contexto político; dicho de otra manera: para mantener la oposición al proyecto aeroportuario lo más dispersa posible.


    Continúa explicando que la falta de información y transparencia da pie a los enemigos políticos del proyecto para buscar y crear alianzas, para implementar estrategias conjuntas que dividan la opinión pública y para deslegitimar el proyecto, creando problemas de gobernanza, como sucedió en el caso de políticas públicas en la administración de Vicente Fox. La elaboración y publicación de datos, estudios, planes, programas y proyectos no se debe descuidar ni retrasar, pues neutralizan los argumentos expresados por los opositores al proyecto.


    



LA PRESENTACIÓN DEL PROYECTO NAICM


    En el mismo estudio se hace la crónica de la presentación pública del Proyecto del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM), donde se le considera como “el proyecto insignia de la administración de Enrique Peña Nieto”, que salió a la luz el 3 de septiembre de 2013. Sería construido en áreas federales del antiguo lago de Texcoco, en terrenos adquiridos a ejidatarios y a pequeños propietarios por dependencias gubernamentales en los municipios de Atenco, Ecatepec y Texcoco, en el Estado de México.


    La etapa de selección del proyecto —basado en un Plan Maestro General que incluía pistas, edificio terminal de pasajeros, torre de control, centros de control de operaciones, vialidades de acceso, estacionamientos, ingeniería geotécnica y edificios para los diferentes servicios aeroportuarios y agencias gubernamentales— comenzó en noviembre del mismo año. Para ello fueron invitados ocho despachos de arquitectos mexicanos y extranjeros, con la finalidad de que presentaran sus propuestas de diseño del NAICM en forma de “estudio de mercado”. Con la participación del Colegio de Arquitectos y la Facultad de Arquitectura de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), un Comité Honorario de Expertos seleccionó por unanimidad la propuesta de José Fernando Romero Havaux y Norman Foster y asociados, por cumplir “con los criterios de selección, presentando un diseño eminente creativo, con símbolos propios del país. Además, cuenta con amplia experiencia y trayectoria en la ejecución de proyectos de gran envergadura, proponiendo un sistema rápido, sencillo y de bajo riesgo para su construcción”.


    No hubo —y esto queda claro en la crónica— una licitación formal como establece la ley para la obra más importante del sexenio. A partir de la invitación a un “estudio de mercado” que se hizo a través de Aeropuertos y Servicios Auxiliares (ASA), la asignación fue directa a partir de la “decisión de un jurado designado por el Ejecutivo”.


    Resulta cuando menos irónico que el “Comité Honorario de Expertos” califique el proyecto de Foster y Romero como “un sistema rápido, sencillo y de bajo riesgo para su construcción”. Seguramente este párrafo fue redactado bastante antes de conocer los proyectos y era condición para su selección.


    En realidad, ironías aparte, se trató de una decisión personal, estrictamente discrecional del Ejecutivo federal. Era la gran obra, la marca distintiva del sexenio de Enrique Peña Nieto, su sello personal, el monumento de su paso a la historia. Y tal parece que era un concurso ganado antes del concurso.


    Un año después, el 3 de septiembre de 2014, sigue el estudio, el gobierno federal anunció la construcción del NAICM en el antiguo lago de Texcoco para dar así solución a los problemas de saturación aeroportuaria, además de llevar la conectividad aérea de la Zona Metropolitana del Valle de México (ZMVM) a su máximo potencial.


    Refiere que el Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México (GACM), en calidad de empresa de participación estatal mayoritaria y según el artículo 49 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales y la Ley de Planeación, debe contar con un programa estratégico / institucional, en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, entre cuyos objetivos está “contar con una infraestructura de transporte que se refleje en menores costos para realizar la actividad económica en la estrategia” y “modernizar, ampliar y conservar la infraestructura de los diferentes modos de transporte, así como mejorar su conectividad bajo criterios estratégicos y de eficiencia”.


    Destaco los siguientes dos párrafos, pues como se explica más adelante, ninguna de estas obligaciones, ni de alineación con las leyes y los planes nacionales ni de actualización en las diferentes instancias institucionales, se cumplió:


    Asimismo, el Plan Estratégico/Institucional está alineado con diversos programas, como el Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2013-2018 y el Programa de Inversiones en Infraestructura de Transportes y Comunicaciones 2013-2018, expedidos por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) y el Programa Nacional de Infraestructura 2013-2018 del Gobierno de la República.


    Por otro lado, el artículo 47 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales establece que, para su desarrollo y operación, las entidades paraestatales deberán apegarse a la Ley de Planeación, al Plan Nacional de Desarrollo, a los programas sectoriales que se deriven del mismo y a las asignaciones de gasto y financiamiento autorizadas. Así también, el artículo 48 de la misma Ley establece que el programa institucional constituye los compromisos en términos de metas y resultados que debe alcanzar la entidad paraestatal.


    Entre la fecha de la selección del proyecto y el anuncio de la construcción del nuevo aeropuerto, fui invitado a dar una conferencia en Irapuato el 30 de mayo de 2014, que titulé “Sobre ética y sinética”, en donde, sin que tuviera entonces la más remota idea de que un día estaría involucrado en este asunto, pronuncié la siguiente cita de Jesús Silva Herzog-Márquez de su artículo “Eficacia, cuento y símbolo”, publicado en el diario Reforma, vinculada entonces con la ética y la falta de ella, todo lo cual resultó en el término que bauticé como sinética:


    Un símbolo completa el triángulo: la mayor obra pública de una generación. El nuevo aeropuerto es la coronación perfecta de ese empeño de modernidad. Es una obra extraordinaria por su concepción, su dimensión, sus efectos, su visibilidad. Entusiasma que Norman Foster sea la cabeza arquitectónica de ese formidable proyecto. El problema que advierto no está en el dibujo ni en la maqueta, sino (otra vez) en su realización. Bajo el sistema de la corrupción, toda obra pública es, por definición, sospechosa. No es que tengamos el derecho a ser suspicaces, es que es nuestro deber. El recelo, por supuesto, no se refiere solamente al aeropuerto, sino a aquello que es consecuencia directa del fervor reformista: la avalancha de concesiones, contratos, concursos y obras que estarán por realizarse. Cuando un gobierno como el de Peña Nieto trivializa el problema de la corrupción y lo sigue considerando parte de nuestros hábitos culturales, hay buenos motivos para estar preocupados.


    “Para documentar nuestra suspicacia —agregué en la conferencia—, pocos días después de este artículo el director de Finanzas del organismo encargado del proyecto del aeropuerto declaró que el costo será mayor que el que se señaló en la presentación. Y aún no se iniciaban los trabajos, que según creo, no terminarán nunca.”


    A pesar de que según el estudio de referencia el GACM recibió en 2015 la concesión que otorga la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para construir, administrar, operar y explotar el NAICM, es conveniente recordar que en 1998 existían en México 58 aeropuertos administrados por Aeropuertos y Servicios Auxiliares (ASA), cuyo número se redujo considerablemente al iniciarse el proceso de privatización de los 35 aeropuertos más rentables, conformándose cuatro grupos regionales: ASUR (Grupo Aeroportuario del Sureste), OMA (Grupo Aeroportuario Centro-Norte), GAP (Grupo Aeroportuario del Pacífico) y GACM (Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México).


    El GACM quedó como tenedor directo de 99% de las acciones del AICM. Sin embargo, la empresa sólo quedó en el papel, habiéndose responsabilizado de la operación del AICM, desde esa fecha hasta 2019, a la Subsecretaría de Transportes de la SCT.


    Fue en 2014 cuando el GACM inicia operaciones para cumplir la encomienda que le asigna el gobierno federal, que consistió en la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México.


    



EL CAMINO DE LAS ASIGNACIONES DIRECTAS


    Siguiendo con el tema de las concesiones, el estudio expone que el GACM desarrolló un ambicioso programa para la construcción del NAICM con base en experiencias internacionales y prácticas en construcción de grandes proyectos de infraestructura. En marzo de 2015 la empresa ARUP Latin America llevó a cabo la contratación para elaborar el “Plan Maestro para la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México”.


    Cabe señalar que todos los contratos a los que se hace referencia —del Plan Maestro, del arquitecto maestro, del ingeniero civil maestro, de la Gerencia de Proyecto, así como los relativos a los estudios del espacio aéreo a la empresa MITRE— fueron también “asignaciones directas”.


    Continúa el estudio explicando que el Plan Maestro con el que se contaba permitió el inicio del proceso de construcción del NAICM, pero debido al dinamismo de este proyecto, el GACM requería que se actualizara la información de las actividades relacionadas con el contenido del propio Plan Maestro. Por ello se determinó que la actualización sería de forma anual para los denominados “Servicios de actualización del Plan Maestro del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM) para los años 2016, 2017 y 2018”.


    El 14 de octubre de 2016 el Consejo de Administración del GACM aprobó el Programa Estratégico / Institucional, que contiene la misión, visión, valores y objetivos estratégicos que definen la base y el rumbo de la institución, siendo indispensables para el desarrollo del proyecto del NAICM. De 2014 a 2016 el desarrollo del proyecto se concentró en la fase de planeación, resaltando la conceptualización y el progreso en los planes, diseños, estudios, asesorías y, sumamente importante, la obtención de la concesión del GACM y los permisos correspondientes para dar inicio a la obra.


    Al año siguiente se inició una fase intensiva de construcción, que incluía dos pistas, el edificio terminal de pasajeros, el Centro Intermodal de Transporte Terrestre (CITT) al igual que la torre de control.


    De acuerdo con lo anterior, se estimaba que durante el periodo 2018-2020 el gobierno siguiente continuaría con la construcción de las principales obras de infraestructura no concluidas o no consideradas en la planificación, y lo terminarían en ese año, lo que era absolutamente imposible.


    



EL POLÉMICO PROYECTO


    Ya desde 2014 la polémica decisión había provocado múltiples opiniones en todos sentidos, lo que llevó al Senado de la República a editar en 2014 el libro El Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, política, negocios y poder, del entonces senador Alejandro Encinas Rodríguez, el cual recogía ampliamente las críticas al proyecto y que mereció una segunda edición en 2015 y una tercera en 2016.


    Encinas señala en su libro, entre otras muchas cosas que presenta con detalle —y que nunca tuvieron una respuesta satisfactoria por parte del GACM—, lo siguiente, cuyo conocimiento estimo de la mayor importancia:


    La construcción del nuevo aeropuerto en el Lago de Texcoco tendrá severos efectos ambientales y urbanos, principalmente vinculados con inundaciones, hundimientos diferenciales, disponibilidad y contaminación del agua, crecimiento poblacional y expansión urbana desordenada, desarticulación y fragmentación de las comunidades de la región y una intensa especulación con la tierra y la vivienda.


    El proyecto representa un error estratégico en la planeación para el desarrollo regional equilibrado del país, en virtud de que una inversión del monto de 169 000 millones de pesos —ése era el presupuesto original para las dos fases del proyecto—, en cualquier zona deprimida del país, tendría un efecto detonador de nuevos polos de desarrollo económico, que coadyuvarían a disminuir las desigualdades regionales; reforzar el crecimiento de las ciudades medias frente al de las grandes concentraciones, aprovechando las ventajas comparativas de cada región y favoreciendo la inversión en actividades productivas.


    Por lo que resulta, cuando menos, absurda una inversión que se destinará principalmente a asumir los elevados costos de construcción derivados de las características orográficas del suelo, en zonas salitrosas que registran acelerados ritmos de hundimiento, no aptas para el desarrollo urbano, así como por el monto de la inversión que demandan las obras hidráulicas necesarias para evitar inundaciones, a las que está atada la viabilidad del nuevo aeropuerto y de las zonas urbanas adyacentes.


    Cabe hacer mención de que en la información y la documentación recibidas de la administración saliente no aparecía ningún proyecto relativo a la infraestructura de acceso al nuevo aeropuerto; se hablaba en diversos documentos de la comunicación a través de las líneas del metro, de un tren que conectaría la estación Observatorio del metro de la Ciudad de México con el nuevo aeropuerto y diversas vías de acceso vial, pero en ningún caso había proyecto alguno, y la inversión tanto pública como privada que planteaban, de cerca de 40 000 millones de pesos —obviamente sin considerar el costo del tren exprés del que hablaban, que era de otros 50 000 millones—, era sólo una estimación, sin que hubiera presupuesto para ello. Los directivos del GACM argumentaron siempre que su responsabilidad se limitaba al perímetro del aeropuerto. Se habían considerado, sí, recursos para algunas obras hidráulicas.


    Volvamos al texto del senador Encinas, ya que me parece pertinente destacar sus argumentos sobre la realización de un proyecto de esta magnitud, sobre el cual opina que favorecería la centralización política, económica y de servicios en la Ciudad de México y sus estados colindantes. La sobrecarga en el ecosistema y la sobreexplotación de sus recursos naturales impactarían la estructura urbana y el ordenamiento territorial, sobre todo en los municipios de Acolman, Atenco, Chiautla, Chicoloapan, Chiconcuac, Papalotla, Texcoco y Tezoyuca, que están ubicados en el área de influencia del proyecto; Axapusco, Ecatepec de Morelos, Nopaltepec, Otumba, San Martín de las Pirámides, Tecámac y Teotihuacan serían susceptibles a presiones inmobiliarias por sus vías de comunicación con la Ciudad de México. Los ejidos Santa Isabel Ixtapan, San Luis Huexotla, Santa María Chimalhuacán, San Bernardino, San Felipe y Santa Cruz de Abajo, San Cristóbal Nexquipayac, Francisco I. Madero, San Salvador Atenco y San Miguel Tocuila también serían directamente impactados. Las zonas metropolitanas de la Ciudad de México, Cuernavaca, Toluca, Pachuca y de Tlaxcala-Puebla verían acentuarse su concentración demográfica con la consiguiente demanda extraordinaria de servicios, agotamiento de recursos naturales, saturación de vialidades y crecimiento urbano.


    También menciona que la ubicación del NAICM impactaría a esta zona lacustre, en otro tiempo de gran riqueza, que recibe una importante cantidad de escurrimientos en temporada de lluvias. Debido a que el área fue desecada artificialmente, los ríos entubados y por la sobreexplotación de los acuíferos, la zona presenta fallas geológicas y fracturas susceptibles de inundaciones y hundimientos. Así pues, el desarrollo inmobiliario de la zona agravaría dichos problemas.


    Al eliminarse los servicios ambientales y de mitigación de riesgos que realiza la zona del lago de Texcoco regulando el manejo de aguas pluviales para evitar inundaciones, se generan otras dificultades: la formación de una isla de calor, que incrementaría la temperatura promedio anual de la región, al disminuir los niveles de humedad general; daño a la masa forestal en las partes altas de la Sierra Nevada y, con ello, la recarga de los acuíferos en el oriente del Estado de México; incremento en el déficit del abasto de agua potable en la zona metropolitana y la inequidad en la distribución entre la población; riesgo de pérdida de la biodiversidad, considerando que existen 19 especies endémicas registradas, 10 de las cuales están amenazadas; afectación al flujo de aves migratorias, que además representan un riesgo para la aviación, por no mencionar la exposición al ruido y los riesgos por eventos sísmicos y volcánicos.


    Con la finalidad de mitigar los efectos ambientales y urbanos adversos, en caso de que persistiera la construcción del aeropuerto en Texcoco, dice Encinas en su texto, el Aeropuerto Internacional Benito Juárez debería destinarse a la prestación de servicios ambientales y al disfrute público.


    Este planteamiento, fundamentalmente social, era contrario tanto a las aspiraciones de diversos grupos que veían en el proyecto del NAICM una extraordinaria posibilidad de inversiones inmobiliarias en un terreno de gran valor que quedaría libre por la obligada cancelación del Aeropuerto Benito Juárez —según me expresó Carlos Slim en una reunión que relato más adelante—, como de los promotores del proyecto, que independientemente del negocio en el que de manera indebida podían participar, consideraban los beneficios financieros del desarrollo inmobiliario como un elemento justificativo esencial de la inversión pública en el NAICM, lo cual explicaré después.


    Para Encinas, la mejor opción económica, operativa, social, ambiental, de crecimiento ordenado y aprovechamiento racional de una inversión millonaria sería sin duda un aeropuerto complementario en Tizayuca, Hidalgo. Las inversiones millonarias que se hicieron en el aeropuerto Benito Juárez convierten en infraestructuras ociosas los aeropuertos de Toluca, Querétaro, Puebla y Cuernavaca con la subutilización de su capacidad, además de que la generación de empleos, que se cuenta como una ventaja del NAICM, sería de carácter eventual, y ni hablar del financiamiento que requeriría el proyecto, que hubiera endeudado al país con 71 000 millones de pesos.


    Así pues, “las razones que llevaron a construir el nuevo aeropuerto en Texcoco no son resultado de una revisión exhaustiva de las distintas opciones, ni de sus impactos regionales, urbanos y ambientales. Tampoco de la utilización racional de los recursos públicos para solucionar un problema de conectividad y saturación del actual aeropuerto, sino las del negocio que representa la construcción de una obra magna y onerosa”.


    Como se puede leer en los párrafos anteriores, se plantearon desde un principio los severos problemas de toda índole que se gestarían con la construcción del aeropuerto en la zona del antiguo lago de Texcoco. Esos temas, como veremos en el desarrollo de este libro, o fueron intencionalmente ignorados, o en el mejor de los casos fueron tratados de soslayo, de manera parcial o con un sesgo que permitía considerarlos secundarios y minimizar sus efectos, los que fueron apareciendo con mayor énfasis en el transcurso de la construcción del proyecto.


    



LAS OBJECIONES DEL CANDIDATO LÓPEZ OBRADOR AL NAICM


    Durante la campaña política por la presidencia de la República para el periodo 2018-2024, López Obrador manifestó su oposición a la construcción del NAICM, a partir de las siguientes premisas fundamentales: un enorme gasto —totalmente desproporcionado en relación con las condiciones económicas y sociales del país—, al que se agregarían importantes sumas no definidas para el mantenimiento; las enormes dificultades y los riesgos del sitio elegido para la construcción por las condiciones del subsuelo y su sismicidad y el enorme desperdicio de recursos que significaba la obligada cancelación de instalaciones plenamente operativas en el actual aeropuerto de la Ciudad de México y en la Base Aérea Militar de Santa Lucía, habida cuenta de que el proyecto en construcción, por razones de espacio aéreo, obligaba a la cancelación de las dos instalaciones. Nunca se cuantificaron esos costos.


    Se trataba, además, de una obra que calificó de “faraónica” y “ostentosa”, y en la que había serios indicios de asignaciones y contratos que no cumplían con los requisitos de ley, ni de elementales principios éticos, así como intereses de grupos que veían importantes negocios a desarrollar en el sitio y en los terrenos del aeropuerto Benito Juárez, que quedarían libres.


    Desde junio de 2017 un grupo de técnicos de diferentes especialidades, simpatizantes del movimiento que encabezó López Obrador y de su próxima candidatura, del que formé parte, se dio a la tarea de analizar la información pública disponible sobre el proyecto del NAICM y sus antecedentes.

  



    La estafeta


    A partir del 14 de diciembre de 2017, cuando el candidato presentó a quienes lo acompañarían en su gabinete si lo favorecía el voto popular del 1º de julio de 2018, en el cual me asignó la titularidad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, asumí la coordinación del grupo y la programación de las actividades a desarrollar para proponer al presidente, en su momento, la solución más adecuada o las opciones posibles para atender el incremento del transporte aéreo en la zona metropolitana de la Ciudad de México y solucionar el problema de la saturación del aeropuerto Benito Juárez, que ya presentaba severas dificultades y riesgo en la seguridad aérea.


    La polémica suscitada alrededor de si continuar la obra o cancelarla se convirtió en uno de los temas reiterados y centrales de la campaña, en la que surgieron opiniones diversas, las cuales recogimos con cuidado e interés y las analizamos a fondo.


    Naturalmente, los grupos interesados, a favor y en contra del proyecto, maximizaban las ventajas y los inconvenientes, según el caso, pero en su afán, válido, de influir en la decisión, nos ofrecieron, con sus respectivos argumentos, un magnífico panorama para el análisis, que fue de enorme utilidad. Creo que no quedó ningún rincón del mapa de posibilidades en donde no pusiéramos la lupa.


    



MITRE Y LA SOLUCIÓN ÚNICA


    Uno de los temas que provocó mayor polémica fue el manejo oficial de la información sobre la definición que MITRE, empresa estadounidense de gran prestigio para el estudio de los espacios aéreos, hizo sobre la selección del sitio para albergar el nuevo aeropuerto y que planteaba que el antiguo lago de Texcoco no sólo era el mejor, sino el único factible en la zona metropolitana, ya que no era posible la simultaneidad de operaciones entre el aeropuerto Benito Juárez y la Base Aérea Militar de Santa Lucía, en la magnitud que requeriría en el futuro la demanda de la Ciudad de México. Dada la importancia de este debate, ya que la definición de MITRE y su “infalibilidad” fue convertida por el gobierno en turno en “dogma de fe”, dedico el capítulo “El espacio aéreo y la ‘sentencia MITRE’” al tema, en la conclusión de la decisión de la cancelación de la obra del NAICM.


    



REUNIÓN CON EL FRENTE DE PUEBLOS EN DEFENSA DE LA TIERRA


    Conocida mi designación, en plena campaña recibí una solicitud de audiencia del Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra, al que acompañarían los Pueblos Unidos contra el Nuevo Aeropuerto y la Plataforma Organizativa contra el Nuevo Aeropuerto y la Aerotrópolis, que habían sido protagonistas destacados en el fallido intento del presidente Fox de construir el nuevo aeropuerto en Texcoco.


    El 23 de julio de 2018, ya clara la decisión popular que daba el triunfo en las elecciones presidenciales a López Obrador, me visitó una comisión designada por ellos, aunque reducida, habida cuenta de la estrechez del espacio de que disponía —una pequeña sala de juntas—, en donde nos apretujamos para caber con alrededor de 15 representantes —líderes y abogados de sus causas—, y “hablarían todos”, cada uno por cinco minutos —lo que cumplieron disciplinada y estrictamente—, encabezados por la líder América del Valle, hija de Ignacio del Valle Medina, líder tradicional de los pobladores de San Salvador Atenco, pero ella con indiscutibles atributos personales de liderazgo.


    La reunión se inició con su agradecimiento, porque se trataba de “la primera vez que se podían entrevistar con una autoridad responsable —en aquel momento presunta— después de 14 años de intentarlo”. Nunca habían sido recibidos ni escuchados.


    La cita fue importante por esclarecedora; se plantearon, además de sus argumentos sobre sus derechos a la tierra como pueblos originarios, no consultados en ningún momento, los agravios recibidos del gobierno, que iban desde una propuesta ominosa de comprarles la tierra a siete pesos el metro cuadrado, en la época de Vicente Fox, el despojo de tierras, los engaños y la manipulación de los procesos legales que habían emprendido, hasta el encarcelamiento de líderes y campesinos que se manifestaban en contra de las acciones del gobierno, y la tortura y la agresión sexual a jóvenes de sus comunidades.


    En esa ocasión nos presentaron una propuesta para llevar a cabo un diálogo público en torno al NAICM, y aunque no aceptamos el planteamiento específico que nos entregaron con programa y relación de ponentes, nos comprometimos a llevar a cabo una serie de consultas, foros con especialistas y comunidades interesadas de todos los temas involucrados en el proceso de una megaobra como la proyectada para el NAICM, en la que desde luego estarían incluidos, con objeto de poner en la balanza todos los pros y los contras sobre la continuación o la cancelación del proyecto.


    Es de gran interés político y social el documento que relata el primer encuentro entre pueblos y organizaciones opositores a la construcción del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México, con representantes del gobierno federal que asumiría el cargo el 1º de diciembre de 2018. El documento, fechado el 23 de julio de 2018, estuvo dirigido a mí (véase el anexo 1).


    En él, los participantes manifestaron ser habitantes de diferentes pueblos de la Cuenca de México y ser descendientes de los primeros pobladores de hace 800 años. Su conciencia identitaria se formó por la memoria histórica, tradiciones, sistema de organización y patrimonio material e inmaterial. Su raíz indígena y conciencia histórica es fundamento de la composición pluricultural de la nación mexicana, como lo define la Constitución.


    Ahí mencionaron que son, “por derecho, legítimamente dueños del territorio y los recursos”, y por esto mismo “los interlocutores más importantes en el debate de una obra de impacto” como es el NAICM, en el que la masificación de este espacio al límite de su sustentabilidad tiene un solo objetivo: “la ganancia a manos llenas de los pocos millonarios que desde hace décadas se alimentan del exterminio, el agravio y el destierro al que condenan a los pueblos”.


    Subrayaron también que el gobierno traicionó su obligación de consultar y obedecer la voluntad del pueblo, servir y velar por el bien común, y agregaron que, despreciando al pueblo, el gobierno pretendía operar el despojo sistemático con estrategias de engaño, agresiones y guerra sucia para arrebatar la tierra y los recursos e imponer el proyecto.


    Por otro lado, consideraron que la cabeza del siguiente gobierno acertó al responder al llamado al diálogo que hicieron los pueblos opositores a la construcción del NAICM: “Este acercamiento al pueblo está teniendo lugar después de que el señor Andrés Manuel López Obrador se reunió primero con los grandes empresarios y sus instituciones de presión política, y con Enrique Peña Nieto, el hoy máximo representante de la mafia priista y el verdugo represor de nuestros pueblos”.


    Asimismo, pidieron que al encuentro acudiera personalmente López Obrador, “pues los pueblos merecen igual respeto que millonarios y políticos. ‘Primero los pobres’ no puede ser sólo un slogan de campaña”.


    Esta comisión de pueblos, agrupados en la Plataforma Organizativa contra el aeropuerto y la Aerotrópolis, luchaba por la cancelación del nuevo aeropuerto debido a las afectaciones que sufrían sus hogares, territorio, agua, salud, tejido social y cultural, pero sobre todo porque esa tierra, abogaban, es “la base de nuestra vida espiritual: nuestra cultura, historia milenaria y nuestra dignidad”, por lo cual pedían un debate para que su voz fuera escuchada y garantizar la igualdad de condiciones, donde un tema esencial fuera la justicia ante los crímenes y violaciones efectuados en contra de sus derechos humanos: “Desde hace 17 años hemos sido tratados como criminales, perseguidos y castigados por el simple hecho de ejercer el derecho de resistir. Como nosotros ante el aeropuerto de muerte, en lo ancho y largo de México somos miles los que asumimos desde los pueblos luchar organizadamente para enfrentar al enemigo que nos arrebata la tierra, los recursos, la vida digna y nos pretende condenar a una vida de destierro y miseria”.


    No menos importante es su petición de justicia y castigo para “los responsables del operativo de represión, tortura sexual y muerte ordenado el 3 y 4 de mayo de 2006 por Enrique Peña Nieto y Vicente Fox. Quienes asesinaron a Alexis Benhumea y a Javier Cortés […] al igual que los policías responsables de la tortura sexual contra nuestras compañeras y los fiscales y jueces que fabricaron delitos para mantener a varios defensores de la tierra presos injustamente”, todos los cuales siguen impunes.


    Cito a continuación las tres demandas concretas que solicitan en el documento:


    a) La información que la prensa recoge de la ruta propuesta por Javier Jiménez Espriú es confusa. Por ello requerimos tener claridad sobre la propuesta de ruta de diálogo consulta y la forma en que tomará el nuevo gobierno su decisión.


    b) Como se ha anunciado, el equipo del próximo gobierno tiene acceso a toda la información que la SCT ha restringido durante todo el proceso que lleva a la construcción del NAICM. Como principales afectados, es nuestro derecho el acceso a toda la información que la SCT revele sobre el caso, por lo que solicitamos que nos sea entregada.


    c) No queremos ser parte de una farsa para avalar una decisión ya tomada de antemano.


    En resumen, su postura era que “no hay más solución posible que la CANCELACIÓN TOTAL DEL PROYECTO DEL NUEVO AEROPUERTO EN TEXCOCO, junto con sus obras complementarias e inducidas”, con carácter inmediato, y quedaron a la espera de una solución a sus peticiones.


    



CONVOCATORIA GENERAL, DIFUSIÓN PÚBLICA Y CONSULTA NACIONAL


    López Obrador había autorizado la celebración de todas las actividades tendientes a obtener la más clara definición de la situación, que convocaría a quienes quisieran dar sus puntos de vista, y nos instruyó para que todos los documentos que resultaran de esos ejercicios se hicieran públicos, con absoluta transparencia y fidelidad, para conocimiento de toda la ciudadanía, que sería consultada, una vez fuera informada adecuadamente, para la decisión final sobre el NAICM, habida cuenta de que se trataba de una inversión multimillonaria con recursos de la nación y como una nueva forma de democracia participativa para las grandes decisiones nacionales.


    Nos solicitó que en nuestras intervenciones públicas fuéramos objetivos e imparciales; que habláramos con precisión de las ventajas y desventajas de cada opción; que no tratáramos de influir sino de informar.


    



FOROS, MESAS DE DEBATE, CONSULTAS


    Durante varios meses, a partir de julio y hasta el 28 de octubre de 2018, cuando terminó la consulta ciudadana para tomar la decisión final sobre la forma en que se solucionaría la saturación del Aeropuerto de la Ciudad de México, se llevaron a cabo mesas técnicas, foros y consultas sobre los diferentes temas involucrados en el asunto, en donde participaron cientos de personas en lo individual y organizaciones de toda índole, y en una página electrónica establecida para el efecto y ampliamente citada y publicitada, que continúa vigente, se subieron cerca de 400 documentos: opiniones de agrupaciones de profesionales, de cámaras empresariales, relatorías de los foros realizados, estudios de grupos de ambientalistas, de grupos sociales, de técnicos en aeronáutica, de observatorios ciudadanos, todos los estudios realizados por MITRE —la empresa contratada por el gobierno anterior para el estudio del espacio aéreo, a la que me referí anteriormente—, de personas interesadas, de debates públicos, etcétera.


    



AUDITORÍAS TÉCNICAS


    A lo largo de la campaña señalé que una vez decidida la elección presidencial, si nos era favorable, con la información obtenida y contrastada con la que se nos diera en la transición entre una y otra administraciones, haríamos una serie de “auditorías técnicas” de los diferentes aspectos a analizar en un proyecto de esa magnitud, para la decisión final.


    Recalqué, enfáticamente en cada oportunidad, que éstas serían “auditorías técnicas”, para elegir la opción más adecuada en términos técnicos y económicos, debido a que, en la polémica desatada, surgía con frecuencia el tema de “los probables malos manejos” de los enormes recursos asignados al proyecto. Expresé con frecuencia que esto último no sería la causa de la cancelación de la obra, sino correspondería a acciones de naturaleza administrativa y judicial. En numerosas ocasiones y en los foros más diversos, incluyendo mis comparecencias en el Congreso, afirmé que “si los malos manejos o la corrupción hubiesen sido la causa de la decisión de cancelación de las obras del NAICM, habríamos tenido que cancelar no sólo las del NAICM, sino prácticamente todas las obras en ejecución”. Mi decir, acepto, un tanto exagerado y mordaz, no estaba muy alejado de la realidad.


    



PROPUESTA DEL PRESIDENTE DEL CONSEJO COORDINADOR EMPRESARIAL


    Ante la reiterada propuesta de mi parte en relación con las auditorías, Juan Pablo Castañón, entonces presidente del Consejo Coordinador Empresarial (CCE), había hecho una declaración pública a mediados de marzo de 2018, en plena campaña, cuando ya las encuestas daban una clara ventaja a López Obrador, señalando que esas auditorías no debían esperar a la transición política, sino iniciarse de inmediato, ya que posponer la decisión incrementaba la enorme incertidumbre, lo que era muy dañino para el desarrollo de la actividad económica del país.


    Unos días después de esa declaración, el 23 de marzo, durante la inauguración del 29º Congreso de la Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción (CMIC), celebrado en Guadalajara, Jalisco, al que los candidatos a la presidencia de la República del Partido Revolucionario Institucional (PRI), del Partido Acción Nacional (PAN) y del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) fueron invitados a hacer presentaciones de 20 minutos ante los asistentes, López Obrador utilizó sólo 10 minutos y me pidió que en los 10 restantes hablara del proyecto del NAICM.


    Presidían la sesión el presidente de la CMIC, Eduardo Ramírez Leal, y, para sorpresa nuestra, Juan Pablo Castañón Castañón.


    En mi planteamiento ante los constructores asistentes al congreso y en relación con la información hasta ese momento obtenida, reiteré nuestra posición de que, de resultar electo López Obrador, haríamos “auditorías técnicas” y que aceptábamos la propuesta del presidente del CCE, expresada públicamente unos días antes, de iniciarlas de inmediato. Propuse la integración de una comisión conformada por el CCE, la CMIC y técnicos de Morena para empezar los trabajos esa misma semana. El presidente del CCE estuvo de acuerdo, señalando que él proponía, además, agregar auditorías a las finanzas y a los contratos, porque el CCE estaba en contra de la corrupción. Apretón de manos, abrazo con el candidato López Obrador y aplauso general de los congresistas.


    Horas más tarde, cuando aterrizó el avión en el que López Obrador, Alfonso Romo y yo volvíamos a la Ciudad de México, el “acuerdo” se había caído. Miembros del CCE, encabezados por un alto funcionario de Aeroméxico, “se habían levantado en armas” contra su presidente porque no estaban de acuerdo en discutir nada con nosotros, que nuestro grupo sólo representaba a uno de varios contendientes por la presidencia y él era el único que se manifestaba en contra de la construcción del NAICM. Dijeron que podrían reunirse con nosotros en buenos términos para “informarnos” sobre su punto de vista a favor de la construcción del NAICM, con el que coincidía el resto de los candidatos.


    Al conocer López Obrador la nueva postura adoptada por el CCE, expresó que en caso de resultar victorioso en las elecciones, al día siguiente —“no, dos días después de las mismas”, señaló sonriendo, “porque al día siguiente estaremos muy cansados por los festejos del triunfo del día anterior”— solicitaría una audiencia con el presidente Peña Nieto para pedirle, entre otras cosas, la autorización para que sus colaboradores de la SCT y los colaboradores del gobierno electo iniciáramos de inmediato los trabajos de análisis de la situación del aeropuerto de Texcoco, para tomar una decisión final a la brevedad posible.


    Frente a la contundencia del triunfo electoral, un par de días después de la elección, efectivamente, durante una reunión que sostuvieron López Obrador y el presidente Peña Nieto, aceptó este último dar instrucciones para que se iniciaran de inmediato los encuentros entre los funcionarios encargados del proyecto del aeropuerto y la comisión de transición del futuro gobierno.

  



    La transición


    PRIMERA REUNIÓN DEL EQUIPO DE TRANSICIÓN CON EL GOBIERNO ANTERIOR


    Los trabajos de la transición, relativos a la SCT, y en particular los correspondientes al proyecto del NAICM, se iniciaron el 17 de julio; antes de que Andrés Manuel López Obrador recibiera su constancia como presidente electo.


    En esa fecha nos reunimos con el secretario de Comunicaciones y Transportes, Gerardo Ruiz Esparza; la subsecretaria de Transportes, Yuriria Mascott Pérez; el director general del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México (GACM), Federico Patiño, y Roberto Ramírez de la Parra, director general de la Comisión Nacional del Agua (Conagua), los representantes de Andrés Manuel López Obrador: Carlos Urzúa, Alfonso Romo, Carlos Noriega, Eugenio Nájera, José María Riobóo y el autor de estas líneas, para definir una agenda de reuniones y los temas a analizar. Para tal efecto les entregamos un primer listado de preguntas, para recabar la información necesaria, misma que ofrecieron enviarnos a la brevedad posible. Les solicitamos asimismo suspender las licitaciones y los contratos en vías de realización, en tanto no se llegara a una decisión definitiva.


    En las siguientes secciones describo la amplia respuesta que recibimos unos días después de la reunión (véase el documento completo en el anexo 2).


    Situación de avance y nuevas contrataciones


    Sobre el avance de la obra, calendario y fecha estimada del inicio de operaciones del nuevo aeropuerto, la Gerencia del Proyecto, Parsons, envió un anexo con el cronograma general de la obra y la metodología para determinar su avance, donde se incluye la fecha de término de construcción y la fecha de inicio de operaciones. En una nota metodológica adjunta se informó que el avance global hasta el 30 de junio de 2018 era de 31 por ciento.


    En el segundo anexo encontramos la relación de licitaciones previstas para el segundo semestre de 2018 hasta antes del 1º de diciembre y la relación de contrataciones en el segundo semestre del mismo año; la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) indicó no iniciar procesos de contratación después del 15 de julio.


    Costo y financiamiento


    En el tercer anexo se detalla el costo planteado originalmente y la estimación del costo total hasta el inicio de operaciones del nuevo aeropuerto. También se reporta el avance financiero fuera del polígono, esto es, obras hidráulicas, vialidades y transporte. Otro punto es la estimación del costo de la segunda etapa del proyecto.


    Por otra parte, se mencionó que en la reunión del 17 de julio de 2018 se discutió el monto de los recursos aplicados y por aplicar, los fondos disponibles y el financiamiento adicional requerido de 88 000 millones de pesos. Respecto a este último punto, con el fin de evitar el uso de recursos fiscales, se plantearon diferentes alternativas con el mercado privado, como el cobro de la tarifa de uso aeroportuario (TUA) a pasajeros en interconexión, la nueva colocación de fibra E, concesionar el Centro Intermodal de Transporte Terrestre, la monetización de terrenos de Ciudad Aeropuerto y la modificación del contrato con ASA.


    Los fideicomisos relacionados con el financiamiento del NAICM se abrieron al público en general, los cuales estaban disponibles en la página de internet del GACM.


    El análisis del costo-beneficio original del proyecto se registró en la Unidad de Inversiones en 2014, y de acuerdo con el Plan Maestro 2018 se estaba trabajando en conjunto con la SHCP en su actualización.


    El costo de la pista 6 militar sería de 9 300 millones de pesos. Por el diseño propio de esta pista se incluyó una proporción mayor de calles de rodajes.


    El terreno y las instalaciones del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México y de la Base Aérea Militar de Santa Lucía son activos con un valor socioeconómico que depende de su desarrollo en usos alternativos, como habitacional, educativo, industrial o comercial, y también se contempló un uso ambiental o recreativo. Una evaluación realizada cuando se determinara el uso que se les daría a estos predios arrojaría los costos y beneficios actualizados.


    La Base Aérea Militar de Santa Lucía continuaría siendo utilizada por la Fuerza Aérea Mexicana para capacitación de pilotos y vuelos que no interfirieran con el espacio aéreo comercial. Si fuera necesario su traslado, el costo debía ser considerado dentro del presupuesto de las dependencias correspondientes, según acuerdo con la SHCP.


    Suelo


    En relación con el comportamiento del suelo, el GACM construyó nueve tramos de prueba en el sitio, lo que materializó diversas soluciones, con distintas técnicas de cimentación. A cada una de estas potenciales soluciones se les colocó instrumentación geotécnica para medir deformaciones, asentamientos y presiones. El personal capacitado del Instituto de Ingeniería de la Universidad Nacional Autónoma de México fue el responsable de monitorear los instrumentos y de su interpretación. Derivado de los resultados, el ingeniero civil maestro seleccionó el método de precarga empleado para la construcción de las pistas 2, 3 y 6.


    El cuarto anexo se refiere a estudios de geotecnia y en él se informó acerca de la cimentación de las pistas y las características del suelo. Por otro lado, el quinto anexo muestra estudios relacionados con la cimentación del edificio terminal.


    Espacio aéreo


    En los estudios elaborados por MITRE se concluye que la ubicación seleccionada para la construcción del NAICM es la única posible para resolver el problema de saturación del AICM.


    En el sexto anexo, donde se analiza el futuro aeroportuario de la capital de la República, “MITRE recomienda, sin reserva, que el sitio Texcoco sea seleccionado como el sitio para el próximo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México”. Asimismo, se menciona que se acordó con el equipo de transición visitar The MITRE Corporation, en Washington, para conocer el estudio de factibilidad elaborado por MITRE sobre el espacio aéreo de la Base Militar de Santa Lucía antes de 2014, cuando se tomó la decisión de construir el NAICM en el lago de Texcoco.


    El séptimo anexo muestra la opinión de MITRE acerca de la operación simultánea del AICM y Santa Lucía, y se recibió un documento que menciona “la inviabilidad en el corto y largo plazo de la propuesta de Santa Lucía”; este punto, junto con el anterior, se desahogaría durante la visita a Washington.


    Aspectos hidrológicos


    La Conagua respondió los cuestionamientos relativos a los aspectos hidrológicos. Explicó que los ríos del oriente fluirían normalmente y los escurrimientos se regularían gracias a los nuevos cuerpos de agua que tendrían el triple de capacidad que los actuales y con ello se reduciría el riesgo para la población de sufrir inundaciones.


    No se perdería el lago de Texcoco y el funcionamiento hidrológico no se vería afectado. El Proyecto Hidráulico de la Zona Oriente del Valle de México se realizó acorde al Plan Maestro de Drenaje de la Zona Metropolitana del Valle de México (1994-2010), y en consecuencia la zona es más resiliente en cuanto a seguridad hídrica.


    En temporada de lluvias, las extintas lagunas Xalapango y Texcoco Norte tenían capacidades de regulación de 400 000 y 600 000 m3, respectivamente; su capacidad conjunta quedaba cubierta tan sólo con la nueva laguna 1, pues tenía 930 000 metros3, y a finales de 2018 llegaría a regular hasta 2 210 000. Finalmente, se dijo que esta misma laguna alcanzará un volumen máximo de 6 910 000 m3 en su etapa futura, proyectada al año 2050.


    Además de las lagunas, se contemplaba la construcción de canales, túneles, saneamiento de ríos y recarga artificial de acuíferos, así como el mantenimiento de infraestructura (desazolve de lagunas y canales).


    La capacidad de regulación de la laguna Casa Colorada, con capacidad original de cinco millones de m3, con capacidad de regulación de dos millones de m3, sería sustituida por los aumentos de capacidad de regulación de las lagunas Regulación Horaria, Churubusco y Fusible, que con el desazolve realizado se incrementó su capacidad de regulación de siete millones a 13 520 000 m3, y por otra parte, las nuevas lagunas 4 y 5 tendrían una capacidad adicional de regulación de 6 090 000 m3. Por lo tanto, respecto a la capacidad de la laguna Casa Colorada, no sólo se sustituiría, sino que se incrementaría dicho volumen de regulación.


    La inversión que se realizó a la infraestructura hidráulica relacionada con el Sistema Casa Colorada no se ponía en riesgo, pues dicha infraestructura —explicó la Conagua— seguiría operando normalmente de acuerdo con el Protocolo de Operación Conjunta del Sistema de Drenaje del Valle de México, que desalojaría excedentes de volúmenes de agua provenientes del Dren General del Valle y del Túnel Interceptor Río de los Remedios, mediante el bombeo a través de este sistema hacia algunos cuerpos de agua cercanos, como las lagunas Regulación Horaria y Churubusco. Finalmente, sería oportuno especificar el origen o fuente del monto económico de la inversión.


    En otra de sus respuestas, la Conagua explicó que los equipos, la infraestructura y la obra civil de la planta de bombeo del sistema Casa Colorada seguirían operando normalmente de acuerdo con su capacidad de diseño, ya que se adecuarían las líneas de descarga de los cárcamos hacia las lagunas Regulación Horaria y Churubusco a través del Dren General del Valle. De hecho, uno de los cárcamos de bombeo ya dirige su descarga hacia las lagunas Regulación Horaria y Churubusco. Por otra parte, la lumbrera donde se ubica la planta de bombeo que alimenta a la laguna Casa Colorada seguiría con la misma operación de vaciado, ya que cuenta con su propia obra de captación que permite vaciar las lagunas Regulación Horaria y Churubusco a través del Dren General del Valle, los volúmenes regulados hacia el Túnel Río de Los Remedios o hacia el Túnel Dren General del Valle, es decir, en ese punto del Sistema es posible bombear agua en ambos sentidos.


    La Conagua señaló que el Proyecto Hidráulico de la Zona Oriente del Valle de México está integrado por cerca de 40 obras; asimismo, garantizó que el volumen de regulación con las cinco nuevas lagunas y el lago Nabor Carrillo sería de 31 340 000 m3, superior a los 29 410 000 m3 que escurrirían en la cuenca de aportación de los nueve ríos del oriente y del propio polígono del NAICM, de acuerdo con el estudio hidrológico realizado por ASA en 2013, revisado por el Instituto de Ingeniería de la UNAM y validado por la Conagua. La operación del sistema de bombeo y vaciado de las lagunas se realiza de acuerdo con el Protocolo de Operación Conjunta del Sistema de Drenaje del Valle de México y con ayuda del Instituto de Ingeniería de la UNAM. En su primera etapa, la capacidad de la Planta de Bombeo del NAICM a las lagunas 4 y 5 sería de 55 m3/s y se incrementaría hasta 75 m3/s para la etapa final.


    La Conagua dio a conocer que se llevó a cabo una revisión de las obras del proyecto para priorizar las acciones de acuerdo con las necesidades de la población; además se disminuyó la inversión a 17 814 millones de pesos para realizar 42 obras, las cuales comenzaron en 2014 para concluirse en 2021. Hasta 2018 se habían concluido 25 obras con 4 152 millones de pesos y nueve se encontraban en proceso de construcción con 6 450 millones de pesos. Para esa fecha se consideraba haber ejercido 9 958 millones de pesos y se habían contratado 10 519 millones de pesos con ese fin.


    El organismo señaló que no existía déficit de regulación de agua, de acuerdo con el estudio hidrológico realizado por ASA en 2013, revisado por el Instituto de Ingeniería de la UNAM y validado por la Conagua.


    La Conagua explicó que para la operación de las lagunas de regulación existe un protocolo de operación, el cual se formuló con distintas instituciones y con la participación del Instituto de Ingeniería de la UNAM. Por otro lado, la infraestructura hidráulica para vaciar las lagunas, como el Dren Chimalhuacán, que es por donde se vacían las lagunas hacia el Dren General del Valle, ya estaba construida, y posteriormente se comenzaría la construcción del Túnel Dren General del Valle. Por último, no se tenían considerados desarrollos inmobiliarios que influyeran en las lagunas de regulación.


    Aspectos ambientales


    Este punto se trató en una reunión del 17 de julio de 2018, en donde la Conagua aclaró que el lago Nabor Carrillo no dejaría de ser un cuerpo de agua permanente. Este organismo realizó un análisis del funcionamiento hidráulico del mismo y de las cinco nuevas lagunas, definiéndose sus niveles de operación, lo cual garantizaría la compatibilidad con el aeropuerto, así como el buen funcionamiento de las lagunas.


    El octavo anexo consiste en un resumen sobre las acciones y estudios realizados por el GACM respecto al tema de las aves, donde se explica que el lago seguiría recibiendo aves migratorias y residentes, acuáticas y terrestres, pues no se consideran un riesgo para las operaciones aeronáuticas. Antes bien, los cuerpos de agua al sur del NAICM cuentan con la calidad, morfología y batimetría, entre otros aspectos favorables, para mantener un buen control de aves, además de que un monitoreo permanente minimizaría cualquier situación de riesgo, lo que se complementaría con el Plan de Manejo y Conservación de Aves.


    Respecto a las dos especies de flora local consideradas como una amenaza por el daño ecológico que supuestamente provocan y su dispersión —Tamarix ramosissima y Casuarina equisetifolia—, se explicó que son las únicas que han logrado adaptarse en los suelos salinos del área y que se manejan con éxito en el Programa de Restauración Ecológica del gobierno federal, ayudando a frenar la erosión, las tolvaneras que afectaban a la Ciudad de México, atrayendo fauna y aumentando la riqueza ecológica y la calidad ambiental de dicha microzona.


    Se dijo que los costos ambientales estaban considerados dentro del análisis costo-beneficio, en especial aquellos previstos en la Manifestación de Impacto Ambiental (MIA). Por ejemplo, se consideraban los beneficios ambientales derivados de obras hidráulicas que reducirían los daños económicos por inundaciones, la disminución de ruido en la urbanización y de contaminantes generados por las aeronaves.


    El cambio de vocación del lago Nabor Carillo, que se consideraba cuerpo permanente, al estatus de laguna de regulación, se explicó diciendo que éste desde un inicio fue contemplado como proyecto de regulación hidrológica, por lo que le corresponde a la Conagua definir su vocación, mientras que el GACM estaría realizando acciones ambientales en el Nabor Carrillo para mantener sus funciones ecológicas y proteger el hábitat para especies prioritarias y con estatus de protección ambiental bajo la legislación mexicana, como las aves playeras, a través del mejoramiento de la calidad del agua, la habilitación de riberas y zonas de aguas someras.


    Así pues, según los estudios realizados por el GACM y los lineamientos internacionales para la aeronáutica civil, se explicó que las aves migratorias que arriban en invierno al territorio lo seguirían haciendo, considerando que no representarían un riesgo para las operaciones; sobre aquellas especies que sí pudieran generar algún problema, como dos especies de patos, el GACM llevaba a cabo un estudio en 15 cuerpos de agua en el Valle de México con propuestas para mejorarlos y restaurarlos, de modo que pudieran recibir a dichas especies.


    Tales propuestas de acciones están contenidas en un documento que da cumplimiento a la Condicionante 8 del Resolutivo en materia de impacto ambiental del NAICM, además de que expertos en ornitología y aeropuertos estarían validándolas.


    En cuanto al costo económico, el GACM y la Conagua establecieron aportaciones para llevar a cabo dichas acciones, una vez que comenzaran las labores.


    En lo referente a la situación de las zonas de extracción de material pétreo, considerando que existe un aproximado de 180 minas, de las cuales 30% son ilegales, se dijo que “no existe una medida o condicionante que establezca evaluar los impactos ambientales ocasionados en las zonas donde se ubican las minas que surten de material pétreo a las empresas del NAICM, debido a que cada mina cuenta con su propia autorización ambiental que establece las medidas de mitigación y compensación ambiental, las cuales son obligación del dueño o bien, del responsable de la explotación”. Sin embargo, ya que el GACM está obligado a comprobar que el material pétreo que ingresan las empresas contratistas tenga autorización, se constituyó una Mesa Técnica Ambiental junto con autoridades del Estado de México para confirmar que las minas respeten las disposiciones y la normatividad ambiental.


    Impacto urbano


    En el noveno anexo se tocó el tema del impacto urbano, regional, acumulativo y sinérgico del proyecto del NAICM, ante lo cual se respondió que el GACM estaba desarrollando diagnósticos, estudios, planes y programas para mitigar los posibles impactos en los alrededores de la zona en cuestión de residuos y agua. Del mismo modo se trabajaba en estrategias para reducir el consumo de agua y energía, mejorando a la vez la captación y uso de agua pluvial, para así reducir los impactos mencionados.


    Ahora bien, ya que la MIA fue aprobada sin la presencia del Programa de ordenamiento ecológico, territorial, regional y el estudio de impacto de crecimiento urbano de la zona, se tenía la inquietud de cuándo se presentarían dichos documentos, a lo que se nos informó que la Sedatu estaba desarrollando el Programa de Ordenamiento Urbano del Nuevo Aeropuerto, que, como su nombre lo indica, buscaba ordenar el territorio aledaño al aeropuerto (12 municipios del Estado de México y tres alcaldías de la Ciudad de México), donde residen 6.4 millones de personas, con miras a evitar la pobreza y el rezago, la consolidación de infraestructura para vialidad, transporte, agua potable y alcantarillado, atendiendo a la vez los aspectos ambientales, sociales y de movilidad e impulsando la actividad industrial y comercial, entre otros aspectos direccionados a la población en cuanto que foco de atención del programa.


    Se nos informó también que las actividades que generaría el NAICM en los alrededores serían una oportunidad única de desarrollo y que la población se beneficiaría con oportunidades de empleo, sin embargo, quedaría pendiente revisar la proyección de crecimiento poblacional derivada del impacto del NAICM, que para 2030 se estimaría de la siguiente forma: Gustavo A. Madero, Iztacalco, Venustiano Carranza, Chicoloapan, Chimalhuacán, Ecatepec de Morelos y Nezahualcóyotl mantendrían las mismas tasas; en Atenco, Texcoco, Tezoyuca, Acolman, Chiautla, Papalotla, Tepetlaoxtoc se presentarían incrementos. Es decir, debido a la creación de empleos directos e indirectos, se generaría en estas zonas un incremento de 435 mil habitantes, lo cual constituiría un reto para las autoridades en cuestión de la solución de las correspondientes necesidades de reservas territoriales, suministro de agua, infraestructura y servicios. Tendría que considerarse también la integración de programas de vivienda.


    Uno de los temas cuya solución más preocupaba era la demanda de agua para la población, tomando en cuenta que el acuífero de Texcoco presenta un déficit de más de 600% por sobreexplotación, a lo que la Sedatu sacó a colación los estudios que realiza la Conagua para sanear los ríos del oriente, analizar fuentes de captación, tanques de almacenamiento y vías de distribución, el reúso de agua, aunado a los programas de plantas de tratamiento de aguas residuales.


    Por último se hizo la pregunta de si existían planes de desarrollo urbano municipal que garantizaran un adecuado ordenamiento territorial, y la respuesta que obtuvimos fue que, en efecto, hay planes para todos los municipios. Por ejemplo, se actualizó el plan de desarrollo Atenco a través de una consulta pública, el Programa de Ordenamiento Urbano del Nuevo Aeropuerto contempla la legislación de asentamientos humanos, el Programa Universitario de Estudios sobre la Ciudad (PUEC) actualizó el Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de México, y el resto de los municipios también tienen planes vigentes para la densificación de sus áreas urbanas.


    Impacto social


    En el décimo anexo, correspondiente al diálogo social, la consulta pública y el Plan Maestro Social, quisimos indagar si se había realizado alguna consulta a los pueblos originarios de la zona. Se nos dijo que, respondiendo a los Principios de Ecuador, se hizo la consulta pública, y por recomendación de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) se dialogó con habitantes de más de 300 000 viviendas para saber su grado de aceptación y de conocimiento sobre el proyecto, sus inquietudes y dudas.


    Finalmente se preguntó sobre la posible afectación a las viviendas por extracción de materiales, concluyendo que el GACM no había recibido notificación de ningún tipo respecto a daños a estructuras de casas habitación por la explotación de minas que abastecen a las empresas constructoras del NAICM, esto debido a que algunas minas productoras de tezontle no utilizan explosivos, y aquellas que sí lo hacen se encuentran a distancias considerables de asentamientos humanos, de modo que no ocasionan daños. Se hace la aclaración de que el GACM no es el encargado directo de las minas, sino que son las empresas contratistas las que adquieren el material de minas surtidoras, esto con las debidas autorizaciones y el cumplimiento de las normas vigentes, de otro modo se entraría en un proceso formal para que el encargado de la explotación reparara el daño provocado.


    



LA ORGANIZACIÓN PARA EL ANÁLISIS DEL PROBLEMA


    Ante las evidentes falacias de las primeras respuestas que señalaban que al 30 de junio el avance de la obra era de 31% —cuando en ese momento no llegaba a 20%—, que faltaba financiamiento por 88 000 millones de pesos —frente al presupuesto que se había planteado, que estimamos corto—, y que de ninguna manera el gobierno entrante estaba en condiciones de aceptar las alternativas para su obtención, incluida la urbanización de los terrenos del aeropuerto actual, la incorporación de la TUA a los vuelos de correspondencia —que no aceptaba nadie— y la concesión de servicios que no se contemplaba, así como las explicaciones vagas sobre los impactos ambientales, urbanos y sociales; esto es, frente a la magnitud y complejidad del problema que se presentaba para el análisis de la situación del proyecto aeroportuario y la urgencia de conocer en detalle los pormenores del proyecto, para una decisión que sería parteaguas en el cambio de régimen que se gestaba, y por la dificultad que teníamos, por restricciones presupuestales, de abarcar todos los aspectos que competerían a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, le solicité al presidente López Obrador que me autorizara la designación inmediata de un asistente para que se enfocara específicamente al tema del aeropuerto de Texcoco, y quien actuaría como un agente de vinculación permanente entre los funcionarios del gobierno y nosotros.


    De excelente humor y con su manera de ser tan particular, cuando manifiesta que para él no hay imposibles si se trata de lograr las mejores condiciones para el país, López Obrador lo autorizó con la condición de que le propusiera a un gran ingeniero: capaz, honesto, culto, impecable, respetado, con personalidad, un exdirector de la Facultad de Ingeniería, “bueno —agregó—, alguien así como el ingeniero Barros Sierra”, me dijo sonriendo.


    En el mismo tono jocoso de irónica utopía con el que él me había planteado su solicitud le respondí: “Bueno, ¡así, ni yo!” “La modestia” de mi respuesta lo hizo sonreír nuevamente.


    Unos días después le sugerí a Gerardo Ferrando Bravo, que, salvo el “bueno, así como el ingeniero Barros Sierra”, cumplía con todas las otras condiciones que me había pedido. Lo aceptó de inmediato y a partir del 16 de agosto de 2018 se incorporó al grupo como “director general adjunto”, de facto, del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, pro bono, es decir, sin salario como todos nosotros, a trabajar de tiempo completo junto al director general, con la aquiescencia de los funcionarios de la SCT, para conocer desde dentro el proyecto y vigilar que se cumplieran los acuerdos a que íbamos llegando.


    Esta designación fue esencial para mí; el proyecto del NAICM, cualquiera que fuese su destino, continuarlo o cancelarlo, requería de conocimientos diversos y de una honestidad a toda prueba. Los recursos nacionales ahí aplicados o por aplicarse —la erogación ya hecha que se perdería o la inversión faltante por aplicar, ambas desconocidas— eran de tal magnitud, que la decisión final tendría, en cualquier caso, un alto costo y se tenía que actuar con total transparencia, honestidad, ética y sensibilidad social. Con Carlos Morán Moguel, que López Obrador me había autorizado invitar como próximo subsecretario de Transportes, y Gerardo Ferrando, dos personas por las que, como se dice popularmente, “puedo meter las manos al fuego”, se garantizaba un trabajo profesional serio, a profundidad y sin la menor duda de desviación posible.


    



ORGANIZACIÓN DE ENCUENTROS Y FOROS DE INFORMACIÓN Y ANÁLISIS


    Independientemente de los trabajos con los funcionarios de la administración anterior, se procedió de inmediato, desde el mismo mes de julio, a organizar encuentros, foros de discusión con grupos de especialistas en los diferentes temas involucrados en un proyecto de la magnitud del NAICM, a recabar información y a solicitar el asesoramiento y opinión de instituciones profesionales y gremios interesados (colegios y asociaciones de profesionales, cámaras y organismos no gubernamentales).


    



PRESENTACIÓN PÚBLICA DEL GACM Y DEL VOCERO DEL PRESIDENTE


    Me regreso un momento en el tiempo, para relatar experiencias importantes en el camino de la información sobre el NAICM. Inmediatamente después de nuestro frustrado intento de iniciar las auditorías técnicas en seguida, como había propuesto y aceptado el presidente del Consejo Coordinador Empresarial en el Congreso de la CMIC, Carmen Aristegui me invitó a su programa matutino del 26 de marzo de 2018, para intercambiar opiniones con Federico Patiño, director general del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, lo que acepté con mucho gusto. Sin embargo, al llegar al programa Carmen Aristegui me informó que Federico Patiño había considerado inconveniente discutir conmigo sobre el tema, pero que había hecho de su conocimiento que ese mismo día, a las 12 horas, él y Eduardo Sánchez, vocero del presidente de la República, darían una amplia explicación por televisión para informar sobre el estado que guardaba el proyecto del aeropuerto en Texcoco.


    Era la forma indirecta en la que nos informaban, como habían manifestado los miembros del Consejo Coordinador Empresarial que se opusieron a la Comisión de Análisis propuesta en el Congreso de la CMIC, por qué se construiría el aeropuerto en Texcoco, sin que fuera necesario discutir con nosotros el hecho de hacerlo o no.


    De lo dicho en ese programa —que está disponible en YouTube— rescato los temas que considero más importantes, para señalar tanto lo que considero verdades a medias y mentiras francas como los temas que por su trascendencia fueron abordados en la conferencia y que hacían evidentes los puntos de preocupación de los funcionarios del gobierno, ante el inminente momento del análisis de fondo que haríamos, de resultar López Obrador ganador de las elecciones presidenciales, y las acciones que habían desarrollado, con carácter de urgente, para “blindar” en lo posible el proyecto y hacerlo más difícil de revertir, en caso de que ésta fuera la decisión final que adoptara el nuevo gobierno.


    Fue para mí una conferencia del mayor interés, porque me permitió ratificar información delicada que se sabía, pero de la que no había seguridad, reafirmar ciertas dudas que nos preocupaban y permitirme armar, con mayor precisión, la hoja de ruta de los trabajos a emprender, tan pronto lo permitieran las circunstancias.


    Durante una hora, 13 minutos y 17 segundos —señalo el tiempo para subrayar la importancia que los funcionarios del gobierno dieron a las preocupaciones que había en relación con el futuro del proyecto Texcoco, dada nuestra posición contestataria— el director del Grupo Aeroportuario y el vocero del presidente —esto es, entiendo, el presidente a través de su vocero— ofrecieron una información plagada de datos, algunos ciertos, pero la mayoría verdades a medias —que no son sino mentiras dolosas—, y otros francamente falsos, y contestaron preguntas de los periodistas invitados al evento.


    El vocero del presidente habló del plan de infraestructura del presidente Peña Nieto, cuya obra insigne era el Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México —proyecto que nunca apareció en el Plan Nacional de Infraestructura—, que en su primera fase atendería anualmente a 70 millones de pasajeros y al concluirse a 120 millones.


    Mencionó que con una inversión, hasta ese momento, de 140 000 millones de pesos comprometidos en 321 contratos, era la obra más importante de Latinoamérica e indicó que 70% del financiamiento era aportado por la iniciativa privada y el financiamiento total de la obra estaría cubierto por los propios usuarios del aeropuerto a través de la tarifa de uso aeroportuario, la TUA, por lo que era, explicaron, un proyecto autofinanciable.


    Este planteamiento engañoso ocultaba el hecho real de que no había un solo centavo de inversión privada y todo el gasto para la construcción del aeropuerto corría a cargo de los recursos públicos: los provenientes del presupuesto federal que autoriza la Cámara de Diputados y los que se producen con la tarifa de uso aeroportuario, que son también recursos públicos y que con un mecanismo financiero muy elaborado, muy ingenioso, se bursatilizaban y se llevaban a un fideicomiso privado, establecido en la banca pública, para ser destinados a los pagos de la construcción del aeropuerto. En varios momentos reiteraron que el presupuesto original de 13 300 millones de dólares no había variado y seguía siendo el mismo.


    Reitero enfáticamente que no había un solo centavo de inversión privada, y los créditos provenientes de la banca privada por 6 000 millones de dólares y los 30 000 millones de pesos de una fibra E estaban plenamente garantizados por el gobierno a través de la TUA, en condiciones particularmente favorables a los privados, incluidas, en el caso de la fibra E, inexplicables posiciones corporativas que daban a sus representantes derechos de veto y privilegios de cobro y capitalización, como queda explicado con detalle más adelante.


    En ese acto el vocero anunció que hacía tres días —estoy hablando del 26 de marzo de 2018, ya en plena campaña electoral— se había concretado la firma de la fibra E, lo que era absolutamente innecesario en ese momento, ya que había en caja más de 100 000 millones de pesos, y “que demostraba el enorme interés de los inversionistas”. Sí, el enorme interés de los inversionistas, que partía, para ellos, entre otras cosas, del “interés enorme” —altísimo interés de 10% real—, lo que explico más adelante en palabras de Carlos Slim.


    Habiéndonos enterado oportunamente de la intención de suscribir esa fibra E, costosísima e innecesaria, yo había solicitado públicamente, ante la prensa que cubría un evento en la Cámara de Diputados en el que estuve presente, que no se suscribiera, por no requerirse de más recursos por el momento y porque era claro que lo que se pretendía era hacer más complicada la cancelación, en caso de que así se decidiera finalmente.


    Un par de meses antes, José Ángel Gurría, secretario general de la OCDE, había expresado en un noticiero de Televisa que “el tema del aeropuerto es un proyecto impresionante del cual debemos sentirnos orgullosos los mexicanos, proyecto transexenal que deberá ser analizado con cuidado por cualquier nuevo gobierno […] Asegurar el financiamiento para concluir el NAICM hará que los inversionistas vean que es un proyecto irreversible”.


    El director del GACM presentó en un video la situación de las obras en ese momento y señaló que la administración siguiente no tendría presiones financieras, porque los bonos y la fibra no eran deuda pública; que la selección del sitio fue resultado de años de diversos e importantes estudios de expertos nacionales y extranjeros, tanto en el “lado aire” como en el “lado tierra”, que concluyeron que Texcoco era el único sitio que podría resolver las necesidades aeronáuticas de las próximas seis o siete décadas y que el proceso de construcción había tenido como eje rector la transparencia.


    Otras opiniones de expertos no coincidían con la que expuso el director del GACM y, contrariamente, expresaron que el sitio seleccionado era el peor posible, dadas, entre otras muchas cosas, las condiciones del subsuelo. Estas discrepancias radicales eran lo que había que discernir en los análisis por desarrollar.


    Roberto Eibenschutz, coordinador de proyectos del Programa de Investigación en Estudios Metropolitanos de la UAM Xochimilco —indica Sergio Víctor Chapa Vergara, profesor investigador del Cinvestav-IPN, en un importante estudio elaborado en julio de 2018, que tituló “Reflexiones al diseño del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, alertas al proyecto ejecutivo”—, expresó: “La Ciudad de México se encuentra en el límite de sus capacidades, incluyendo el abastecimiento de agua”.


    La probabilidad de falla en el suministro en una de nuestras principales fuentes del Cutzamala —manifiesta Chapa Vergara— se magnifica por el riesgo del conflicto social […] el NAICM obra de desarrollo tecnológico tiene, por las demandas, que ser examinado más al detalle acerca de los beneficios sociales y riesgos, en consideración de los valores sociales en la planeación pública y la toma de decisiones. En ese sentido, a lo mencionado anteriormente como uno de los aspectos sensibles y peligrosos, se suma la capacidad de movilidad y gran flujo adicional de gente, que generará congestionamiento vial.


    El investigador vuelve a citar a Eibenschutz:


    Todo esto lleva a la pérdida considerable de la superficie agrícola y producirá nuevos asentamientos en una zona de alto riesgo de inundaciones y con muy baja disponibilidad de agua potable […] todo lo anterior va a requerir de todos los servicios y producirá un fenómeno de expulsión de los habitantes originarios de la zona, así como sobrepoblación, sobreexplotación acuífera y contaminación ambiental […] la ubicación idónea del NAICM hubiera sido Tizayuca, Hidalgo, conectándolo con la ciudad mediante un tren de alta velocidad que saliera de la estación del metro Buenavista.


    El profesor Chapa cita también en su estudio a Elías Cattan, director del Taller 13, quien pone énfasis en el medio ambiente y el impacto de la desaparición de cuerpos de agua y la creación de más vías de comunicación. Cattan plantea: “Sin ríos, lagos ni bosques no habrá una adecuada calidad de vida para los habitantes de la ZMVM. El NAICM va a generar nuevas presiones en la amplia zona norte oriente con consecuencias de contaminación”.


    Por su parte, José Luis Luege Tamargo me dirigió una comunicación, en la que expuso que se recabó y analizó toda la información disponible, enfocándose en la regulación hidrológica y en el lago Nabor Carrillo (véase el anexo 3). Explicó que las acciones y proyectos para mejorar la regulación hidrológica en el lago de Texcoco se iniciaron con reuniones a las que asistieron expertos del GACM, de la Conagua, de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), del Instituto de Ingeniería de la UNAM y asesores del GACM en materia ambiental y en aves migratorias.


    Comentó que se sobrevolaron y visitaron los principales proyectos, para conocer de primera mano los avances de obra y se obtuvo información sobre futuros proyectos relacionados con la regulación hidrológica del oriente del Valle de México; al final se llevó a cabo una reunión en la Subdirección Técnica de la Conagua. Asimismo, se revisaron los proyectos ejecutivos y los presupuestos proporcionados por la misma subdirección.


    En relación con la construcción del NAICM reconoció el esfuerzo y la apertura de las autoridades para el acceso a la información requerida. Mencionó que los proyectos en proceso contribuirían a mejorar las condiciones hidrológicas en el lago de Texcoco. No obstante, señaló que debido a la vulnerabilidad de la zona ante las inundaciones, sin menoscabo de las obras en curso, eran necesarias muchas más acciones para garantizar la seguridad del NAICM y de toda la zona conurbada del oriente de la Ciudad de México; recomendó profundizar más en los estudios de regulación hidrológica y desarrollar nuevos proyectos para incrementar la capacidad de regulación y conducción en el lago de Texcoco.


    Enumeró los factores que inciden en el incremento de los riesgos de inundación: a) la zona federal del lago de Texcoco en donde se encuentra el polígono del NAICM corresponde al vaso de Texcoco, la cual es un área natural de inundación; b) en esa zona convergen los principales desagües del Valle de México, tanto de los ríos del poniente como del oriente, para dirigirse al Gran Canal del Desagüe y al Sistema de Drenaje Profundo; c) la misma zona presenta hundimientos que van de 20 a 40 centímetros anuales, lo cual ha comprometido el desnivel de los drenes superficiales, dichos hundimientos continuarán presentándose debido a la sobreextracción del acuífero, por lo que en poco tiempo se dependerá totalmente de los sistemas de drenaje profundo; d) la sobrepoblación de los municipios aledaños a la zona federal del lago de Texcoco, principalmente Ecatepec, Nezahualcóyotl y Chimalhuacán, con pésimos servicios urbanos, como agua potable, drenaje y saneamiento, entre otros, compromete la seguridad futura de toda la zona y en consecuencia del NAICM, y e) el arrastre de cientos de toneladas diarias de basura por los drenajes, la falta del sellado y remediación del Bordo Poniente y la práctica de arrojar basura y cascajo en la zona continúan siendo un factor de riesgo elevado frente a fallas del sistema regulador.


    En otro punto de su comunicación señaló que la destrucción del lago Nabor Carrillo es un crimen que no debe permitirse, dado que, al no haber sido evaluadas en la MIA-R las consecuencias ambientales de la desaparición de ese cuerpo de agua —hábitat de una importante cantidad de aves y en cuanto que regulador de un microclima benéfico para la zona oriente—, se estaría infringiendo la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. En ese sentido, explicó que luego de varias reuniones, consultas y cuestionamientos a los responsables del proyecto y a los especialistas, no había quedado claro si el lago Nabor Carrillo podría mantenerse como lago permanente con todos los servicios ambientales que ofrece, pues las respuestas del GACM eran ambiguas.


    Enfatizó que eran evidentes los acuerdos entre el GACM y la Conagua para “secar” dicho lago, detener la operatividad de la planta de tratamiento e interrumpir la alimentación del lago y a las lagunas facultativas, y que esa acción se estaba llevando a cabo como una “experimentación” para analizar si es posible reorientar a las aves migratorias a otros cuerpos de agua en el Valle de México.


    Dijo que sin duda cuando el lago Nabor Carrillo carezca del volumen y la calidad de agua óptimos, dejará de ser hábitat de aves migratorias y provocará serios daños ambientales en la región; sin embargo, las acciones de mitigación y compensación no se consideraron en la MIA-R, por lo cual las acciones de secado del lago debían de detenerse de inmediato.


    Señaló que si la decisión final fuera continuar con el proyecto del NAICM y se demostrara que por razones de seguridad el lago Nabor Carrillo no podía seguir siendo un hábitat de aves migratorias, debía expresarse con toda claridad para proceder a las acciones de mitigación y compensación que establezcan las autoridades ambientales. Afirmó que las acciones serían muy costosas y reiteró que no fueron evaluadas por la MIA-R.


    Concluyó que no se cumplían las condiciones mínimas necesarias para garantizar la seguridad tanto en la operación del NAICM como en los municipios aledaños, que estarían en riesgo de sufrir graves inundaciones y desabasto de agua.


    Estos temas, delicadísimos, no fueron tocados en la conferencia del director general del GACM y el vocero del presidente.


    Insistieron, en cambio, en el aspecto de la transparencia, en el asesoramiento de la OCDE, de la OACI, de la IATA (Asociación Internacional de Transporte Aéreo), y en “la infalibilidad” de los dictámenes de MITRE, la empresa contratada por el Grupo Aeroportuario para el diseño del espacio aéreo del aeropuerto. Pusimos especial interés en la revisión de estos asuntos y los resultados de lo encontrado aparecen con detalle en el texto de este libro.


    Fueron reiterativos en el señalamiento de lo que costarían las demandas, las penalizaciones y los daños y perjuicios establecidos en los contratos. No había tales cláusulas en los contratos, y eran conscientes de ello, pero lo mencionaban para espantar a quienes propusieran la cancelación y para estimular a los críticos. Lo fueron también en que el programa de obras iba “en cronograma”; señalaron que en ese momento llevaban 28% de avance —lo que no era verdad— y terminarían en su administración con un 40 o 45% de avance, a sabiendas de que era un dato falso e imposible de lograr.


    Sabían, pues se los había señalado Parsons por escrito, que el avance estaba en 20% y la fecha más cercana para terminar la obra, de no aparecer ninguna contingencia en el camino, lo cual resultaba prácticamente una ficción, era 2024, lo que no tenía nada que ver con el “cronograma” oficial.


    “La información que nos proporcionaron” en esa presentación, lo que dijeron y lo que no dijeron, fue utilísima, en sus verdades, en sus omisiones y en sus mentiras, para los análisis posteriores que llevamos a cabo y para poner especial atención en temas neurálgicos.


    Con frecuencia, el fuego y las llamas que se encienden con propósitos diversos, a algunos los ciegan y los queman y a otros les iluminan el camino. Pero mentir nunca es necesario, en raras ocasiones es útil, pero siempre es peligroso.


    El acopio de información, desde que conocimos de nuestra futura responsabilidad, fue incesante, tanto a partir del programa que para el efecto organizamos y de la interacción con los funcionarios salientes o en eventos como la conferencia que relato, o también de manera fortuita, como suele suceder a menudo. Ofrezco a continuación una serie de anécdotas que resultaron tan inesperadas como trascendentes.

  



    Anecdotario del baúl de mis recuerdos


    REUNIÓN CON EL GRUPO TEPOZTLÁN


    El 21 de febrero de 2015 el Grupo Tepoztlán —organizado hace muchos años por don Víctor L. Urquidi—, que en ese momento presidía Mauricio de María y Campos, y que reúne a un distinguido grupo multidisciplinario de personas que debaten sobre temas diversos de interés nacional, en forma libre y respetuosa, me invitó como ponente a hablar de la situación de las industrias extractivas, minería e hidrocarburos, temas de permanente polémica, en particular en ese momento.


    Al final de mi presentación y durante el debate que siempre sigue a las ponencias, una dama de intereses ambientalistas manifestó que México no debía extraer un solo barril más de petróleo, ya que los combustibles fósiles son los culpables de la mayor parte de la contaminación ambiental y el calentamiento global. Ante la radical propuesta, el prestigiado economista Luis Foncerrada expresó que si bien la posición señalada era atendible, eso era imposible de aceptar, ya que también era imperioso y prioritario considerar las necesidades financieras de la nación y lo que el petróleo representaba para solventar las enormes necesidades de la población. Traigo esto a colación porque intervine señalando que estaba de acuerdo con Foncerrada, aunque, había que agregar también, era fundamental tomar conciencia del hecho de que los recursos públicos deberían destinarse efectivamente a atender las inmensas carencias del país y no a gastarlos en obras suntuarias, como el nuevo aeropuerto que se acababa de decidir construir y a los grandes negocios que estas obras significan, así que pregunté a los asistentes: “¿Tenemos derecho, dadas las condiciones de pobreza de nuestro país, a construir un aeropuerto como el NAICM?”


    La discusión fue amplia y polémica. Al terminar el evento me abordó Erik Moreno Mejía, amigo de muchos años, y me dijo que le preocupaba lo que se había discutido —la inmensa mayoría había criticado el proyecto—, porque él estaba trabajando en el NAICM como asesor directo de Raúl González Apaolaza, mi amigo también, encargado de las obras y los contratos del aeropuerto. Le dije que tuvieran enorme cuidado y que trabajaran con minuciosa transparencia, que “su trabajo era como las medicinas de patente” —como con frecuencia nos decía el ingeniero Barros Sierra—, de “empleo delicado”, ya que se trataba de un proyecto lleno de complejidades y de puntos grises y polémicos. Me preguntó si estaría de acuerdo en reunirme con él y con Raúl para platicar del asunto. Acepté, desde luego, pero la reunión nunca se dio.


    



COMIDA CON GONZALO MARTÍNEZ CORBALÁ


    El 14 de abril de ese mismo año un pequeño grupo de amigos ingenieros nos reunimos en una comida promovida por Carlos Martín del Castillo para celebrar el reciente aniversario número 87 del ingeniero Gonzalo Martínez Corbalá, miembro de ese grupo.


    Mientras esperábamos, pues el homenajeado avisó que llegaría tarde porque se había alargado una junta de trabajo, yo relaté la historia que acabo de narrar y uno de los comensales me dijo: “Esa pregunta que le hiciste al Grupo Tepoztlán, házsela a Gonzalo ahora que llegue, porque justamente viene de una junta del NAICM, pues es asesor en el proyecto”. Le contesté que no lo haría, porque era una reunión para festejarlo y no quería incomodarlo.


    Sin embargo, cuando llegó Gonzalo mi impertinente amigo le dijo: “Javier tiene una pregunta muy importante que hacerte sobre el proyecto NAICM”. No me dejó alternativa y relatándole mi reunión con el Grupo Tepoztlán le cuestioné: ¿Tú crees que es correcto que el país, en las condiciones en que se encuentra, haga una obra de esa magnitud y ese costo? Se quedó unos largos segundos pensativo y me contestó: “La respuesta la tiene una sola persona, quien lo decidió. Nosotros estamos ahí para hacer lo que nos manden, y hacerlo bien”. “No estoy de acuerdo contigo —le respondí—, pero eso lo platicaremos en otra ocasión: hoy venimos a celebrar tu aniversario.”


    



DE LOS INGENIEROS DANIEL RUIZ FERNÁNDEZ Y DANIEL RESÉNDIZ NÚÑEZ


    En ese mismo baúl guardo las opiniones de dos de los mejores ingenieros civiles mexicanos que he conocido —ambos exdirectores del Instituto de Ingeniería de la UNAM—: la de Daniel Ruíz Fernández, quien me dijo en diversas ocasiones, antes y después de que yo supiera que tendría la responsabilidad del NAICM, que no había peor sitio en la República Mexicana que el que se había seleccionado para construir el NAICM, por las características geológicas e hídricas del terreno —él fue también director de la Conagua—, y la de Daniel Reséndiz Núñez, investigador emérito del Instituto de Ingeniería de la UNAM, que ratificaba esa opinión y me decía, además, que esa obra había que suspenderla, porque no se podía saber cuándo se concluiría —en alguna ocasión me dijo que no se terminaría nunca—, ni cuánto podría costar, pero que sería considerablemente más de lo que se señalaba.


    



ENCUENTRO CON LA SECRETARIA DE CULTURA DEL ESTADO DE MÉXICO


    El domingo 4 de marzo de 2018 asistí con uno de mis nietos al Auditorio Nacional, a escuchar a la Filarmónica de Viena, que visitó México bajo la dirección del extraordinario músico venezolano Gustavo Dudamel. En un asiento atrás del mío estaba una joven directora de orquesta, hija de un amigo entrañable, quien me reconoció, me saludó amablemente y me presentó a una dama que la acompañaba, que era la secretaria de Cultura del Estado de México. En el entreacto salí a estirar las piernas y me encontré con el secretario de Cultura del Estado de Oaxaca, Ignacio Toscano, viejo amigo mío e importante promotor cultural —que lamentablemente falleció poco tiempo después—, quien me comentó que en la capital oaxaqueña estaban desarrollando —“lo que me daría una gran satisfacción”, me dijo— un Centro de las Artes que tendría una sala de música extraordinaria, la cual llevaría el nombre de nuestro mutuo amigo Eduardo Mata, gran director de orquesta y músico mexicano extraordinario, él también prematuramente fallecido en un accidente de aviación.


    Al volver a mi lugar se lo comenté a la secretaria de Cultura del Estado de México, a lo que me respondió: “Centro Cultural, el Bicentenario que construimos nosotros: 114 000 metros cuadrados de terreno y una Sala de Conciertos de 34 000 metros cuadrados”. Sorprendido, le dije que no sabía de ello y que me interesaba mucho conocerlo, ya que yo había sido el responsable de la construcción de la Sala Nezahualcóyotl y del proyecto del Centro Cultural Universitario de nuestra máxima casa de estudios.


    “¿En dónde está el Bicentenario?”, le pregunté, y su respuesta fue: “Está en un lugar hoy poco accesible, pero cuando esté listo el nuevo aeropuerto de Texcoco será una cosa extraordinaria”. Entonces yo contesté: “Esperemos a ver si la construcción del NAICM se continúa”. Se molestó muchísimo, me alegó que sólo sabíamos destruir y no construir, etcétera. Como estaba por reiniciarse el concierto, le señalé que, si quería conocer argumentos del debate, podía escuchar al día siguiente el programa de Sergio Sarmiento, con quien tendría yo una entrevista al respecto. Me dijo, enojada, que no le interesaba escucharme porque “no se podía discutir con fundamentalistas”. Le respondí que en eso estaba de acuerdo con ella, y nuestro diálogo fue afortunada y gratamente interrumpido por el maestro Dudamel y la Filarmónica de Viena, con una fantástica “Sinfonía Fantástica” de Berlioz.


    Ante tal e inesperada información, de inmediato localizamos el Centro Cultural Bicentenario —se encuentra en Texcoco—, en una zona en la que se pensaba desarrollar, lo confirmamos después, un impresionante proyecto inmobiliario, que aprovecharía el impacto económico y la plusvalía que tendría la zona por el NAICM, y en donde se habían hecho importantes operaciones de adquisición de terrenos de personas vinculadas a las autoridades estatales. Fuera de Texcoco, único municipio del Estado de México que presidía —interinamente— un militante de Morena, Jesús Adán Gordo Ramírez, no hicimos mayores pesquisas; la situación era más que clara.


    



REUNIÓN CON FRANCISCO GONZÁLEZ PULIDO


    Francisco González Pulido es un destacado arquitecto mexicano que tiene su oficina en la ciudad de Chicago, y que fue invitado a participar con otros siete despachos, nacionales e internacionales, en el “estudio de mercado” que organizó la pasada administración para presentar proyectos para la construcción del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México.


    El 15 de marzo de 2018 me reuní con él y me relató su extrañeza y su disgusto por la forma en que se dio la resolución sobre el ganador del proyecto. Me señaló que no hubo concurso alguno, que cada uno de los invitados fue convocado a presentar su proyecto y su maqueta en un hotel de la Ciudad de México en cierta fecha, y que posteriormente supieron que un jurado designado por el Ejecutivo federal, según les dijeron, asignó el proyecto a partir del “estudio de mercado” solicitado a los arquitectos Norman Foster y Fernando Romero, de una forma que no corresponde a los procesos lógicos y legales de asignación de un contrato de la importancia y la dimensión que tenía la obra magna del aeropuerto.


    Él desconocía, como supuestamente también los demás participantes, los criterios de asignación, que juzgaba por completo discrecionales.


    



ENCUENTRO CON XÓCHITL GÁLVEZ


    El 22 de abril, durante la campaña, en un “encuentro de banqueta” antes de entrar a una de las reuniones de debate entre los candidatos presidenciales, Xóchitl Gálvez, que apoyaba la propuesta del PAN y la construcción del NAICM, me preguntó con retadora y amable reclamación: “¿Usted no cree que los mexicanos nos merecemos un aeropuerto como el que ustedes quieren cancelar?” Mi respuesta fue: “¡No, porque 60% de nuestra población es de pobres! Es como si yo no tuviera recursos suficientes para alimentar, vestir y educar adecuadamente a mis hijos y un día les llegara con la noticia de que pedí un préstamo para comprarme un Lamborghini”.


    



EN LA CASA LAMM


    El 14 de mayo de 2018 la Casa Lamm anunció un foro de análisis sobre el Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México, en el que participaban diversos académicos y representantes de la organización PODER y de los Pueblos Unidos en Defensa de la Tierra. Abordaban muy diversos temas: económico, social y ambiental. La entrada era libre y Alfonso Mayo, que me auxiliaba en los trabajos de la campaña, y yo decidimos ir a escuchar las ponencias que se presentarían. Llegamos cuando el pequeño salón de conferencias de la Casa Lamm se encontraba pletórico de asistentes, sin un solo lugar disponible, por lo que nos quedamos de pie, al fondo del salón, escuchando las participaciones y esperando pasar desapercibidos, para que se hablara con toda libertad. No fue el caso, pues pasado un rato el coordinador del foro me identificó y me invitó a pasar al frente, entre el público, ofreciéndome una silla junto a la que ocupaba Ifigenia Martínez, interesada también en el debate. Independientemente de que ante las interrogaciones de los ponentes y de algunos miembros de la audiencia les expresé que sólo iba en calidad de oyente a conocer sus opiniones, sin tratar de inducir orientación alguna o generar polémica, me comprometí con ellos a tomar en cuenta todo lo expresado y a ponderarlo con la mayor objetividad posible.


    Debo señalar que mi presencia fue recibida con gran simpatía, la que expresaron señalando que el hecho mismo de estar ahí demostraba, como era el caso, un interés legítimo, e inédito, de quien podría ser en el futuro próximo la “autoridad responsable de la decisión que ya se discutía”, por conocer la realidad de lo que acontece fuera de los foros oficiales. La información, rica en contenido, se entregó después oficialmente en diversos documentos, y en su mayoría se encuentra disponible en la página electrónica que al efecto se creó.


    



REUNIÓN CON LA EMPRESA ICA Y SU NUEVO PRESIDENTE, DAVID MARTÍNEZ GUZMÁN


    A través de Alfonso Romo, David Martínez Guzmán, “nuevo accionista mayoritario de Ingenieros Civiles Asociados, ICA”, nos solicitó una reunión con el equipo técnico de la constructora, encabezado por la directora general, Guadalupe Phillips, para informarnos sobre el trabajo de la empresa en la parte correspondiente a la plataforma de cimentación que recibiría el Edificio Terminal y la Torre de Control.


    La reunión que se realizó el 21 de mayo de 2018 en la oficina de Alfonso Romo se prolongó cuatro horas, durante las cuales los excelentes ingenieros de ICA nos explicaron con detalles los trabajos realizados hasta el momento y las técnicas específicas utilizadas, habida cuenta de que se trataba de instalaciones complejas, estratégicas, en un terreno de arcillas vírgenes del antiguo lago de Texcoco, suelos blandos con subsidencia regional y sujeto a sismos.


    Con estudios previos de investigadores del Instituto de Ingeniería de la UNAM —aunque no todos los investigadores estaban de acuerdo— y los expertos de ARUP Latin America, la empresa de origen inglés contratada para tal efecto, propusieron varias opciones tanto para la plataforma como para la torre.


    La agenda de la reunión comprendía presentación geotécnica, antecedentes y área terminal y torre de control.


    Sin entrar en detalles, que se encuentran en los documentos publicados, nos explicaron que de las cuatro opciones analizadas se optó por la de losas compensadas, excavaciones abiertas secuenciales, suelos no mejorados, dos millones de m3 de excavación, losas de concreto de 20 × 20 m y pilotes de fricción para el Edificio Terminal. Y en lo referente a la Torre de Control, losas mejoradas con pilotes de fricción y 12 aisladores sísmicos para garantizar su total verticalidad, cuyo desarrollo, incipiente, se asentó 184 mm en tres meses de observación, ante eventos sísmicos.


    Los trabajos, que según informes del “gerente de proyecto” se habían retrasado de forma importante, eran ciertamente extraordinarios, y los desarrollos tecnológicos aplicados, de primer nivel. Sin embargo, la complejidad del suelo y las exigencias para resolver con éxito los problemas que presentaban resultaban en extremo onerosas, como quedará claro en la exposición de este libro.


    Al terminar las excelentes y detalladas presentaciones y después de aclarar nuestras dudas técnicas, les pregunté a los asistentes, todos técnicos talentosos y evidentemente menos entrados en años que yo, si habían conocido al ingeniero Bernardo Quintana Arrioja, fundador y primer presidente de ICA. Me respondieron que no, aunque desde luego sabían a la perfección de quién se trataba.


    Les platiqué que yo lo había conocido y que me obsequió con su amistad. Entre otras cosas, desde 1974 y hasta su fallecimiento, fuimos presidente y vicepresidente, respectivamente, del Club UNAM, que desde entonces dirige a los Pumas de nuestra casa de estudios. Les relaté que en muy diversas ocasiones le oí expresar que “la ingeniería puede resolver prácticamente cualquier problema técnico de construcción, pero que una solución técnica, por excelente que sea, no debe ser utilizada si su costo excede los beneficios que produce”, y que yo estaba totalmente de acuerdo con él.


    Los costos de construir el aeropuerto en Texcoco eran absolutamente desproporcionados, como ya se ha visto y se seguirá acentuando en este documento.


    



REUNIÓN CON ALFREDO ELÍAS AYUB


    Una reunión, muy preocupante, pero ilustrativa como casi todas las que tuvimos, fue la que celebré el 8 de agosto de 2018 —López Obrador recibió ese día su constancia como presidente electo— con el ingeniero Alfredo Elías Ayub —a petición suya—, quien oficialmente formaba parte de los consultores que trabajaban con la empresa Parsons, encargada de la Gerencia del Proyecto, pero que, de acuerdo con los testimonios de diversas personas que participaron en los trabajos del NAICM, era el líder real, de facto, del grupo que formaban funcionarios de la SCT, el GACM y contratistas, para la toma de decisiones del NAICM. Esto lo confirmaba la incorporación de última instancia al GACM del ingeniero Benjamín Granados, antiguo colaborador de Elías Ayub en la Comisión Federal de Electricidad, para hacerse cargo de los contratos del “Lado Tierra” del NAICM, que con los del “Lado Aire” formaban originalmente un conjunto único a cargo del ingeniero Raúl González Apaolaza, designado desde el inicio del proyecto del NAICM por el primer director general del GACM encargado del aeropuerto, Manuel Ángel Núñez Soto.


    Elías Ayub me expresó su opinión sobre la importancia de continuar con el proyecto, tanto por la inversión ya realizada como por lo que podrían significar el costo económico de la cancelación, las indemnizaciones y gastos ya incurridos de los contratistas, así como por el impacto sobre el prestigio financiero del país.


    Sin embargo, y esto me pareció de lo más revelador, aceptó que el proyecto era muy complejo y excesivo en costos, lo que se podía atenuar con ajustes a partir de un buen análisis de “ingeniería de valor”, y me sugirió además, lo que me sorprendió sobremanera, que viéramos la posibilidad de modificar la cubierta de la Terminal de Pasajeros, que independientemente de ser muy onerosa, tenía problemas severos por lo caprichoso de la estructura, integrada por miles de costosos cristales de diferentes formas y dimensiones, que también podrían presentar problemas en las juntas y provocar filtraciones de agua —goteras en todo el edificio terminal—, asunto de alta probabilidad por los movimientos del suelo que se tendrían indefectiblemente en ese aeropuerto.


    La “caprichosa cubierta”, impresionante y ciertamente bella para mi gusto, era, por otra parte, el sello fundamental del proyecto arquitectónico de Foster. El hecho de cambiarla, además de una “negociación” complicadísima y seguro carísima con el autor del proyecto, era modificarla de manera radical, lo que además de costoso, tardado y absurdo no resolvía la gran cantidad de asuntos pendientes adicionales a la espectacular y compleja propuesta arquitectónica.


    Recordé entonces un artículo publicado el 6 de enero de 2017 en el periódico La Jornada de Raúl Rojas González, Premio Nacional 2015 en Tecnología y Diseño y coordinador del Área de Inteligencia Artificial en la Universidad Libre de Berlín y del proyecto Autonomous Car (Auto sin Conductor), que tituló “NAICM: ¿Quién lavará las ventanas?” del que transcribo algunos párrafos:


    ¡No cabe duda!, México es un país de realidad desaforada, una verdadera aventura de la imaginación (para aludir a García Márquez refiriéndose a América Latina). Basta ver el aeropuerto que ya se está construyendo en el antiguo lago de Texcoco, el llamado Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM), con una capacidad anual planeada de hasta 68 millones de pasajeros al inaugurarse y con seis pistas de aterrizaje en su expansión final.


    Aparte de las cuestiones ecológicas —también muy importantes— resulta que la zona del lago de Texcoco se hunde hasta 30 centímetros por año. Y sin tener construcciones encima […].


    Según informa la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el NAICM tiene un costo esperado de 13 mil millones de dólares (Desarrollo efectivo de megaproyectos de infraestructura: El caso del Nuevo Aeropuerto Internacional de Ciudad de México, OCDE, 2015). En perspectiva, esto representa cuatro veces más que el costo del aeropuerto de Pekín, inaugurado en 2008, antes de los Juegos Olímpicos en China. ¿Quién fue el arquitecto de aquel aeropuerto? Nada menos que sir Norman Foster, quien ahora, en mancuerna con el yerno de Carlos Slim, ha logrado capturar el proyecto del NAICM.


    Si se hubiera buscado el peor terreno para construir una megaobra como la propuesta, a cualquiera se le hubiera ocurrido utilizar el lago de Texcoco […].


    El NAICM es la nueva acometida de la audacia. Ya sabemos lo que ocurre con arquitectos que planean en la computadora y olvidan los costos de construcción y, sobre todo, el mantenimiento de sus obras. El propio Norman Foster tiene experiencia en este tipo de tropiezos. Su despacho de arquitectos diseñó la alcaldía de Londres, una quimera redonda de metal y cristal. Requiere una inversión de 140 mil libras al año sólo para limpiar las ventanas. El edificio, no muy grande pero curvo, tiene 3 mil ventanas en total. En la ciudad de Berlín, Norman Foster diseñó la biblioteca de la Universidad Libre, una semiesfera de paneles de metal y cristal. Cuatro años después de inaugurada goteaba por todos lados. La sustitución de los empaques de las ventanas, que pierden regularmente su hermeticidad por lo curvo de los paneles, cuesta 60 mil euros al año. Norman Foster —enamorado del cristal y de las formas voluptuosas— sólo hace el diseño y deja la construcción a otras empresas, son éstas las que a la larga responden por los daños o altos costos de mantenimiento. En tanto, él ya diseña otro trofeo arquitectónico.


    […] La piel del nuevo edificio va a consistir exclusivamente de decenas de miles de ventanas triangulares, montadas en una estructura de bóveda catenaria, decenas de metros sobre el nivel del suelo. El volumen de la terminal aérea será descomunal. ¡No me puedo imaginar una manera barata ni de enfriar ni de calentar el aire en su interior! Ignoro si Norman Foster se ha dado sus vueltas por el AICM. Pero si pasara por la Terminal 2 constataría que es, a veces, un refrigerador. Con su superficie inmensa de ventanas el NAICM va a alternar entre frigorífico y horno. Pareciera que, consciente del problema del terreno, Norman Foster hubiera decidido hacer una tienda de campaña de vidrio para minimizar el peso de la obra. El agua de las lluvias será captada en hundimientos instalados estratégicamente a lo largo de la piel del NAICM. Ése será el talón de Aquiles del NAICM. Conociendo la experiencia de Berlín, habrá que ir comprando cubetas para las goteras.


    Si la alcaldía de Londres paga 140 mil libras para que laven las ventanas, ¿cuánto va costar limpiar todas las ventanas del NAICM? Las grandes polvaredas que afligen a la CDMX vienen precisamente del oriente. En el NAICM van a encontrar una enorme superficie anhelante de que ahí se fije la tierra en suspensión aérea. Ya le busqué a los renderings por todos lados. Con la estructura catenaria invertida no hay manera de que aguerridos trabajadores de limpieza vayan de expedición escalando sobre la piel de vidrio, que además será vidrio ligero. ¡Ni el Hombre Araña lo lograría!


    Arquitectos van y arquitectos vienen. Lo que se queda son sus megaobras.


    Quizá hoy habría que comenzar a pensar no en megaproyectos concentrados en la Ciudad de México, sino en un desarrollo sustentable y compartido. Habría que pensar, tal vez, en las ciudades aledañas y cómo edificar una estructura aeroportuaria distribuida para evitar que en la CDMX sigan creciendo sin ton ni son, con aeropuertos que Tlaltecuhtli, la vengativa diosa náhuatl de la tierra, espera con ansia para devorarlos.


    Sin referirse a Tlaltecuhtli, en un coloquio que organizó en mayo de 2018 el Centro de Investigaciones y Estudios Superiores de Antropología Social (CIESAS), en el que se debatió sobre megaproyectos, el profesor francés Jean François Parrot, licenciado en Ciencias de la Tierra y doctor en Petrografía e investigador de la UNAM, sentenció: “Si AMLO no cancela el NAICM, lo va a cancelar la naturaleza”.


    La pregunta de Rojas González coincidía con la de mi esposa, quien el día de la presentación del proyecto, la que años atrás vimos juntos en un noticiero de la televisión, me dijo: “¿Y cómo irán a limpiar los vidrios?” La decisión tomada dejó sin respuesta las preguntas de mi señora y de Raúl Rojas González.


    Pero la posición del ingeniero Elías Ayub, cuya franqueza agradecí en lo más íntimo, me dejaba clara la situación de incertidumbre y preocupación que existía ya en el grupo responsable del proyecto, ante la disyuntiva política que se presentaba y la serie de análisis que procederíamos a efectuar, así como las interrogantes que pondríamos sobre la mesa y para las cuales no había respuestas convincentes.


    Esta información era absolutamente compatible con la que había obtenido en un viaje que había hecho, de mi propio peculio, a Panamá, en donde se construía la ampliación del Aeropuerto Internacional de Tocumen, con un proyecto precisamente del arquitecto Foster, para conocer sus experiencias. Las autoridades del aeropuerto encabezadas por doña Carmen Carrizo de Pagés me recibieron el 4 de junio y me mostraron la construcción en proceso, ya muy avanzada, aunque con gran retraso por la complejidad de la obra, y me dieron amplias explicaciones. Tenían los mismos problemas que amenazaban aparecer en el NAICM: goteras, espacios enjardinados bellísimos que hubo que eliminar, con una difícil y onerosa negociación con el despacho de Foster, porque atraían aves que eran un peligro para las aeronaves, además de problemas por espacios estéticos, sí, pero estrechos e insuficientes para la movilización de la gran cantidad de usuarios de ese aeropuerto, omisiones en la conexión de la nueva terminal con la antigua, que obligaron modificaciones al proyecto original, con los consecuentes retrasos y costos, etcétera.


    



REUNIÓN CON CARLOS SLIM HELÚ


    En otra ocasión, ya durante la transición, López Obrador me indicó que buscara a Carlos Slim, porque tenía alguna propuesta que hacernos en relación con la construcción del aeropuerto de Texcoco. Hablé con él y lo visité en su casa el 12 de octubre de 2018; estaba acompañado de su hijo Marco Antonio. Me dijo, en esencia, que proponía dos cosas: la primera, que le dejáramos al sector privado terminar la construcción del nuevo aeropuerto —evitando así los tiempos a que obligan los procedimientos de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas—, y la segunda, que se viera la conveniencia de aprovechar los terrenos que por necesidad quedarían libres al cancelar las operaciones en el Aeropuerto Internacional Benito Juárez, para desarrollar un magno programa inmobiliario y urbano, del que me mostró algunos croquis, espacio en el que habría zonas verdes, escuelas, museos, zonas culturales, educativas y recreativas, laboratorios y edificios habitacionales tanto de primer nivel como para la clase media y de interés social.


    Ese proyecto había sido ya mencionado por el sector privado y por el ingeniero Slim en lo personal en una presentación de “largo metraje” que había hecho por televisión el 16 de abril de 2018 y que yo había tenido la oportunidad de ver, desarrollo que en esencia estaba también contemplado por la administración del expresidente Peña Nieto, ya que tomaban en cuenta y consideraban de suma importancia —como señalan en las respuestas a las preguntas que les hicimos en nuestra primera reunión conjunta y como lo detallo más adelante en este libro— los “beneficios económicos de este proyecto” para justificar la rentabilidad de la construcción del aeropuerto, así como para facilitar los mecanismos financieros posibles para atender las incrementales necesidades económicas de la construcción del NAICM aún no resueltas. Creo que esto, y advierto desde luego que se trata sólo de suspicacia de mi parte, era la máscara pública que cubría uno de los proyectos de negocios de gran magnitud, que explican en buena parte la obsesión y las presiones por el magno proyecto del NAICM.


    Le expliqué al ingeniero Slim los inconvenientes de su propuesta y la situación en la que se encontraba el desarrollo de la obra del aeropuerto, que, a diferencia de lo que se decía públicamente, sólo llevaba un avance de 20% y no de 31%, como pregonaban las autoridades responsables, además de que los problemas que se tenían para la terminación de la obra eran múltiples, complejos y difíciles; que la obra no se podría terminar durante el sexenio de López Obrador y que aún había muchos asuntos irresueltos, incluyendo el financiamiento total, pues el costo final del proyecto era una gran incógnita.


    Le expresé también que López Obrador no comulgaba con la idea del desarrollo inmobiliario en los terrenos del aeropuerto Benito Juárez, ya que se trataba de un negocio de enorme magnitud en beneficio de un grupo reducido del sector privado y que era un tema que no se había consultado con la población aledaña al aeropuerto, lo que era, evidentemente, contrario a las tesis de la plataforma social del futuro gobierno.


    Ya antes, como se señala en el libro de Alejandro Encinas, se planteaba que en caso de no ser factible la deseable suspensión del proyecto del aeropuerto en Texcoco, los terrenos del viejo aeropuerto Benito Juárez debían ser un pulmón de la Ciudad de México y no un desarrollo inmobiliario, lo que iba en contra de lo propuesto por Carlos Slim y de los intereses del gobierno anterior, así como de los supuestos financieros para “hacer rentable” la obra del NAICM.


    Sin que mediara comentario a mi exposición, Slim marcó por su celular —con el micrófono abierto, confianza que le aprecio— a una persona cuya identidad en ese momento yo no conocía, pero que por la conversación supe que se trataba de alguno de los responsables de sus empresas en el aeropuerto —más tarde me enteré de que se trataba de Antonio Gómez, director general de Carso, una de cuyas empresas trabajaba en el NAICM—. Le preguntó que cuándo creía que podría terminarse la obra del nuevo aeropuerto, si se lograra que el gobierno lo entregara a la iniciativa privada para su conclusión, con lo que no habría necesidad de ajustarse, como era el caso por el momento, a las normas de la ley de obras públicas y a sus tiempos, que demoran la construcción de las obras; la respuesta fue que calculaba que, de esa manera, se podría pensar en terminarlo a finales de 2024.


    Slim le preguntó entonces —ante mi lenguaje corporal que decía ¡ya ves!— que cuándo creía que se terminaría, de la manera en que se estaba llevando a efecto la obra, y la respuesta fue: “¡Quién sabe!” “¿Cuáles son —preguntó el ingeniero— las actividades críticas?” “Una de ellas es, por ejemplo, la de las bandas de manejo de equipaje —más de 40 kilómetros—, que la empresa Siemens nos señala que se tardarán 42 meses en fabricar y no las hemos ordenado aún, porque —era octubre de 2018— no se dispone todavía de la ingeniería correspondiente”, le contestó el interlocutor.


    Es pertinente aclarar que nunca se tuvo dicha ingeniería, como fue el caso para buena parte de los múltiples asuntos de enorme importancia que no habían encontrado todavía solución a esas alturas del desarrollo del proyecto —como explicamos en el recorrido de este libro—, que lo retrasaban sin medida en el tiempo y lo encarecían enormemente en lo económico.


    Por ello dijimos en múltiples ocasiones que, de continuar con el proyecto, no se sabía ni cuándo se podía terminar ni cuánto costaría finalmente; que se trataba de un “pozo sin fondo”, para construir “un elefante blanco” —o “una tortuga transparente”—. Los presupuestos en ese momento no eran más que eso; estaban sujetos a una multitud de serias contingencias que se veían inevitables.


    Agotado el tema, le pedí a Slim, con quien llevo una ya muy antigua amistad, que nos ayudara a deshacer el financiamiento de la fibra E que había suscrito el Grupo Aeroportuario y en el que la afore de su grupo tenía una participación importante, que su hijo ahí presente le confirmó que era de 44 por ciento.


    Le pidió a Marco Antonio que viera con mis colaboradores qué se podía hacer y me dijo, más o menos textualmente: “Entramos a esto —la fibra E— porque nos pidieron el financiamiento, y como nos ofrecieron magníficas condiciones y un interés de 10% real, aceptamos, ya que ¿en dónde obtienes un mejor rendimiento?”

  



    La gerencia de proyecto de Parsons


    Durante la campaña recibí una invitación para reunirme el 18 de abril de 2018 con el señor James R. Jones, exembajador de los Estados Unidos en México en los noventa, alto personaje vinculado con la empresa Parsons, encargada de la gerencia de proyecto del NAICM; en esa reunión me informó que una vez que se hiciera oficial el triunfo que ya se preveía de Morena, los altos ejecutivos de Parsons estarían interesados en venir a México a reunirse conmigo para darme los detalles del progreso real del proyecto y sus puntos de vista, pero que entretanto me hacían algunos comentarios extraoficiales sobre sus impresiones acerca del avance del proyecto y en relación con la gestión de su empresa, que coincidían con nuestra apreciación sobre las dificultades existentes.


    Así fue que el 22 de agosto, ya en la transición, nos visitó Charles R. Harrington, presidente y CEO de Parsons —en las oficinas particulares de Alfonso Romo—, quien nos confirmó que el avance real del proyecto era de 20% —lo que nosotros habíamos expresado en muy diversas ocasiones—, que trabajarían con la gente del GACM para buscar ahorros en los costos del proyecto, y que nos ofrecían, en pocos días, darnos su punto de vista sobre las posibilidades de ajuste, así como plantear opciones que disminuyeran tanto los propios costos como las contingencias y las acciones a llevar a cabo para reducir en lo posible las fechas de terminación del aeropuerto, que en ese momento se estimaba, ratificaron, que pudiera operar a finales de 2024.


    A los pocos días se presentaron algunas propuestas de ajuste que, por su magnitud, no modificaban en esencia el horizonte temporal, ni remotamente el elevado e incierto costo de las obras.


    Posteriormente, el 4 de diciembre, ya después de la visita de los altos directivos de Parsons y de la toma de posesión, Jones me entregó un documento, en papel sin membrete, del que hablaré a continuación, el cual contiene muchos de los asuntos que fueron tema de profundo análisis, elementos sustantivos que, estoy persuadido, dan claridad y justificación a la decisión final de la cancelación de la obra.


    



DOCUMENTO DE PARSONS DEL EMBAJADOR JAMES R. JONES


    Los primeros temas que aborda el documento, que se reproduce en el anexo 4, se refieren a las bases de adjudicación de Parsons, detallando que la propuesta estaba basada en un proyecto con valor estimado de 5 600 millones de dólares y con fecha de entrega para 2018. El contrato se realizó en 2014 con término en 2020, y se asignó “un presupuesto para el programa de US$ 13.300 millones de dólares”. Además, Parsons estaba contratado para asesorar al GACM, pero sin autoridad para gestionar los contratos adjudicados por éste.


    Es oportuno introducir algunas explicaciones relativas a las diferentes cifras del presupuesto de la construcción del NAICM y de sus alcances, que fueron manejadas ambiguamente a lo largo del proceso del proyecto, desde su concepción hasta la decisión final de cancelarlo y la asunción por nuestra parte de la responsabilidad del mismo. Es importante esta exposición porque las variantes de presupuestos y los alcances indican las carencias de una planeación seria, absolutamente necesaria en una obra de la magnitud de la propuesta, y la improvisación para la solución de los requerimientos financieros que se incrementaban sin cesar, así como para la política de información a la sociedad.


    Como se hizo del conocimiento público el 3 de septiembre de 2014, durante la presentación oficial del proyecto, la inversión para la construcción y operación total (dos fases) del NAICM sería de 120 000 millones de pesos; en adición habría recursos para obras hidráulicas, de conectividad vial, así como para obras complementarias. La primera fase (un edificio terminal y tres pistas) estaría concluida en 2018, para operar en 2020, después de dos años de pruebas, y la segunda fase (un edificio terminal adicional y tres pistas más) se desarrollaría en cuatro etapas futuras.


    En el documento también se hace de nuestro conocimiento que Parsons aconsejó al GACM sobre la contratación del arquitecto maestro (AM) y el ingeniero civil maestro (ICM) para que fueran satisfechos los objetivos del programa, “a pesar de que sus contratos con el GACM eran poco claros y ambiguos”. Aun así, Parsons intentó controlar los gastos del programa advirtiendo al GACM sobre que el AM había excedido el presupuesto contractual para el diseño y posteriormente gestionó los diseños del AM y el ICM para crear un plan de negocios a falta de un operador aeroportuario, lo cual —explicó Parsons al GACM— no era recomendable y conllevaba “riesgos extremos”.


    Es así como Parson comenzó a microgestionar al AM y al ICM, revisando los diseños de construcción para asegurarse de que se corrigieran los problemas de calidad y realineando los costos después de que el GACM señaló los programas que ya no eran justificables. En una carta emitida el 22 de julio de 2016, Parsons informa que en ese momento la estimación del proyecto superaba los 16 000 millones de dólares, refiriéndose a sólo la primera fase del proyecto. Más adelante indicó que para la segunda fase (tres pistas adicionales y otro edificio terminal), habría que considerar 9.4 mil millones de dólares adicionales. En algún momento del discurso, sin consideración o aclaración alguna, “el presupuesto original”, de 13 300 millones de dólares, para las dos fases, pasó a referirse sólo a la primera.


    Al año siguiente, en junio de 2017, Parsons entregó a Boston Consulting Group un análisis de cronograma informando que la fecha más probable para la apertura del NAICM sería en 2024, que reiteró esta fecha. Sin embargo, esta observación es muy anterior a la conferencia en la que el vocero del presidente dijo que “el proyecto va en cronograma” y el aeropuerto puede entrar en operación en 2022.


    Para supervisar la construcción —continúa el documento—, Parsons estableció reuniones de coordinación, resolución de temas técnicos, solicitudes de información, planos de taller, control documental, etcétera. La identificación y resolución de asuntos críticos (como el pobre desempeño en cuanto a producción de ICA en la losa del edificio terminal) incluía el seguimiento y la verificación de los acuerdos con la finalidad de evitar desviaciones que impactaran en el tiempo, costo o calidad de la construcción. Además estableció planes alternativos para resolver los retrasos en la construcción, encontró soluciones para mejorar los sistemas de interfaces e interferencias entre los contratistas del proyecto y preparó manuales de calidad, de seguridad y lineamientos ambientales y de sustentabilidad para el GACM.


    En cuanto a los contratos, se describe que el plan maestro revisado se estableció basado en la fecha de terminación de 2020 y se implementó el reglamento de sitio para ayudar con la coordinación y gestión de contratistas, se estandarizaron los términos en las condiciones de los contratos y se llevaron a cabo mejores prácticas para la cobertura de seguros internacionales. Los paquetes de licitación se establecieron en formato estándar para facilitar su evaluación y ayudaron a la coordinación de declaraciones técnicas durante los procesos de licitación.


    Por último, el documento concluye con que durante todo su ejercicio Parsons aplicó los mejores estándares internacionales en el proyecto. Conforme a lo acordado en el contrato, asesoró al GACM de manera oportuna y adecuada sobre los temas críticos en diseño, procura, presupuesto, retrasos del cronograma y problemas en la construcción, y se abstuvo de dar instrucciones a cualquier otro contratista del proyecto.


    En ningún momento, a pesar de la información que los asesores dieron al GACM desde 2017, se anunció a la nación sobre la imposibilidad de terminar los trabajos antes de 2024. Tampoco se informó al grupo de transición de estos documentos, ni se aceptó, en momento alguno, la imposibilidad de cumplir con los plazos anunciados a la ciudadanía.


    Resulta también sorprendente que Parsons señale que su rol, “conforme al contrato, era el de asesorar al GACM, lo que hicimos de manera oportuna y adecuada”, cuando el enorme pago que se le hizo y las modificaciones al contrato original se referían al “project manager”, o sea al “gerente del proyecto”.


    En resumen, y como datos concluyentes, Parsons nos informó que desde 2017 advirtió al GACM que el presupuesto de la primera fase era ya de más de 16 000 millones de dólares y que el nuevo aeropuerto no podría funcionar, en el mejor de los casos, antes de 2024, en el supuesto de que no se presentaran nuevas contingencias.

  



    Organización de foros y debates


    Aunque desde el inicio del proceso electoral de 2018 se comenzaron a realizar mesas de análisis y debates sobre la cancelación del proyecto del NAICM, toda vez que López Obrador durante la campaña había manifestado que en caso de llegar a la presidencia cancelaría el proyecto, a partir de julio nuestro equipo formalizó el trabajo de sistematización de reuniones, debates e información que se llevaron a cabo tanto con especialistas como con miembros de los equipos o representantes de los principales contendientes por la presidencia de la República.


    Una vez obtenido el triunfo el 1º de julio se realizaron, además de las mesas de trabajo del equipo de transición con las autoridades salientes, diversos foros y mesas de discusión con distintos grupos interesados en el tema, aquellos que se manifestaban afectados por las obras del proyecto y los que apoyaban la cancelación, así como quienes consideraban que la obra debía continuar.


    



REUNIÓN CON LOS GREMIOS PROFESIONALES, CÁMARAS, ASOCIACIONES Y ORGANIZACIONES CIVILES


    El 6 de agosto de 2018, en un desayuno con el gremio de ingenieros organizado por la Unión Mexicana de Asociaciones de Ingenieros (UMAI), celebrado en el Palacio de Minería, Andrés Manuel López Obrador, a dos días de recibir la constancia de presidente electo, que era el invitado de honor, solicitó a la Academia de Ingeniería, a la UMAI y a los colegios y asociaciones agrupadas en la Unión, y particularmente, por la naturaleza del proyecto, al Colegio de Ingenieros Civiles de México, su opinión colegiada, lo que inmediatamente después se hizo con otras agrupaciones y cámaras de la industria y el comercio a través del Consejo Coordinador Empresarial, proponiendo como fecha de entrega de las opiniones respecto del dictamen, que al efecto le entregaría la comisión que yo coordinaba y en la que participaban también, Alfonso Romo Garza, Carlos Manuel Urzúa Macías, José María Riobóo Martín y Sergio Rubén Samaniego Huerta, el 5 de septiembre, para ofrecer con tiempo a la población toda la información obtenida, antes de consultarla.


    En esa reunión, con autorización de López Obrador, di a conocer los nombres de quienes me acompañarían en los puestos de mayor responsabilidad en el sector que estaría a mi cargo —en su totalidad eran ingenieras e ingenieros—, entre quienes señalé Carlos Alfonso Morán Moguel como subsecretario de Transportes, de quien dependería el Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México y que me acompañaba en la comisión de transición.


    A partir de esa fecha, con la colaboración de Jesús Ramírez Cuevas, coordinador de información de la campaña, solicitamos a cadenas de radio y televisión, comentaristas, redes sociales y medios escritos de comunicación y grupos gremiales e interesados en general en el tema, propiciar reuniones de debate e información que permitieran la participación de toda persona o grupo que tuviera algo que decir sobre los diferentes asuntos vinculados con la construcción del nuevo aeropuerto, con una aceptación extraordinaria, ya que hubo centenas de eventos al respecto.

  



    Informe al presidente electo


    Escuchamos a los distintos grupos y con la información recabada el 17 de agosto presentamos un “Informe al Lic. Andrés Manuel López Obrador, Presidente Electo de los Estados Unidos Mexicanos, sobre las opciones posibles para la solución del problema de la saturación del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México”, cuyo resumen y toda la documentación que sirvió de insumo para su elaboración se publicó en la página web https://lopezobrador.org.mx/2018/10/24/documentos-de-consulta-sobre-aeropuerto/, con el objetivo de que cualquier persona o grupo interesado pudiera consultarla, y establecimos el compromiso de que, conforme se fuera generando u obteniendo más información, sería publicada en el mismo sitio.


    En resumen, las dos opciones eran continuar con la construcción del NAICM, o establecer un Sistema Metropolitano de Aeropuertos, integrado por el Aeropuerto Internacional Benito Juárez de la Ciudad de México, el Aeropuerto Internacional de Toluca y un nuevo aeropuerto civil que se construiría en los terrenos de la Base Aérea Militar de Santa Lucía.


    El 20 de agosto hicimos entrega formal de este documento, como era el compromiso, a la Unión Mexicana de Asociaciones de Ingenieros (UMAI), al día siguiente, 21 de agosto, lo entregamos a los representantes del CCE y en días posteriores lo entregamos a organizaciones de la sociedad civil que así lo solicitaron, indicándoles, en todos los casos, que requeríamos el resultado de sus análisis a más tardar el 5 de septiembre, con objeto de que, a partir de ese momento, se realizaran foros de discusión presenciales, en radio, televisión, periódicos y redes sociales, con la participación de quienes estuvieran a favor o en contra de cualquiera de las opciones y con la información generada por los distintos grupos, para concluir con una consulta ciudadana durante la última semana de octubre, y cuyo resultado, señaló el presidente electo, sería vinculante para nosotros.


    



LA OPINIÓN DE LOS GREMIOS DE INGENIERÍA


    El 5 de septiembre, según lo comprometido, las agrupaciones de ingenieros nos hicieron entrega de los informes respectivos. Un resumen de ellos lo entregué a López Obrador el 8 de septiembre, en el que daba cuenta de la conclusión a la que habían llegado: “Las tres agrupaciones concluyen, de forma separada y con distintos argumentos y enfoques, que la opción por la que se inclinan es la de continuar con la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de México. Coinciden en que el proyecto alternativo del Aeropuerto Internacional de Santa Lucía (AISL), se encuentra en una etapa conceptual y que no cuenta con información suficiente para realizar un análisis adecuado”.


    Efectivamente, los grupos de ingenieros coincidieron en que había que continuar la construcción; sin embargo, revisando las consideraciones de sus documentos, los tres grupos: de la Academia de Ingeniería, de la UMAI y del CICM, partían de ciertos parámetros de entrada, que había hecho públicos el GACM, que no coincidían con la realidad de las cosas, a saber:


    1. El avance del proyecto lo planteaban entre el 30 y el 35%, cuando la realidad era de 20 por ciento.


    2. Que la puesta en operación del NAICM se podría lograr en 2022, cuando Parsons desde un año antes señaló en un documento, que el GACM nunca dio a conocer, que la fecha más probable, si no había complicaciones supervinientes, sería 2024.


    3. Partían de la posición de MITRE de que el espacio aéreo del NAICM de Texcoco, era la única posibilidad en el Valle de México y que era imposible la simultaneidad de vuelos entre el Aeropuerto Internacional Benito Juárez y dos pistas en la Base Aérea Militar de Santa Lucía, cuando la realidad era otra, como quedó demostrado con los estudios que se habían hecho y los que posteriormente lo corroboraron, así como la operación actual con la instrumentación el nuevo diseño del espacio aéreo.


    4. Que estaba resuelto 70% del financiamiento y había planes bien definidos para obtener el 30% restante, lo que tampoco era real. Ante esto señalaban la posibilidad de concesionar elementos considerados en el presupuesto original para “disminuir el costo”, lo que realmente no era disminuir el costo, sino transferir una parte a los posibles concesionarios y absorber así los incrementos existentes y mantener fijo “el presupuesto original” de los 13 300 millones de dólares.


    5. Que, en caso de cancelación, habría demandas, amparos, daños y perjuicios, de alto costo, y que el prestigio del país en los círculos financieros nacionales e internacionales se vería seriamente afectado.


    Pero también todos estuvieron de acuerdo en posiciones que, para nosotros, hacían inconveniente su continuidad, como:


    1. La complejidad del Edificio Terminal, que lo hacía muy oneroso de construir y con altos costos de mantenimiento, sugiriendo incluso buscar otra alternativa.


    2. Que había que hacer una importante “ingeniería de valor” para disminuir los costos del NAICM, evitando ostentación y materiales de importación considerados.


    3. No había proyectos para resolver el problema de la vialidad hacia el NAICM —a pesar del tiempo que llevaba el proyecto general—.


    4. La carencia de planes de desarrollo e impacto urbano.


    5. La importancia de conocer el análisis costo-beneficio actualizado, que “estaba en proceso” —según se decía—, cuando este análisis debió haber sido previo a la decisión de inversión o de incremento de la inversión, como era el caso.


    En todos los dictámenes se daba por hecho que los problemas técnicos estaban resueltos o en vías de solución, porque México cuenta con ingeniería de muy alto nivel. Esto es cierto, pero no necesariamente conveniente, las soluciones técnicas, por más extraordinarias que sean, no siempre son “la solución”. En este caso eran excesivamente onerosas, y por lo mismo, injustificadas.


    Los problemas técnicos tienen efectivamente, en la mayoría de los casos, solución; la ingeniería, repito, puede resolver casi cualquier problema físico de construcción que se presente, pero el costo de la solución puede hacer indeseable la misma, lo que era válido en particular en el caso del NAICM, que se decidió construir en el peor terreno posible, para ese efecto, por su constitución geológica y por los hundimientos y movimientos diferenciales a que está expuesto ese terreno, en una zona, además, sujeta a sismos e inundaciones, independientemente del lujo excesivo del proyecto. La ética profesional obliga a indicar cuándo es conveniente construir y cuándo es conveniente no construir.


    Ya en 1887, A. M. Wellington señalaba: “Sería bueno que la ingeniería fuese menos generalmente considerada, e incluso definida, como el arte de construir. En cierto e importante sentido es incluso el arte de no construir; o, para definirla ruda, pero no impropiamente, es el arte de hacer bien con un dólar lo que cualquier chambón puede hacer, en cierto modo, con dos”.


    Los tres dictámenes de los grupos de ingenieros son prolijos en consideraciones sobre los temas de ingeniería y construcción, y las excelentes soluciones técnicas, y omisos —con señalamientos sólo superficiales— en relación con el resto de los aspectos a considerar en una obra de la magnitud del NAICM que tiene impactos severos en lo económico, ambiental, urbano, social y cultural.


    Sin embargo, la Comisión de Medio Ambiente del CICM presentó un documento —anexo al dictamen general—, que es claro en relación con las omisiones que al respecto se tenían en aquel momento y que nunca fueron subsanadas (véase el anexo 5). En dicho documento se hicieron recomendaciones para el NAICM y para el aeropuerto de Santa Lucía, a pesar de la gran diferencia de información ambiental entre uno y otro aeropuerto.


    En ese documento se informa que el GACM entregó a la Semarnat la manifestación de impacto ambiental regional del proyecto, al que aún le faltaban muchos aspectos de su diseño, y dos meses después la secretaría aprobó la construcción y operación del aeropuerto por 50 años, sin el análisis de ciertos impactos en el sistema ambiental regional y el impacto acumulativo. El GACM informaba de manera regular a la Semarnat el cumplimiento de las condiciones impuestas, pero había algunos aspectos no recomendados por la secretaría y era importante poner atención a ellos.


    Hubo Manifestaciones de Impacto Ambiental que solicitaron otros organismos, como la Conagua, y que habrán causado modificaciones al proyecto, ante lo cual se recomendó que se compartiera esa información, tal como lo había hecho el GACM con las MIA adicionales. Asimismo, se le pidió al GACM que diera a conocer los resultados de las reuniones del Comité de Vigilancia Ambiental —cuatro hasta agosto de 2018—. Otro aspecto importante era internalizar los costos y beneficios ambientales de diferentes acciones que se realizarían, como el cambio de uso o desmantelamiento del AICM y de la Base Militar Santa Lucía, las vialidades previstas para acceder al aeropuerto y el desarrollo de la Aerotrópolis, y prestar atención a la instalación de la planta de autoabastecimiento y cogeneración de energía eléctrica para cumplir con la intención del GACM de tener una huella de carbono neutral.


    Se recomendó no abrir bancos de material ni de tiro para la construcción de la obra que no estuvieran programados, a menos que fuera inevitable; sin embargo, se señaló que sería conveniente que el GACM hiciera públicos los permisos que los respaldaran y cómo se restaurarían esos sitios; por otra parte, se señaló la importancia de la reducción de los costos del proyecto en relación con el tema ambiental, que incluye la revisión de materiales empleados, uso racional del agua, ahorro de energía y cómo reducir la generación de residuos y su aprovechamiento con la construcción de infraestructura específica.


    En cuanto a la evaluación de impacto ambiental del proyecto se señaló que su mayor efecto adverso es el ruido generado durante el aterrizaje y despegue de las aeronaves, y como medida de mitigación se recomendó la colocación de bardas perimetrales y que se sustituyera la malla por barreras antirruido.


    Se recomendó la clausura y equipamiento con infraestructura para el control del biogás y lixiviados del Bordo Poniente, colindante con el NAICM, al no cumplir con la norma ambiental de la Semarnat, lo cual implica un riesgo importante, además de que la presencia de aves carroñeras constituye un riesgo de colisión con las aeronaves.


    Por último, se mencionó que desde 2016, durante el seminario GACM-CICM, se expuso la necesidad de reevaluar el desarrollo del proyecto mediante una evaluación ambiental estratégica (EAE), considerada como una herramienta que facilita la integración ambiental y la evaluación de oportunidades y riesgos de estrategias de acción en un desarrollo sustentable; dicha evaluación incorpora también aspectos sociales, económicos y de gobernanza o institucionalidad. Con una EAE la evaluación se realiza en la totalidad de los componentes del sistema social y ambiental, como el aspecto hídrico, el desarrollo urbano y el transporte y la movilidad, midiendo los efectos directos, indirectos y acumulativos. El trabajo realizado en este proyecto por diferentes dependencias debe ser coordinado para que las medidas de mitigación, prevención y compensación se optimicen. Los resultados obtenidos de una EAE son una gran herramienta para el seguimiento del proyecto.


    Por otra parte, sólo un miembro de la Academia de Ingeniería abordó un complejísimo problema del que se ha hablado poco y atendido poco también, el de la complejidad de la transición que debía darse entre el aeropuerto Benito Juárez y el NAICM en el momento en que éste iniciara operaciones, que debía coincidir necesariamente con el momento en que debían cesar las operaciones en el AICM, por la incompatibilidad, ésa sí aceptada por todos, de operar simultáneamente los dos aeropuertos. Todas las operaciones se tenían que transferir en un lapso cortísimo, de horas, lo que requería una coordinación perfecta y que ninguno de los sistemas aeroportuarios, que no son pocos ni sencillos, tuviera la menor falla, lo que era un riesgo serio, y, en su caso, la necesidad de abortar, así fuera temporalmente, el proceso.


    Otro ingeniero del Colegio de Ingenieros Civiles de México, Ricardo Eugenio Arredondo Ortiz, quien es especialista en transporte sostenible y huella de carbono, además de miembro vitalicio del CICM, crítico del dictamen presentado por su cuerpo colegiado, hizo, en lo personal, énfasis en algunos temas contenidos en su dictamen, cuyo texto íntegro se encuentra en la página que desde un principio se abrió a la consideración pública. El ingeniero Arredondo me envió un documento en el que comenta las dos opciones relativas a la edificación de un nuevo aeropuerto para la Ciudad de México: la construcción en el antiguo lago de Texcoco o la solución combinada de la Base Aérea Militar de Santa Lucía y el aeropuerto actual.


    En ese documento menciona que para tomar una decisión es necesario que las alternativas estén definidas con claridad, que se evalúen los méritos apropiadamente y se analicen las consecuencias que tendrían uno y otro sitio. Explicó que con base en la información disponible no había duda de que la elección del NAICM se había realizado sin el análisis apropiado del funcionamiento del aeropuerto de Santa Lucía en combinación con el AICM y que el descarte de la segunda opción se realizó varios años después de haber elegido la construcción en Texcoco, pues MITRE emitió su dictamen de incompatibilidad aeroespacial hasta agosto de 2018.


    Señaló que el GACM contrató a MITRE para que realizara los estudios de aeronavegación del aeropuerto de Texcoco y al mismo tiempo debía dictaminar sobre la Base Aérea de Santa Lucía, lo cual pudo haber generado un conflicto de intereses, y que era lamentable que la opción combinada del aeropuerto actual y Santa Lucía apenas se estuviera considerando seriamente.


    Comentó que NAICM ofrecía la solución al problema de saturación, pero su elevado costo y su mayor dificultad de construcción lo hacían desde el principio menos atractivo que la combinación entre el AICM y el aeropuerto de Santa Lucía, cuya ejecución era más sencilla, pero en su momento no se le dio mayor importancia.


    Compartió que en las reuniones del Colegio de Ingenieros se dio respuesta a algunas dudas técnicas, por ejemplo, acerca de las medidas tomadas para monitorear el efecto de la salinidad en las varillas de cimentación durante la vida del proyecto, en el entendido de que es de 50 años, con la posibilidad de extenderse otros 50, y que el Instituto de Ingeniería de la UNAM respondió que no se esperaba que las sales ni el agua penetraran el recubrimiento de concreto de cinco centímetros utilizado en la cimentación, pero que esto no contemplaba los defectos constructivos ni la degradación del concreto, producto de las bacterias presentes en la zona que son capaces incluso de utilizar el cemento como alimento y dejar expuestas las varillas.


    Dijo que no había información acerca del costo aproximado para el bombeo y mantenimiento hidráulico de los nuevos canales para drenar el agua en la zona del NAICM, costo que a largo plazo sería un monto importante.


    Señaló que otro aspecto que también estaba pendiente era la preservación ambiental, pues no había información acerca de la suma de la huella de carbono en la construcción del NAICM y cuáles fueron las medidas que se instauraron a corto y mediano plazo para compensar las emisiones de la actividad constructiva.


    Explicó que habría aerolíneas que emplearían los servicios del NAICM como concentrador y distribuidor de vuelos, y que no había datos acerca su impacto en las emisiones de gases de efecto invernadero ni de su mecanismo de mitigación. Señaló como punto importante establecer el compromiso de esas empresas en el tema ambiental, al estar encaminado el esfuerzo nacional a reducir la huella de carbono.


    Sugirió que una manera de compensar la huella de carbono era con la creación de nuevos cuerpos de agua que recibieran a las aves desplazadas del lago Nabor Carrillo. Como estos temas, hay una infinidad de puntos técnicos que se encontraron en los estudios que llevamos a cabo, que no fueron suficientemente analizados en su momento y que agregaban riesgos o costos importantes de mantenimiento y conservación, pero que para efectos de este documento sería innecesario agregar.


    En el documento, Ricardo Arredondo señaló que estaba pendiente de resolver el problema de transportación aérea relacionado con el funcionamiento conjunto del AICM y el de Santa Lucía, pues la consultora MITRE dictaminó incompatibilidad de la navegación aérea, la cual se solucionaría con el desempeño de las aeronaves. Al salvar ese obstáculo se presentaba la necesidad de avanzar en el diseño conceptual del aeropuerto de Santa Lucía, la mecánica de suelos, hidráulica, ingeniería financiera, medio ambiente y conectividad, pues sólo se contempló su potencial, pero no había un estudio de los costos constructivos ni de mantenimiento. Debía considerarse que la capacidad aeroportuaria conjunta debía cubrir una demanda superior a los 100 millones de pasajeros anuales para el año 2060.


    El ingeniero Arredondo enumeró algunas lecciones de la consulta técnica en el CICM, entre ellas el alto nivel que la ingeniería mexicana ha ostentado siempre, el cual es motivo de orgullo nacional e inspiración para la formación de ingenieros, que se constató una vez más al presentarse los detalles del proceso constructivo y de los proyectos hidráulico y geotécnico, y se contó asimismo con las aportaciones complementarias de consultores extranjeros.


    Mencionó que el reporte a tiempo de un análisis completo de las implicaciones ambientales, el impacto a la fauna local y migratoria y el gravoso costo de cimentación y desfogue hidráulico que implicaba la selección del NAICM, con toda certeza hubiera evitado la elección de este proyecto, por eso la asesoría oportuna de los especialistas era de vital importancia para asegurarse de contar con toda la información requerida antes de tomar una decisión de esta naturaleza.


    Señaló que en la resolución para construir el aeropuerto en el antiguo lago de Texcoco participaron algunos ingenieros que contaban con contratos de construcción, de consultoría o responsabilidades públicas de la SCT, quienes debieron abstenerse de colaborar para evitar conflictos de intereses. En el caso del ingeniero Arredondo Ortiz, a pesar de ser especialista en investigación y desarrollo tecnológico para el transporte, solicitó una licencia sin goce de sueldo de su centro de trabajo para evitar conflictos o comprometer a sus directivos en caso de no compartir la misma postura durante las plenarias.


    Concluyó indicando que la mejor opción para solucionar el problema de transportación aérea en la zona de Valle de México era la combinación del aeropuerto de Santa Lucía y el AICM, por ser la más sencilla de ejecutar y con la que se podrían aprovechar mejor los recursos del país. La saturación del AICM exigía una solución inmediata, y en este punto, a pesar de las demoras, el NAICM “tiene ya un avance del 31% del total”, lo que presentaba una disyuntiva que generaría un mayor costo total en caso de que la decisión final se alargara por más tiempo.


    Recomendó una investigación para deslindar responsabilidades entre los ejecutivos que participaron en la decisión de seleccionar, por un tremendo error de juicio, la opción más onerosa, que es el NAICM, sin olvidarse de investigar los conflictos de intereses que pudieron haberse suscitado, así como revisar la vigencia de los contratos de los estudios técnicos de los trabajos constructivos para asegurar su calidad y consistencia, además de verificar la posesión de los predios próximos al NAICM para desestimar que su especulación no la originó la decisión tomada.


    En la nota final el ingeniero Arredondo Ortiz manifestó que elaboró el dictamen con base en la convocatoria del presidente electo con la finalidad de decidir acerca de la mayor inversión pública nacional en el último siglo, y que generaría gran impacto nacional en materia de transporte. Concluyó señalando que fue responsabilidad suya y deslindó a toda institución pública o privada de cualquier implicación que resultara de ésta.


    



SOBRE EL CONSEJO COORDINADOR EMPRESARIAL


    Días más tarde, el 18 de septiembre, recibí los informes correspondientes del Consejo Coordinador Empresarial (CCE), así como de la Cámara Nacional de Aerotransportes (Canaero), la Confederación de Cámaras Industriales (Concamin), la Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción (CMIC), así como de la Asociación Mexicana de Instituciones Bursátiles (AMIB), en donde concluyen “que la mejor opción consiste en continuar con el proyecto del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México” y que “consideran como insegura la opción del Aeropuerto Internacional Benito Juárez de la Ciudad de México y Santa Lucía, apoyándose en el planteamiento de MITRE”.


    En relación con ese documento, presenté el “Informe al Lic. Andrés Manuel López Obrador, sobre el análisis realizado por el Consejo Coordinador Empresarial, acerca de las opciones posibles para la solución del problema del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México”, donde señalé que en septiembre las agrupaciones mencionadas realizaron un análisis para solucionar el problema de la saturación del AICM y concluyeron que lo mejor era proseguir con el proyecto del NAICM. Consideraron que los estándares de seguridad serían los más altos en el diseño del espacio aéreo del Valle de México y se daría servicio hasta a 135 millones de pasajeros por año durante 50 años. Estimaron que la ubicación del nuevo aeropuerto lo llevaría a convertirse en un centro de conexiones de pasajeros y de carga competitivo porque ofrecería mejores costos y precios para los usuarios.


    Otra ventaja mencionada es el desarrollo de la región oriente del Valle de México al crearse empleos formales y bien remunerados y así participar en la rehabilitación económica y social de una zona de alta marginación. Destacaron que habría fuentes de ingreso adicionales para el gobierno federal, como la comercialización o usufructo del terreno e instalaciones del actual aeropuerto y por supuesto la plusvalía que generaría el NAICM en 369 hectáreas urbanizables.


    Si se tomaran en cuenta las opciones de ingreso aeronáutico y no aeronáutico de un futuro habría bases sólidas para el financiamiento sano del proyecto; por ejemplo, al bursatilizar los ingresos del AICM se financiaron casi 150 000 millones de pesos. Señalaron que el NAICM era un gran negocio, pues calcularon una rentabilidad neta anual superior a los 1 000 millones de dólares, mientras que los aeropuertos concesionados en México reportaban márgenes operativos de entre 30 y 50%. Especificaron que la distancia entre el AICM y el NAICM sería de cinco kilómetros, por lo que la ampliación carretera podría realizarse en el corto plazo y con capital privado.


    Mencionaron que se desarrollaron soluciones técnicas que brindaban total certidumbre en el proceso de cimentación del NAICM , lo que permitió su avance de acuerdo con lo esperado. Explicaron que el proyecto contaba con nueve manifestaciones de impacto ambiental acreditadas favorablemente y casi la totalidad de la contaminación por ruido resuelta; asimismo, se estaba avanzando en 58 medidas de mitigación solicitadas y había en desarrollo 12 programas en las áreas de biodiversidad, agua, suelo, residuos, calidad del aire y ruido; por otra parte, el funcionamiento hidrológico en Texcoco no sufriría afectaciones gracias a los trabajos hidráulicos ya realizados y otros en proceso. Las acciones de mitigación de riesgo aviar en el lago Nabor Carrillo se encontraban ya diseñadas.


    En ese informe mencioné las recomendaciones que se emitieron: ajustar los costos de los materiales para el NAICM, sin afectar la funcionalidad del aeropuerto, ya que se requiere un aeropuerto eficaz con capacidad suficiente para asegurar el desarrollo de la aviación durante los próximos 50 años; contar con “alternativas de financiamiento mediante la bursatilización de deuda y la concesión total o parcial del proyecto”, y, finalmente, la creación de una “zona económica especial de alto impacto social”, para impulsar el desarrollo y la generación de empleos bien remunerados en los municipios de alta marginación aledaños al proyecto.


    En una nota mencioné que en relación con el impacto ambiental y urbano, el CCE hace suya la posición del GACM sin entrar en detalles. Respecto al lago Nabor Carrillo sólo se refieren a las acciones de mitigación del riesgo aviar, sin mencionar el consecuente cambio de vocación. Manifestaron que el servicio combinado del AICM y el aeropuerto de Santa Lucía es una opción insegura, basándose en el dictamen de MITRE.


    El CCE, indicaba, en consonancia con los dictámenes de las agrupaciones de ingenieros, que consideraba que la solución debía ser la de la continuación de la obra del aeropuerto en Texcoco. Y asumía cómo legítimos algunos datos que se basaban solamente en dichos y no en estudios válidos como:


    1. Que la opción del aeropuerto de Santa Lucía comprometía la seguridad aérea y disminuía la capacidad del sistema metropolitano, considerando que el nuevo aeropuerto podría manejar 150 millones de pasajeros contra 65 millones que podría manejar la combinación de Santa Lucía y el Benito Juárez.


    2. Que el costo de mantenimiento en el aeropuerto actual era de más de 6 dólares por pasajero y el del nuevo aeropuerto sería de 4.91, datos que no tienen sustento documental alguno.


    3. Que el tiempo de conexión para los pasajeros entre uno y otro aeropuerto podría ser de más de una hora, sin argumentar en ningún momento por qué tenían importancia capital los tiempos de conexión entre uno y otro aeropuerto para los pasajeros, aunque supuestamente consideraban que la opción propuesta de un sistema de aeropuertos planteaba que de los de Benito Juárez y Santa Lucía, uno sería para vuelos nacionales y el otro para internacionales, lo que no era el caso. Ciertamente, en algún momento se había corrido la especie, asunto que surgió de una antigua propuesta de José María Riobóo, publicada años antes, que así lo indicaba, pero de la cual habíamos aclarado reiteradamente que no sería así; que ambos aeropuertos operarían tanto para vuelos nacionales como para internacionales.


    4. Que la solución aeroportuaria de un hub era la mejor, ya que concentraba en un solo punto todas las operaciones, lo que ofrecía ventajas económicas enormes a los participantes de la industria aeronáutica, pero sin mencionar ninguno de los impactos negativos en relación con el cuidado del ambiente, el crecimiento poblacional en la zona y el incremento de la complejidad vial que significaba la concentración de todas las operaciones del Valle de México en un solo aeropuerto, ni el aspecto estratégico de tener un solo sitio para todas las operaciones aeronáuticas en un terreno con los riesgos geológicos de Texcoco.


    Por otra parte, en términos solamente conceptuales, hablaba de la creación de una “zona económica de alto impacto social”, sin ir más lejos en lo que esto querría decir, ni en lo que esto significaba como inversión necesaria, en dinero y en tiempo, para lograrlo, ni considerar los impactos negativos de la presión sobre la Ciudad de México y sobre el grave problema social de la gentrificación que sin duda se produciría.


    Reiteraba también, como varios de los opinantes, que el costo de 13 300 millones de dólares consideraba 70% de aportación de la iniciativa privada, cuando la participación del gobierno era total, de 100%, y que la iniciativa privada participaba con préstamos perfectamente garantizados por el propio gobierno y en condiciones particularmente favorables para los financieros.


    Y desde luego subrayaban, lo que no era despreciable y fue considerado con todo cuidado en el análisis final para la decisión de la cancelación de la obra, el posible impacto de la decisión en los mercados financieros y en el “prestigio” del país.


    Al igual que las agrupaciones de ingenieros, enfocaban su análisis a los temas de su interés directo, fundamentalmente economicista y de negocios, y soslayaban, minimizaban o de plano no tocaban los relativos a los impactos ambientales, sociales y culturales de una obra de la magnitud del NAICM.


    Fuera de esos grupos que nosotros abordamos, recibimos documentos del Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), del Foro Consultivo Científico y Tecnológico (FCCyT), así como del Proyecto sobre Organización, Desarrollo, Educación e Investigación (PODER) y de la organización Greenpeace.


    Presento por su importancia, los aspectos más relevantes de estos documentos:


    



DOCUMENTO DEL IMCO


    El IMCO hizo un análisis, cuyo contenido completo está en la página oficial que se puso a disposición pública desde un principio y que continúa vigente y que el propio IMCO resumió en un boletín de prensa.


    En este, del 4 de septiembre de 2018, se exponen los riesgos y oportunidades del NAICM como un proyecto indispensable. Desde 2014 el aeropuerto de la Ciudad de México ha rebasado su capacidad, que es de 61 operaciones por hora, contabilizándose el traslado de 44 millones de pasajeros y más de 445 000 operaciones al año; tal sobrecarga implica un mayor nivel de riesgo para la seguridad de los pasajeros, la tripulación, los trabajadores del aeropuerto y los habitantes de las zonas vecinas.


    El boletín señala que el Plan Maestro del NAICM tuvo que ser modificado en 2018 para satisfacer la demanda esperada en 2021, que se incrementó de 42 a 55 millones de pasajeros, al igual que un considerable aumento en carga; ahí se afirma que el nuevo aeropuerto es la mejor opción a la demanda de servicio, al mismo tiempo que abre oportunidades de crecimiento económico y desarrollo regional.


    También agrega que 29% de los procesos de compra pública del proyecto no se asignaron bajo criterios de competencia.


    En el boletín se menciona que el NAICM es la alternativa para cubrir la demanda de transporte aéreo de la zona metropolitana, y que debía continuar la construcción de ese proyecto, y se agrega que el enlace aéreo permite un mayor desarrollo económico regional, entre otros, por el mayor flujo de turistas, de inversionistas y comercio nacional e internacional.


    Con respeto a la consulta pública y el deseo de compartir la información sobre el NAICM se expone el estado de la infraestructura aeroportuaria en la Ciudad de México con el mapeo de riesgos e ineficiencias administrativas. También se adjuntaron las recomendaciones para obtener con certeza los beneficios sociales esperados.


    Urge un nuevo aeropuerto. En 2017 México tuvo el lugar 67 de 137 en calidad de infraestructura aeroportuaria y el 51 en competitividad, según el Foro Económico Mundial, y el último lugar en logística comercial de los 36 países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, de lo cual se desprende que el actual aeropuerto es obsoleto para cubrir las necesidades del Valle de México en este aspecto.


    La demanda aeroportuaria se incrementa cada vez más y dar cumplimiento a ésta no debe poner en riesgo la seguridad de los pasajeros. La capacidad del AICM es de 32 millones de pasajeros y 365 000 operaciones al año. En 2014 hubo 34 millones de pasajeros y 410 000 vuelos, y en 2017 hubo más de 44 millones de pasajeros y 449 000 vuelos, esto implica un riesgo de seguridad para los usuarios y las operaciones.


    Construcción del NAICM. El proyecto original del NAICM tuvo que ser redimensionado para alcanzar la frecuencia de vuelos necesaria, también se reestructuró y aumentó el costo de la inversión 70%, de 169 000 millones de pesos a 285 000 millones de pesos, esto se debe en parte a que el costo original de 13 300 millones de dólares se calculó al tipo de cambio 12.70 pesos por dólar en 2014; debido a este incremento se puede dudar de la posibilidad de realizar el proyecto, aunque según datos oficiales sólo 10% del financiamiento es inversión pública y 90% inversión privada. El GACM reporta que de los 113 000 millones de pesos de recursos públicos provenientes del Presupuesto de Egresos de la Federación 2014-2020 sólo se emplearán 28 000 millones de pesos.


    Se vuelve a considerar aquí inversión privada, que no existe, y la estiman en 90%, a partir de que se cambió la política de recurrir al presupuesto público en mayor medida y hacer toda la inversión a partir de los recursos de la TUA.


    El GACM reportó que sólo restaba conseguir 30% de costo total de la obra, es decir, 88 000 millones de pesos, siendo estas fuentes: la TUA interconexión, 10 750 millones de pesos; nueva emisión de fibra E, 32 250 millones de pesos; concesión del Centro de Transporte Terrestre, 65 000 millones de pesos; la cancelación del contrato con Aeropuertos y Servicios Auxiliares y la venta de terrenos del AICM y de Ciudad Aeropuerto, el total excede por 20 000 millones de pesos, que son el margen por variación de costos.


    Lo anterior es muy indicativo tanto de los criterios expuestos por la administración pasada, sobre el financiamiento total de la inversión —que es deuda—, a partir de incrementos a la TUA y de aplicar la TUA a la interconexión de vuelos que ahora no la tienen, como la concesión de algunos servicios del aeropuerto originalmente considerados en el presupuesto inicial, la reducción de los recursos que a partir de la TUA se asignan a la operación y el mantenimiento del aeropuerto Benito Juárez y la monetización de los terrenos del mismo. Tales cambios derivan del absoluto descontrol del proyecto original del NAICM y también de las intenciones primigenias del negocio inmobiliario que se planteaba para esos terrenos.


    Se señaló que cancelar la construcción del NAICM tendría un costo aproximado de 120 000 millones de pesos, 58 000 millones que ya se pagaron más gastos no recuperables por cancelación de contratos y liquidación de trabajadores. Esto equivale a 42% de la inversión total del nuevo aeropuerto.


    En el boletín se considera como fortaleza del NAICM el nuevo estándar de transparencia al manejarse con datos abiertos y la aportación de documentos al equipo de transición del nuevo gobierno. Se menciona que el manejo del presupuesto se ha hecho de tal manera que sólo 10% de los recursos proviene del sector público. Se señala que “si bien el presupuesto aumentó 70% respecto a lo originalmente previsto, la tasa interna de retorno está por encima de la tasa social de descuento de la SHCP”.


    En el tema de riesgos generales del NAICM se considera que la adjudicación directa de contratos crea un área de oportunidad y a la vez se detecta una insuficiente estructura de control interno; por otro lado, los requisitos legales con los que tiene que cumplir frenan la competencia; no cuenta con una red de transporte masivo para que los cerca de 68 millones de pasajeros y los 50 000 empleados puedan desplazarse de manera segura y eficiente a las instalaciones.


    Cuando el IMCO revisó los puntos críticos y riesgos de corrupción en el nuevo aeropuerto, incluyó las tres etapas de contratación de obra pública. Fueron 16 los puntos críticos a considerar en 320 procesos de contratación, lo cual equivale a 73% de los contratos adjudicados por el GACM hasta el 1º de abril de 2018 y 81% del monto comprometido del proyecto (véase el cuadro 1).


    El análisis de procesos y riesgos de corrupción no pretende determinar responsabilidades penales, administrativas o montos desviados.


    CUADRO 1. Contratos y convenios del NAICM. 274 contratos y 46 convenios analizados del NAICM


    
      
        
          	
            Tipo de contrato

          

          	
            Número

          

          	
            Monto

          

          	
            Porcentaje

          
        


        
          	
            Licitación pública

          

          	
            58

          

          	
            117 570 499 076

          

          	
            90

          
        


        
          	
            Adjudicación directa

          

          	
            157

          

          	
            3 825 039 024

          

          	
            3

          
        


        
          	
            Invitación restringida

          

          	
            59

          

          	
            1 914 534 338

          

          	
            1

          
        


        
          	
            Convenios

          

          	
            46

          

          	
            7 365 652 065

          

          	
            6

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            320

          

          	
            130 675 724 503

          

          	
            100

          
        

      
    


    En el tema de buenas prácticas en los procesos de contratación del NAICM, se señala que 90% del monto adjudicado fue a través de licitación pública.


    Este dato se refiere a los que ellos investigaron, dentro del horizonte de los 692 contratos suscritos, es decir, que 70.25% de ellos fue por asignación directa, aunque el monto mayor sí fue a través de licitaciones.


    Se señala que la aportación de documentos del equipo de transición inicia un nuevo parámetro en transparencia, para lo cual el GACM pone todo su esfuerzo al brindar la información necesaria: publica los oficios de presupuestación de sus contrataciones; 69 de los 274 contratos tuvieron un bajo número de convenios; ha publicado el avance físico de cada contrato —hasta junio de 2018, la Licitación Pública va en 86%, Invitación Restringida en 93% y Adjudicación Directa en 93%—. Menciona que 95% de los contratos firmados fueron iguales o menores al presupuesto original.


    El IMCO mencionó los riesgos de corrupción en los procesos de contratación; puso como ejemplo los siguientes puntos: 40% de las propuestas se desechan por requisitos administrativos y legales; la mitad de los 320 contratos analizados fueron por adjudicación directa, y de éstos sólo 19% cuenta con una justificación legal adecuada; 25 procedimientos, que suman 3 036 millones de pesos, presentaron su propuesta en menos de cuatro días; 24 procedimientos, que suman casi 425 millones de pesos, entregaron su propuesta en menos de 10 días después de la publicación de la covocatoria; más de la mitad de las categorías establecidas por la SHCP no utilizaron un procedimiento competitivo; en 29% de los procedimientos de compra pública no hay verdadera competencia; 1 801 502 818 pesos se adjudicaron a 34 procedimientos con una sola propuesta. Se señaló que el proyecto nunca fue considerado como tal en el Plan Nacional de Desarrollo ni en el Plan Nacional de Infraestructura, tampoco en los subsecuentes programas a nivel sectorial y regional.


    El IMCO propuso algunas soluciones a los grandes desafíos de México. Sugiere que se modifique la Ley de Obra Pública, además de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público para que sea sólo una ley general y homologar así los 33 regímenes que operan en el país actualmente, lo cual permitirá establecer convenios de colaboración entre dependencias públicas y crear un marco jurídico. Los lineamientos de la SHCP para la elaboración de análisis costo-beneficio deben fortalecerse por medio de una autoridad a nivel nacional que esté encargada de la planeación, proyección, supervisión y dirección de los proyectos de infraestructura a gran escala en el país.


    En cada uno de los contratos deberán incluirse las cláusulas antisoborno y anticorrupción, además estos contratos sólo podrán modificarse en casos específicos, con fundamentos válidos, que exista un responsable de la modificación y que el expediente electrónico se actualice de inmediato.


    Los contratos deben tener el objeto social de las empresas, su registro en CompraNet, beneficiarios finales, y si en algún momento la modificación al convenio excede los porcentajes permitidos por la ley, debe autorizarse por la Secretaría de la Función Pública, e indicar asimismo el tipo de seguimiento a la obra pública, cuáles son los plazos para la terminación y la elaboración del finiquito.


    Por otra parte, es necesario verificar los antecedentes de los proveedores, reforzando la capacidad de investigación de los órganos de control y contratación. Finalmente, emplear Building Information Modeling es una excelente inversión en tecnología para la presupuestación, administración y rendición de cuentas en grandes proyectos de infraestructura pública, la cual es una plataforma digital que se ha vuelto cada vez más relevante en obras públicas a nivel internacional.


    Como puede verse, la orientación del estudio del IMCO es estrictamente económica, financiera, procedimental, de análisis de transparencia, etcétera. En ningún momento analiza los impactos sociales, urbanos, ambientales que una obra de esta magnitud provoca. Pero incluso en el aspecto procedimental, no incluye en su boletín observaciones que hizo en el estudio que nos presentó sobre el “Nuevo Aeropuerto Internacional de México: Riesgos y oportunidades”, en donde acepta, sin embargo, errores fundamentales en la planeación del proyecto, suficientes para la no autorización o la suspensión de la obra oportunamente, que muestro en los cuadros 2 y 3, del propio documento del IMCO:


    CUADRO 2. Riesgos de planeación general


    
      
        
          	
            Nuevo aeropuerto internacional de México, un proyecto indispensable: riesgos y oportunidades

          
        


        
          	
            Riesgos de planeación general

          
        

      

      
        
          	
            Documento

          

          	
            Contempla NAICM

          
        


        
          	
            Plan Nacional de Desarrollo (PND)

          

          	
            No

          
        


        
          	
            Plan Nacional de Infraestructura (PNI)

          

          	
            No, justifica con que el proyecto estaba en evaluación

          
        


        
          	
            Programa Regional de Desarrollo del Centro (PRDC)

          

          	
            No

          
        


        
          	
            Programa Sectorial de Comunicaciones y Transporte (PSCT)

          

          	
            No

          
        


        
          	
            Programa de Inversiones en Infraestructura de Transporte y Comunicaciones (PIICT)

          

          	
            No

          
        

      
    


    FUENTE: Elaboración propia.


    Aquí también se señalan, ambiguamente, las fuentes de recursos para la inversión, como “públicas” y “privadas”.


    CUADRO 3. Redimensión del esquema de financiamiento


    
      
        
          	
            Nuevo aeropuerto internacional de México, un proyecto indispensable: riesgos y oportunidades

          
        


        
          	
            Redimensión del esquema de financiamiento

          
        


        
          	
            • Por la redimensión del proyecto, se incrementó el costo de inversión un 70%.

          
        


        
          	
            • La composición del esquema cambió de 58% de recursos públicos y 42% de recursos privados a 10% de recursos públicos y 90% de recursos privados.

          
        

      
    


    FUENTE: GACM, Monto Estimado de Inversión y Plan Financiero, agosto de 2018.


    La realidad es que 100% de la inversión era con recursos públicos, como he mencionado en reiteradas ocasiones; que no había un solo centavo de inversión privada y que la participación del sector privado era exclusivamente financiera, a través de créditos plenamente garantizados con la TUA y con altos rendimientos, y en particular en el caso de la fibra E del que ya he hablado; además con concesiones corporativas extraordinarias.


    Las observaciones sobre los riesgos y las oportunidades presentadas por el IMCO y las que recibimos del organismo PODER, que detallamos a continuación, fueron seriamente consideradas por el grupo encargado del análisis del proyecto y nos ayudaron a definir líneas de investigación y de auditoría que fueron claves para la decisión final y la definición de acciones a tomar en el proceso del cierre del proyecto.


    



DOCUMENTO DE LA ASOCIACIÓN CIVIL PODER


    La asociación civil Proyecto sobre Organización, Desarrollo, Educación e Investigación (PODER) presentó un extenso documento en el que trabajó tres años y en el que no sólo analiza las acciones y operaciones del GACM y da su punto de vista sobre el proyecto en su conjunto, sino que incorpora información relevante sobre todos los grupos de consultores, constructores, financieros, etcétera, que participaron en el proyecto del NAICM, un texto muy importante que se encuentra a disposición del público en la página electrónica que contiene todos los documentos recibidos y los que resultaron de los foros y los debates realizados.


    De ese amplio estudio, quiero retomar en este libro sólo el capítulo 6, donde, a manera de cierre, PODER informa que al analizar la información que publica el GACM sobre contrataciones y datos financieros, es evidente la opacidad y la falta de transparencia, a pesar de que ellos se jactan de ser “la obra más transparente de México”. Sin embargo, con estos datos no se puede saber cómo se manejan los fideicomisos, ni quiénes son los contratistas o los beneficiarios reales de la obra, por lo que el equipo de PODER y el Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (FPDT) realizaron una investigación para demostrar quiénes se estarían beneficiando a costa de pérdidas sociales.


    Las conclusiones a las que llegaron fueron que el NAICM, el mayor proyecto del sexenio, es la obra que ha implicado más gasto en la última década, con cerca de 156 000 millones de pesos contratados para su realización por medio de 536 contratos, la mayoría de ellos (70%) adjudicados sin concurso ni justificación, como dicta el estándar internacional de datos abiertos.


    En cuanto a los beneficiarios de la obra, se investigaron 400 relaciones empresariales, y se encontró que son cinco los empresarios que controlan 51% del total contratado. El aval de los créditos de financiamiento del NAICM es la tarifa de uso aeroportuario (TUA), pero la Auditoría Superior de la Federación (ASF) no supo con certeza el monto y el plazo para pagar la deuda del NAICM ni tampoco pudo acceder a los estados de cuenta de los fideicomisos privados, sin embargo, si la TUA no alcanzaba para pagar la deuda, sería el gobierno mexicano el último garante.


    Por ello, la SCT, la SHCP y el GACM crearon un mecanismo de financiamiento para que los créditos no fueran considerados deuda pública y objeto de fiscalización.


    Ahora bien, ya que los costos del proyecto aumentaron más de 69%, informa PODER, se generó una crisis financiera para el NAICM y las medidas que estaba tomando el GACM para solucionarla eran alarmantes, pues limitaban el margen de ganancia de la obra hasta 2035, arriesgando el autofinanciamiento de la segunda fase de construcción.


    El documento continúa afirmando lo evidente: el NAICM resultó ser un mal negocio para México. Una evaluación costo-beneficio en aquel momento hubiera puesto en evidencia su inviabilidad. Para saber si una obra pública es viable o no, se determina su tasa interna de retorno (TIR), si ésta es menor de 10%, su dictamen es negativo. Así, el nuevo aeropuerto era social y económicamente inviable porque los beneficios totales que brindaría a la población serían menores que los costos que la sociedad tendría que pagar.


    Nuevamente, como hemos visto ya en otros documentos a lo largo de este libro, PODER sintetiza que el NAICM era problemático tanto por el impacto ambiental, la violación a los derechos de los pueblos, por su base financiera débil, así como por la gran diferencia entre los costos totales de la obra y los beneficios sociales, sus prácticas poco transparentes y su incumplimiento de contratación con estándares internacionales, lo cual sólo terminaría beneficiando a las empresas de los cinco mexicanos más poderosos.


    Con su investigación, esta asociación civil buscó que las complejidades fueran del conocimiento de todo aquel que debiera decidir o ejercer su derecho a planificar, y se supieran las dificultades y los riesgos que representaba la construcción del NAICM.


    



DOCUMENTO DEL FORO CONSULTIVO CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO


    El 17 de octubre de 2018 acudí a las instalaciones del Foro Consultivo Científico y Tecnológico, pues fui invitado a la presentación y entrega del documento “Opciones para solucionar la saturación del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México”, elaborado por la oficina de Información Científica y Tecnológica para el Congreso de la Unión (Incytu), encargada de preparar informes y notas técnicas sobre temas relacionados con la ciencia y la tecnología para tomadores de decisiones en el Ejecutivo federal y en el Legislativo.


    Hago mención particular de este evento debido a que el documento elaborado fue distinto a los que recibíamos en aquellos momentos, algunos a favor del proyecto del NAICM, otros en contra. Este documento tenía la particularidad de ser imparcial respecto de ambas alternativas, partiendo de la problemática existente (la saturación del AICM).


    Como lo mencionaron sus autores durante el evento de entrega, en el documento no se sugería o hablaba a favor de alguna opción, únicamente se proporcionaba la información pertinente para que cada persona decidiera la que considerara más adecuada, pues los tomadores de decisión serían los propios ciudadanos. Ese documento, nos comentaron, tenía por objetivo analizar y sintetizar la información que se encontraba en los cientos de documentos técnicos disponibles, que, como ya mencioné, se habían puesto a disposición de toda la población interesada, de tal manera que fuera fácil de entender y que ambas opciones fueran comparables; por lo tanto, la información planteada debía contener las ventajas y desventajas de cada alternativa, que les permitiera a los ciudadanos tomar una decisión informada con elementos técnicos.


    Nos señalaron que, para la elaboración del documento, consultaron a expertos en los distintos temas abordados, muchos de los cuales también participaron en los diversos foros y mesas de discusión que se realizaron en aquel momento, y consultaron igualmente a quienes consideraban mejor la alternativa del NAICM, como a los que veían más viable la alternativa de Santa Lucía en un sistema de aeropuertos. Para el análisis de cada opción abordaron temáticas como la de impacto ambiental y urbano, hidrología y suelos, infraestructura vial, costo y financiamiento, e hicieron comparaciones de cada alternativa.


    Como ejemplo, mencionaban el incremento en el costo de la obra y la reducción de los alcances del proyecto del NAICM a lo largo de los años, al mismo tiempo que señalaban la etapa temprana de conceptualización de la opción de Santa Lucía y los estudios pendientes en ese momento sobre aeronavegabilidad que garantizaran la operación simultánea de los tres aeropuertos (Ciudad de México, Santa Lucía y Toluca).


    CUADRO 4. Opción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México


    
      
        
          	
            Estatus

          

          	
            En construcción. Inició en 2016 y tiene 20% de avance físico y 32% de avance global de la primera fase.

          
        


        
          	
            Ubicación

          

          	
            Vaso del Antiguo Lago de Texcoco (municipios de Texcoco y Atenco), a 41 km de distancia de la Ciudad de México (Fuente de Petróleos).


            Tiene un área de aproximadamente 4 400 hectáreas (ha).

          
        


        
          	
            Características principales

          

          	
            No. de pistas y terminales

          

          	
            Capacidad de pasajeros (millones/año)

          

          	
            Costo (millones de pesos)*

          

          	
            Año de terminación

          
        


        
          	
            Primera fase

          

          	
            Tres pistas en operación simultánea (una para uso militar) y un edificio terminal

          

          	
            70

          

          	
            $285 000

          

          	
            2022-2024

          
        


        
          	
            Segunda fase

          

          	
            Dos terminales y seis pistas

          

          	
            125

          

          	
            Sin determinar

          

          	
            2069

          
        


        
          	
            Implicaciones

          

          	
            Al concluirse se cancelarían el actual Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México y la Base Aérea Militar No. 1 de Santa Lucía.

          
        

      
    


    CUADRO 5. Opción sistema de aeropuertos Santa Lucía y Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México Benito Juárez


    
      
        
          	
            Estatus

          

          	
            En planeación

          
        


        
          	
            Ubicación

          

          	
            El actual Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (AIBJ) y la Base Aérea de Santa Lucía, a 56 km de la Ciudad de México (Fuente de Petróleos). Hay una distancia de 33.5 km entre los aeropuertos.

          
        


        
          	
            Características principales

          

          	
            No. de pistas y terminales

          

          	
            Capacidad de pasajeros (millones/año)

          

          	
            Costo (millones de pesos)*

          

          	
            Año de terminación

          
        


        
          	
            Primera fase

          

          	
            • Dos pistas en AIBJ (no operan simultáneamente. Algunos las consideran pista y media).


            • Dos pistas de operación simultánea de uso comercial y una pista de uso militar en Santa Lucía.


            • Dos terminales en AIBJ y una en Santa Lucía

          

          	
            80-100*

          

          	
            $70 342

          

          	
            2022

          
        


        
          	
            Segunda fase

          

          	
            Por determinar

          

          	
            Por determinar según la demanda

          

          	
            Por determinar

          

          	
        


        
          	
            Implicaciones

          

          	
            Este plan requiere un estudio complementario en aeronáutica para el rediseño del espacio aéreo.


            De continuar con este plan se cancelaría la obra ya iniciada del Nuevo Aeropuerto Internacional de México, lo que representa un costo de 100 mil millones de pesos (60 mil de las obras realizadas y 40 mil por gastos no recuperables de contratos firmados).

          
        

      
    


    * NOTA: La capacidad de pasajeros la estima el próximo equipo de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. Considera un reacondicionamiento y optimización de operaciones en el AIBJ). A la fecha no hay un documento donde se pueda verificar este dato. Esta opción plantea usar un sistema de aeropuertos, cercanos a la zona metropolitana del Valle de México, incluyendo el de Puebla, Cuernavaca, Querétaro y Toluca. Con esta visión se estima que la capacidad podría ser de hasta 150 millones de pasajeros al año en la región.


    ** NOTA: El costo del proyecto se discute con mayor detalle en la sección Costos y beneficios.


    



DOCUMENTO DE GREENPEACE MÉXICO


    La organización Greenpeace entregó al equipo de transición del gobierno entrante un documento que presentó en el ejercicio de la consulta nacional sobre la construcción del NAICM, que resume las inquietudes de los ambientalistas en relación con los impactos que el nuevo aeropuerto en Texcoco provocaría en detrimento de la ya deteriorada situación ambiental de la zona metropolitana de la Ciudad de México.


    La organización consideraba que el proyecto tendría consecuencias negativas al generar un aumento en la emisión de gases de efecto invernadero, pues en lugar de las dos pistas con las que cuenta el aeropuerto actual, serían seis pistas de uso simultáneo, con 27 450 vuelos al día. Los aeropuertos son fuente de NOx, SO2 y CO2 y el oriente de la zona metropolitana de la Ciudad de México (Ecatepec, Chimalhuacán y Nezahualcóyotl) estaría más expuesto a estos gases debido a su cercanía con el NAICM; además, por la dirección de los vientos, se deterioraría la calidad del aire al sur de la ciudad (Coyoacán, Tlalpan, Magdalena Contreras, Iztapalapa, Tláhuac, Milpa Alta y Álvaro Obregón).


    Respecto a la destrucción del hábitat de aves migratorias y playeras que anidan, se alimentan o transitan esta zona, preocupación que como ya hemos visto era recurrente, Greenpeace dijo que éstas se verían obligadas a desplazarse a sitios más hostiles al desecar el lago.


    Su preocupación era también que el megaproyecto afectaría el territorio más allá de su ubicación, pues la excavación y destrucción de cerros en busca de tezontle para rellenar el lago, así como el depósito de lodos tóxicos resultantes de la extracción, dañaría a poblados completos.


    ¿Qué pasa con las carreteras, estacionamientos, zona hotelera y comercial, pistas, vialidades de acceso, etcétera? Toda esta infraestructura sella con cemento una amplia zona de infiltración y recarga de agua de lluvia tan esencial para frenar la crisis hídrica de la Ciudad de México y zona metropolitana y se cancelaría la posibilidad de recuperar y extender la vocación lacustre de la zona y revertir el deterioro ambiental en esa demarcación.


    La conclusión de Greenpeace es que si se pudiera elegir entre un lago y un enorme aeropuerto, sin lugar a dudas la mejor opción para lograr una zona más sustentable y resiliente a los impactos del cambio climático a corto, mediano y largo plazos sería recuperar y ampliar la vocación lacustre de la cuenca del Valle de México, en una relación de simbiosis entre sociedad y naturaleza, de respeto a los derechos humanos de las comunidades próximas y su derecho a la consulta previa, libre e informada, y no posterior y abierta a toda la población, lo que las hubiera dejado en franca desventaja ante los intereses económicos. Respeto, no dominación y control absolutos.

  



    Foros y eventos


    Además de estos documentos específicos, durante ese periodo se realizaron más de 20 foros y mesas de discusión con las siguientes temáticas:


    • Aspectos técnicos y de planeación


    • Espacio aéreo


    • Temas ambientales


    • Impacto social y urbano


    • Aspectos económicos y financiamiento


    Se integró un grupo de más de 40 personas expertas en los distintos temas, quienes participaron en los eventos realizados; este grupo estaba balanceado entre quienes estaban a favor y en contra del proyecto del NAICM.


    En lo personal, participé en más de 170 entrevistas y debates en distintos medios de comunicación y sedes presenciales, independientemente de aquellos en los que participaron mis colaboradores y otros integrantes del equipo de transición del presidente electo (véase el cuadro 6). De igual forma, debido al interés que el tema generó en la sociedad, hubo una cantidad importante de foros organizados por universidades y centros de estudios, cuerpos colegiados y gremiales, organizaciones civiles y medios de comunicación alternativos.


    CUADRO 6. Foros y eventos


    
      
        
          	
            Tipo de evento

          

          	
            Número de eventos

          
        


        
          	
            Entrevista presencial

          

          	
            15

          
        


        
          	
            Entrevista telefónica

          

          	
            102

          
        


        
          	
            Visitas

          

          	
            5

          
        


        
          	
            Foro, debate o mesa de análisis

          

          	
            8

          
        


        
          	
            Mesa de trabajo

          

          	
            5

          
        


        
          	
            Reunión

          

          	
            32

          
        


        
          	
            Conferencia de prensa

          

          	
            5

          
        


        
          	
            Otro tipo de eventos

          

          	
            5

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            177

          
        

      
    


    



FORO “FRENTE DE PUEBLOS EN DEFENSA DE LA TIERRA”


    Uno de los foros más relevantes por su trascendencia en el devenir de algunos acontecimientos fue el realizado en el Club de Periodistas el 3 de octubre de 2018.


    El foro fue convocado por el Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (FPDT), principal grupo opositor al proyecto del aeropuerto en Texcoco desde la época del proyecto fallido de Vicente Fox.


    A dicho evento asistimos en representación del equipo de transición Alejandro Encinas, Román Meyer, Jesús Ramírez Cuevas, Josefa González Blanco, María Luisa Albores, Adelfo Regino y un servidor.


    Por parte del FPDT asistieron representantes de los pueblos afectados. Hablaron y se manifestaron totalmente en contra del proyecto, expusieron sus motivos y nos hicieron una invitación: nos conminaron, para decirlo más propiamente, a realizar un recorrido por los distintos poblados afectados para que se constatara en persona lo que estaba ocurriendo, lo que ellos estaban padeciendo y la devastación ya ocasionada por las obras del nuevo aeropuerto y en particular la despiadada e incontrolada explotación de las minas de tezontle ocasionada por la obra, y para que calculáramos lo que aún faltaría por consumar.


    El debate fue rico en argumentos y datos duros y, por momentos, apasionado y dramático, debido a los testimonios de algunos de los presentes que se consideraban personal, familiar o socialmente afectados por el proyecto y en defensa del lago Nabor Carrillo.


    En nombre de los asistentes acepté la invitación. Con machete en mano y con la consigna “Lago sí, aeropuerto no”, los representantes de los pueblos celebraron la apertura al diálogo, voluntad hasta el momento nunca antes vista por parte de las autoridades (futuras autoridades, en este caso), en palabras de ellos mismos.


    Como muestra de agradecimiento y en señal de compromiso me obsequiaron un machete, artísticamente decorado con las siglas del movimiento que encabezaban, con el que “desfilé” al terminar el foro por Filomeno Mata hasta 5 de Mayo, en donde me esperaba mi automóvil.


    La visita quedó programada para el 10 de octubre, e iniciaría en la Universidad Autónoma de Chapingo.


    



VISITA A POBLACIONES AFECTADAS Y A LA REGIÓN ALEDAÑA AL NAICM


    Al llegar al punto convenido nos encontramos con cientos de personas y vehículos provenientes de las comunidades afectadas, grupos de estudiantes, académicos e investigadores y una cantidad enorme de representantes de los medios de comunicación.


    Al encuentro asistimos, por parte del equipo de transición, Josefa González Blanco, Román Meyer, Adelfo Regino, Alfonso Mayo y yo.


    Hicimos un recorrido de más de seis horas, rodeados de una multitud inesperada de periodistas, fotógrafos y camarógrafos de medios de comunicación convocados por ellos, armados hasta con drones, que nos siguieron durante todo el trayecto y guardaron testimonio visual de lo que encontramos: calles deshechas por el interminable tránsito de camiones de carga que llevaban tezontle al aeropuerto y volvían de él con cascajo que arrojaban, sin control, en diversos espacios, contaminándolos; habitantes de las localidades que visitamos que se quejaban con nosotros de los inconvenientes y del peligro que corrían sus hijos ante los transportistas que hacían colas de día y de noche para recoger el material y acosaban a las jóvenes; venta ilegal de combustibles y, evidentemente, el lamentable estado de múltiples cerros, convertidos ahora en minas de tezontle, cuya excesiva explotación había cambiado radicalmente la orografía y el paisaje y afectado casas habitación aledañas a las minas.


    Los directivos del GACM consideraban aquel desastre como fuera de su responsabilidad, porque “ellos compraban el tezontle y pagaban el transporte”, pero “no tenían injerencia alguna en las autorizaciones de explotación de las minas, que correspondían a otras autoridades y a los concesionarios de las mismas, ni eran responsables de que los transportistas compraran sus combustibles a los huachicoleros”.


    El itinerario de la visita fue el siguiente:


    1. Tlaminca, Texcoco


    2. Santo Tomás Apipilhuasco, Tepetlaoxtoc


    3. San Agustín Actipac, Teotihuacán


    4. Tezoyuca


    5. San Salvador Atenco


    En Tlaminca, municipio de Texcoco, nos esperaba una comitiva de la comunidad que nos llevó hasta una zona en la que se podían apreciar trabajos en una mina. Un representante designado por los pobladores dio una explicación de las afectaciones, entre ellas, que en la zona se estaban depositando a cielo abierto lodos tóxicos con alto contenido de salitre y carbonatos, provenientes de la extracción que se hacía en los terrenos del NAICM y que éstos estaban contaminando los pozos y mantos que se encontraban por debajo de la mina, enfatizando, además, que eran zonas ambientales protegidas.


    El siguiente sitio fue Santo Tomás Apipilhuasco, en el municipio de Tepetlaoxtoc. Ahí la principal afectación fue la de las minas de las que se extraen materiales pétreos para la construcción del NAICM, pues era el municipio con la mayor proporción de minas activas en el estado.


    Después nos trasladamos al poblado de San Agustín Actipac, en el municipio de Teotihuacán. En este sitio los pobladores nos manifestaron no sólo su preocupación por las afectaciones causadas por la explotación de las minas, sino también por la inseguridad que se generaba por la presencia de grupos de huachicoleros armados que amenazaban a la población y que suministraban de combustible a los camiones que iban a la mina.


    Una anécdota en ese sitio da clara dimensión de algunos de los problemas sociales; habíamos descendido de los vehículos para escuchar a los pobladores y para ver el panorama general desolador de la afectación de los cerros explotados, cuando avistamos a lo lejos una instalación que, nos dijeron, era de huachicoleros que surtían de combustible robado a los transportistas del tezontle.


    Oímos de pronto una ráfaga de balazos que nos avisaba, según nos señalaron los pobladores de la zona, “que no nos acercáramos más”. Nos dimos por enterados y “prudentemente” guardamos distancia.


    Vino a mi memoria un incidente del que fui parte en 1976, siendo secretario general administrativo de la UNAM. En uno de tantos momentos difíciles que tuvimos, unos jóvenes, desde la explanada de Ciudad Universitaria, ante la mirada incrédula de Jorge Carpizo —en ese entonces abogado general de nuestra casa de estudios— y la mía, dispararon balazos contra la torre de Rectoría que impactaron en la ventana de mi oficina, situada sobre la oficina del rector —nosotros estábamos en la sala de juntas adyacente—. Le dije a Guillermo Soberón que de inmediato mandaría poner cristales blindados en su ventana. Con su característico sentido del humor me contestó: “No te preocupes, sólo lo hacen para amedrentar”, y luego agregó pausadamente: “Lo malo es que amedrentan”. Por eso, “con prudencia”, no nos acercamos más.


    Fuimos después al municipio de Tezoyuca, en donde constatamos las afectaciones de los trabajos de excavación sobre las estructuras de casas habitación en la zona. Nos manifestaron que, debido a estas obras, en muchas casas habían aparecido grietas en las paredes, y en algunos casos la distancia de las casas con la mina era tan pequeña que las casas quedaban expuestas y con riesgo de desplome. Nos informaron, además, que los responsables de la mina los habían abordado para ofrecerles dinero para no denunciar las afectaciones, y que, al no aceptarlo, se encontraban en constante intimidación de gente pagada por los responsables de la mina, armados, quienes en ocasiones incluso disparaban contra las paredes de las casas con la intención de amedrentarlos.


    En ese punto, mientras recibíamos la explicación de los habitantes, comenzamos a escuchar una especie de trifulca a unos cuantos metros de nosotros; al darnos cuenta de la situación, nos acercamos para ver qué ocurría e intentar calmar la situación. Se encontraba una joven dama acompañada de varios hombres, a los que los pobladores acusaban de portar armas. Ella se presentó como representante legal de la empresa dueña de la mina y nos indicó que estábamos invadiendo propiedad privada, por lo que nos pedía retirarnos del lugar y amenazó con llamar a la policía si no lo hacíamos de inmediato.


    Cabe recordar que al lugar acudimos los integrantes del equipo de transición, así como los representantes de los medios de comunicación, invitados por los pobladores de la zona para atestiguar las afectaciones que manifestaban, cosa que le hicimos saber a la representante de la empresa. Ella reiteró que estábamos invadiendo propiedad privada e insistió en que nos retiráramos, a lo que le manifesté que, ya que nos estaba corriendo, lo haríamos de inmediato; le pedí su nombre, me identifiqué como el futuro secretario de Comunicaciones y Transportes y le señalé que después del 1º de diciembre les solicitaríamos la documentación que acreditara los permisos de explotación de la mina que vendía tezontle al NAICM.


    Relato este hecho anecdótico, delicado en relación con las circunstancias que ahí se vivían entre pobladores y los concesionarios de las minas, pero que no dejó de tener su lado chusco. Aclaro mi conducta porque posteriormente algunos comunicadores, comentaristas, caricaturistas y usuarios de redes, que no estuvieron presentes en el recorrido, manifestaron que ante la “amable solicitud” de la representante de la mina de retirarnos de una propiedad privada, mi respuesta había sido la del autoritarismo y el “charolazo”; pero basta hacer una búsqueda en internet para encontrar un relato amplio y documentado realizado por los representantes de los distintos medios de comunicación que se encontraban presentes y que fueron no sólo testigos, sino protagonistas de la situación, a quienes también se les hizo la “amable invitación” de retirarse.


    Concluimos el recorrido en la zona posterior al polígono del proyecto del NAICM, en el municipio de Atenco. Allí, en la cima del cerro de Coatepec, en uno de los hermosos parajes que recorrimos, un bello sitio desde el que la vista dominaba el valle y la zona del NAICM, luego de contarnos la historia del lago de Texcoco y la imperiosa necesidad de preservar el sitio, el líder, Ignacio del Valle, me mostró una pequeña estela de piedra labrada en la que me dijo que se sentaba el emperador Nezahualcóyotl a ver Tenochtitlan, a reflexionar y a hacer poemas, sitio en donde se encuentran vestigios arqueológicos y que fue una zona de importancia para el Rey Poeta. Ahí, el líder del Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra y algunos representantes de los pueblos me dijeron que no estaban de acuerdo en que el destino de sus vidas fuese decidido en una consulta y que no cesarían en su lucha por la defensa de sus tierras. Les dije que se había establecido el compromiso de realizar esa visita para constatar lo que ya nos habían manifestado, pero que la consulta se llevaría a cabo, pues también era un compromiso de López Obrador escuchar a todas las voces e informar a la población, así como realizar foros y debates con toda esta información de cara a la consulta ciudadana de octubre.


    Para concluir el recorrido, y antes de retirarme, me dijeron que si yo lograba que se cancelara el proyecto me construirían un monumento junto a la estela de Nezahualcóyotl.


    Como estas experiencias podría relatar muchas otras, que fueron fundamentales para recoger las voces tanto de los afectados como las de los interesados por el NAICM y para conocer directamente en el campo y con los protagonistas de lo vivido en la construcción del nuevo aeropuerto, lo que aparecía en los estudios técnicos y en la información documental obtenida.


    Revisamos con enorme atención, sin engañar a nadie ni engañarnos a nosotros mismos, sin menospreciar dato alguno a favor o en contra del proyecto, toda la información recabada en todos los eventos y los dictámenes presentados en su oportunidad.


    Toda la información obtenida fue sustento para el dictamen que presentamos al presidente electo.

  



    El espacio aéreo y la “sentencia MITRE”


    La polémica más álgida que sin duda tuvimos durante todos los meses de debates surgió por el hecho de que la empresa MITRE, de gran prestigio y conocida internacionalmente por su especialidad en el análisis de espacios aéreos, señaló en diversos momentos, a través de su líder Bernardo Lisker, que el sitio decidido para la construcción del nuevo aeropuerto, en el antiguo lago de Texcoco, no era solamente el mejor entre los analizados, sino el único factible para el desarrollo de un proyecto de solución de largo plazo.


    Planteada la opción de Santa Lucía, considero pertinente señalar que seis años antes, en la campaña política en la que finalmente se dio el triunfo a Enrique Peña Nieto y en la que López Obrador me había invitado, también en esa ocasión, a ocupar el cargo de secretario de Comunicaciones y Transportes si el triunfo lo favorecía, presentamos, para la solución del problema de la saturación del aeropuerto actual, un proyecto a desarrollar en Tizayuca, Hidalgo, en el que se consideraba una nueva construcción aeroportuaria en esa zona y un corredor industrial y la preservación del uso y modernización del Aeropuerto Internacional Benito Juárez de la Ciudad de México. El proyecto se consideraba tan conveniente y viable que el entonces gobernador del estado de Hidalgo compró terrenos para su construcción.


    Esta propuesta, obviamente más adecuada que la de Texcoco, no fue tomada en cuenta por el gobierno de Peña Nieto, y ya no fue considerada por nosotros seis años después, porque los intereses políticos del estado de Hidalgo y del grupo de políticos hidalguenses que se incorporaron al gobierno de Enrique Peña Nieto, incluido el exgobernador interesado en aquel proyecto, sumados a los nacientes intereses del NAICM, ya no la hacían viable.


    Por otro lado, los ingenieros José María Riobóo y Sergio Samaniego Huerta habían propuesto a López Obrador la opción de utilizar el aeropuerto Benito Juárez y la Base Aérea Militar de Santa Lucía y le presentaron un estudio que publicaron en 2015 con el título Sistema Aeroportuario del Valle de México, con la editorial Miguel Ángel Porrúa, que en principio se consideró como una posibilidad válida. Un anteproyecto desde luego sujeto a desarrollar en detalle y a confirmar la factibilidad aérea de operaciones simultáneas que garantizaran la solución de largo plazo del problema de la demanda aeronáutica del Valle de México y que objetaba MITRE.


    Bernardo Lisker “sentenció” que esa solución, que Morena había planteado como más conveniente durante la campaña, no era viable; que no se podían realizar operaciones simultáneas en los dos aeropuertos, ya que las trayectorias de despegue y aterrizaje de los aviones se interferían. Esta opinión discrepaba de la de técnicos mexicanos de Servicios a la Navegación del Espacio Aéreo Mexicano (Seneam), que afirmaban la viabilidad de las operaciones simultáneas, adecuando desde luego el espacio aéreo con una nueva arquitectura y utilizando modernas tecnologías de control aéreo y de comunicación espacial vía satélite (PBN), que no se habían implantado en el aeropuerto Benito Juárez —porque ya lo consideraban en extinción—, aunque ya se tenían en otros 20 aeropuertos del país, como Guadalajara, Monterrey, Cancún, Hermosillo, Puerto Vallarta y Mérida.


    Mucho antes de la campaña, en 2015, y ante la publicación del Proyecto Riobóo-Samaniego, el secretario de Comunicaciones y Transportes, Ruiz Esparza, había convocado a un grupo de diputados de Morena, encabezados por su coordinadora, Rocío Nalhe, y a los ingenieros Riobóo y Samaniego a una reunión en la secretaría, en la que Bernardo Lisker, líder del estudio de MITRE, les planteó “los impedimentos” de la opción.


    MITRE ubicó un área de interferencia sobre San Mateo, entre las trayectorias de llegada tanto para el aeropuerto Benito Juárez como para Santa Lucía. Presentó un esquema en el que ambas trayectorias confluían obligadamente en el VOR de San Mateo. Al cuestionar a Lisker sobre la posibilidad de rutas alternativas (la de aproximación ya perfilada en el diagrama hacia Santa Lucía tiene más de 30 m.n.) y la posibilidad de mover el VOR de San Mateo, la ambigua respuesta fue que era un asunto ampliamente estudiado por ellos y no era alternativa.


    Lisker argumentaba que no era posible mover el VOR de San Mateo y, además, que la flota aérea que funcionaba en México era antigua y por ello el sistema PBN de control satelital no podía ser utilizado adecuadamente, cuando la realidad es que la flota que usa nuestro aeropuerto central y en particular la de las aerolíneas mexicanas es de las más modernas del mundo, y es perfectamente posible relocalizar el VOR de San Mateo.


    En vista de que la posición de MITRE difería de la opinión de los técnicos mexicanos, que señalaban que sí existía la posibilidad de vuelos simultáneos entre los dos aeropuertos previstos, solicitamos a MITRE que invitara a nuestros técnicos a sus instalaciones de Washington, en Estados Unidos, para contrastar sus criterios con los de los técnicos de MITRE.


    



VISITA DEL GRUPO DE TRANSICIÓN A MITRE


    Esta visita la realizaron los ingenieros Carlos Morán y Carlos Noriega y el controlador aéreo Víctor Hernández el 9 de agosto de 2018.


    La visita se desarrolló de manera peculiar. El propósito era conocer y debatir sobre todas las objeciones puntuales que pudiera haber sobre el aeropuerto de Santa Lucía, para lo que se programó una sesión de trabajo de un día completo, que se iniciaría a las nueve de la mañana. Sin embargo, el día transcurrió con amplias explicaciones de los trabajos que desarrolla MITRE y la calidad y el prestigio de la misma; visitas a los laboratorios y presentación del equipo de investigadores, que difirieron la discusión, a pesar de la insistencia de nuestros técnicos para entrar en materia, hasta muy avanzada la tarde, sin dejar tiempo suficiente para discusiones a fondo y definiciones concluyentes.


    En paralelo a todas estas acciones, con un grupo especial encabezado por Carlos Morán Moguel, que entre sus antecedentes está el haber sido director general de Aeronáutica Civil, director técnico de Aeroméxico, director comercial de Mexicana de Aviación y director general de Turborreactores, y conformado por técnicos de alta experiencia de Seneam, nos abocamos al análisis de las posibilidades del espacio aéreo de la opción aeropuerto Benito Juárez-Santa Lucía, habida cuenta de la “sentencia” de MITRE sobre la inviabilidad de ésta.


    Era un tema fundamental de análisis para la decisión que se tomaría sobre cómo remediar la saturación del aeropuerto internacional de la Ciudad de México.


    Unos días después de la visita, MITRE nos envió un documento en el que señalaba que Santa Lucía no era factible por contar con espacio limitado, por la obligada demolición de la base militar y exigir una mayor superficie que no sería fácil de adquirir, dada la experiencia de Atenco; severa exposición al ruido en las comunidades aledañas y por requerir, como todos los nuevos aeropuertos a proyectar, de un proceso de planeación y construcción que para contar con procedimientos seguros excedería fácilmente los 10 años —lo que obviamente no había sido el caso del NAICM—. Esto es, problemas adicionales a los del espacio aéreo que ya habían manifestado y reiterado, y asuntos que estaban más allá de su competencia.


    La posición radical de MITRE reñía no sólo con la opinión de los técnicos mexicanos, sino con la información que teníamos de estudios previos que la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) había hecho en 2013 para ASA.


    



ESTUDIO DE LA OACI DE 2013


    En un amplio estudio de más de 160 páginas titulado “Necesidad e idoneidad de la solución propuesta para el Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México”, la OACI señalaba en su página 69 que la Base Aérea de Santa Lucía es una zona despejada, de buena climatología, con características mecánicas del terreno adecuadas y dispone de espacio para crecer; que sus trayectorias de operación son compatibles con las del AICM y serían menos compatibles con un hipotético aeropuerto en Texcoco, y que cuenta con argumentos fuertes para ser una “poderosa opción” como aeropuerto complementario, pero que si se pretendía que no sólo absorbiera la demanda no atendida del NAICM, sino que, en un futuro no muy lejano, lo sustituyera por completo, sería claramente inadecuada.


    Consultada en específico sobre ese asunto, la OACI nos confirmó que lo señalado en aquel estudio seguía siendo válido. Esta información nos la hizo llegar en una carta dirigida a López Obrador y a mí, en una comunicación del 3 de octubre de 2018, que, al respecto, decía que llevaría a cabo un estudio complementario al realizado en 2013, solicitado por Aeropuertos y Servicios Auxiliares, con la finalidad de analizar a detalle las operaciones aéreas conjuntas en la terminal de la Ciudad de México y la Base Aérea de Santa Lucía, aunque la mayoría de las opciones mencionadas en el primer estudio seguían siendo válidas.


    Es importante destacar que en esta carta se reitera que la OACI tiene la responsabilidad de asistir en el cumplimiento de sus obligaciones a los Estados firmantes, pero que ésta no decide las estrategias de implementación, ya que, respetando la soberanía de cada Estado, son éstos los que deciden cómo aplicar las normas y métodos recomendados.


    Se aclara también que la OACI no solicitó proyecto o contrato alguno, limitándose a proveer asistencia a nivel de expertos internacionales bajo un estricto sistema de control de calidad y transparencia a los Estados miembros que realicen una petición.


    Así, el comunicado expresaba que tenía la finalidad de asegurar el entendimiento, transparencia y claridad sobre la función de la OACI al asistir a México para que su sistema de aviación fuera seguro, eficaz y respetuoso con el medio ambiente y que se tuviera la información apropiada para responder con total conocimiento el escrutinio obligado para poder tomar decisiones de esta naturaleza.


    Después de las diversas discusiones tenidas con MITRE, tanto en sus instalaciones como en México, el doctor Lisker —con quien yo en lo personal tuve dos amplias entrevistas presenciales y dos largas conversaciones telefónicas, siempre amables, pero con puntos de vista discordantes—, matizó la “sentencia MITRE”, señalando que sí podía haber vuelos simultáneos entre los dos aeropuertos, pero éstos tendrían que espaciarse de manera que no podía considerarse posible la satisfacción de las necesidades de la demanda en el futuro. Me ofreció colaborar con nosotros en el análisis que sugeríamos de una nueva arquitectura, “ya que ellos conocían como nadie el espacio aéreo mexicano, incluyendo la componente del aeropuerto de Toluca, pues llevaban años de estudios con México”.
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    Para contrarrestar “el malinchismo” de los críticos a la posición de los técnicos mexicanos, y dada la postura radical de MITRE, nuestros propios técnicos sugirieron recurrir a otra agencia internacional de expertos en diseño de espacios aéreos, una tercería de prestigio, porque los críticos reclamarían como irresponsabilidad el aceptar su postura contra la de la gran corporación MITRE, por lo que solicitamos a la firma europea NAVBLUE un estudio preliminar para confirmar o desechar la opinión de los técnicos de Seneam.


    Me permito otra digresión sobre una experiencia anterior, plenamente documentada, cuyo planteamiento y discusión tienen gran semejanza con esta historia de la viabilidad de las operaciones aeronáuticas simultáneas entre el aeropuerto Benito Juárez y el Felipe Ángeles de Santa Lucía.


    En 1985, cuando íbamos a lanzar al espacio los satélites Morelos de comunicaciones de México, un grupo de jóvenes ingenieros e ingenieras, recién titulados, que habían sido capacitados para el futuro control de los satélites en el espacio, me propuso —yo era el subsecretario de Comunicaciones responsable del proyecto— que solicitáramos a la NASA que el lanzamiento del segundo satélite —al que acompañó en el vuelo Rodolfo Neri Vela, el primer astronauta mexicano—, que estaría en su posición orbital durante varios años, sólo en reserva como sistema redundante, se modificara, con el objetivo de dejarlo en una posición a 36 000 km de la Tierra, y que las fuerzas gravitacionales lo llevaran a su posición en la órbita geoestacionaria a 300 000 km, en lugar de hacerlo con el procedimiento normal previsto, al utilizar un motor del satélite para el segundo impulso con el consiguiente consumo de combustible.


    Con ello —me explicaron— se ahorraría el combustible necesario para el segundo impulso y para su posterior control en su posición, lo que permitiría prolongar su vida útil —que dependía de la cantidad de combustible que tuviera consigo— algunos años más. Esto garantizaba un rendimiento óptimo del artefacto, con lo que se obtendría una rentabilidad extraordinaria que no se lograba en el proyecto original; pero para lograrlo se necesitaba que el lanzamiento, previsto para el día 26 de noviembre de 1985 a las siete de la mañana, se realizara 12 horas después, según los cálculos de dinámica orbital que nuestros ingenieros habían hecho, para que las fuerzas gravitacionales lo llevaran a su posición definitiva en la órbita geoestacionaria, lo que sucedería tres años después del lanzamiento, sin gastar combustible.


    Entusiasmados con la propuesta, el líder de aquel grupo, un “experimentado” ingeniero de 25 años de edad y yo, emprendimos una difícil pero exitosa negociación con los directivos de la NASA en Washington, que se oponían a la modificación del lanzamiento —no les gustaba la idea de un lanzamiento nocturno y desconfiaban de la propuesta mexicana—, hasta que los técnicos de esa institución confirmaron que todos los cálculos de dinámica orbital hechos por nuestros jóvenes ingenieros eran precisos y el proyecto viable.


    Se llevó a cabo con éxito el lanzamiento que hubo de ser nocturno —lo que además fue espectacular—, y la vida del satélite Morelos II, que debía extinguirse en 1995, se prolongó 10 años más de lo previsto, con lo que el país ingresó a sus arcas varias decenas de millones de dólares, convirtiendo un proyecto técnicamente correcto, pero económicamente incierto, en un éxito tecnológico y económico total.


    Mi permanente confianza en la capacidad de nuestros profesionales y técnicos, preparados para enfrentar grandes retos y lograr proezas espectaculares, tuvo en aquella ocasión una confirmación contundente, la que se ratifica hoy con la solución del aprovechamiento óptimo de nuestro espacio aéreo.


    



VISITAS A LA BASE AÉREA MILITAR DE SANTA LUCÍA Y A LA FUERZA ÁEREA MEXICANA


    En agosto de 2018 solicitamos una visita a la Base Aérea Militar de Santa Lucía, para recabar información, lo que fue autorizado por el secretario de la Defensa Nacional; dicha visita se efectuó el día 13, y asistieron, por el grupo de transición del presidente electo, Carlos Morán Moguel, José María Riobóo y Sergio Samaniego.


    Se nos dieron todas las facilidades; el general Miguel Ángel Vallín Osuna, jefe de la Fuerza Aérea Mexicana (FAM), fue claro en señalar la necesidad de conservar en Santa Lucía la Base Aérea Militar, por motivos estratégicos, que podría convivir con el aeropuerto civil, aunque las otras instalaciones militares se relocalizaran. Expresó también su punto de vista afirmativo sobre la viabilidad de operaciones simultáneas con el aeropuerto Benito Juárez, lo que no era posible con el NAICM. Coincidía con nuestro punto de vista ampliamente expresado.


    Días después, el 24 de agosto, tuve una reunión de trabajo con él y con un amplio contingente del Estado Mayor de la FAM en sus oficinas, en relación con la visita relatada, en la que el general Vallín y sus colaboradores reafirmaron lo señalado en el párrafo anterior y expresaron estar de acuerdo con lo propuesto por nuestros técnicos de Seneam.


    El 16 de septiembre, a menos de un mes de esa reunión, el general Vallín fue sustituido como jefe de la FAM, “despedido con honores” y pasando a “la honrosa situación de retiro”. Seguramente fue una coincidencia, por la coincidencia entre las opiniones del general y las de nuestros técnicos de Seneam.


    



REUNIÓN CON LA OFICINA REGIONAL DE LA OACI PARA NORTEAMÉRICA, CENTROAMÉRICA Y EL CARIBE, CON SEDE EN MÉXICO


    El 28 de agosto nos reunimos en la sede de la Oficina Regional de la OACI en México con sus directivos, y establecimos contacto a través de una teleconferencia con los técnicos de la organización en Montreal, Canadá, para intercambiar opiniones.


    Cuando les hablamos de la opción de un sistema aeroportuario de tres aeropuertos, el comentario fue que esta opción, que introducía nuevas variables, diferentes a las que se plantearon antes, cuando se habló de la decisión de localizar un hub único, cambiaba la perspectiva de las soluciones posibles. Nos propusieron entonces realizar un estudio al detalle de la nueva arquitectura, el cual podría financiarse incluso —nos dijeron— con recursos que a favor de ASA había en la organización; estudio que por supuesto no había hecho nunca MITRE, como aseguraba que lo había considerado y desechado.


    Sin embargo, nosotros ya habíamos establecido contacto con NAVBLUE, por lo que esperamos sus resultados para analizarlos con la OACI.


    



RESPUESTA DE NAVBLUE


    La conclusión de NAVBLUE, que nos entregó el 23 de octubre, confirmaba la tesis de los técnicos mexicanos, lo que garantizaba la opción alternativa que se presentaba a la del NAICM; se indicaba que desde luego habría que modificar la arquitectura del espacio aéreo, como nuestros técnicos habían previsto, y nos ofrecía varias opciones que podían instrumentarse en etapas, según las necesidades y los tiempos a atender para optimizar el uso del espacio, para lo que se requeriría un estudio adicional que tomaría un tiempo no menor a seis meses para su diseño.


    Éste es el resumen de la respuesta de NAVBLUE:


    • El estudio evalúa la viabilidad técnica de las operaciones simultáneas entre el Aeropuerto Internacional Benito Juárez (MMMX) y la Base Aérea de Santa Lucía (MMSM).


    • La conclusión del estudio reveló que era técnicamente posible operar el aeropuerto de Santa Lucía como un aeropuerto civil, en paralelo de mantener en su lugar el actual aeropuerto de la Ciudad de México.


    • Este documento provee varias opciones de diseño conceptual, clasificado por su sencillez de implementación.


    • El primer diseño conceptual propuesto (etapa 1) incorporó cambios reducidos a la actual gestión del tráfico aéreo y desde MMMX, ofreciendo nuevas salidas y llegadas compatibles con la OACI desde / hasta el aeropuerto de Santa Lucía. La etapa 1 es fácilmente aplicable y requiere costos reducidos de familiarización e implementación ATC (control del tránsito aéreo). Sin embargo, debido a la gestión del tráfico MMMX permanece sin cambios, el sistema dual MMSM-MMMX no alcanzaría la máxima eficiencia posible.


    • El segundo diseño conceptual propuesto (etapa 2) proporcionó una mejora de la etapa 1 por la implementación de cambios mínimos al actual sistema ATM (gestión de tránsito aéreo) y reubicación del VOR SLM. La etapa 2 proporcionaría una mayor separación entre el tráfico de MMMX y MMSM, lo que abre un espacio más grande y permite una mayor densidad de tráfico.


    • Finalmente, la etapa 3 considera un espacio aéreo remodelado por completo con tráfico separado totalmente entre MMMX y MMSM, para un nivel máximo de seguridad y eficiencia.


    • En general, la capacidad esperada alcanzaría un máximo de 130 (140) aeronaves por hora, según la operación de las pistas MMSM (vistas independientes o no independientes).


    



OTROS ESTUDIOS SOLICITADOS


    Se solicitaron también estudios al Grupo Multidisciplinario de Investigación en Infraestructura y Transporte Aéreo de la Facultad de Ingeniería de la Universidad Nacional de la Plata, en Argentina, y al Grupo de Simulación de la Amsterdam University of Applied Sciences, los cuales eran; un análisis preliminar, basado en simulación de capacidad, mediante configuraciones operativas del sistema aeroportuario México-Santa Lucía para atender la demanda de las maniobras aéreas y el flujo de pasajeros con un horizonte evolutivo a 50 años, con los siguientes objetivos:


    • Tener un intervalo preliminar de la capacidad potencial operativa para el sistema aeroportuario México-Santa Lucía, tomando en cuenta el espacio aéreo y el espacio terrestre en su conjunto.


    • Identificar la potencial capacidad operativa con base en las características técnicas actuales de Santa Lucía, considerando la mezcla de tráfico aéreo.


    • Plantear diferentes escenarios de evolución del sistema con base en el tipo de tráfico esperado y los modelos de negocio de las aerolíneas existentes.


    • Evaluar las ventajas o desventajas comparativas entre los diferentes escenarios planteados.


    Los resultados fueron siempre positivos en relación con la propuesta del sistema aeroportuario Benito Juárez-Santa Lucía.

  


  
    Informe del estudio de NAVBLUE al presidente electo


    Ese mismo día, 23 de octubre, informamos al presidente electo la conclusión de NAVBLUE en los términos siguientes: se le explicó que NAVBLUE es una compañía global con sede en Francia que se dedica a proveer servicios aeronáuticos y se especializa en gestión de operaciones de vuelo y tráfico aéreo, a la cual se le había solicitado, como organización independiente, que realizara un estudio para conocer la viabilidad de operar simultáneamente el AICM y Santa Lucía.


    Se le especificó que sus recomendaciones, imparciales y basadas en su experiencia técnica de diseño de procedimientos de vuelo, confirmaban la factibilidad de las operaciones simultáneas, y recomendaban complementar los resultados con un análisis del impacto y evaluación económica, la conectividad de pasajeros, la infraestructura en tierra, los sistemas de control del tráfico aéreo y la preparación de los controladores de este último.


    Con base en el resultado del estudio practicado por NAVBLUE el 23 de octubre de 2018 ratificamos la viabilidad de las operaciones simultáneas entre ambos aeropuertos.


    Por instrucciones del presidente electo, el 24 de octubre, en rueda de prensa en la Casa de Transición, Carlos Morán y yo informamos a los reporteros y a través de ellos a la sociedad que habíamos recibido el dictamen favorable de la firma francesa NAVBLUE, sobre la factibilidad para la operación simultánea de los aeropuertos Benito Juárez y Santa Lucía, como habían señalado los técnicos mexicanos.


    La solución final, sujeta desde luego al diseño de una nueva arquitectura del espacio aéreo para su optimización, llevaría tiempo y nuevos estudios —entre seis meses y un año—, como se había advertido desde un principio, lo que era absolutamente factible y estaba dentro de los parámetros de tiempo y costo previstos y que garantizaba la viabilidad de la opción propuesta para el caso de que la decisión final sobre el proyecto NAICM fuese la de cancelarlo.


    Esto confirmaba lo que el 11 de octubre se había informado públicamente en relación con una comunicación de la OACI, organismo especializado de la ONU, en donde se nos señalaba que la mayoría de las opciones que se indican en el estudio realizado bajo el Proyecto MEX/13/801 de 2013 seguían siendo válidas, entre ellas la operación simultánea entre el AICM y Santa Lucía.

  


  
    La realidad de la solución del espacio aéreo


    Ya a punto de concluir los trabajos de este libro, se publicó en la prensa nacional, el 17 de agosto de 2021, un comunicado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes que confirma nuestra posición sobre la viabilidad de operaciones aeronáuticas simultáneas en los tres aeropuertos propuestos y la capacidad de los técnicos mexicanos de Seneam, que, avalados por los especialistas de NAVBLUE, demostraron que la opción que MITRE descartaba categóricamente, era una opción técnicamente válida.
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    En el comunicado se daba a conocer que a través de una reunión virtual —en la que participaron organismos claves de la industria, como NAVBLUE, filial de Airbus, la OACI, la IATA, la Cámara Nacional de Aerotransportes (Canaero), el Colegio de Pilotos Aviadores, el Colegio de Ingenieros en Aeronáutica, el Colegio de Controladores de Tránsito Aéreo de México, operadores de aviación general y de la aviación militar, profesionales, especialistas y técnicos para tener una retroalimentación del tema— se había descrito la operatividad de la navegación aérea, la estructura de rutas de ascenso y descenso continuos y la planificación y diseño del espacio aéreo en el Valle de México, para el mejor rendimiento de vuelo de las aeronaves. Se concluyó que todas las trayectorias de llegada y salida y de aeronavegabilidad del Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles eran totalmente viables para la operación simultánea con el AICM y Toluca, al mantener separaciones verticales y laterales conforme a las normas de la OACI. Se dieron a conocer los estudios de viabilidad aérea del Sistema Aeroportuario Mexicano y a las aerolíneas se les informó del avance de operatividad de la nueva navegación aérea.


    De acuerdo con este documento, el análisis demostró que las nuevas rutas cumplen con la normatividad nacional e internacional, y garantizan la seguridad y eficiencia de las operaciones aéreas, y la reducción del consumo de combustible y emisiones de CO2, aun durante los periodos de mal tiempo. También se resaltó la futura modificación tecnológica programada para el mejoramiento en la aeronavegabilidad y la introducción de procedimientos de llegada y salida con navegación satelital.


    Este acontecimiento refuerza mi convicción sobre la alta calidad de los técnicos mexicanos. Siempre, en asuntos delicados en los que he debido asumir una responsabilidad personal técnica, que no han sido pocos —desde el subsuelo del antiguo lago de Texcoco, hasta la órbita estacionaria de los satélites Morelos—, he confiado en sus capacidades y he encontrado las respuestas correctas y las soluciones adecuadas. En este caso, la evidencia no deja lugar a dudas.

  


  
    La consulta ciudadana


    Con la información proveniente de los foros, debates, mesas de análisis, de los diversos documentos recibidos, así como de las visitas realizadas a los pueblos afectados y a las obras en construcción, y definida la viabilidad de la operación simultánea de los aeropuertos de la alternativa propuesta —aeropuerto Benito Juárez y Santa Lucía—, se dio paso a la consulta ciudadana, que se llevó a cabo del 25 al 28 de octubre de 2018 en todo el país.


    La consulta ciudadana fue otro de los puntos de mayor debate, ya que los críticos de la misma señalaban como incongruente, aberrante y “populista” el hecho de consultar, sobre un tema técnico especializado —la construcción de un aeropuerto—, a “gente que no tenía el menor conocimiento al respecto” y que incluso —agregaban algunos, con falta de sensibilidad— “nunca se habían subido a un avión”.


    No se trataba de que opinaran sobre si era correcta la técnica constructiva del aeropuerto, o si consideraban acertados y completos los estudios geológicos que se habían realizado o que si pensaban que en el espacio aéreo no habría colisiones entre los aviones que lo surcaran. Se trataba de que dieran su opinión sobre una megaobra que se había decidido sin consultar a quienes eran dueños de los recursos que se emplearían para construirla y sobre sus impactos de toda índole en la nación. En otras palabras, respetar el derecho de la ciudadanía a participar en las grandes decisiones nacionales.


    López Obrador manifestó siempre su compromiso de realizar todos los estudios técnicos necesarios sobre el proyecto del NAICM, informar con objetividad a la población de lo que se fuera concluyendo de los mismos, solicitar la opinión de todos quienes quisieran manifestarse, propiciar el debate más amplio posible y, al final, someter a la decisión de una consulta ciudadana vinculante las opciones viables para resolver el problema de la saturación del actual aeropuerto. En esencia, la decisión de continuar la obra, o cancelarla y buscar la solución con un sistema aeroportuario y no con un hub.


    La ciudadanía votó la opción que consideraba más adecuada en una papeleta cuyo frente se muestra aquí. El reverso de la boleta mostraba las ventajas y desventajas de cada opción, y que formaron parte de la campaña oficial de información previa a la consulta, como se aprecia en la infografía que se muestra a continuación.
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    El 28 de octubre, en conferencia de prensa en la Casa de Transición, ubicada en Chihuahua 216 en la colonia Roma, Enrique Calderón Alzati, presidente de la Fundación Rosenblueth, que había coordinado la encuesta, dio a conocer los resultados de la Consulta Nacional sobre el Nuevo Aeropuerto: 1 067 859 personas participaron en este ejercicio inédito de democracia participativa en nuestro país; de ellos, 70% votó por la opción de “Reacondicionar el actual aeropuerto de la Ciudad de México y el de Toluca y construir dos pistas en la base aérea de Santa Lucía”.


    Al día siguiente acompañé a López Obrador a una conferencia de prensa en la que, en virtud de los resultados de la consulta, el titular del Ejecutivo del nuevo gobierno federal informó que se comprometía a que en tres años estarían operando tres aeropuertos (al construir dos pistas en el aeropuerto de Santa Lucía, y luego de mejorar el aeropuerto de la Ciudad de México, así como después de reactivar el aeropuerto de Toluca) para resolver la demanda de los próximos 40 o 50 años.


    A pesar de toda la información hecha pública durante meses, sobre todo los análisis, estudios, debates de los diferentes temas de toda índole involucrados en el proyecto, Jorge Castañeda Morales, analista económico, académico y director de la Unidad de Investigación Aplicada de Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad”, escribió en la revista Nexos el 1º de julio 2021:


    La cancelación del aeropuerto de Texcoco marcó el inicio del gobierno de Andrés Manuel López Obrador y sigue siendo una de sus decisiones más controversiales. Incluso antes de tomar posesión, en noviembre de 2018, convocó una cuestionable consulta popular en la que se resolvió no seguir invirtiendo en la obra de infraestructura más importante del sexenio anterior. Este hecho marcó un hito en la vida pública del país y definió en muchos sentidos la economía política del sexenio.


    Para bien o para mal, las reglas del juego cambiaron en ese momento. El mensaje fue inequívoco: el Estado tomará las decisiones económicas no a partir de criterios técnicos, sino de ciertas consideraciones políticas. Si antes lo hacía de forma “tecnocrática” —y muchas veces corrupta—, ahora dependerá de la voluntad popular representada por una persona. El marco económico-institucional —es decir, las reglas formales e informales que rigen las interacciones económicas en una sociedad— que había regido el país durante los últimos años dejó de existir.


    La cancelación del aeropuerto por una consulta sin ningún rigor metodológico ni sustento legal cuestionó las bases sobre las cuales se tomarían decisiones económicas en este sexenio. Es probable que hubiera corrupción en esa obra, como lo señaló el presidente en su campaña, o incluso que los problemas técnicos del suelo la hicieran inviable o mucho más costosa; sin embargo, esos motivos no influyeron en su destino. Fue la “voluntad popular”.


    Ésa es la tesis manipuladora que se manejó y continúa manejándose por quienes están en contra de la decisión de la cancelación; reitero: la consulta ciudadana no fue la vía que sustituyó al análisis técnico y económico —éste se dio con toda profundidad—, sino la culminación de un largo proceso de cuatro meses de análisis, debates e información pública cotidiana, sobre todos los tópicos a tomar en cuenta para una megaobra como la del NAICM, proceso que se describe en este libro, y sí, también, es cierto, para cambiar las reglas del juego, en el sentido que siempre propuso el candidato López Obrador y que era una solicitud añeja de la ciudadanía, la cual Alejandro Encinas expresa con claridad en su libro antes citado y que repito a continuación:


    Lo que de nueva cuenta pone sobre la mesa de discusión de nuestra incipiente democracia, la necesidad de hacer de los temas de planeación para el desarrollo nacional y la construcción de grandes obras de infraestructura, asuntos sujetos al escrutinio social, donde los ciudadanos ejerzamos nuestro derecho a ser consultados y a participar en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de estas obras, en tanto que se trata de asuntos del interés público, principios democráticos fundamentales.


    Es importante señalar que, independientemente de que la decisión del presidente electo de someter el proyecto a la consulta ciudadana tenía el propósito de inaugurar una nueva forma de hacer política con respecto a la participación de la ciudadanía en los grandes proyectos de infraestructura en nuestro país, no era un asunto inédito. La construcción del nuevo aeropuerto de Berlín en Alemania y el de Notre Dame de Landes en Francia, por citar sólo dos casos recientes, en países democráticos del llamado primer mundo, fueron antecedidas de una consulta pública.


    Sin embargo, estoy persuadido de que ninguno de esos casos tuvo la cantidad de eventos públicos, ni el tiempo ni el espectro de discusión que el nuestro. Quienes decidieran votar, tuvieron a su disposición información suficiente en el área de su interés o de su conocimiento para manifestarse razonadamente.


    El resultado de la consulta —que ciertamente no se realizó en los términos que hoy marca la ley, ley que no existía en aquel momento— se dio como consecuencia de la decisión del presidente electo, de su convicción democrática, de consultar a la población; de conocer los sentimientos del pueblo sobre un tema que a este le interesaba, en la que participó más de un millón de personas.


    La consulta ciudadana no tenía como propósito evadir una responsabilidad en un tema polémico por demás espinoso para que la asumiera la ciudadanía, como también se ha sugerido. Evidentemente, la responsabilidad total de la decisión corresponde a las autoridades que, al recibir el resultado de la consulta ciudadana, el mandato de la ciudadanía, lo hacen suyo, como corresponde a un régimen democrático, absolutamente conscientes de que la población, tanto la que ejerció su derecho a responder a la consulta como la que se negó, tuvo a su disposición y usó toda la información necesaria para sustentar su opinión, la que además confirmó que el resultado final del proceso democrático era congruente con el de los análisis hechos por los técnicos del gobierno electo. Para nosotros la solución más conveniente, incluidos los altos costos de la cancelación del proyecto en construcción, era la que votó mayoritariamente la ciudadanía.


    Coincidían, así, el resultado de los análisis técnicos y la expresión democrática del voto mayoritario.


    Debemos aceptar que ante la inmensa cantidad de información que había en el proyecto del NAICM, ya en pleno desarrollo, en la que quedaban claros los grandes inconvenientes de toda índole —económicos, ambientales, sociales, culturales, hídricos—, así como las virtudes de la megaobra, y la incertidumbre que ciertamente provocaba el estado del anteproyecto de la opción AICM-Santa Lucía, los ciudadanos dieron un voto de confianza a las próximas autoridades, que aseguraban que la otra opción que se presentaba era técnicamente viable y económicamente más conveniente para los intereses nacionales.

  


  
    “El Pacto de la Alcachofa”


    Una vez tomada la decisión de cancelar las obras del NAICM, y con objeto de ir disminuyendo cuanto antes el conjunto de incertidumbres que surgieron sobre cómo se actuaría para la cancelación y el cierre anticipado de contratos, el presidente electo me dio instrucciones de convocar a los principales constructores del aeropuerto para hablar con ellos y plantearles la forma en que llevaríamos a cabo los trabajos de la cancelación.


    Nos reunimos Alfonso Romo, Carlos Urzúa, Gerardo Ferrando y yo, acompañando a López Obrador, con 15 directivos de las principales empresas que construían en ese momento y cuyo conjunto, en relación con el monto de sus contratos, representaba 90% de los compromisos totales firmados por el GACM. Uno solo de esos contratos, el de la Terminal de Pasajeros, que construía un consorcio de cinco empresas —todas ahí representadas—, tenía un monto de 84 000 millones de pesos.


    La reunión se celebró el 5 de noviembre de 2018 en un restaurante cuyo nombre dio pie a que a los acuerdos ahí logrados con los contratistas los llamáramos coloquialmente “El Pacto de la Alcachofa”.


    El presidente electo les garantizó en esa reunión que no habría compromiso legalmente firmado que no se atendiera adecuadamente, de manera transparente, con absoluta honestidad, apegado a derecho y tratado con equidad y justicia. Que se pagaría todo lo erogado y también los gastos no recuperables en que se hubiera incurrido por los compromisos firmados y, frente a todos, nos dio instrucciones al maestro Ferrando y a mí de actuar en ese sentido, desde el momento mismo en que nos hiciéramos cargo del gobierno: con absoluta transparencia y con la mayor celeridad para afectar lo menos posible a quienes estaban participando en la construcción del NAICM. Los invitó, igualmente, a participar en la construcción de la infraestructura que promovería su gobierno, con eficacia, honestidad y con la aspiración legítima de obtener utilidades razonables.


    Todos los participantes, sin excepción y en un ambiente de gran cordialidad y respeto, aceptaron la propuesta y manifestaron su apoyo completo para lograr que este difícil paso se diera en la forma más tersa y ágil posible, asumiendo la responsabilidad de que presentarían sus solicitudes para las retribuciones correspondientes, en el mismo tenor de claridad, equidad, honestidad y justicia.

  


  
    Los trabajos del cierre


    Una vez instalado el gobierno del presidente Andrés Manuel López Obrador —que estableció un nuevo paradigma para el desarrollo de proyectos prioritarios de infraestructura, bajo un modelo de democracia participativa que da voz y voto a los ciudadanos en las decisiones importantes, las cuales que encuadran la vida pública del país y de sus instituciones, que se construyen bajo principios de honestidad, eficiencia y austeridad y cuyo principal objetivo es impulsar el bienestar de las personas—, como consecuencia del dictamen resultado de los trabajos de las auditorías realizadas al proyecto del NAICM y de la conclusión de la consulta ciudadana celebrada en octubre de 2018, desde el mismo domingo 2 de diciembre de 2018 se iniciaron los trabajos del cierre.


    En esa fecha el Consejo de Administración del GACM, en su Cuarta Sesión Extraordinaria del año, designó como director general a Gerardo Ferrando Bravo, a propuesta del presidente de la República, y resolvió, entre otros temas, aprobar la revisión, evaluación y, en su caso, actualización del Programa Estratégico Institucional 2015-2018 (PEI), a fin de contar con un panorama general de la situación del proyecto del NAICM.


    El 27 de diciembre de 2018 el Consejo de Administración del GACM, conoció la revisión realizada y a partir de la información recibida dio instrucciones al director general para realizar las acciones necesarias o convenientes para dar por terminados anticipadamente los contratos de obra, servicios, arrendamientos y adquisiciones respecto del proyecto del NAICM, dentro de un marco de legalidad. Lo anterior en vista de que al conocer la evaluación relativa al PEI, el Consejo de Administración reconoció y confirmó la necesaria terminación anticipada de sus obras, debido a las siguientes razones:


    • Falta de alineación del nuevo aeropuerto en Texcoco respecto del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018.


    • Mayor capacidad en el AICM respecto a la prevista.


    • Crecimiento del alcance original del proyecto y su impacto en el costo.


    • Aportaciones federales 2012-2018 sustancialmente menores a las comprometidas, lo que sometió el proyecto a una presión presupuestal no prevista.


    • Financiamiento insuficiente.


    • Alargamiento del tiempo para la puesta en operación del NAICM.


    • Elementos en desarrollo que no fueron considerados originalmente.


    • Avance muy por debajo de lo esperado respecto de los objetivos planteados al inicio del año en el Programa Estratégico Institucional.


    Aunado a estas razones, durante 2019 se confirmaron motivos adicionales previstos y se detectaron nuevos, justificantes de la decisión de cancelar el proyecto de Texcoco:


    • Severo impacto ambiental, urbano y social.


    • Aspectos técnicos no resueltos.


    • Aspectos procedimentales y jurídicos anómalos.


    • Análisis y consulta pública.


    Dentro de este marco, para la materialización de este hito, el GACM contempló cuatro fases principales estructuradas bajo principios y criterios de honestidad, transparencia, legalidad y justicia, de conformidad con las instrucciones presidenciales:


    • Fase 1: Pago de los compromisos financieros.


    • Fase 2: Cierre de los contratos asociados al proyecto.


    • Fase 3: Transferencia de materiales y equipo.


    • Fase 4: Entrega del polígono del NAICM para el proyecto ecológico del lago de Texcoco.


    En adición a estas cuatro fases, mediante la ejecución de programas sociales y la participación del GACM en el grupo interinstitucional que fungió como enlace entre el gobierno y distintos pueblos y municipios aledaños al polígono en Texcoco, se atendieron diversas demandas y solicitudes interpuestas, debido a las afectaciones derivadas de los trabajos de construcción y posterior cancelación del proyecto de Texcoco.


    Fase 1: Pago de los compromisos financieros


    Lo primero que se hizo para proceder a la cancelación del proyecto NAICM fue, por razones estratégicas y para minimizar los costos y los impactos de la misma, como ya se ha explicado, resolver los asuntos financieros del GACM, es decir, atender los compromisos condicionados por los bonos verdes de 6 000 millones de dólares y los 30 000 millones de pesos de la fibra E.


    Aunque este asunto está explicado en el documento que presenté en abril de 2019 y que en este libro comento más adelante, quiero por una parte plantearlo aquí con mayor detalle y, por otra, resumirlo con la mayor claridad posible, sin las complejidades de los términos financieros y jurídicos que pueden confundir a quienes no están familiarizados con ellos.


    La estructura principal del esquema de financiamiento del proyecto de Texcoco consistía en una estructura mixta de recursos provenientes tanto del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), como de Deuda.


    Mientras que los recursos del PEF en el periodo 2014-2018 ascendieron a sólo 17 000 millones de pesos, los recursos de deuda fueron obtenidos bajo un esquema combinado de los siguientes mecanismos:


    • Crédito simple por 1 000 millones de dólares (mdd) por un plazo de cinco años.


    • Primera emisión de Bonos Verdes por 2 000 mdd, con plazos de 10 años (1 000 mdd) y 30 años (1 000 mdd). Con parte de los recursos obtenidos se realizó el pago del saldo vigente de la línea de crédito, por lo que se liquidó totalmente el monto suscrito.


    • Segunda emisión de bonos verdes por 4 000 millones de dólares, con plazos de 10 años (1 000 mdd) y 30 años (3 000 mdd).


    • Emisiones de Certificados Bursátiles Fiduciarios de Inversión en Energía e Infraestructura (CBFEs) a través de un esquema basado en la creación de un fideicomiso conocido como fibra E. La emisión de los CBFEs constó de una oferta global de 30 000 millones de pesos.


    Para cubrir los compromisos que financiarían la construcción del proyecto de Texcoco, el esquema de financiamiento contemplaba que éstos serían cubiertos con los recursos provenientes de la tarifa de uso aeroportuario (TUA) del AICM y del NAICM cuando operara.


    La estructura de deuda se tradujo en compromisos financieros que, una vez determinada la cancelación del proyecto de Texcoco, se debían concluir. Para ello, durante 2019 se realizaron de manera exitosa las siguientes acciones:


    • Recompra de 1 800 millones de dólares de los bonos.


    • Pago total de la deuda relacionada con la fibra E.


    Recompra de bonos


    Para la recompra de bonos, el GACM orientó esfuerzos para realizar la oferta de recompra parcial de los bonos emitidos por 6 000 millones de dólares. La recompra parcial se realizó por un monto de 1 800 millones de dólares.


    Para este propósito, se trabajó de manera coordinada y eficiente con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) y con Nacional Financiera (Nafin), para llegar a los acuerdos que hicieron posible el logro de este gran objetivo que permitió asegurar las inversiones realizadas y brindar un clima de confianza a los accionistas.


    Principales logros alcanzados:


    • Aceptación de la oferta de recompra, a través de la cual el Fideicomiso del Aeropuerto de la Ciudad de México (Mexcat, por sus siglas en inglés) recibió el consentimiento de una sustancial mayoría de los tenedores para realizar las modificaciones de los convenios de emisión y otros documentos relacionados.


    • Liquidación de 1 850.7 millones de dólares, que incluyó las comisiones y premios por la recompra. Asimismo, se limitó de manera significativa la posibilidad de que Mexcat contrajera una nueva deuda.


    • Reducción del plazo de la deuda de los 4 200 millones de dólares restantes de 30 a 19 años; anteriormente bajo el esquema de refinanciamiento continuo, y ahora a través del establecimiento de un mecanismo que reserva recursos (200 mdd anuales) para futuras recompras de bonos, a través del respaldo por ingresos de la TUA del AICM.


    De manera conjunta, estos logros incidieron en disminuir el monto que semestralmente se erogaba para el pago de intereses de los bonos.


    Amortización anticipada de fibra E


    Para concluir los compromisos generados por los Certificados Bursátiles Fiduciarios de Inversión en Energía e Infraestructura (CBFEs), se realizó una estrategia que permitió su amortización anticipada, por lo que durante el ejercicio fiscal de 2019 se realizaron las siguientes acciones:


    • Aprobación del total de participantes de la Asamblea General de Tenedores de los CBFEs de la propuesta presentada por GACM para llevar a cabo la amortización de sus acciones.


    • Autorización del Comité Técnico del Fideicomiso para el desarrollo del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México en febrero 2019 de la amortización anticipada de las Acciones serie P de GACM y, a los tenedores de los certificados, la erogación de un monto de hasta 36 000 millones de pesos.


    Con esto se logró la amortización anticipada de las Acciones serie P de GACM, y en consecuencia, la distribución por amortización correspondiente a los tenedores de los CBFEs fue por un monto de 34 027 millones de pesos, cantidad equivalente al monto inicial invertido más un rendimiento de 10% en términos reales.


    Negociamos, en suma, y dicho de manera sencilla, que la deuda adquirida con los tenedores de bonos por 6 000 millones de dólares se redujera a 4 200 millones de dólares, adquiriendo —devolviendo, en otras palabras— 1 800 millones de dólares y liberando el compromiso suscrito por el gobierno anterior de que el dinero prestado sólo podría dedicarse al NAICM. Además, de los 4 200 millones de dólares restantes, transferimos a la SHCP, para otros proyectos del gobierno, 1 100 millones de dólares que ya no eran necesarios en el GACM y el resto se aplicó al pago de los compromisos contractuales ya consumados, a los pagos aún pendientes y a los gastos de la cancelación.


    Los 30 000 millones de pesos de la fibra E se devolvieron íntegros a los financieros, pagando desde luego los intereses devengados, gasto absurdo e irresponsable que fue absolutamente innecesario. Pero así lo acordaron las autoridades anteriores, para poner “otro candado” contra la posible cancelación. Con estos acuerdos se eliminaron los privilegios que se habían acordado con los financieros y que comprometían la autonomía del GACM y por lo tanto del gobierno.


    En pocas palabras, para efectos del costo del cierre del NAICM, los créditos de 6 000 millones de dólares y de 30 000 millones de pesos se redujeron a 3 700 millones de dólares —deduciendo los 1 100 millones que se entregaron a la SHCP—, independientemente de que se logró que los 4 200 millones de dólares se pagaran en menos tiempo —19 años en lugar de 30, según se había acordado— y amortizando el capital, lo que no estaba contemplado en las negociaciones de los bonos.


    Una vez resuelto satisfactoriamente el tema de los compromisos financieros adquiridos, se inició la negociación con las empresas y las personas físicas involucradas para la cancelación anticipada de contratos, en los términos convenidos en el “Pacto de la Alcachofa”, como se ha explicado, es decir, apegados a derecho, con honestidad, equidad y justicia.


    Fase 2: Cierre de los contratos asociados al proyecto de Texcoco


    Esta fase describe las acciones realizadas por el GACM, en atención a las instrucciones emitidas por su Consejo de Administración, de suspender o terminar anticipadamente los contratos suscritos relacionados con la construcción del proyecto de Texcoco.


    Durante el periodo de planeación y construcción del proyecto, el GACM celebró un total de 692 contratos asociados al mismo; de estos, se consideró que 13 de ellos debían prevalecer debido a que eran requeridos para la operación de la entidad, por lo que se determinó un universo total de 679 contratos para el proceso de cierre.


    El monto total de esos 692 contratos ascendía a la cantidad de 185 181 millones de pesos, de los cuales se pagaron 72 302 millones de pesos, hasta junio de 2019, por lo que quedó un saldo de 1 081 millones de pesos. Ya se mencionó que uno solo de esos contratos, el de la Terminal de Pasajeros, era por 84 000 millones de pesos, y lo tenía un consorcio de las cinco empresas más grandes del país.


    En este sentido, el GACM inició las gestiones, trámites y procedimientos necesarios para dar por terminados los contratos de obra, adquisiciones, arrendamientos o servicios celebrados por el GACM, con respeto absoluto del Estado de derecho y en apego estricto al cumplimiento de las disposiciones legales aplicables.


    En el marco de lo anterior, una de las primeras acciones realizadas por el GACM fue notificar a las empresas contratistas, a través de los titulares de las residencias de obra, la terminación anticipada de los contratos que se encontraban vigentes al 27 de diciembre de 2018.


    Asimismo, a inicios de 2019 comenzó un proceso de conciliación de pago final con las empresas contratistas, mismo que se detalla a continuación.


    Proceso de conciliación de pago final con empresas contratistas


    Para llevar a cabo este proceso, durante el primer bimestre de 2019, con fundamento en el marco normativo de la Ley de Obras Públicas, y Servicios Relacionados con las mismas, y como resultado de reuniones directivas y mesas de trabajo, se acordó el establecimiento de los siguientes procesos de conciliación de pago con las empresas contratistas:


    • Terminación Anticipada: figura jurídica en la que se determina que, cuando incurran razones de interés general, existan causas justificadas que impidan la continuación de los trabajos y se demuestre que de continuar con las obligaciones pactadas se ocasionaría un daño o perjuicio grave al Estado, se puede terminar anticipadamente un contrato.


    • Suspensión Temporal o Definitiva: supone la interrupción del contrato que conlleva el cese temporal o definitivo de las principales obligaciones de las partes.


    • Mecanismo Alternativo de Solución de Controversias (MASC): herramienta para solucionar controversias, sin necesidad de recurrir a medios como el arbitraje y el litigio.


    En este contexto, el GACM definió para cada uno de los contratos y convenios el proceso de conciliación de pago conveniente para su conclusión, con el fin de salvaguardar los aspectos administrativos y financieros de la entidad, y así dar cumplimiento al marco legal aplicable con la intención de evitar daño o menoscabo a los particulares y salvaguardar los intereses del Estado.


    Del cuadro 7 es importante destacar que los contratos reportados representan 87% del monto comprometido en el proyecto, equivalente a 153 202 millones de pesos.


    Conviene subrayar también los contratos marcados con un asterisco; en estos casos se instrumentó un proceso ágil de conciliación, el cual avanzó en menor tiempo de lo esperado y con menores costos. Este proceso implicó la voluntad de las partes y un arduo trabajo de avenencia entre el GACM y los contratistas.


    El contrato correspondiente a la Gerencia del Proyecto, a cargo de Parsons International Limited, se suspendió parcial y temporalmente, reduciendo su monto en más de 1 900 millones de pesos, suspendiendo 73 conceptos. Ellos (Parsons) acompañaron el proceso de cierre de contratos y reportaban los avances semanalmente a la Dirección General, en reuniones con el cuerpo directivo del GACM.


    CUADRO 7. Conciliación con los contratistas


    
      
        
          	
            Contrato

          

          	
            Monto (mdp)

          

          	
            Situación

          

          	
            Pagado (mdp)

          
        

      

      
        
          	
            Edificio Terminal*

          

          	
            84 828

          

          	
            Notificación de terminación

          

          	
            16 495

          
        


        
          	
            Pista 3

          

          	
            8 992

          

          	
            Acta de suspensión

          

          	
            8 689

          
        


        
          	
            Pista 2

          

          	
            8 689

          

          	
            Acta de suspensión

          

          	
            8 750

          
        


        
          	
            Losa del edificio terminal*

          

          	
            7 556

          

          	
            Notificación de terminación

          

          	
            8 331

          
        


        
          	
            Plataformas

          

          	
            7 145

          

          	
            Notificación de terminación

          

          	
            403

          
        


        
          	
            Centro de Transporte Terrestre

          

          	
            6 498

          

          	
            Desmovilización

          

          	
            140

          
        


        
          	
            Pista 6 (Sedena)

          

          	
            6 210

          

          	
            Notificación de terminación

          

          	
            2 196

          
        


        
          	
            Plantas centrales de servicios

          

          	
            4 267

          

          	
            Firma Acta Terminación

          

          	
            125

          
        


        
          	
            Arquitecto Maestro

          

          	
            4 187

          

          	
            Contrato finaliza el 30 de abril

          

          	
            5 287

          
        


        
          	
            Media tensión (23kV)

          

          	
            3 656

          

          	
            Firma Acta Terminación

          

          	
            166

          
        


        
          	
            Losa del centro de transporte

          

          	
            2 614

          

          	
            Acta de Terminación

          

          	
            2 658

          
        


        
          	
            Ingeniero Maestro

          

          	
            2 603

          

          	
            Contrato finalizado

          

          	
            2 255

          
        


        
          	
            Túnel Drenaje Profundo

          

          	
            1 939

          

          	
            Desmovilización

          

          	
            69

          
        


        
          	
            Torre de Control*

          

          	
            1 304

          

          	
            Notificación de terminación

          

          	
            785

          
        


        
          	
            Alta Tensión 230 (kV)

          

          	
            1 114

          

          	
            Firma Acta Terminación

          

          	
            496

          
        


        
          	
            Pilotes

          

          	
            1 016

          

          	
            Desmovilización

          

          	
            1 248

          
        


        
          	
            Consolidador de Sistemas

          

          	
            331

          

          	
            Firma Acta Terminación

          

          	
            155

          
        


        
          	
            Entronque Ingreso a la Terminal

          

          	
            253

          

          	
            Desmovilización

          

          	
            39

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            153 202

          

          	
            

          

          	
            58 286

          
        

      
    


    Asimismo, en estricto apego al marco legal, el GACM determinó el reembolso a las empresas contratistas de los gastos no recuperables en que hubieran incurrido, siempre que éstos fueran razonables, comprobables y que se relacionaran directamente con la operación correspondiente. A partir de ello, se implementaron procedimientos para la contabilidad de bienes (materiales y equipos) y para el cálculo de los gastos no recuperables con el objeto de acordar el monto del pago final para lograr así el cierre de los contratos.


    En resumen, el monto total pagado se elevó a 111 709.40 millones de pesos, entre lo que ya se había adelantado y los montos acordados como gastos no recuperables, debidamente comprobados, así como los gastos e ingresos financieros, legales y operativos. Entre estos costos, una parte importante fue por equipo y materiales ya adquiridos por los contratistas, mismos que fueron entregados al GACM y una buena parte, del orden de 10 000 millones de pesos —en monto—, transferidos al Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles, en construcción, para su aprovechamiento.


    GRÁFICA 2. Costo de cancelación del NAICM.

    Financiamiento y aportación del gobierno federal


    [image: img-204]


    Las diferencias que se plantearon en las observaciones que en su momento hizo la ASF y su explicación se muestran en el cuadro 8.


    CUADRO 8. Costo estimado de la cancelación del NAICM


    
      
        
          	

          	
            ASF

          

          	
            GACM

          

          	
            Diferencia con ASF

          
        

      

      
        
          	
            Costo estimado de la cancelación del NAICM

          

          	
            - 331 991.1

          

          	
            - 110 807.0

          

          	
            - 221 184.1

          
        


        
          	
            Gastos erogados a 2019

          

          	
            - 163 535.7

          

          	
            - 104 422.5

          

          	
            - 59 113.2

          
        


        
          	
            Costos económicos (no recuperables)

          

          	
            - 78 127.2

          

          	
            - 81 889.0

          

          	
            3 761.8

          
        


        
          	
            Inversión ejercida en la construcción del proyecto

          

          	
            - 70 497.3

          

          	
            - 68 920.7

          

          	
            - 1 576.6

          
        


        
          	
            Costos financieros (costos derivados del esquema de financiamiento)

          

          	
            - 7 629.9

          

          	
            - 12 968.3

          

          	
            5 338.4

          
        


        
          	
            Costos financieros (costos derivados del esquema de financiamiento)

          

          	
            - 84 915.3

          

          	
            - 18 437.6

          

          	
            - 66 477.7

          
        


        
          	
            Liquidación de fibra E (incluye el rendimiento objetivo que se pagó a los tenedores para aceptar la oferta)

          

          	
            - 34 027.2

          

          	
            - 4 027.2

          

          	
            - 30 000.0

          
        


        
          	
            Recompra de los bonos emitidos (incluye comisiones e intereses pagados)

          

          	
            - 50 888.1

          

          	
            - 14 410.4

          

          	
            - 36 477.7

          
        


        
          	
            Costos legales por asesoría y representación legal

          

          	
            - 493.2

          

          	
            - 2 400.9

          

          	
            1 907.7

          
        


        
          	
            Gastos operativos

          

          	
            no considerado

          

          	
            - 1 695.0

          

          	
            1 695.0

          
        


        
          	
            Gastos futuros

          

          	
            - 168 455.4

          

          	
            - 30 969.4

          

          	
            - 137 486.0

          
        


        
          	
            Bonos pendientes de recompra (incluye la estimación de los intereses generados)

          

          	
            - 168 455.4

          

          	
            - 27 500.0

          

          	
            - 140 955.4

          
        


        
          	
            Contratos pendientes de liquidación

          

          	
            n.d.

          

          	
            - 3 469.4

          

          	
            3 469.4

          
        


        
          	
            Costos legales derivados de asesoría, representación, juicios y demandas

          

          	
            n.d.

          

          	
            -

          

          	
            -

          
        


        
          	
            Ingresos

          

          	
            n.c.

          

          	
            24 585.0

          

          	
            24 585.0

          
        


        
          	
            Ingresos por intereses

          

          	
            no considerado

          

          	
            14 585.0

          

          	
            14 585.0

          
        


        
          	
            Venta y/o donación de inventario de materiales

          

          	
            no considerado

          

          	
            10 000.0

          

          	
            10 000.0

          
        

      
    


    N.D. No disponible la información.



    
      
        
          	

          	
            ASF



            -331 991.1

          

          	
            GACM



            -110 807.0

          

          	
            Diferencia con ASF -221 184.1

          

          	
            Comentarios

          
        

      

      
        
          	
            Gastos erogados a 2019

          

          	
            - 163 535.7

          

          	
            - 104 422.5

          

          	
            - 59 113.2

          

          	
            -La diferencia en el monto se debe principalmente al criterio de clasificación utilizado por la ASF, de considerar como costo financiero al monto de dinero prestado (financiamiento) que no fue utilizado y que fue disminuido de la deuda original:

          
        


        
          	

          	

          	

          	

          	
            1. Recompra de $1 800 millones de USD que disminuyeron la deuda en un 30%, ya que pasó de $6 000 a $4 200 millones de USD.


            2. Liquidación anticipada de 100% de la fibra emitida por $30 000 millones de pesos.

          
        


        
          	
            Costos económicos (no recuperables) inversión realizada y terminaciones anticipadas

          

          	
            - 78 127.2

          

          	
            - 81 889.0

          

          	
            3 761.8

          

          	
            - Ambas entidades utilizaron el mismo criterio.


            - Queda pendiente revisar los criterios e interpretación de la información que adicionan $3 761 millones de pesos a GACM.

          
        


        
          	
            Costos financieros (costos derivados del esquema de financiamiento)

          

          	
            - 84 915.3

          

          	
            - 18 437.6

          

          	
            - 66 477.7

          

          	
            - Criterios distintos de la clasificación del monto de financiamiento que no se utilizó y, por lo tanto, fue disminuido de la deuda:


            * GACM considera sólo los costos financieros del financiamiento;


            * ASF suma a lo anterior el monto de financiamiento no utilizado y que fue disminuido de la deuda de ambos instrumentos.

          
        


        
          	
            Costos legales por asesoría y representación legal

          

          	
            - 493.2

          

          	
            - 2 400.9

          

          	
            1 907.7

          

          	
            - Ambas entidades utilizaron el mismo criterio: se cuantificaron los recursos pagados a 2019 por los servicios de asesoría y representación legal que fueron solicitados por el GACM para efectuar las ofertas de recompra del 30% de los bonos y de los certificados bursátiles de la fibra E.

          
        


        
          	

          	

          	

          	

          	
            - Pendiente la conciliación de cifrasa por $1 907 millones de pesos adicionales en GACM.

          
        


        
          	
            Gastos operativos

          

          	
            no considerado

          

          	
            - 1 695.0

          

          	
            1 695.0

          

          	
            - ASF no considera en su evaluación estos gastos operativos referentes al presupuesto acumulados desde 2014 que la Federación transfirió a GACM para su operación.

          
        

      
    


    Porcentaje de avance


    El proceso de cierre de los contratos asociados al proyecto de Texcoco requirió, de manera paralela a su ejecución, de un mecanismo de seguimiento que permitiera al GACM contar con un panorama general del estado en que se encontraba cada uno de los contratos, así como los avances en las principales actividades vinculadas a este proceso.


    Para ello se consideró la necesidad de utilizar un cronograma de actividades para el proceso de cierre de contratos, cuya elaboración parte de la construcción de una línea base que considera las actividades o hitos más relevantes, así como las fechas pronóstico de cumplimiento para cada hito.


    Los 10 hechos clave monitoreados a través del cronograma fueron:


    • Notificación de suspensión


    • Acta de suspensión


    • Notificación de terminación anticipada


    • Acta de terminación anticipada


    • Acuerdo monto pago final


    • Inventarios materiales


    • Pago final


    • Acta de cierre ambiental


    • Acta de extinción de derechos y obligaciones


    • Cierre de expediente único


    En seguimiento a lo anterior, el cronograma permitió conocer el estado del proceso de cierre, por lo que, al 23 de julio de 2020, fecha en que dejé el cargo de secretario de Comunicaciones y Transportes, se había cerrado 99.4% de los contratos, y al 31 de diciembre el 100% de los contratos se encontraban terminados.


    Atención de juicios de amparo


    Los trabajos del cierre se vieron interrumpidos judicialmente durante cerca de seis meses, porque un grupo de ciudadanos interpuso una serie de amparos en contra de la cancelación del NAICM, suspensiones que fueron obsequiadas por algunos jueces.


    Debido a estas acciones judiciales, en el transcurso del ejercicio 2019 el GACM trabajó en la resolución de un total de 79 juicios de amparo. Así, para 37 de los 79 juicios interpuestos se promovió el incidente de suspensión; en dichos incidentes se otorgaron 13 suspensiones (seis provisionales y siete definitivas), a efecto de conservar y mantener las obras del proyecto de Texcoco. En este sentido, el GACM promovió recursos de revisión en contra de las suspensiones definitivas, las cuales fueron revocadas.


    Al cierre de 2020 este asunto quedó atendido, restando algunos juicios aún vigentes, sin mayor acción por los demandantes, hasta que la autoridad jurisdiccional emita una resolución definitiva.


    Preservación y salvaguarda de materiales y equipos


    A partir de la terminación anticipada de los contratos asociados al proyecto de Texcoco, durante el proceso de cierre, el GACM recibió los materiales y equipos, por parte de las empresas contratistas, asociados al avance que cada una registró respecto de sus compromisos contractuales, por lo que implementó actividades encaminadas a la preservación y salvaguarda de éstos con la finalidad de mantenerlos en condiciones óptimas para su uso en beneficio del Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles (AIFA) y otros proyectos prioritarios del país.


    Principales acciones realizadas:


    • Construcción de almacenes en las subestaciones de switcheo y de aeropuerto.


    • Habilitación de almacenes para el resguardo de materiales y equipos diversos.


    Disposición de bienes (materiales y equipos)


    Los recursos con los que contaba el GACM fueron administrados bajo los criterios de eficacia, eficiencia y economía, tal es el caso de los materiales y equipos recibidos por las empresas contratistas que pasaron a resguardo del GACM mientras se definía el destino final de los mismos para su máximo aprovechamiento.


    En el marco de lo anterior, con la finalidad de establecer mecanismos diversos para su óptima contabilización, se realizaron las siguientes acciones:


    • El Consejo de Administración del GACM tomó conocimiento de la donación de bienes muebles por parte de la entidad a la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) para la construcción del AIFA, así como también de las donaciones que el GACM realizará en su oportunidad y conforme a solicitudes que pueda recibir por parte del gobierno federal.


    Fase 3: Transferencia de materiales y equipo


    La tercera fase del proceso de cancelación del proyecto de Texcoco se refiere a la transferencia de los materiales y equipos recibidos que previamente estaban destinados a dicho proyecto, para ser aprovechados en beneficio de otros proyectos, como el AIFA. Esta acción representó el aprovechamiento de los bienes públicos existentes —materiales y equipos de subestaciones eléctricas de switcheo y de aeropuerto, acero estructural y de refuerzo, materiales pétreos y estructuras de los distintos campamentos de obra del proyecto de Texcoco—, mismos que fueron instalados y aprovechados en la construcción del AIFA.


    Para la movilización de los materiales y equipos transferidos a la Sedena, el GACM autorizó a la secretaría instalar en el polígono en Texcoco maquinaria y equipo para trituración y extracción de 500 000 metros cúbicos de tezontle, cuatro millones de metros cúbicos de basalto triturado (material de precarga), 50 000 metros cúbicos de arena y 65 000 metros cúbicos de grava. Con el objetivo de agilizar la movilidad de los camiones cargados hacia la Base Aérea Militar de Santa Lucía, la Sedena construyó un carril de aceleración que se incorpora al Circuito Exterior Mexiquense. Con estas acciones se trasladaron 24 537 metros cúbicos de tezontle al polígono del AIFA; el material restante ha sido transferido de acuerdo al avance del programa de obra del AIFA.


    De igual forma, se transfirieron las subestaciones de switcheo y de aeropuerto, así como 2 951 piezas de herramientas y equipos diversos (cascos, picos, palas, chalecos, gafas de seguridad, entre otros).


    Fase 4: Entrega del polígono en Texcoco para el proyecto ecológico del lago de Texcoco


    Parte de los compromisos asumidos por el GACM para el cierre del proyecto de Texcoco fue transferir el polígono donde se construía la obra a proyectos enfocados al bienestar de las personas mediante acciones en materia ambiental.

  


  
    Proyecto Parque Ecológico Lago de Texcoco (PELT)


    En relación con el polígono, el gobierno de México decidió instaurar esta zona como pieza fundamental de la infraestructura hidrológica de la Zona Metropolitana del Valle de México mediante el desarrollo del proyecto denominado Parque Ecológico Lago de Texcoco (PELT), mismo que está a cargo de la Comisión Nacional del Agua (Conagua). Para la construcción de este proyecto se requirió que el GACM entregara el polígono a la Conagua.


    Con este objetivo y para que la Conagua retomara el control del manejo hidráulico en este predio, se acordó la creación de un grupo de trabajo a nivel directivo, en el cual participó la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) y la Secretaría de la Función Pública (SFP).


    En este contexto, en abril de 2019 se celebró la primera sesión del grupo de trabajo para la coordinación permanente del cierre del proyecto de Texcoco, y en junio de 2019, en el marco de la segunda sesión del grupo de trabajo, se aprobó la creación de un grupo de trabajo ad hoc entre el GACM y la Conagua con la finalidad de atender y resolver los temas pendientes rumbo a la entrega del sitio e iniciar los trabajos del proyecto del PELT.


    Grupo de trabajo ad hoc GACM-Conagua


    Este grupo se conformó por personal del GACM en los rubros de ingeniería, administración de materiales y estructuras, medio ambiente, planeación, jurídico, así como personal de la Conagua, en particular del proyecto PELT y del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de México (OCAVM).


    El grupo de trabajo ad hoc atendió temas relacionados con lo siguiente:


    • Destino del material preexistente en el sitio, así como las áreas de resguardo y todas las estructuras instaladas.


    • Envío de información o documentación técnica en relación con los temas de ingeniería, estructuras, diseño, cartografía, topografía, estatus del avance de las obras, entre otros.


    • Entrega de información y documentación técnica relacionada con temas ambientales generada durante cuatro años de cumplimiento de la normatividad en la materia, particularmente lo relacionado con compensaciones y trabajos de reforestación, rescate de flora y fauna, monitoreo de avifauna, áreas ambientales prioritarias dentro del polígono, viveros, acciones de mejora del suelo, entre otras.


    • Revisión de la concesión Peñón-Texcoco y del entronque de acceso al polígono.


    • Barda perimetral.


    • Vialidades internas.


    • Comportamiento del suelo a futuro.


    • Conformación de una mesa de acompañamiento en materia jurídica y ambiental para el proyecto del PELT por parte del GACM.


    El polígono de cerca de 4 500 hectáreas a cargo del GACM fue entregado formalmente al Indabin, el cual a su vez lo transfirió a la Conagua entre octubre de 2020 y junio de 2021 para llevar a feliz término el proyecto del Parque Ecológico del Lago de Texcoco.

  



    Informe parcial a la sociedad, en abril de 2019


    En abril de 2019, ante el alud de comentarios, artículos de opinión y críticas en los medios sobre la decisión de la cancelación del NAICM y los trabajos que se llevaban a cabo para su instrumentación, le sugerí al presidente López Obrador que me autorizara a presentar a la opinión pública un informe resumido de las razones que sustentaban la decisión, polémica pero sólida, tomada por el gobierno, para esclarecer las dudas que había y las que a diario se sembraban manipulando y tergiversando la información o incluso inventando cifras y acciones, que en el mejor de los casos para nuestra causa, desinformaban.


    El presidente me dio su anuencia y el día 26 de ese mes presenté, al finalizar la conferencia matutina del primer mandatario, una exposición ante la prensa presente, la cual subimos el mismo día a la página https://lopezobrador.org.mx/2018/ 10/24/documentos-de-consulta-sobre-aeropuerto/, especialmente abierta para la información de la ciudadanía sobre las “Razones para la cancelación del NAICM”.


    



“RAZONES PARA LA CANCELACIÓN DEL NAICM” CON COMENTARIOS ACTUALIZADOS


    En vista de que por las necesidades de la presentación y por el tiempo que, aunque generoso para un acto de esa naturaleza —duró 20 minutos—, era limitado, ofrezco ahora la exposición, que era resumida, ampliando los conceptos entonces expuestos y ofreciendo los documentos probatorios y las fuentes necesarias para tratar de esclarecer dudas.


    En algunos casos, además, agrego comentarios sobre hallazgos posteriores a la fecha de la presentación que ayudan a entender mejor la situación de la obra en aquel momento y las consecuencias que pudieron darse si no se hubiera decidido cancelarla. En suma, aspiro a lograr que con la información que aquí incorporo —mi verdad sobre la decisión de cancelar el NAICM— sea entendida por la mayoría como la verdad del NAICM, aunque esa verdad no convenza a algunos —espero que a los menos— de la conveniencia para el país de la decisión tomada.


    Hago la acotación adicional de que desde aquel momento y hasta la fecha he comprobado que casi nadie se ha tomado la molestia o ha tenido el interés de leerlo —hay desde luego excepciones como la del IMCO, que me hizo llegar sus comentarios al documento—, incluidos muchos de los que han seguido criticando duramente la decisión, como directivos de aerolíneas y cámaras empresariales involucradas, a quienes se los envié directamente para su conocimiento y retroalimentación y que me ofrecieron leerlo y darme su opinión posteriormente, lo que no sucedió.


    Los ciudadanos deben saber cuáles fueron las razones para cancelar el proyecto del nuevo aeropuerto de Texcoco que se inició en 2014, así como las irregularidades encontradas por la actual administración que refuerzan esta decisión.


    El aeropuerto de Texcoco nunca debió haberse iniciado; su aprobación fue un error gravísimo y cancelarlo evitó un desastre ecológico mayor, una severa explosión demográfica en la zona oriente del Valle de México, la sobreexplotación del agua, dilapidar recursos públicos y legar altos compromisos financieros a las administraciones posteriores. Se evitó también el desaprovechar la infraestructura aeroportuaria existente y los riesgos de pistas e instalaciones en un terreno inestable.


    Las decisiones asociadas al desarrollo de grandes proyectos de infraestructura se deben ajustar a los requisitos que marca la ley y a las necesidades, recursos e intereses de la nación. Quienes promovían el proyecto se referían a él como una inversión trascendental en infraestructura con un gran impacto en el crecimiento económico, pero omitían la falta de seguridad y el atropellamiento de los derechos humanos de la población local; por otra parte, dadas las condiciones del país, era una inversión exagerada.


    Además era un proyecto oneroso con una planeación deficiente y cambios constantes en su concepción que hicieron que su costo se elevara considerablemente, lo cual provocó que las fuentes de financiamiento fueran insuficientes. La solución planteada presentaba diversas irregularidades de concepción y contratación con complejos instrumentos de blindaje, comprometiendo a las administraciones siguientes.


    Enseguida menciono las irregularidades más significativas en los procesos de contratación que pueden significar un daño patrimonial en contra del Estado mexicano; las autoridades competentes lo definirán.


    Impacto ambiental, urbano y social


    El nuevo aeropuerto, con apenas 21% de avance en su construcción, ya había generado impactos negativos en toda la región, algunos irreversibles e incompensables; este aspecto, por sí solo, bastaba para echar abajo el proyecto NAICM. La Manifestación de Impacto Ambiental (MIA) no analizó las obras en conjunto con otras actividades y construcciones asociadas; el estudio ambiental realizado fue de fragmentos de la obra, ocultando y disimulando así los alcances de los impactos acumulativos en su totalidad.


    Puedo aquí agregar que algunos grupos de quienes apoyaban el proyecto, en las discusiones habidas, esgrimían el aberrante argumento de que si ya estaba hecho el daño —ambiental y social—, ya no era cuestión de considerarlo como tema para la decisión final; la ética social no contaba para estos opinantes, a pesar de las exposiciones de grupos académicos que señalaban, con información consistente, que la continuación de las obras incrementaría importantemente los daños y haría de los trabajos necesarios de restitución de mejores condiciones ambientales y atenuación de los daños asuntos más complejos y onerosos.


    No es de soslayarse el hecho de que la Manifestación de Impacto Ambiental presentada por el GACM a la autoridad correspondiente (Semarnat) fue elaborada, en su momento, por la empresa Especialistas Ambientales, S. A., uno de cuyos socios fundadores fue el subsecretario de la propia Semarnat, Rodolfo Lacy Tamayo.


    Impacto ambiental


    Se tenía planeado convertir el lago Nabor Carrillo, un cuerpo de agua permanente con buena calidad e importantes servicios ambientales, en una laguna de regulación. Esto implicaba la desecación del lago e incorporación posterior de aguas residuales. La finalidad de este cambio era evitar el déficit de regulación de la ciudad, pues las lagunas que cumplían esa función fueron eliminadas por la construcción del nuevo aeropuerto; las actividades mencionadas carecían de autorización en materia de impacto ambiental. Otro aspecto importante es el arribo de aves migratorias al lago y que representaban un gran problema para la viabilidad del proyecto, pues son consideradas fauna altamente riesgosa para la aviación.


    El polígono necesitaba nivelación y relleno, por lo tanto se planeó emplear basalto y tezontle provenientes de 16 minas, pero a partir de 2015 se abrieron cerca de 150 minas, muchas de ellas irregulares, que saturaron de proyectos mineros 15 municipios del Estado de México, y con su extracción simultánea en tres años causaron una gran devastación ambiental en el oriente del Valle de México y la destrucción de zonas reforestadas de la Barrera Forestal de Oriente.


    Estimo pertinente, dado que este asunto, tratado con enorme ligereza por las autoridades anteriores, tiene una importancia fundamental para la sustentabilidad de la vida, no sólo de la región contigua al perímetro del nuevo aeropuerto, sino de toda la Ciudad de México, abordar en detalle, aunque necesariamente en forma sucinta, los argumentos que nos allegaron los especialistas.


    El doctor Fernando Córdova Tapia presentó un Dictamen sobre el Impacto Ambiental del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México (véase el anexo 6). Directo y contundente, manifestó que desde el punto de vista ambiental la construcción del nuevo aeropuerto debía ser evitada porque causaría daños a toda la región de manera irreversible. Emitió el dictamen de inviabilidad ambiental del NAICM con base en la información técnica obtenida de los miembros y asesores del GACM, de la SCT, de la Semarnat y de la Conagua; también de la visita a campo para conocer la infraestructura hidráulica, de la conversación directa con los responsables de los programas ambientales de la obra y de escuchar de viva voz la información actualizada y de primera mano.


    Agua


    En cuanto al problema del agua, explicó que se sabe desde hace medio siglo que recuperar áreas hidrológicas como el lago de Texcoco es esencial para el equilibrio hídrico de toda la Cuenca del Valle de México, en consecuencia, la construcción de un aeropuerto sobre el lago es inconcebible si se desea solucionar el problema de fondo conocido hasta en el ámbito internacional: la Ciudad de México corre un gran riesgo de quedarse sin agua potable.


    Aves


    Señaló que los estándares internacionales de seguridad aeronáutica indican que, con la finalidad de proteger el acercamiento, salida y el espacio aéreo circundante a un aeropuerto, la distancia entre el área de operaciones aéreas, o cualquier infraestructura aeroportuaria, y una zona atrayente de “fauna riesgosa” debe de ser al menos de ocho kilómetros. Explicó que el lago Nabor Carrillo se encuentra a una distancia de dos a cuatro kilómetros del nuevo aeropuerto y que además es uno de los principales receptores de aves migratorias del centro del país, con más de 330 000 aves, según los datos que arroja el monitoreo de febrero de 2018, de las cuales 94% son de la familia de los patos, considerados altamente peligrosos para la aviación por el riesgo de colisión, y además las pistas del aeropuerto tenían una orientación norte-sur, coincidente con la dirección de las rutas migratorias de las aves.


    En el dictamen se mencionó que la información que el GACM y la Conagua aportaron acerca del lago era sumamente confusa y contradictoria para poder considerar el riesgo específico; lo que era una realidad es que lo estaban desecando. Ahí se explicó que lo anterior debió estudiarse con profundidad, con información actualizada sobre la densidad de aves, el impacto que el proyecto tendría en la población de aves nativas y migratorias, la interconexión entre los cuerpos de agua y la valoración de los servicios para el ecosistema que se verían afectados.


    Lago Nabor Carrillo


    Fernando Córdova señaló que la Conagua informó que la intención era convertir el lago Nabor Carrillo, lo que implicaba desecarlo e incorporarle aguas residuales, en una laguna de regulación para aumentar su capacidad y alcanzar los requerimientos mínimos de seguridad. Para compensar la pérdida del lago se tendría que crear uno nuevo de 1 000 hectáreas ubicado en la zona baja y oriente de la cuenca para que su función en el ecosistema fuera similar, esto es suministrar agua, regular de temperatura, captar el dióxido de carbono, ser hábitat de aves endémicas y migratorias, entre otros. Y por lo menos a ocho kilómetros del nuevo aeropuerto…esta combinación de características no puede encontrarse en el Valle de México, por lo que la pérdida del lago Nabor Carrillo ocasionaría un daño ambiental irreversible, explicó.


    Agua potable


    En relación con la ubicación del nuevo aeropuerto en el lago de Texcoco, en el dictamen se mencionó que conllevaría un crecimiento urbano desmedido en toda la zona oriente, que ya en la actualidad sufre por desabasto de agua y sobreexplotación de mantos acuíferos. Este punto era particularmente grave si no había en principio un ordenamiento ecológico de la región, si no existía la certeza de la fuente de la que se obtendría agua potable para el aeropuerto, la Aerotrópolis y el crecimiento urbano asociado. Aun así, la obra había sido autorizada.


    Gases de efecto invernadero


    Se argumentó que los aeropuertos deben de estar alejados de los centros urbanos, ya que son una de las mayores fuentes de contaminantes. Ahí mismo se señaló que la reforestación ayuda en gran medida a mitigar la contaminación por CO2 y debe hacerse en un sitio próximo al aeropuerto para captar el carbono en donde se está generando; conocer los niveles de emisión nos permite calcular el área de reforestación necesaria para amortiguar la contaminación producida. Ahora bien, en el estudio previo del proyecto NAICM no existe una estimación sobre la cantidad de gases de efecto invernadero y otros contaminantes que generaría cuando se encontrara en operación ni tampoco existía un espacio de las dimensiones necesarias en esa zona para reforestar, ¿tiene entonces sentido reforestar el área Izta-Popo si la contaminación está concentrada en la parte baja de la cuenca? La contaminación simplemente se elevará agravando los problemas de salud pública asociados.


    Especies invasoras


    Se explicó que la siembra de especies exóticas invasoras es ilegal y debe ser evitada sin excepción en el territorio mexicano. Sin embargo, el programa de reforestación del proyecto incluía principalmente dos especies: tamarix o pino salado, cuyas raíces se extienden hasta llegar a niveles freáticos profundos y sus hojas almacenan sal, que al caerse aumentan la salinidad del suelo , lo que impide la germinación de especies nativas; las hojas secas en el suelo aumentan la frecuencia de incendios y la invasión de tamariscos provoca cambios profundos en la dinámica del agua y en la comunidad biótica, ya que un bosque maduro de esta especie transpira grandes cantidades de agua y hace descender el nivel freático más allá del alcance de las especies nativas.


    La segunda, la casuarina, es una especie exótica de Oceanía y el sureste de Asia, y es una plaga de los humedales por su alta tasa de crecimiento y reproducción, que desplaza a las especies nativas, lo cual vulnera el refugio, la alimentación y el microambiente para la fauna local. El GACM informó que, debido a las condiciones extremas del suelo, estas especies no se han vuelto invasoras en el lago de Texcoco. Aunque por sus características biológicas, su dispersión es inevitable.


    Isla de calor


    Se señaló que el aumento de temperatura en una zona urbana está directamente asociado con las contingencias ambientales, las cuales además generan un problema de salud pública recurrente en la ciudad. El antiguo vaso del lago de Texcoco y el lago Nabor Carrillo cumplen funciones de regulación de la temperatura en la zona oriente, y al desecarlo, toda esa región sufriría el efecto de islas de calor que es la acumulación de temperatura que absorben los materiales para construcción. Nuevamente daño incompensable e irreversible.


    Impacto regional


    En el dictamen se formularon dos preguntas: ¿cuál sería el efecto acumulativo y sinérgico real que generaría el aeropuerto en conjunto con las otras obras asociadas a su desarrollo y en qué afectaría a todos los habitantes de la ciudad respecto a la emisión de contaminantes y gases de efecto invernadero, la obtención y uso de agua potable, la desecación del lago, la generación de aguas residuales, la explotación de cerros para extracción de materiales de relleno, la generación de islas de calor, de residuos sólidos, el cambio de uso de suelo, el aumento del ruido y la infraestructura urbana necesaria para conectar el aeropuerto con la ciudad? ¿Existía una justificación para realizar este proyecto dentro de una ciudad que está atravesando una severa crisis?


    Se comentó que los análisis ambientales estaban alejados de la lógica regional y fragmentaban el estudio de las obras para disimular la severidad del impacto en todas las áreas.


    El párrafo anterior es una dramática síntesis de la falta de sensibilidad social de quienes, desde las altas esferas de la administración, priorizaban los intereses de los grupos de poder económico y político prevalecientes, sobre el bienestar de la sociedad, magnificando con vehemencia los méritos del “desarrollo económico” atribuidos al proyecto del NAICM, e ignorando o minimizando los impactos negativos, en algunos casos como el relativo al agua, de supervivencia, para la salud de la población.


    Cambio climático


    Fernando Córdova dice que por si no fuera suficiente todo lo mencionado, el escenario se complica más al considerar el cambio climático, pues en la perspectiva de mediano y largo plazo no se contempló en la planeación y desarrollo de la obra la realización de modelos de simulación para estimar cómo se modificaría el régimen de lluvias en los siguientes años para atender las inundaciones y regularlas, en caso de que lloviera más, o para el abasto de agua, en el caso de que lloviera menos.


    Alternativa Santa Lucía


    En el dictamen se señaló que cualquier proyecto de infraestructura requiere un análisis de los impactos ambientales regionales y que sean compensados con suficiencia a la escala necesaria.


    Finalmente, se argumentó que la alternativa de reubicar el proyecto en la Base Aérea Militar de Santa Lucía es viable ambientalmente, ya que evitaría el cambio de uso de suelo; está alejado de zonas densamente pobladas, no existe el riesgo aviar, hay áreas propicias para el amortiguamiento, mitigación y compensación ambiental in situ y se reduciría la presión sobre la parte baja de la cuenca y el oriente de la ciudad, entre otras. La reubicación sería una gran oportunidad para la recuperación del lago de Texcoco, y que al mismo tiempo se decretara la zona federal del lago de Texcoco como área natural protegida para asegurar su vocación lacustre y poder garantizar la seguridad hídrica de la Ciudad de México.


    Concluyó diciendo que una resolución de este tipo marcaría un gran cambio en la concepción de la relación entre la naturaleza y las grandes ciudades.


    En el recorrido de este texto, en las opiniones que he comentado de Fernando Córdova, José Luis Luege Tamargo, Roberto Eibenschutz, Alejandro Encinas, Sergio Víctor Chapa Vergara, entre otros, se puede evaluar la magnitud del impacto ambiental, social e hídrico de la construcción del NAICM, no sólo en el sitio y las zonas aledañas del aeropuerto, sino en todo el Valle de México, y particularmente en la Ciudad de México.


    Enseguida retomo la narración del documento presentado el 26 de abril de 2019.


    Impacto urbano


    Antes de empezar la construcción del NAICM ya había una noción del crecimiento urbano que se iba a generar y de la sobrepoblación de cerca de tres millones de personas más en una zona donde ya sufren por desabasto de agua y sobreexplotación de acuíferos. ¿De dónde se obtendría el agua para abastecer el aeropuerto, la Aerotrópolis y el crecimiento urbano asociado? La construcción fue emprendida sin planes para la regulación de uso de suelo y ordenamiento territorial.


    Durante la primera reunión que sostuvo el grupo de transición con las anteriores autoridades de la SCT y la Conagua, a pregunta específica de cómo se pretendía atender la demanda de agua que surgiría de la “Aerotrópolis” y del natural crecimiento poblacional en la zona, que produciría un aeropuerto de la magnitud del NAICM, se aceptó que aún no se tenía estudiado ese asunto, pero que la idea incipiente era perforar algunos pozos en la zona a cambio de clausurar otros más lejanos de vocación agrícola.


    Nunca se tomó en consideración, o se ignoró en beneficio de otros intereses, lo que pudiéramos llamar “la capacidad de digestión” de la Ciudad de México, para adosarle el gigantesco crecimiento adicional que hubiera significado el NAICM y los desarrollos de toda índole que necesariamente provocaría, y que a diferencia de las consideraciones económicas que se planteaban como una verdadera panacea, habrían provocado un colapso gravísimo en la ya inmensa urbe que es la ciudad capital.


    La única forma de llegar al NAICM es en avión. Así se hacía referencia a la inexistente red de transporte público o sus inicios, pues hasta el momento del cierre no había proyectos ejecutivos ni presupuesto para la ampliación y construcción de la red de transporte público, tren, metro, metrobús o mexibús que se manifestaba en la MIA.


    Impacto social


    Al dejar fuera de la participación desde el inicio del proyecto a la ciudadanía y a las autoridades locales de la Ciudad de México y del Estado de México, éstas no se comprometieron formalmente a realizar obras complementarias indispensables. Se pasaron por alto obras de alivio social, de infraestructura urbana, así como de agua, alcantarillado y electricidad; el efecto de la disponibilidad de servicios básicos y las nuevas formas de convivencia social de las comunidades habría sido grave. Reitero, cualquiera de estos aspectos hubiera sido suficiente para no autorizar el proyecto.


    Aspectos técnicos


    Las dificultades en la construcción del NAICM podrían haber sido resueltas gracias al nivel de ingeniería y tecnología con que se cuenta, pero los costos lo hacían simplemente irrealizable. Sin considerar la integralidad y la profundidad de los estudios técnicos, se priorizaron únicamente los asuntos aeronáuticos y de demanda de servicio. Las omisiones en los planos realizados produjeron costosos cambios e improvisaciones. Los riesgos presentados por varias instituciones incluían el emplazamiento sobre lo que fue un antiguo lago con condiciones desfavorables en el suelo y subsuelo para la construcción y mantenimiento de un aeropuerto.


    Al realizar el NAICM su primera operación, se debía cerrar el aeropuerto Benito Juárez y la Base Aérea Militar de Santa Lucía debido a que el uso simultáneo de las pistas de ambas terminales no es viable, exigiendo así un funcionamiento al 100% desde el primer minuto, algo imposible de cumplir en un proyecto de tal magnitud.


    Aspectos de planeación


    Al Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México nunca se le consideró en los instrumentos de planeación oficiales,


    como el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, o en el Programa Nacional de Infraestructura 2014-2018, siendo solamente un proyecto en evaluación y el monto de inversión estimado en caso de construirse sería de 120 000 mdp aproximadamente entre recursos públicos y privados.


    Este tema es de particular importancia. Demuestra que, independientemente de los estudios que durante décadas se realizaron en busca de una solución a la demanda aeronáutica de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México, la decisión de construir el NAICM en el antiguo lago de Texcoco fue una decisión estrictamente presidencial tomada en 2014, sin planeación previa, y que con acciones discrecionales y asignaciones directas de contratos, se fue conformando un proyecto magno, pero que carecía de solidez, lo que fue produciendo improvisaciones diversas en la magnitud del propio proyecto y consecuentemente en las consideraciones financieras; los 120 000 millones de que se hablaba en el Programa Nacional de Infraestructura 2014-2018 eran un mero señalamiento hipotético.


    La licitación del edificio terminal del nuevo aeropuerto se adjudicó por 84 000 millones de pesos sin disponer de un proyecto ejecutivo que incluyera la ingeniería de detalle, lo cual provocó que el consorcio ganador le presentara una demanda al Grupo Aeroportuario en octubre de 2018, ya en plena construcción de la terminal. Ésta es otra prueba de la forma irresponsable de trabajar con el proyecto de infraestructura más ambicioso de la administración pasada.


    El documento de la demanda se muestra más adelante en este texto.


    Esto representa una pérdida patrimonial para la nación, y las autoridades deben definir la responsabilidad de lo acaecido.


    Modificaciones al alcance del proyecto


    Con un presupuesto inicial contemplado en 169 000 millones de pesos, el proyecto original autorizado sufrió una serie de modificaciones para ampliar las dimensiones de diferentes espacios, como la terminal de pasajeros, la torre de control, la terminal de carga, las puertas de contacto; dichos cambios fueron realizados sin la autorización oficial de la SHCP. El cronograma presentado establecía que la primera etapa estaría terminada en octubre de 2018 e iniciaría operaciones en 2020, después del periodo de pruebas, contando con dos pistas comerciales y una de uso militar, además de la terminal de pasajeros.


    A finales de 2018 el presupuesto era el mismo que al inicio, pero en dólares, pues en pesos eran ya 305 000 millones, a pesar de la exclusión de 64 000 millones en obras que se habían considerado en el presupuesto original. En 2022 se iniciarían las operaciones.


    Estas modificaciones al alcance del proyecto, que en relación con el edificio terminal representan incrementos en la superficie a construir de 57% de 2014 a 2015 y de otro 10% en 2018, es decir, 67% superior a la estimación original, evidencian con claridad las insuficiencias en la planeación de una obra de esta envergadura y son sólo un ejemplo de la serie de modificaciones que se debieron efectuar en prácticamente todos los elementos del proyecto.


    Ante el incremento de los costos, por las enormes modificaciones, las demoras y los aumentos de precio de los insumos, y para “mantener el presupuesto original” —en dólares estadounidenses, desde luego—, se había ya considerado dejar fuera de los alcances primigenios del proyecto algunos conceptos, como la isla de combustibles, la terminal de carga, el estacionamiento y la “Aerotrópolis”, que se podrían “concesionar”, lo cual disminuiría la inversión con cargo al proyecto, algo que obviamente modificaría su concepción original, pero permitiría obtener una parte de los recursos necesarios, que eran muy superiores a los de por sí elevados presupuestos previstos.


    Pronóstico de Parsons, Gerente del Proyecto


    Parsons, como Gerente del Proyecto, le informó al Grupo Aeroportuario, mediante un oficio, la diferencia del costo de la primera fase, que se elevaría entre 16 y 17 000 millones de dólares, y que la fecha de inicio de operaciones sería en septiembre de 2024, esperando que no hubiera contingencias.


    Esta información no se hizo del conocimiento público y tampoco se le informó al Consejo de Administración, tal vez tampoco a la Secretaría de Hacienda, ¿y a los inversionistas de bonos y fibra E? Ciertamente a los integrantes del equipo de transición del nuevo gobierno no nos dijeron nada, ¡y tampoco aparece en el libro blanco!


    Aun cuando en el imaginario colectivo se hablaba de que el NAICM en su primera fase iba a costar 300 000 millones de pesos y el presidente de la República decía que con la opción de Santa Lucía ahorraríamos 100 000 millones, una estimación realista nos indica que si hubiéramos seguido la construcción y no se hubiera presentado ninguna contingencia técnica y económica adicional a las que ya existían, sólo para la primera fase, es decir, para una terminal y tres pistas con capacidad para atender a 69 millones de pasajeros, versus los 55 millones de pasajeros que atendió el AICM en 2019, habríamos requerido no menos de 400 000 millones de pesos. Para la segunda fase (una terminal adicional y tres pistas más) se habrían necesitado alrededor de 200 000 millones de pesos extras, según los presupuestos de Parsons, cuando originalmente los 13 300 millones de dólares bastarían para las dos fases.


    Incluyo aquí copia facsimilar del documento de Parsons dirigido al director corporativo de Finanzas del GACM, del 22 de julio de 2016 —incluido en el reporte que presenté en 2019—, que en esencia ratifica lo que me informó extraoficialmente el exembajador Jones, documento que nosotros conocimos hasta después de la toma de posesión del nuevo gobierno.
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    Este documento enviado por Parsons a mediados de 2016 se ocultó, se archivó y al respecto mintieron sin recato alguno, por ello siempre afirmamos que no sabían cuánto costaría realmente el proyecto, ni cuándo se terminaría la obra, por lo que se generó un gasto sin fin y el daño patrimonial a la nación debería ser evaluado por las autoridades competentes.


    Este ocultamiento llevó también al incumplimiento de los lineamientos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para las obras que modifican sus alcances y montos de inversión en magnitudes que explicamos en los siguientes puntos.


    Análisis costo-beneficio


    Según los lineamientos de la SHCP, una nueva evaluación socioeconómica de los proyectos de inversión se debe realizar con el fin de actualizarlos en estos casos: si el monto de la inversión varía más de 10%, cuando las metas físicas presenten variaciones superiores a 25%, cuando el inicio de operación del proyecto se difiera más de tres años o también si cambia el tipo de inversión, fuente o esquema de financiamiento. Habiendo incurrido en las cuatro circunstancias, era ineludible que se realizara la actualización del análisis costo-beneficio del proyecto del NAICM.


    Desafortunadamente, la actualización nunca se realizó, por lo que se violó la normatividad y, aún más deplorable, se ocultó la información de Parsons. El daño patrimonial habría sido menor si la SHCP hubiera suspendido el proyecto tres años antes (de 2018) debido a las alteraciones en el costo y tiempo de ejecución de la obra.


    Aspectos económicos y financieros


    En lo referente al aspecto financiero del proyecto tengamos en mente el esquema original del fondeo en 2014, en el que se tenía contemplado que 58% de los recursos serían públicos, lo cual equivale a 98 000 millones de pesos, y 42% procedería de financiamiento privado, es decir, 71 000 millones de pesos.


    Reiteramos aquí que al hablar de financiamiento privado nos estamos refiriendo a recursos que provienen del sector privado, como financiamiento y no como inversión. No hubo en ningún momento un solo centavo de inversión privada, como se hizo creer a la sociedad, y sólo se pensó en solicitarla cuando al observar los incrementos del costo de la misma se planteó, como señalamos párrafos antes, concesionar algunas obras y servicios y disminuir con ello los costos del proyecto que atendería el GACM, para no rebasar los montos anunciados.


    El programa de financiamiento inicial tuvo que modificarse debido a que la aportación federal fue de sólo 18 mil millones de pesos; para cubrir el faltante se emitieron bonos de deuda por 6 mil millones de dólares con vencimiento a 10 y 30 años. También se emitieron 30 mil millones de pesos en certificados fiduciarios fibra E. Aun así fue insuficiente, pues el presupuesto ya se había elevado a 305 mil millones, lo que significaba que la siguiente administración tendría los pagos comprometidos y el problema a resolver de ingresar 108 mil millones de pesos más.


    Los recursos logrados por la emisión de bonos se contrataron como financiamiento privado, y se realizaría el pago de intereses a partir de la TUA, pero sin amortizar el capital. Para garantizar el pago de estos financiamientos, la TUA se incrementó 58%, de 15 a 23 dólares, para vuelos nacionales, y 143%, de 18 a 44 dólares, para vuelos internacionales. Sin embargo el proyecto financiero no estaba bien estructurado y no se contaba tampoco con un presupuesto multianual, lo cual por supuesto afectó la rentabilidad y el costo-beneficio del proyecto. Fue una irresponsabilidad fiscal, sumada a la falta de autorización y reevaluación del proyecto por parte de la SHCP.


    Recursos provenientes de financiamiento privado con garantías públicas fueron invertidos, a la espera de que la carga presupuestal de los recursos públicos se diera hacia los últimos años del proyecto, lo que dejaba irresponsablemente la carga a la administración 2018-2024 y violaba la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Toda la información financiera a detalle está siendo estudiada y en el momento correspondiente se someterá a su análisis y dictamen por parte de la Secretaría de la Función Pública.


    Para asegurar a toda costa que el proyecto continuara y que fuera muy costoso y complicado diferirlo o cancelarlo, se instrumentaron “blindajes” financieros, aunque la información de muchas obras no había sido estudiada ni presupuestada, lo que aseguraba de esta manera jugosos beneficios a los participantes por el riesgo de una eventual cancelación del NAICM. Sin contar con un proyecto ejecutivo, el GACM decidió la asignación de contratos de obra, la entrega de anticipos y la construcción de la terminal.


    Por qué si se tenían más 100 000 millones de pesos disponibles contrataron fibra E y obligaron así al GACM a pagar rendimientos de 10%, sin poder amortizar anticipadamente antes de 2026, esto es, lo forzaron a pagar el doble cuando finalizara el contrato. Además, ahora los tenedores tenían derecho a dos consejeros que podían vetar decisiones importantes, como nulificar o modificar alguna resolución del Consejo de Administración del Grupo Aeroportuario. Todavía más, se les dio 20% del valor de las acciones serie P del Grupo Aeroportuario, con lo que se intentó restringir el control del gobierno federal para determinar el curso de la empresa y del proyecto, lo que viola las normas de entidades paraestatales.


    Este instrumento financiero, como se ve en los documentos de la fibra E suscrita en marzo de 2018, tiene enormes ventajas para los inversionistas, mismas que se les concedieron sabiendo que el proyecto, si se llevaba a cabo, no se concluiría antes de 2024, como advirtió Parsons desde 2016. Estas ventajas son el adelanto de pagos y el incremento de porcentaje en caso de “cancelación definitiva o suspensión indefinida de la construcción del aeropuerto” o “que no haya iniciado operaciones el 1º de enero de 2025.


    Ésta fue una maniobra dolosa, con un elevado costo para el patrimonio nacional y para los compromisos del gobierno siguiente, el cual además no fue informado en la entrega recepción. Declararon no tener conocimiento alguno acerca de datos importantes que se hubieran omitido. Este hecho se hará del conocimiento de las autoridades competentes.


    Adjunto enseguida, copia facsimilar de la hoja de firmas del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, correspondientes al Prospecto Definitivo presentado ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), para la emisión de los certificados bursátiles fiduciarios de inversión en energía e infraestructura (fibra E).
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    El agente contratado por asignación directa para concertar la fibra E está en análisis también, pues el pago fue de 200 millones de pesos adicionales a los casi 700 millones de pesos por gastos de emisión. En la suscripción de la fibra E el GACM informó que la construcción de la primera fase (que según Parsons costaría no 13.3, sino entre 16 y 17 000 millones de dólares) atendería a 55 millones de pasajeros (sólo 10 millones más que el aeropuerto Benito Juárez), ya que para recibir 140 millones de pasajeros en el NAICM se necesitarían 10 000 millones de dólares adicionales.


    GRÁFICA 3. Prospecto definitivo para la emisión de la fibra E
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    GRÁFICA 4. Recursos adicionales para la segunda fase del proyecto
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    Sólo como elemento de comparación para visualizar las grandes diferencias entre lo originalmente planteado y las modificaciones que se observan en las gráficas 3 y 4, agrego la utilizada en el análisis costo-beneficio para dimensionar el valor total del proyecto y sus alcances en el tiempo (véase la gráfica 5).


    



DEBATE POR TELEVISIÓN CON EL DIRECTOR DEL GACM EN ABRIL DE 2018


    Durante la campaña fui invitado a un programa de televisión de Carlos Loret de Mola, que se realizó el 26 de abril de 2018, para discutir con Federico Patiño, director general del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, algunos temas sobre la construcción del nuevo aeropuerto en Texcoco.


    GRÁFICA 5. Inversión total para las dos fases del proyecto


    FUENTE: Parsons, Expertos de la industria, Análisis de equipo.


    [image: img-240]


    Entre los puntos discutidos surgió el de que, según el GACM, no había habido incremento en el presupuesto, ya que, aunque en un principio se hablara de 160 000 millones de pesos, y ahora de 285 000, eran los mismos 13 300 millones de dólares.


    El argumento era falaz, como le señalé, ya que todos los contratos se firmaron en pesos; el tezontle y el basalto se compraron en pesos y en pesos se pagaba a los miles de trabajadores que se dice haber contratado, y en pesos se liquidaba a los miles de transportistas que a diario entraban con material y salían con cascajo del perímetro del aeropuerto. A ninguno le modificaron los pagos según la paridad peso-dólar. El incremento del costo era un incremento del costo, no un efecto de la paridad, y por eso era el mismo presupuesto en dólares.


    Hubo incluso una demanda de Parsons, que exigía que se le ajustara su contrato por la variación de la paridad, lo que no era legalmente sostenible.


    En la conversación le expresé, igualmente, mi punto de vista en relación con la posible ilegalidad de la estructura del financiamiento que se había planteado para el nuevo aeropuerto y le di mis puntos de vista con los cuales él manifestó su discrepancia.


    Quedé con él al final del programa en que nos veríamos y yo le haría llegar por escrito lo que en forma sucinta expresé al respecto, lo que sucedió algunos días después. Le entregué un documento que reproduzco en el anexo 7, el cual el licenciado Patiño quedó en analizar y darme posteriormente sus puntos de vista.


    En el documento expliqué que el proyecto del NAICM enfrentaba graves problemas y era urgente su revisión, ya que su construcción en un sitio lacustre lo hacía extremadamente costoso. Para desarrollar este proyecto era necesario que se cancelaran el aeropuerto Benito Juárez y el de Santa Lucía, desperdiciando todo el dinero ya invertido en estas obras. Enfrentaba también problemas ambientales, como la afectación al sistema hidráulico de la ciudad. No había un plan adecuado de urbanización, faltaba la conexión de esta zona con el Metro y desarrollar el sistema ferroviario. Era necesario aclarar la asignación de los contratos, pues la gran mayoría fue de manera directa… y más.


    Después de asesorarme con varios abogados sobre el esquema financiero, quiero hablar sobre este tema, empezando por exponer que tengo serias dudas sobre su legalidad.


    El Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México es una empresa paraestatal, y como tal, propiedad del gobierno federal, por la SCT y ASA, en consecuencia, la construcción del nuevo aeropuerto era una obra pública financiada a través de una deuda, en pesos y en dólares, por el GACM en los mercados financieros. Dicha deuda estuvo apalancada con los derechos que cobra el gobierno federal por el uso de un bien público, la TUA.


    La deuda era pública y por lo tanto debía de estar sujeta al escrutinio del Congreso y de la Auditoría Superior de la Federación; sin embargo, a través de ciertas medidas legales, el GACM la manejó como financiamiento privado y solicitó préstamos, primero mediante bonos por la cantidad de 6 000 millones de dólares sin la autorización del Congreso, la cual es necesaria para contratar deuda pública en dólares, y posteriormente mediante las fibras E por 30 000 millones de pesos. Las dos operaciones tienen un sistema similar: se afectan los derechos de cobro de la TUA del aeropuerto de la Ciudad de México a un fideicomiso que emite la deuda. De acuerdo con el GACM, el fideicomiso era privado y “compró” los derechos de cobro de la TUA de manera indefinida, hasta que la deuda fuera pagada. A su parecer, esto no era deuda pública.


    La diferencia entre los bonos y las fibras E es que los bonos son considerados como deuda (privada según el GACM) y las fibras E le venden al fideicomiso acciones y entonces son aportaciones a capital (equity, según el GACM). Los títulos accionarios se comportan como deuda al garantizar un rendimiento preferente a los inversionistas y se amortiza una vez que lo han pagado. El esquema es financiar una obra pública mediante una deuda y considerarla privada al contratarla a través de un fideicomiso intermediario. El derecho mexicano considera este esquema ilegal bajo la teoría de los actos simulados: si un acto tiene una naturaleza y se le da otra forma, el acto se califica conforme a su naturaleza. Entendamos, si esto es deuda pública, es deuda pública, aunque se le dé forma de deuda privada. Y no está sujeto a debate, porque la Suprema Corte ya declaró la ilegalidad de estos sistemas de financiamiento.


    Hay más problemas de financiamiento del aeropuerto… No es solamente que el financiamiento no se considere deuda pública, por lo que no se aplican los mecanismos de supervisión gubernamental, tampoco emplea los mecanismos de supervisión para financiamiento privado, en el cual se estructura el proyecto de manera que los acreedores tengan cierto riesgo por su culminación exitosa, por ejemplo que la obra entre en operación, lo cual hace que los acreedores estén interesados en que el proyecto culmine y cuentan con supervisores u otros mecanismos para asegurarse de ello.


    En el caso del NAICM, como la deuda estaba apalancada con la TUA, si el proyecto no se culminaba, los créditos de todas formas se otorgarían, los contratistas cobrarían y los acreedores recuperarían su inversión, como no compartían el riesgo de finalización, no supervisaban la obra. No aseguro que este modelo de financiamiento se haya diseñado para fomentar la corrupción, pero sí tiene un mecanismo de supervisión muy débil, que la hace posible.


    Federico Patiño contestó mi planteamiento en una larga misiva, explicando los beneficios del aeropuerto de Texcoco y, desde luego, manifestando su total desacuerdo con mi tesis, como sucedió en todos los renglones en los que polemizamos sobre el proyecto del NAICM.


    Sobre este mismo tema, recojo la opinión contenida en un extenso documento que presentó la organización PODER, asociación civil no lucrativa, a la que antes me referí, que analizó durante tres años, previos a la convocatoria que hicimos, el proceso del NAICM.


    PODER señala que una pregunta que surgió fue cómo se financiaría una obra de tales dimensiones, pues se describían los distintos flujos de dinero, el aval del dinero y los opacos fideicomisos privados manejados por Nafin para eludir que la ASF los fiscalizara. Añade que era falsa la afirmación del GACM acerca de que el patrimonio del fideicomiso privado número 80 460 estaba constituido por recursos privados y que en ningún momento había recibido recursos públicos, porque, según los contratos con el fideicomiso y Nafin, el excedente de la TUA se depositaba en este fideicomiso, siendo dinero público. Agrega que la falta de claridad acerca de los recursos utilizados para el financiamiento del NAICM hizo que la Auditoría no pudiera obtener una cifra sobre el monto de la TUA que se emplearía para pagar este esquema de financiamiento.


    La asociación civil declaró que el proyecto estaba severamente endeudado, lo cual se reflejaba en el reducido margen de ganancias que el GACM proyectaba para los primeros 15 o 20 años de operación. Más deuda implicaba menos ganancias, y aunado a los gastos reales de operación y mantenimiento, que eran datos subestimados en las proyecciones del GACM, significaba que el aeropuerto operaría con ganancias mínimas o pérdidas hasta terminar de pagar la deuda. Por lo tanto, la segunda fase no sería autofinanciable. El proyecto sólo beneficiaría a dueños de constructoras, aerolíneas e inmobiliarias a costa de pérdidas para la sociedad.


    El organismo precisó que la evaluación costo-beneficio de los programas y proyectos se realizaba para demostrar que éstos eran susceptibles de generar un beneficio social neto bajo supuestos razonables. Las dependencias y entidades de la administración pública federal debían presentarlo a la SHCP según el artículo 34 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Conforme a lo previsto en el reglamento de esta ley, se deberá realizar la evaluación costo-beneficio cuando se modifique el alcance del proyecto de inversión (si el monto total es superior a los 10 000 millones de pesos y se incrementa 10% o cuando se retrasa más de tres años su entrada en operación).


    La asociación civil PODER agregó que la SCT entregó la evaluación costo-beneficio a la SHCP correspondiente al proyecto del NAICM en septiembre de 2014; el monto total de inversión, tomando en cuenta todas las fases y la expansión, incluyendo obras hidráulicas, de vialidad y de conectividad, sumaba 168 880 millones de pesos. En el mismo documento se señala que según la estimación del GACM sólo la primera fase era de 285 000 millones de pesos, cantidad subestimada según la Academia de Ingeniería de México. Ello significaba un incremento de 69%, considerando sólo inversiones y obras adicionales de la primera fase; sin embargo, la SHCP y la SCT aún no habían actualizado los datos para no tener que realizar una nueva evaluación de costo-beneficio, ya que esto demostraría la inviabilidad del proyecto.


    



LOS TERRENOS DEL AICM Y EL ANÁLISIS COSTO-BENEFICIO


    Un elemento crucial para haber determinado como económica y socialmente rentable el proyecto del NAICM en el Análisis Costo Beneficio (ACB) registrado ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) fue considerar los beneficios financieros del desarrollo inmobiliario futuro en los terrenos del AICM (Beneficios por Valor de Aprovechamiento del AICM) como un elemento justificativo esencial de la inversión pública que haría el Estado mexicano.


    La importancia de este punto radica en que tanto los cálculos de Indicadores de Rentabilidad Social (IRS), como de Análisis de Sensibilidad y Riesgos (ASR) del ACB para el proyecto estuvieron —deliberadamente— viciados de origen. Me explico:


    En el ACB mencionado anteriormente, en el apartado de “Identificación, cuantificación y valoración de los beneficios del Proyecto de Inversión” de la Evaluación del Proyecto de Inversión, se consideran como beneficios directos los elementos que se muestran en el cuadro 9.


    CUADRO 9. Beneficios directos


    
      
        
          	
            Beneficios directos

          

          	
            Valor presente

            Millones de pesos

          

          	
            Participación relativa

          
        

      

      
        
          	
            1. Beneficios por servicios adicionales de transporte

          
        


        
          	
            1.1 Ingresos por boletos adicionales

          

          	
            $ 14 934.1

          

          	
            6.07%

          
        


        
          	
            1.2 Beneficios por ahorro en tiempo de transporte de pasajeros

          

          	
            $ 103 647.2

          

          	
            42.11%

          
        


        
          	
            1.3 Beneficio por ingresos aeronáuticos por servicios adicionales

          

          	
            $ 28 117.6

          

          	
            11.42%

          
        


        
          	
            1.4 Beneficio por ingresos no aeronáuticos por servicios adicionales

          

          	
            $ 1 592.9

          

          	
            0.65%

          
        


        
          	
            1.5 Beneficio por carga adicional en aerolíneas mexicanas

          

          	
            $ 1 358.5

          

          	
            0.55%

          
        


        
          	
            Subtotal

          

          	
            $ 149 650.3

          

          	
            60.80%

          
        


        
          	
            2. Beneficios por mejora en la calidad de servicios

          
        


        
          	
            2.1 Beneficios por evitar costos traslado

          

          	
            $ (39 251.7)

          

          	
            - 15.95%

          
        


        
          	
            2.2 Beneficios por ahorro de tiempo en rodaje

          

          	
            $ 9 786.2

          

          	
            3.98%

          
        


        
          	
            2.3 Beneficios por ahorro en tiempo de procesamiento

          

          	
            $ 1 480.8

          

          	
            0.60%

          
        


        
          	
            2.4 Beneficios por ahorro de tiempo en otros aeropuertos

          

          	
            $ 2 759.5

          

          	
            1.12%

          
        


        
          	
            Subtotal

          

          	
            $ (25 225.2)

          

          	
            - 10.25%

          
        


        
          	
            3. Otros

          
        


        
          	
            3.1 Beneficios por valor de aprovechamiento del AICM

          

          	
            $ 59 410.6

          

          	
            24.14%

          
        


        
          	
            3.2 Beneficios por obras hidráulicas

          

          	
            $ 33 141.1

          

          	
            13.46%

          
        


        
          	
            3.3 Beneficios por una reducción en los niveles de ruido

          

          	
            $ 2 691.3

          

          	
            1.09%

          
        


        
          	
            3.4 Beneficio por eliminación de Opex de AICM

          

          	
            $ 22 621.6

          

          	
            9.19%

          
        


        
          	
            3.5 Beneficio por valor de rescate

          

          	
            $ 3 839.8

          

          	
            1.56%

          
        


        
          	
            Subtotal

          

          	
            $ 121 704.4

          

          	
            49.45%

          
        


        
          	
            Gran total

          

          	
            $ 246 129.6

          

          	
            100%

          
        

      
    


    Como se puede apreciar en el cuadro, el GACM consideró dentro del ACB para el proyecto del NAICM la obtención de ingresos por la venta del terreno y las instalaciones construidas en el AICM por un valor de 59 411 millones de pesos, lo cual representaba 24% del total de los beneficios directos del proyecto.


    Como elemento de contexto, es importante mencionar que los terrenos que hoy ocupa el AICM son propiedad federal, sujetos al régimen de dominio público y no forman parte del patrimonio del GACM.


    No sólo no debió considerarse el valor de esos terrenos como elemento importante para la evaluación del costo del proyecto NAICM; los terrenos del AICM son patrimonio del Estado y así deben considerarse.


    El cálculo del Valor Presente Neto Social (VPNS) del proyecto fue de 67 716 millones de pesos, pero si se resta el monto correspondiente al valor calculado por la venta de los terrenos del AICM, este valor se reduce a 8 305 millones de pesos; aun con esta consideración, el VPNS era positivo, sin embargo, la tasa interna de retorno (TIR) habría sido inferior a la tasa de descuento de 10% establecida por la SHCP para la evaluación de proyectos de inversión pública, por lo que no habría podido sustentarse la continuación del proyecto (véase el cuadro 10).


    CUADRO 10. Valor presente neto social


    
      
        
          	
            Suma del Valor Presente de los Beneficios Sociales (VPBS)

          

          	
            246 129.6

          
        


        
          	
            Suma del Valor Presente de los Costos Sociales (VPCS)

          

          	
            178 413.5

          
        


        
          	
            Valor Presente Neto Social (VPNS)

          

          	
            67 716.1

          
        

      
    


    Por otro lado, en el apartado de “Análisis de Sensibilidad y Riesgos” se evaluaron tres escenarios posibles en los que se modelaron variables distintas para identificar riesgos en la viabilidad de proyecto:


    • Disminución de 5% en la demanda.


    • Incremento de 10% en los costos.


    • Incremento de 10% en los costos y la disminución de 5% de la demanda.


    Específicamente nos centraremos en este último, pues según las estimaciones del GACM, éste es el que representaría mayores riesgos a la viabilidad del proyecto, pues si ambas condiciones se conjuntaban, el VPNS se reduciría a 32 054 millones de pesos y, por tanto, la TIR se reduciría a 11.42%, muy cerca de la tasa de descuento de 10%.


    De las dos variables, la primera, el incremento de costos, pasó de 178 413 millones de pesos en 2014 a 305 000 millones de pesos en 2018, como consta en los múltiples documentos que nos fueron proporcionados durante el proceso de transición y análisis (véase el cuadro 11).


    CUADRO 11. Escenarios de costos y demanda


    
      
        
          	

          	
            Escenario demanda

          
        


        
          	
            Pesimista (=5%)

          

          	
            Base

          

          	
            Optimista (+5%)

          
        


        
          	
            Escenario de costos

          

          	
            Beneficios en VP

          

          	
            $ 228 308.5

          

          	
            $ 246 057.3

          

          	
            $ 261 049.6

          
        


        
          	
            Costos en VP

          

          	
            $ 196 254.9

          

          	
            $ 196 254.9

          

          	
            $ 196 254.9

          
        


        
          	
            VPN

          

          	
            $ 32 053.6

          

          	
            $ 49 802.6

          

          	
            $ 64 794.7

          
        


        
          	
            TIR

          

          	
            11.42%

          

          	
            12.22%

          

          	
            12.93%

          
        


        
          	
            Beneficios en VP

          

          	
            $ 228 380.8

          

          	
            $ 246 129.6

          

          	
            $ 261 121.9

          
        


        
          	
            Costos en VP

          

          	
            $ 178 413.5

          

          	
            $ 178 413.5

          

          	
            $ 178 413.5

          
        


        
          	
            VPN

          

          	
            $ 49 967.2

          

          	
            $ 67 716.1

          

          	
            $ 82 708.3

          
        


        
          	
            TIR

          

          	
            12.52%

          

          	
            13.35%

          

          	
            14.12%

          
        


        
          	
            Beneficios en VP

          

          	
            $ 228 453.0

          

          	
            $ 246 201.9

          

          	
            $ 261 194.1

          
        


        
          	
            Costos en VP

          

          	
            $ 160 572.2

          

          	
            $ 160 572.2

          

          	
            $ 160 572.2

          
        


        
          	
            VPN

          

          	
            $ 67 880.8

          

          	
            $ 85 629.7

          

          	
            $ 100 622.0

          
        


        
          	
            TIR

          

          	
            13.84%

          

          	
            14.72%

          

          	
            15.55/

          
        

      
    


    Para poder comparar los costos y el incremento porcentual, el costo del proyecto, según lo registrado en el ACB para todo el proyecto (seis pistas y dos edificios terminales), se llevó a precios de 2018, lo que resultó en 209 301 millones de pesos; al compararlo con los 305 000 millones de pesos, el incremento fue de 45.7%, esto sin considerar la reducción de alcances, pues este último monto de inversión era ya sólo para tres pistas y un edificio terminal.


    Como se aprecia en este simple ejercicio, un incremento de 10% en los costos habría impactado negativamente en la viabilidad del proyecto, reduciendo la TIR a 12.52%, y si se añade una disminución de 5% en la demanda, la TIR se habría caído a 11.42%, muy cercano al 10% de la tasa de descuento.


    Para finalizar con este análisis, hay un último escenario obligatorio: porcentaje de variación de las variables relevantes que hace que el VPNS sea igual a cero.


    a) Disminución de la demanda: Una disminución de 20.16% en la demanda de pasajeros habría repercutido en un VPNS igual a cero y, por tanto, hecho inviable el proyecto (véase el cuadro 12).


    CUADRO 12. Escenario de reducción de la demanda en 20.16% respecto al caso base


    
      
        
          	
            Beneficios en VP

          

          	
            $ 178 413.5

          
        


        
          	
            Costos en VP

          

          	
            $ 178 413.5

          
        


        
          	
            VPN

          

          	
            $ -

          
        


        
          	
            TIR

          

          	
            10.00%

          
        

      
    


    b) Aumento en los costos del proyecto: Un incremento de 37.8% en los costos de inversión del proyecto, igualmente habría repercutido en un VPNS igual a cero y, por tanto, también, hecho inviable el proyecto (véase el cuadro 13).


    CUADRO 13. Escenario de aumento de costos en 37.80% respecto al caso base


    
      
        
          	
            Beneficios en VP

          

          	
            $ 245 856.4

          
        


        
          	
            Costos en VP

          

          	
            $ 245 856.4

          
        


        
          	
            VPN

          

          	
            $ (0.0)

          
        


        
          	
            TIR

          

          	
            10.00%

          
        

      
    


    Queda claro, después de esta información, cómo habría resultado la viabilidad del NAICM si hacemos el cálculo para un incremento de 45.4% en los costos de inversión, así como una disminución drástica de los beneficios de 24.1% al no considerar como tal el valor por la venta de terrenos e infraestructura del AICM.


    Como colofón, transcribo aquí una de las recomendaciones sobre el análisis de riesgos elaborado en el ACB del NAICM —las cursivas son mías—:


    Antes de iniciar la construcción de la infraestructura del proyecto, el administrador del proyecto deberá verificar que se cumplen las condiciones mínimas de viabilidad técnica del proyecto NAICM, lo que implica contar con los estudios de mecánica de suelos y topográficos que indiquen la estabilidad geotécnica, la planimetría del terreno, si se satisfacen los requerimientos de extensión del terreno y, en especial, las medidas que se adoptarán para evitar las inundaciones. Asimismo deberá considerar el desarrollo de todos los estudios técnicos, como estudios hidrológicos, aeronáuticos, de cuidado y protección al medio ambiente y todos los necesarios para garantizar que se cuenta con las condiciones técnicas factibles para el desarrollo y operación del proyecto.


    Otro elemento que no se tomó en cuenta y que sin duda se soslayó intencionalmente fue la opinión de los habitantes de la Ciudad de México sobre qué hacer con los terrenos del actual aeropuerto, en caso de que se construyera el NAICM y se liberaran las 710 hectáreas de terrenos que ocupa esa instalación.


    De conformidad con el estudio “Para la Opinión de la Ciudad. Documento para la discusión de los ciudadanos. Primera entrega. ¿Qué hacer si el aeropuerto se va de la Ciudad? Una oportunidad para pensar nuestro futuro CDMX”, realizado por el Gobierno de la Ciudad de México en 2016, la gran mayoría los capitalinos deseaban, para el destino en el uso de esos terrenos, en orden de preferencia:


    1. Una ciudad universitaria: 86%


    2. Una reserva ecológica/bosque natural: 86%


    3. Un centro médico de vanguardia: 84%


    4. Una ciudad deportiva: 79%


    5. Un centro cultural: 77%


    Como es evidente, esto se contraponía con la idea e intención de los impulsores del NAICM, que tenían proyectado un importante y jugoso desarrollo inmobiliario para crear ahí un “nuevo Santa Fe”.


    Continúo con la narración del documento presentado el 26 de abril de 2019:


    El proyecto arquitectónico para el NAICM fue convocado por ASA, mediante una invitación a ocho despachos de arquitectos nacionales e internacionales. Y a pesar de requerir propuestas económicas, se planteó como investigación de mercado y no como licitación ni como concurso por invitación, como lo ordena la ley. Se contrató por adjudicación directa a los arquitectos Norman Foster y Fernando Romero por 1 841 millones de pesos, y después de modificar el convenio en cuatro ocasiones se pactó un 46% más, 2 692 millones de pesos.


    De la misma manera, por adjudicación directa se contrató a la empresa estadounidense Parsons como Gerente de Proyecto por 2 362 millones de pesos, con vigencia hasta el 8 de octubre de 2020, este convenio también sufrió dos modificaciones y se incrementó 14%, a 2 692 millones de pesos. Durante el desarrollo se firmaron 692 contratos, de los cuales 523 (76%) fueron por asignación directa, cuyo monto ascendió a más de 22 000 millones de pesos, esto fue hasta el 27 de diciembre de 2018, cuando el proyecto fue cancelado. Del resto de los contratos, 90 (13%) fueron mediante invitación y 79 (11%) mediante licitación. Las leyes de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de Adquisiciones y de Obras Públicas fueron violentadas.


    Desde 2015 y hasta la fecha el GACM tiene abiertos 198 procesos de fiscalización de diversa índole por parte de las autoridades competentes, en las que se analiza una probable comisión de daño patrimonial por más de 6 000 millones de pesos. La información necesaria sobre los temas aquí tratados se está procesando para dar vista a la Secretaría de la Función Pública.


    En este caso también aclaro que los números al final de mi gestión como secretario de Comunicaciones y Transportes, que se dio 15 meses después de rendir públicamente este informe, se incrementaron a una cifra que se consigna más adelante.


    Parsons, que fungía como Gerente de Proyecto, entabló dos demandas ante la Cámara de Comercio Internacional por más de 1 500 millones de pesos; esto se informó en la sesión del Consejo de Administración del GACM del 30 de octubre de 2018. Pero al equipo de transición sólo se le informó de una demanda por parte de Parsons por 350 millones de pesos (por variación cambiaria peso-dólar), sin hacer mención del segundo procedimiento más oneroso, el del 26 de junio de 2018. La demanda fue posterior a un convenio de modificación firmado el 13 de diciembre de 2017 en el que el GACM cambia la jurisdicción de controversias a Arbitraje Internacional según el Reglamento de la Cámara de Comercio Internacional y no por lo dispuesto por la Ley de Obras Públicas, establecido originalmente. La modificación previa a la demanda debe de ser aclarada.


    Resulta absolutamente inexplicable e inaceptable que el GACM haya convenido una modificación al contrato con Parsons para trasladar las posibles controversias contractuales de tribunales nacionales a arbitraje ante la Cámara de Comercio Internacional de un contrato firmado tres años antes, con una gran desventaja para la nación, y cuando ya seguramente se sabía que habría una controversia a ventilar entre las partes. Aquí, como en diversas decisiones discrecionales del GACM, la suspicacia de nuestra parte no podía ser sino obligatoria.


    Las demandas que Parsons llevó a tribunales de arbitraje internacional se dieron en mayo y junio de 2018, respectivamente, cinco y seis meses después de la modificación de la cláusula aceptada por el GACM.


    A este respecto, cabe aclarar que el contrato base de Parsons tuvo un monto de 2 361 994 326.38 pesos, y posteriormente hubo cinco convenios modificatorios que elevaron el monto final a 4 903 566 848.67. Obviamente, los cuatro convenios modificatorios que incrementaron el monto del contrato con Parsons 107% fueron negociados entre las partes directa y discrecionalmente.


    Como se puede deducir de lo relatado, los asesores de Parsons y los funcionarios del gobierno responsables del NAICM eran un mismo grupo; eran, podría decirse, “uno y lo mismo”.


    En el documento que el Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México produjo en octubre de 2018, como “Memoria Documental”, sobre el cuarto convenio modificatorio, sin ninguna otra explicación, se dice lo siguiente: “El convenio modificatorio número 4 —entre el GACM y Parsons— no tiene monto asociado, ni programa alguno de actividades, ya que su celebración (la del convenio) fue únicamente el cambio de una cláusula para la sede de los arbitrajes”.


    En el mismo documento, sobre la “Gerencia de Proyectos” se señala —valga la interesante aclaración—: “El papel de Parsons en el proyecto del NAICM comenzó de lleno en marzo de 2014. Esto fue siete meses antes de la ejecución del contrato con ASA y dos meses antes de recibir la notificación por correo electrónico de que Parsons fue seleccionado para las negociaciones del contrato”.


    



JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL DEL GRUPO CONSTRUCTORA TERMINAL DEL VALLE DE MÉXICO, S. A. DE C. V., CONTRA EL GRUPO AEROPORTUARIO DE LA CIUDAD DE MÉXICO


    VOY El consorcio creado para la construcción del edificio terminal entabló el juicio contencioso administrativo el 25 de octubre ya mencionado en contra del GACM por el incumplimiento en la entrega del proyecto ejecutivo con ingeniería de detalle. En la demanda se señalaron nueve notificaciones al GACM entre agosto de 2017 y mayo de 2018, acerca de la imposibilidad de cumplir con la ejecución del programa “por causas no imputables al contratista”.


    Tal vez la justificación a esta injustificable falla la hayan querido plantear en la misma “Memoria Documental”, cuando argumentan, sobre el Edificio Terminal, “las enormes complicaciones del mismo y la serie de modificaciones que se daban”, concluyendo: “Por lo anterior se decidió emitir el dictamen técnico de la Residencia que justifica el carácter de ‘obra de gran complejidad de la construcción del edificio terminal’ y que se cuenta con un avance en el desarrollo del proyecto ejecutivo, que permitirá a los licitantes preparar una proposición solvente y ejecutar los trabajos hasta su conclusión en forma ininterrumpida”.


    Juicio Contencioso Administrativo Federal

    


    25 de octubre de 2018


    Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Administrativa


    Actor: Constructora Terminal del Valle de México, S.A. de C.V. (CTVM)


    Demandado: Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, S.A. de C.V. (GACM)


    CTVM demanda al GACM por el incumplimiento en la entrega del Proyecto Ejecutivo con Ingeniería de Detalle al 100% Aprobado para Construcción, compatible con un Nivel de Desarrollo LOD 350.


    En la demanda se refieren nueve notificaciones de imposibilidad de cumplir con el “PROGRAMA GENERAL DE EJECUCIÓN CONFORME AL CATÁLOGO DE CONCEPTOS” por causas no imputables al contratista. La primera notificación fue realizada el 10 de agosto de 2017, la última el 8 de mayo de 2018.


    Se mencionan las siguientes incidencias:


    1) Falta de Ingeniería de Detalle terminada al 100% y “Aprobada para Construcción”.


    2) Entrega de diversas actualizaciones y versiones de Proyecto Ejecutivo.


    3) Modificación y Entrega de Nuevas ESPECIFICACIONES.


    4) Emisión de Solicitudes de Información (Sdl’s) por Ingeniería No Prevista.


    5) No entrega en tiempo y forma del Modelo BIM (Building Information Modeling).


    El motivo de este juicio es una prueba fehaciente de la irresponsable administración de un proyecto de la magnitud del NAICM y de la falta de planeación. Se trata del contrato más grande del proyecto —84 000 millones de pesos—, que, como señalan los contratistas en “las incidencias”, no contaba con la ingeniería de detalle y tenía diversas modificaciones no previstas en especificaciones y versiones del proyecto, 20 meses después de firmado el contrato.


    Así había multitud de temas, como el que surgió en la plática con el ingeniero Slim, sobre las bandas de manejo de equipaje que relaté anteriormente.


    En la “Memoria Documental” entregada por los anteriores directivos del GACM en octubre de 2018, que “corresponde al periodo comprendido del 9 de octubre de 2014 para la Gerencia de Proyectos, 1º de diciembre para el Arquitecto Maestro y 9 de febrero para el Ingeniero Civil Maestro, sin embargo, para los tres el corte general que abarca esta memoria documental es hasta al 31 de julio de 2018”, informan sobre múltiples estudios contratados, todos en 2018, para el diseño o la modificación de distintos elementos de la construcción —prácticamente todos ellos elementos críticos—, que “se encuentran en proceso de ejecución por parte del ICM”.


    Por ejemplo, con respecto al Sistema de Manejo de Equipaje, señalan, después de explicar la complejidad del mismo y las diversas modificaciones del edificio terminal que lo impactan, que “será evaluado tras la recepción del 30% del diseño que será entregado por CTVM en diciembre de 2018”.


    Todo esto, como es fácil de entender, impactaba negativamente en los tiempos de construcción de una obra y desde luego en el costo, asuntos delicados siempre, pero gravísimos cuando se trata de una obra de la dimensión del NAICM y cuando los recursos —de enorme magnitud— que se emplean son públicos, es decir, del pueblo. La ineficiencia y la irresponsabilidad son elementos fundamentales de la corrupción.


    Estas aclaraciones las considero particularmente pertinentes, ya que sigue habiendo, en la fecha que esto escribo —20 de junio de 2021— distinguidos escritores de opinión y analistas que se consideran muy bien informados, como Carlos Elizondo Mayer-Serra, que habla del proyecto del NAICM como un “un aeropuerto muy avanzado en su construcción —ya he demostrado que llevaba el 20%— y que estaba razonablemente bien planeado”.


    Retomo la narración del documento presentado el 26 de abril de 2019:


    Algo nunca visto en la vida pública de nuestro país: cerca de 400 documentos técnicos y análisis de expertos sobre el NAICM se pusieron a disposición de toda la población y grupos interesados y se organizaron foros de debate. Con esta documentación y la respuesta de la consulta ciudadana, el siguiente desafío era resolver las dificultades que ocasionaría la cancelación del nuevo aeropuerto: cumplir con los compromisos establecidos, atender demandas y controversias contractuales, financieras, sociales y ecológicas; reparar en lo posible el daño causado a las comunidades próximas al nuevo aeropuerto, terminar con apego a la Ley de Obras Públicas las obras en proceso y definir su uso, así como renegociar con los tenedores de bonos, inversionistas y financieros de la fibra E.


    También debe haber una rendición de cuentas, cuáles son las responsabilidades de los promotores y ejecutores del proyecto, de los administradores y de los que fueron omisos en la definición de los estudios adecuados y también a quienes aprobaron las acciones y formas para “blindarlo”.


    Para cancelar el megaproyecto, la actual administración inició desde el primer día una estrategia: respetando el Estado de derecho, con honestidad y austeridad, y con la convergencia de los sectores público y privado se detonará el crecimiento de empleos, el desarrollo regional sustentable y el aprovechamiento de la infraestructura instalada. El 2 de diciembre de 2018 se nombró al nuevo director general del GACM y junto con la SHCP ofrecieron la recompra de los bonos por 1 800 millones de dólares; también se le pidió al director que evaluara el estado del proyecto con base en el Plan Estratégico Institucional. El 19 de diciembre se anunció el consentimiento de los tenedores de bonos para modificar las condiciones de los créditos; se acordó la recompra pagando los intereses pactados originalmente y con ello reducir el monto de intereses a pagar, permitiendo al GACM reorientar su actividad hacia el beneficio del país.


    Se modificaron convenios y acuerdos previos, compromisos de pago de intereses y recompra anual de 200 millones de dólares de los bonos garantizados por la TUA. El pago total de la deuda será a 19 años, luego de desvincular el proyecto del nuevo aeropuerto como fuente de pago futuro.


    El 27 de diciembre de 2018 la dirección del GACM inició la suspensión o terminación anticipada de los contratos, convenios, adquisiciones y operaciones relacionadas, una vez que encontró motivo suficiente para ello en los aspectos de planeación, presupuestación, fallas técnicas y hacendarias mencionadas. De los 692 contratos, hoy 578 ya están cerrados y pagados y los esfuerzos se están concentrando en cerrar los 114 restantes. El proceso se realiza con respeto al Estado de derecho.


    Cuando dejé el cargo de secretario de Comunicaciones y Transportes, el 23 de julio de 2020, los contratos ya cerrados y pagados correspondían a 98%, y hoy están todos cerrados, como se relata en el capítulo correspondiente.


    Cabe aclarar que en el proceso de conciliación y cierre anticipado de los contratos y consideración de los gastos no recuperables no hubo demandas ni exigencia de indemnizaciones, ni penalizaciones contra el gobierno, ni manifestación de daños y perjuicios, como se pronosticaba cuando se debatía sobre la posible cancelación del proyecto del NAICM.


    La dirección general del Grupo Aeroportuario inició el proceso de amortización anticipada de la fibra E, concluyendo el 28 de febrero de 2019 con la liquidación a los tenedores el capital con rendimiento, y se aprobó la venta de acciones tipo P que este grupo retenía. Gracias a ello pudieron modificarse los estatutos sociales y tener nuevamente el esquema de entidad de participación estatal mayoritaria, sin se estar sujeta a vetos ni a limitaciones.


    Un gobierno con legitimidad abrumadora no puede ser timorato ni omiso; los paradigmas han cambiado, y frente a un proceso amañado e insensible, esta decisión tiende a mejorar las condiciones generales en beneficio de la sociedad. Ahora es el momento de impulsar un sistema metropolitano de aeropuertos garantizando la seguridad y conectividad eficiente de los usuarios. Con la decisión de cancelar el proyecto del NAICM se asumió un costo de 100 000 millones de pesos, de los cuales 60 000 millones ya están erogados y 40 000 millones son por gastos no recuperables; de acuerdo con los resultados de las negociaciones y el aprovechamiento de materiales y equipo debe resultar menor.


    Entre los gastos no recuperables se encuentran los costos financieros de los créditos de los bonos y la fibra E.


    Continuar con el proyecto del NAICM habría requerido una inversión de 400 000 millones de pesos para la primera etapa más la inversión obligada en el aeropuerto Benito Juárez para que funcionara entre seis y ocho años más. Además de las anomalías de diversa índole en todas las áreas que he relatado, del ocultamiento de información relevante y de irregularidades que pudieran derivar en responsabilidad por omisión y posibles actos de corrupción o daño patrimonial, de todo lo cual se dará vista a los órganos fiscalizadores competentes, reitero que el Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México en Texcoco nunca debió de haber sido aprobado y menos aún haberse iniciado.


    Como anécdota que ejemplifica dramáticamente todo un cúmulo de situaciones que se dieron durante la concepción y la puesta en marcha de las obras del NAICM, me permito relatar aquí lo siguiente:


    Al terminar mi exposición y fuera del texto y la presentación que había hecho ante la prensa, informé que en el contrato de la Gerencia del Proyecto aparecían como asesoras de Parsons, entre otras, las siguientes personas: Alfredo Elías Ayub, Felipe Ochoa Rosso, Aarón Dychter Poltolareky y Alfredo del Mazo González, este último con el encargo, según se estipula en el anexo correspondiente al contrato de la Gerencia del Proyecto, de “Consultoría sobre decisiones estratégicas sobre la póliza en todas las fases del proyecto. Consultoría sobre riesgos potenciales y oportunidades para contar / mitigar efectos adversos y/o incentivar el proyecto. Aconsejar sobre todas las negociaciones entre las agencias y las diversas instituciones públicas involucradas así como con las personas y organizaciones privadas para finalizar las obras a ser realizadas. Facilitar la comunicación y proceso de enlace con las agencias gubernamentales, incluyendo estados y municipios, así como organizaciones sociales. Consultoría sobre Acciones compensatorias para Participantes, incluyendo gobiernos estatales de México, Hidalgo y D.F.”


    La reacción del gobernador del Estado de México, hijo del licenciado del Mazo, no se hizo esperar. Al día siguiente de mi presentación, en una ceremonia en la Base Aérea Militar de Santa Lucía, me señaló que lo que yo había dicho no era cierto, que su padre “había renunciado a esa asesoría”, lo que inmediatamente después se le comunicó al presidente y le solicitó que esto se aclarara públicamente.


    El presidente López Obrador consideró conveniente atender su solicitud y al día siguiente, en la conferencia matutina, dijo lo que le había solicitado el gobernador del Mazo y agregó que “no teníamos por qué no creerle en lo que aseguraba”.


    Sin embargo, ratificando lo que yo señalé, copio, del anexo del contrato correspondiente, los anexos donde se asienta lo declarado por mí, y manifiesto que no encontramos —no existe— en la documentación de ASA ni del GACM, ni en ninguna de las cinco modificaciones que hubo del contrato de Parsons, constancia alguna de la renuncia a la que se refirió el gobernador.


    



CUADRO DE ASESORES DE PARSONS


    [image: img-262]


    Incorporo aquí estos documentos como testimonio, no con un afán controversial de justificación personal, sino para que quede constancia de las formas de organización político-administrativa, de las redes políticas y familiares que se usaron, no carentes de presuntos conflictos de interés, para llevar a buen puerto obras con inversiones extraordinarias que requerían un trabajo político estratégico e “intervenciones personales” que garantizaran los beneficios a que aspiraban, más allá de la solución de una necesidad nacional.


    Señalo también, para conocimiento, consideración e interpretación de los lectores, que esta presentación pública sobre las razones para la cancelación, no tuvo, nunca, réplica alguna de ningún funcionario de la pasada administración que haya tenido responsabilidad o intervención en el proyecto del NAICM.

  



    Irregularidades y presuntos actos de corrupción


    Aunque aquí vuelvo a insistir en que la decisión de cancelar este proyecto no tuvo como elemento de origen o consideración irregularidades y actos de corrupción, sino análisis técnicos de la obra, costos, financiamiento, impactos ambientales, regionales, sociales, esto no quiere decir que no los hubiera, ni que en el transcurso del análisis no encontráramos indicios de presuntos casos a denunciar.


    Independientemente de la irregularidad que significa la multitud de contratos por asignación directa que se otorgaron —76%—, lo que no se justificaba en la mayor parte de los casos, doy aquí a manera de ejemplo algunos datos sobre los que fueron del conocimiento de los órganos de control correspondientes y enuncio algunos ejemplos significativos, entre muchos que he mencionado en este texto y que dan una idea clara de la situación prevaleciente.


    Durante los ejercicios 2018, 2019 y 2020 se determinaron 124 observaciones correspondientes a auditorías realizadas por el Órgano Interno de Control (OIC) en materia Financiera, Administrativa y de Obra Pública, de las cuales 74 fueron atendidas en su momento y 35 turnadas al Área de Quejas. De estas últimas, se identificó la siguiente recurrencia: pagos improcedentes en 55% de los casos; irregularidades en retenciones y aplicación de penas convencionales 23%, e irregularidades en contratos y convenios 21 por ciento.


    En el periodo comprendido del 1° de enero de 2019 a finales de 2020 el Área de Quejas, Denuncias e Investigaciones del OIC en el GACM turnó 277 expedientes de investigación, los cuales tienen como origen auditorías practicadas por la SFP (UCAOP), la ASF y el propio OIC, así como denuncias presentadas por otras instancias. De éstas, en el mismo periodo de 2019 a 2020 se turnó un total de 31 procedimientos de responsabilidad administrativa al Área de Responsabilidades del OIC por presuntas faltas administrativas cometidas por servidores públicos y particulares.


    Para el mismo periodo, en el Área de Responsabilidades del OIC se reportaron 54 expedientes de responsabilidad administrativa en proceso de análisis para resolución; asimismo, durante ese periodo el OIC sancionó o inhabilitó a 15 servidores públicos y 11 empresas particulares vinculadas en contrataciones con el GACM.


    El universo de contrataciones del NAICM de enero de 2014 a septiembre de 2020 es de 692, de las cuales 70.25% corresponde a adjudicaciones directas, entre las que destacan, por su importe, las que se mencionan en el cuadro 14.


    CUADRO 14. Principales adjudicaciones directas


    
      
        
          	
            Servicio contratado

          

          	
            Monto original

          
        


        
          	
            Gerencia del proyecto para atender la demanda de servicios aeroportuarios del centro del país

          

          	
            2 361 994 326.38

          
        


        
          	
            Servicios de diseño y arquitectura de proyectos ejecutivos que permitan la construcción de NAICM, así como el acompañamiento arquitectónico

          

          	
            1 841 753 116.00

          
        


        
          	
            Servicios especializados en el suministro de personal técnico y administrativo

          

          	
            625 917 655.58

          
        

      
    


    Hago la aclaración de que las cifras indicadas en el cuadro 14 son los montos originales de los contratos; sin embargo tuvieron modificaciones en negociaciones también directas, que los incrementaron en más de 100 por ciento.


    Se denunciaron, para que se iniciara un procedimiento de investigación, por lo menos tres casos relacionados con las empresas Parsons y Ferrovalle.


    El caso particular del contrato con Parsons por:


    1. Procedimiento de adjudicación directa del contrato (inconsistencias en el procedimiento de adjudicación directa del contrato).


    2. Formalización del Cuarto Convenio Modificatorio del Contrato (se consideró que no existía fundamento legal o material para modificar la cláusula trigésima novena: Arbitraje Internacional del Contrato).


    El caso de Ferrocarril Terminal del Valle de México, S. A. de C. V., por lo siguiente:


    1. Inconsistencias entre la información puesta a consideración del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del GACM para justificar la excepción al procedimiento de licitación pública y el Contrato de Servicios 2016 celebrado con Ferrovalle mediante adjudicación directa.


    2. Se considera que no existe fundamento jurídico para la ejecución del proyecto de Ferrovalle.


    3. La constitución de la nueva sociedad y aportación de recursos públicos del GACM al capital social de dicha nueva sociedad para efectos de materializar la coinversión con Ferrovalle constituyen un acto patrimonial del GACM y se realiza el desvío de recursos públicos.


    4. Simulación en la celebración de actos jurídicos para apropiarse de los recursos aportados por el GACM a la ASF.


    Dentro del espectro de estas presuntas irregularidades, hay casos particularmente sensibles que ratifican la discrecionalidad con la que se manejaron los asuntos en el proyecto del NAICM, por ejemplo: la contratación de la fibra E y los pagos que se hicieron al agente que realizó la emisión.


    Fibra E:


    1. El Consejo de Administración del GACM aprueba la ejecución del esquema de financiamiento relativo a la consecución de la fibra E NAICM (dicho consejo no contaba con la facultad para recomendar al GACM la emisión de acciones con derechos corporativos y económicos especiales diferentes a aquellos del gobierno federal).


    2. El titular de la SCT y el director general de ASA instruyen el voto de las acciones representativas del capital social del GACM con el objeto de aprobar la emisión y eventual suscripción de las acciones serie P por parte de la fibra E NAICM, mediante la aprobación de un aumento de capital y la reforma integral de los estatutos sociales del GACM (se consideró que dicha acción violentó el principio de legalidad, específicamente respecto al ejercicio de la facultad conferida al titular de la SCT).


    3. La Asamblea General Extraordinaria y Ordinaria de Accionistas del GACM aprueba la emisión y eventual suscripción de las acciones serie P por parte de la fibra E NAICM a través de la aprobación de un aumento de capital y la reforma integral de estatutos sociales del GACM (se compromete con dicho acto al gobierno federal a la consecución de diversos actos jurídicos, entre los cuales se destacan 1) Emisión y suscripción de las acciones serie P por la fibra E NAICM, 2) Reformas estatutarias – Derechos de veto otorgados a los titulares de las acciones serie P, 3) Reformas estatutarias – Otros aspectos del gobierno corporativo).


    4. Enajenación de las acciones serie P y emisión de los certificados por la fibra E NAICM, obteniendo por parte de los inversionistas un monto inicial invertido de 30 000 000 000 de pesos (el director corporativo de Finanzas del GACM, sin fundamento jurídico y en contravención a la Ley Federal de Entidades Paraestatales, celebró, en representación del GACM, el contrato de fideicomiso de la fibra E NAICM y el contrato de administración correspondiente).


    5. Pago de 692 921 835.21 pesos por concepto de gastos de emisión, así como el pago de gastos de adicionales de emisión de los CBFEs revelados en el prospecto por la cantidad de 212 060 000 pesos (no existe evidencia de fundamento jurídico o seguimiento de los procedimientos establecidos en la ley para efectuar el pago de servicios o “gastos adicionales de la emisión” relacionados con la emisión de las acciones serie P).


    Y así, una buena cantidad cuyo detalle no corresponde al objetivo de este libro, pero que vale la pena tan sólo enunciar:


    • Ocultamiento de la información sobre las condiciones de la fibra E.


    • Contratación innecesaria de la fibra E y sus condiciones.


    • Cambio de tribunal de arbitraje y la demanda de Parsons.


    • Falta de actualización de las modificaciones de costos y proyecto que hubieran justificado la cancelación.


    • Inexistencia de proyectos ejecutivos para la contratación de obras.


    • Contratos excesivos en magnitud.


    • Recursos transferidos a la Sedena, fuera del control del GACM.


    Dentro de los contratos que califico de excesivos en magnitud, me permito exponer como ejemplo, los siguientes.


    



EL TAMAÑO Y COSTO DE LAS PISTAS


    La construcción de las pistas del NAICM presentó severos problemas que obligaron a estudios profundos del subsuelo en que se construirían y a la investigación de distintos sistemas constructivos para buscar la mejor solución. Un excelente ejercicio de ingeniería en el que se vieron involucrados varios de los mejores ingenieros mexicanos y algunos extranjeros.


    Se plantearon distintos sistemas y se tomó la decisión de realizar pruebas piloto de los mismos en la zona del antiguo lago de Texcoco, por lo que se concluyó que el más adecuado era el sistema de “precarga”, consistente en excavar el área de la pista y rellenarla con una capa de tezontle, para que ésta fuera hundiendo aceleradamente y consolidando el material base, hasta hacerse consistente, momento en el cual se pondría una capa de basalto para ayudar a la precarga, antes de la pavimentación de la pista.


    El sistema de precarga requirió más de una capa de tezontle como en principio se había considerado —con los costos económicos y ecológicos asociados—, y un tiempo de espera muy superior al previsto —que igualmente afecta los costos—, lo que significó una enorme inversión, que confirma el planteamiento crítico del costo adicional de una construcción de esa magnitud en un terreno particularmente inapropiado. La solución ingenieril es válida, pero no es válido gastar irresponsablemente el dinero público sólo porque ya estaba decidida la construcción en ese sitio y en ninguno otro.


    Costo de las pistas


    Veamos la comparación del costo real, no el estimado, en este ejemplo.


    Las tres pistas de la fase 1 del NAICM, de concreto asfáltico, tenían un costo de 8 992 millones de pesos la 3; 8 689 millones de pesos la 2, y 6 210 millones de pesos la 6, según los contratos firmados, es decir 23 891 millones de pesos. De acuerdo con las áreas de construcción involucradas, estos montos equivalen a un costo unitario de 21 969 pesos por metro cuadrado.


    La construcción de las pistas en Santa Lucía, en un subsuelo que, contrariamente a lo que se decía, no es crítico como el de Texcoco, ha tenido un costo de 2 887.90 pesos por metro cuadrado, incluyendo pavimentos con concreto hidráulico, señalización horizontal y vertical y sistema de iluminación, o sea, paradójicamente, siete veces menos que las de concreto asfáltico del NAICM, que no podían hacerse de concreto hidráulico por los movimientos diferenciales que tiene el terreno del antiguo lago.


    El tamaño de las pistas


    No conformes con el alto costo de esa construcción debido a las condiciones del subsuelo, se decidió hacer pistas de magnitudes exageradas, mucho más allá de las dimensiones reglamentarias. Lo explico enseguida.


    De conformidad con las normas internacionales, aprobadas por la OACI, las pistas para recibir los más pesados y grandes aviones comerciales y de carga existentes, pudiendo haber sido de cuatro kilómetros de longitud y de 45 m de ancho, se proyectaron para el NAICM de 4.5 km una y de cinco kilómetros de longitud las otras dos, y de 60 m de ancho más 15 m de márgenes las tres.


    En términos constructivos, las tres pistas con medidas reglamentarias habrían ocupado un área de 540 000 m2, pero para el NAICM se contrataron 1 087 500 m2, es decir, “un pequeño” 100% más de área construida innecesariamente y cuyo monto en exceso, con el enorme costo del sistema utilizado para la construcción en Texcoco, se elevaba a 11 945.5 millones de pesos.


    “El pequeño exceso”, no dejaba de ser un atractivo negocio, cuando menos —no siendo “sospechosistas” y dando el beneficio de la duda—, para las constructoras seleccionadas.


    Los contratos, como lo indicó la OCDE, fueron adjudicados a las empresas que dieron “las mejores condiciones”, “con absoluta transparencia y las mejores prácticas internacionales”. Éste es un ejemplo de los contratos, supuestamente bien hechos, siguiendo “las mejores prácticas”, pero que esconden, en las bases de licitación, inaceptablemente, corrupción. El pago era con cargo a los ciudadanos.


    Los cálculos anteriores no toman en cuenta, además, que en el NAICM se pagaron en total, al cierre de los contratos de las pistas, las cifras que se mencionan en el cuadro 15.


    CUADRO 15. Avance de la inversión en las pistas


    
      
        
          	
            Pista

          

          	
            Contratado

          

          	
            Erogado

          

          	
            Estatus

          
        


        
          	
            Millones de pesos

          

          	
            Porcentaje

          
        

      

      
        
          	
            2

          

          	
            8 689

          

          	
            8 750

          

          	
            101

          

          	
            Acta de suspensión

          
        


        
          	
            3

          

          	
            8 992

          

          	
            8 689

          

          	
            97

          

          	
            Acta de suspensión

          
        


        
          	
            6

          

          	
            6 210

          

          	
            2 196

          

          	
            -35

          

          	
            Notificación de terminación

          
        

      
    


    Esto, sin que se hubiera terminado la construcción de ninguna de ellas; en dos (la 2 y la 3) solamente se concluyó el proceso de precarga, necesario en Texcoco por las características adversas del subsuelo, faltando la pavimentación, y en la 6 sólo se inició la limpieza del sitio. Se puede inferir fácilmente que el costo real de las tres pistas habría excedido considerablemente los 23 891 millones de pesos originalmente contratados. La última estimación para las tres pistas en Texcoco era de 31 448.70 millones de pesos.


    Y como he repetido que decía el ingeniero Quintana: “Casi cualquier problema técnico de ingeniería puede tener una solución, pero el enorme costo de la perfección técnica necesaria, a menudo no es justificable”, como era el caso en el NAICM.


    El ingeniero, y muy particularmente el funcionario público, debe ser, primero, un ser sensible al dolor de la pobreza, a la importancia de hablar permanentemente con la naturaleza, y tener conciencia de la inaceptable depredación que produce la corrupción, y luego un maestro de la tecnología esmeradamente cuidadoso de los recursos nacionales que administra; de lo contrario, si las herramientas de la ciencia y la técnica se manejan fríamente, aparece “el aprendiz de brujo” que experimenta con la inteligencia artificial de un inmenso y creciente poder tecnológico sobre el destino de la sociedad, y es, como tantas veces, como ha dicho Maurice Rollier, “el elefante en la tienda de porcelanas que altera la topografía, modifica el clima, cambia la ecología con el influjo mágico de su técnica pura y arrogante, como el niño que recorta una figura de una tela del Rembrandt, sólo porque sabe usar tijeras”.


    Me salgo un momento del tema del NAICM, para demostrar que estas prácticas, no precisamente “las mejores”, eran comunes en la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. En el tren interurbano Toluca-Ciudad de México, cuyo costo original se triplicó, se adquirieron —cito sólo este ejemplo— 30 trenes de altas especificaciones y por ende de alto precio, cuando sólo se requerían 14, y se instaló un Centro de Control para trenes de alta velocidad, cuando el Toluca-México no lo es, con un valor, desde luego, muy superior al del Centro de Control requerido. ¡Buenos negocios!, todo esto a partir de licitaciones planteadas con “las mejores prácticas internacionales”, siguiendo cabalmente los procedimientos, aunque desentendiéndose de la ética más elemental y sin el menor escrúpulo para gastar el dinero del pueblo.


    



LA BARDA PERIMETRAL Y LA PISTA 6 PARA OPERACIONES MILITARES


    Se tomó la decisión de que la barda perimetral del nuevo aeropuerto y la “pista militar” fueran construidas por la Secretaría de la Defensa Nacional, a partir de un convenio marco de colaboración existente entre la SCT y la Sedena.


    Para tal objeto, se transfirieron recursos del fideicomiso del NAICM a la Sedena por la cantidad de 11 487 455 186.63 pesos, por los siguientes conceptos:


    1) Por convenio por asignación directa para la “CONSTRUCCIÓN DE PROYECTO INTEGRAL DE BARDA Y CAMINO PERIMETRAL, ALUMBRADO, SERVICIOS INDUCIDOS Y CASETAS DE ACCESO PARA EL NAICM” por 1 547 417 835.83 pesos, el 18 de febrero de 2015.


    2) Se hizo una primera modificación al convenio el 10 de diciembre de 2015, sin incremento de la asignación presupuestal, sólo para modificar el plazo de terminación de la primera etapa.


    3) Se suscribió un segundo convenio modificatorio el 8 de junio de 2016, sin incremento del costo, para modificar la longitud de la cuarta etapa.


    )4 Se firmó un tercer convenio modificatorio el 11 de julio de 2016, que incrementó el monto en 433 558 712.95 pesos.


    5) Se acordó un cuarto convenio modificatorio con un incremento al monto de 950 000 000 de pesos el 7 de octubre de 2016.


    La suma de estos convenios y sus modificaciones fue el costo de la barda perimetral del NAICM.


    6) Se suscribió un nuevo convenio por adjudicación directa, para “LIMPIEZA, NIVELACIÓN E INSTRUMENTACIÓN GEOTÉCNICA PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL SISTEMA DE PRECARGA DE LA PISTA 6 Y CALLES DE RODAJE DEL NAICM” el 13 de julio de 2017 por 2 346 287 623.43 pesos.


    7) El 6 de agosto de 2018 se hizo un primer modificatorio al convenio anterior sin incrementar el monto, por trabajos adicionales al contrato.


    8) Finalmente, el 9 de agosto de 2018, ya siendo presidente electo López Obrador, se hizo un nuevo convenio por asignación directa por 6 210 191 014.42 pesos —del que en ese momento no nos enteramos— para la “CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA DE PRECARGA, INFRAESTRUCTURA, ESTRUCTURA DE PAVIMENTOS Y OBRA CIVIL DE AYUDAS VISUALES Y PARA LA NAVEGACIÓN DE LA PISTA 6 Y CALLES DE RODAJE DEL NAICM”.


    En relación con las auditorías practicadas por la ASF al GACM respecto al proyecto del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México en Texcoco, en particular a los trabajos que fueron ejecutados por la Sedena, sobre cuyo ejercicio la SCT no tuvo injerencia, la Subdirección Jurídica de la Dirección Corporativa Jurídica del GACM tiene la información que se muestra en el cuadro 16.


    CUADRO 16. Auditoría Sedena-ASF


    
      
        
          	
            Año de cuenta pública

          

          	
            Número de auditoría

          

          	
            Título de auditoría

          

          	
            Número de acciones

          

          	
            Estado del trámite

          
        


        
          	
            2018

          

          	
            418

          

          	
            Pista 6

          

          	
            5 pliegos de observaciones (PO) 4 PRAS

          

          	
            La ASF determinó la no solventación de los 5 PO

          
        


        
          	
            2017

          

          	
            380

          

          	
            Barda perimetral

          

          	
            9 pliegos de observaciones 2 recomendaciones 1 PRAS

          

          	
            La ASF determinó la no solventación de los 9 PO (en 2 casos se fincó responsabilidad)

          
        


        
          	
            2017

          

          	
            388

          

          	
            Pista 6

          

          	
            1 pliego de observaciones

          

          	
            La ASF determinó la no solventación del único PO (se fincó responsabilidad)

          
        

      
    


    Del ejercicio de los recursos que se transfirieron a la Sedena, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes no tiene más información que los convenios suscritos. Aparentemente, la Sedena subcontrató las obras a través de asignaciones directas.

  


  
    Conclusiones


    Independientemente de que la consulta ciudadana —convocada por el presidente electo en octubre de 2018— llevara a que la decisión para la solución de la saturación del aeropuerto Benito Juárez fuera la de ir por un sistema aeroportuario que considerara la continuación de la operación del Aeropuerto Internacional Benito Juárez de la Ciudad de México, la mejor utilización del Aeropuerto Internacional de Toluca y la construcción de dos pistas en la Base Aérea Militar de Santa Lucía, el resultado de los análisis del grupo técnico del gobierno entrante coincidía en la conveniencia de cancelar las obras del NAICM, pues además de los múltiples problemas técnicos y de diversa índole que provocaba, como he expuesto en este libro, no se sabía ni cuándo se podría concluir la obra proyectada, ni cuánto costaría en realidad, ya que los problemas pendientes provocaban una incertidumbre enorme en cuanto a los costos y a una probable fecha de terminación de las obras.


    A esto se agregaba la cuestión relativa a la transición de las operaciones del aeropuerto actual al NAICM, que debía ser total, integral, en el mismo momento de iniciarlas, por la imposibilidad de operar simultáneamente en los dos aeropuertos, un procedimiento complejísimo y de alto riesgo, y desde luego importante por los impactos que el NAICM provocaría fuera del perímetro del propio aeropuerto en toda la zona de influencia que se extendía en el Valle de México, como se ha explicado.


    En suma, la decisión tomada evitó una serie de problemas que no se limitaban a los del aeropuerto en sí y a su altísimo costo, tanto de construcción como de operación y mantenimiento, ya suficientemente delicados, sino que iban mucho más allá y afectarían sobremanera a la población aledaña del Valle de México y a la capital.


    Cada uno de los especialistas en los diferentes aspectos analizados señalaba que los suyos eran los de mayor trascendencia, y por eso el enfoque multidisciplinario, el balance ponderado de todo el conjunto, era el único válido para la conclusión final del dictamen.


    Se trató, así, de una decisión multidisciplinaria integral (colegiada) en el sentido de que varias áreas de competencia, todas interdependientes —la técnica, la social, la política, la económica, la financiera, la del cuidado al medio ambiente, la del desarrollo urbano y la de las comunicaciones y el transporte—, convergen en ella.


    Sin embargo, los problemas ecológicos eran sin lugar a dudas delicadísimos y de la más alta consideración, por sus efectos sobre la salud y por su condición de irreversibilidad, ampliamente explicados en este texto y en particular los relativos al tema hídrico, tanto los referidos a la contención de inundaciones como los de agotamiento y contaminación de los mantos acuíferos, cuya recarga se dificultaba con las instalaciones aeroportuarias y la creciente insuficiencia de agua para atender las necesidades de la población, que se acentuarían con el incremento que produciría la existencia de un aeropuerto de la magnitud del que se construía, tema vital para el futuro de la Ciudad de México y la zona conurbada.


    Estos asuntos, que antes de la decisión de iniciar el proyecto del NAICM fueron planteados extensamente y con claridad por diferentes personas y organizaciones y debieron ser suficientes para desechar el proyecto, tuvieron una alta prioridad en el análisis que llevamos a cabo.


    No eran, sin embargo, los únicos que habrían justificado el rechazo a la planificación. El terreno elegido y el costo del “magno” proyecto y su financiamiento, por sí solos, debieron ser suficientes para no aprobarlo, pero el conjunto y su incierto desarrollo, su retraso, el incremento de los costos y la incertidumbre del costo total de la inversión y del mantenimiento, la fecha de su terminación y los impactos negativos sobre la población, llevaron a la conclusión de que la mejor solución era cancelarlo, a pesar de la magnitud de los recursos ya erogados, habida cuenta de que había otras opciones menos costosas, más rápidas y mucho menos críticas para resolver el problema de origen: la saturación del aeropuerto actual y el incremento futuro de la demanda del sector aeronáutico.


    En resumen, las consideraciones fundamentales para la decisión final de la cancelación, que he tratado de explicar con detalle en el recorrido de este libro, fueron:


    • El proyecto original registrado ante la SHCP en 2014 consideraba una inversión de 169 000 millones de pesos a precios de 2014 o 195 000 millones a precios de 2018 para las dos fases del proyecto, mientras que para el proyecto actual, sólo para la primera fase, se estimaba, con gran incertidumbre, una inversión del orden de 300 000 millones de pesos.


    • Se consideraba financiar 42% con recursos fiscales y 58% con deuda.


    • Se estimaba una inversión adicional de 9.4 mil millones de dólares para la segunda etapa. En el momento de la decisión de cancelar, el presupuesto final era una incógnita.


    • El NAICM se inició en 2014 sin tener diseños detallados ni proyectos ejecutivos; sin contar con estudios de ingeniería de detalle, de impacto urbano, ambiental y social; de vías de comunicación y movilidad, tanto para trabajadores como para pasajeros. Esa situación continuaba en 2018, para todo eso y para muchos otros elementos críticos del proyecto.


    • Los gobiernos estatales y municipales de la Zona Metropolitana del Valle de México no fueron consultados sobre la construcción del NAICM.


    • No se consideraron las afectaciones que el aeropuerto traería a los municipios vecinos al polígono, los niveles de contaminación en la ya de por sí zona afectada, al medio ambiente, ni a los cerros vecinos de donde se extrajo y se seguiría extrayendo el tezontle para rellenar el lago de Texcoco y hacer ahí las pistas (sólo se había extraído material para dos y el proyecto consideraba seis); tampoco se consideró de forma adecuada la afectación ecológica al lago de Texcoco como regulador de las aguas a la Ciudad de México y se modificaba la vocación del lago Nabor Carrillo.


    • Las propuestas de transporte público para llegar al nuevo aeropuerto no pasaron de una etapa conceptual y aún no había proyectos para los detalles, ni desde luego recursos presupuestales para los mismos.


    • Las vialidades de acceso se consideraron para la primera versión del proyecto, es decir, no correspondían a su redimensionamiento, y menos aún al crecimiento futuro.


    • El NAICM era en efecto un proyecto “faraónico”, ostentoso, mientras las comunidades vecinas de un millón de habitantes y las adyacentes con cuatro millones de habitantes no tienen lo mínimo necesario y se encuentran por debajo de la línea de pobreza.


    • El proyecto del NAICM sólo consideró obras dentro del polígono y ninguna fuera del él (salvo una parte para el control hidráulico).


    • El desarrollo del proyecto llevaba un atraso importante (20% del avance), y tenía muchos problemas de diseño, de construcción, del entorno social, de daño al medio ambiente, de escasez de agua y de falta de infraestructura urbana, de vialidades y accesos.


    • El hecho de que en la fecha en la que originalmente se había considerado terminar la construcción (2018) llevara un avance de tan sólo 20%, y que en ese momento, cuando aún faltaba 80% por construir, el presupuesto se había elevado, con grandes incertidumbres, a 305 000 millones de pesos para una primera fase recortada y estuviera pendiente de obtenerse 30% de los recursos requeridos, era clara demostración de la ligereza con la que se hizo la planeación de esta megaobra y la frivolidad con la que se manejó el proyecto.


    • En términos realistas el proyecto del NAICM no habría estado concluido antes de 2024 y podría, muy probablemente, haberse retrasado varios años más.


    • Todo el sexenio 2018-2024 y quizá la mitad del siguiente, el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (AICM) debería dar servicio a la Zona Metropolitana de la Ciudad de México, independientemente de que siguiera o no el proyecto del nuevo aeropuerto.


    • Como consecuencia de los retrasos era obligatorio e ineludible reparar y modernizar el AICM y lograr que tuviera una capacidad suficiente para 48 o 50 millones de pasajeros anuales en forma segura, eficiente y oportuna, lo que es ciertamente factible y constituía ya parte fundamental de la opción del Sistema Aeroportuario Metropolitano.


    • El financiamiento originalmente planteado hubo de modificarse. Inició como un proyecto que usaría recursos fiscales (58%) y deuda (42%). Al crecer el tamaño del aeropuerto y su costo, se acudió, aparentemente sin autorización formal de la SHCP, a la emisión de bonos y deuda por 6 000 millones de dólares, que dio como garantía la TUA, y a una emisión de fibra E por 30 000 millones de pesos, lo cual concedió además derechos patrimoniales. Aun así faltaban por financiar cuando menos 88 000 millones de pesos para la fase uno, con el presupuesto hasta ese momento establecido.


    • Se conocía el Análisis Costo-Beneficio (ACB) registrado ante la Unidad de Inversiones de la SHCP sobre el proyecto original, pero se desconocía si se habían autorizado modificaciones. Las autoridades señalaban que la actualización del ACB “estaba en proceso”.


    • En el último Consejo de Administración del GACM del sexenio anterior, en octubre de 2018, la Dirección General presentó una propuesta de modificación, para actualización del ACB, seguramente en forma extemporánea y en el que se hablaba de los 88 000 millones de aportaciones adicionales necesarias del PEF.


    • El GACM es una empresa paraestatal, por lo que, en caso de haber hecho modificaciones al proyecto original sin la autorización formal de la SHCP, habrá incurrido en graves violaciones a la Ley de Responsabilidad Hacendaria y posiblemente daño patrimonial.


    • La decisión de continuar la obra del aeropuerto en el lago de Texcoco era contraria a la política de descentralización del gobierno entrante.


    • La opción de construir una primera fase de un aeropuerto en la Base Aérea Militar de Santa Lucía requería una inversión del orden de 100 000 millones de pesos, incluida la inversión pública en vialidades.


    • La viabilidad de operaciones simultáneas de la opción AICM-AISL, planteada por los técnicos de Seneam, fue confirmada por los estudios de la empresa NAVBLUE, que trabajan conjuntamente en la nueva arquitectura del espacio aéreo de la zona metropolitana para optimizar su utilización y resolver el problema de saturación de largo plazo, como quedó demostrado, contrariamente a lo que manifestó el gobierno anterior, basado en la opinión de la empresa MITRE.


    • La primera fase del Sistema Metropolitano de Aeropuertos tendría una capacidad similar a la que se pretendía tener con la primera fase del NAICM, en términos de pasajeros.


    • Se aprovecharían la infraestructura aeroportuaria existente en la zona metropolitana y la Base Aérea Militar de Santa Lucía.


    • La solución adoptada estará oportunamente en operación en este sexenio, y considerando los 110 000 millones de pesos no recuperables, erogados por la pasada administración en las obras canceladas, ahorrará un mínimo de 200 000 millones de pesos al erario federal —aunque el presidente ha señalado sólo 100 000 millones—, ya que el costo de la terminación de la primera fase del NAICM no hubiera sido menor a 400 000 millones de pesos, según estimación de quienes tuvimos la obligación de meternos a los detalles más finos del proyecto.


    Con estas consideraciones, reitero nuestra convicción de que el proyecto del NAICM nunca debió autorizarse y que, luego de hacerlo, durante el desarrollo del mismo y por las importantes variaciones que sufrió en tamaño, en costo y en tiempo de ejecución y por lo tanto en sus consecuencias desde el punto de vista de los obligados análisis costo-beneficio, que aparentemente no se realizaron como marcan las normas existentes, debió haberse suspendido oportunamente en diferentes etapas. El obstinarse en su ejecución ha tenido para el país el alto costo económico que se ha descrito en este libro.


    Los trabajos realizados desde que iniciamos nuestra participación en este delicado asunto, que fueron hechos del conocimiento público a medida que se obtenían resultados de los diversos trabajos realizados, fueron avalados en la consulta ciudadana —ciertamente la más amplia que en nuestro país se ha hecho de proyecto alguno—, con la que se inauguró una nueva forma de participación democrática, hecho fundamental para el futuro de México.


    Quienes participamos internamente en todo el proceso de debate, análisis, dictamen de las opciones a considerar; en la decisión de la solución adoptada y después en la delicada operación de la cancelación y el cierre de los contratos, sabemos que se tomó una decisión polémica y difícil, sí, pero conscientes de que se hizo sustentada en una cuidadosa y responsable consideración de todos los impactos que tenía y también en los efectos adicionales que se producirían, en todos los órdenes, de continuar con el proyecto.


    La responsabilidad la asumimos en plenitud, seguros de que no hubo, salvo los errores involuntarios a que toda persona está sujeta, omisión del análisis serio y profundo, simulación, autocomplacencia, autoengaño o soberbia; que se actuó siempre con los más altos valores de la ética y el máximo compromiso y entrega del servidor público y con una clara convicción del grave peligro de la improvisación, esa mágica virtud que tantas veces nos identifica y que ante el vértigo de la realidad y la responsabilidad social ha dejado de ser virtud y ha perdido su magia.

  


  
    Epílogo


    Sin tratar en forma alguna de establecer el menor paralelismo con nada, ni con nadie, termino este relato recordando lo que escribió Philippe Sollers en uno de los capítulos de su Elogio del infinito: “Su descubrimiento triunfal sobre la muerte, es que Proust (como Homero, Dante o Rimbaud) ha podido descender a los infiernos y regresar. Y sobre todo, contar. En detalle. Diciéndonos, toque final, que él va, por fin, a podernos contar todo lo que acaba de contarnos”.


    Ciudad de México, 29 de agosto de 2021


    JAVIER JIMÉNEZ ESPRIÚ

  


  
    Agradecimientos


    El 14 de noviembre de 2017 Andrés Manuel López Obrador me invitó a acompañarlo a la campaña presidencial para el sexenio 2018-2024, indicándome que un mes después informaría a la ciudadanía sobre las personas que lo acompañarían en su gabinete paritario, de triunfar en las elecciones del 1º de julio siguiente, y me solicitó hacerme cargo, de lograrlo, de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.


    En ese mismo momento, al aceptar su amable invitación, asumí, teniendo plena confianza en el triunfo en la contienda, que tendría bajo mi responsabilidad, entre muchos asuntos de gran importancia para el país, uno particularmente trascendente y delicado: la solución del problema de la saturación del Aeropuerto Internacional Benito Juárez de la Ciudad de México, que, por la decisión que había tomado el gobierno de Enrique Peña Nieto de construir un nuevo y magno aeropuerto en el antiguo lago de Texcoco, era ya tema de enorme polémica pública, en vista de que el candidato López Obrador se había expresado en múltiples ocasiones —desde su paso por el Gobierno de la Ciudad de México— en contra del sitio elegido y de la obra suntuaria que el NAICM significaba.


    El continuar la inmensa construcción ya iniciada o buscar otra solución era un asunto delicadísimo por la inversión que ya se había hecho en la obra, por la propaganda que sobre la misma se había llevado a cabo para construir una estrategia de persuasión social de su imperiosa necesidad y “la irreversibilidad del proyecto” y por los enormes intereses de muy diversa índole que en ella se jugaban.


    Consciente de que la decisión final —continuar con la obra o cancelarla para buscar otra opción— requería de un análisis multidisciplinario serio, de fondo, objetivo, transparente y profundamente ético, era necesario integrar un equipo de personas que cumplieran con las condiciones de conocimientos técnicos, honorabilidad indoblegable y además, muy importante, capacidades de liderazgo y carácter para manejar grupos de especialistas de muy diferentes áreas y características (profesionales de varias disciplinas: ingenieros, técnicos, urbanistas, ecologistas, administradores, financieros, juristas, con sensibilidad social y vocación de servicio), pensé de inmediato en dos personas que cumplen ampliamente con esas cualidades, a quienes conozco desde hace tiempo, ya que han sido, además de excelentes, prestigiados y reconocidos profesionales en su vida particular y pública, distinguidos alumnos en mis cátedras, mis eficientes colaboradores en el trabajo y también mis amigos leales en la vida: los maestros en ingeniería Carlos Alfonso Morán Moguel y José Gerardo Ferrando Bravo.


    Durante meses, casi todo 2018, trabajaron generosamente, sin remuneración alguna y sin regatear un solo instante a los esfuerzos solicitados, lo mismo que lo hicieron todos aquellos a quienes invitamos a trabajar con nosotros. La convicción de todos, de que luchábamos por una causa justa en beneficio de la nación y para cambiar el derrotero que había hundido a la patria en un pantano de corrupción y cinismo sin salida aparente, fue siempre un estímulo sin paralelo.


    Luego del trabajo de la campaña y la transición de la administración pública, el presidente de México los designó subsecretario de Comunicaciones y Transportes y director general del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, respectivamente, para llevar a cabo conmigo lo que en este libro relato.


    A esos dos líderes y a sus colaboradores que menciono enseguida, y en quienes pienso con sus propios equipos de excelentes profesionales y técnicos, es a los que, con la certeza de que todos están en mi memoria y en mi afecto, quiero expresarles mi agradecimiento y mi reconocimiento profundo por su impecable trabajo, su entrega apasionada, su profunda confianza, sus valores, su valentía y su dedicación, que ofrecieron sin otros intereses que los de apoyar a México en un asunto tan delicado.


    Guillermo Ramírez Vivanco, Fernando L. Echeagaray Moreno, Enrique Lavín Higuera, Sandra González Navarro, Antonio Canchola Castro, Javier Villazón Salem, Rafael Ramírez Oropeza, Ricardo Gutiérrez Calderón, Héctor Yescas Torres, Jordi Messeguer Gally, Midory Vázquez Nava, Víctor Hernández Sandoval y Jonatthan Vega Gallaga.


    Ellos son ciertamente los protagonistas de este libro que ahora pongo a la consideración de la sociedad, y más que eso, son los responsables del trabajo que se hizo para llevar a buen término las difíciles decisiones que se tomaron, de las que todos nos sentimos seguros, orgullosos y satisfechos.


    A otro pequeño grupo de profesionales que colaboró conmigo en este asunto específico, sin límites y sin remuneración alguna, en los aspectos estratégicos, políticos, técnicos, legales, de reflexión y crítica, de debate de ideas, a cuyo talento y desprendimiento debo muchas de las luces que me permitieron observar con mayor nitidez los acontecimientos, les ofrezco igualmente mi gratitud emocionada: Rogelio Gasca Neri, Alfonso Mayo Hernández, Carlos Francisco Sánchez Valencia, Carlos Noriega Romero, Germán Palomares Oviedo, José María Riobóo, Sergio Samaniego, Daniel Reséndiz Núñez, José Luis Luege Tamargo, Jorge Arganis Díaz Leal, Fernando Córdova Tapia, Simón Levy Dabbah, Javier Jiménez Gutiérrez, Enrique Jiménez Espriú; les aprecio su tiempo, su compromiso y su amistad.


    Morán, Ferrando, Mayo, Gasca, mi hermano Enrique y mi hijo Javier —quien escribió unas páginas “a manera de prólogo” contenidas en el libro— han sido fundamentales, además, para revisar críticamente, con amistad, paciencia y conocimiento, una y otra vez el texto, los documentos, las gráficas y las cifras que aparecen en este libro. A ellos debo muchas de las correcciones que hubo de sufrir, importantes colaboraciones que enriquecieron y aclararon este documento y la objetividad que habiéndome propuesto imprimirle se haya logrado. Los errores que conserve son de mi exclusiva responsabilidad.


    Mi reconocimiento a la profesional y definitiva colaboración de los amigos funcionarios de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, particularmente al entonces subsecretario Arturo Herrera Gutiérrez y al también en ese momento titular de la Unidad de Crédito Público, Gabriel Yorio González, para la solución —fundamental— de los onerosos créditos que el NAICM había suscrito.


    No menos importante fue el amplio apoyo, nunca incondicional, siempre abierto, franco, crítico y valiente, de un grupo distinguido de colaboradores de Andrés Manuel López Obrador, entre quienes debo destacar al ingeniero Alfonso Romo Garza, jefe de la Oficina de la Presidencia, y su equipo de colaboradores, y a Jesús Ramírez Cuevas, en su impecable trabajo en el largo y espléndido proceso de discusión y difusión pública, que sin él no hubiera sido tan efectivo.


    Igualmente, mi agradecimiento a todas las personas, organizaciones civiles, gremiales y profesionales y medios de comunicación que con su participación —la participación siempre contiene un algo de confianza hacia quien la solicita— nos hicieron llegar sus opiniones de cualquier signo durante los debates, las que nos permitieron ampliar casi al límite el espectro de las posibilidades de análisis.


    Extraordinaria fue la especial y ardua colaboración de Gerardo Ferrando y Alfonso Mayo, a su talento y a la generosidad del tiempo que me dedicaron para la elaboración de este libro, incluyendo la redacción de algunos temas, de la que desde luego también me responsabilizo, mi gratitud, también especial.


    Y mi mayor agradecimiento al extraordinario equipo del Grupo Editorial Penguin Random House: Ariel Rosales, David Velázquez y René Isaías Acuña Sánchez, por sus sugerencias y aportaciones para la edición de este libro y su entusiasta, cuidadoso y profesional trabajo, que ayudará a los lectores a comprender con mayor claridad “las entrañas de la decisión fundamental de la cancelación del NAICM”.


    Y desde luego, como corolario y síntesis de mis reconocimientos, mi gratitud plena a Andrés Manuel López Obrador, presidente de la República, por la ilimitada e irrestricta confianza que me confirió siempre en el desempeño de mis funciones como secretario de Comunicaciones y Transportes y en la aceptación de mis propuestas para la designación de mis colaboradores, y especialmente por su trato siempre deferente y cordial, aun en momentos de discrepancias personales y por la libertad sin cortapisa que me otorgó para coordinar los trabajos de la cancelación del NAICM. Nunca tuve de su parte presión de ninguna especie, ni la menor indicación de conducirme por línea alguna que no fuera la de la más estricta ética profesional, la transparencia, la legalidad, la honestidad, la equidad y la justicia.


    JAVIER JIMÉNEZ ESPRIÚ

    Diciembre de 2021
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    Anexo 1


    Reunión con el Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra


    Primer encuentro entre pueblos y organizaciones opositores a la construcción del nuevo aeropuerto internacional de la Ciudad de México con representantes del gobierno federal que habrá de asumir el próximo 1° de diciembre.


    Ciudad de México, 23 de julio, 2018


    Ing. Javier Jiménez Espriú


    PRESENTE.


    Lo saludamos y, a través de usted, hacemos llegar nuestro saludo el próximo gobierno que, por voluntad de elección popular, habrá de asumir el compromiso de servir a la Patria mexicana desde la representación federal.


    Nosotros somos habitantes de diferentes pueblos en el amplio territorio que conforman la ancestral Cuenca de México, la gran orilla de agua. Somos los descendientes de los primeros pobladores que descubrieron la riqueza de este entorno lacustre y hace 800 años iniciaron la historia de la convivencia con el agua y la vida de sus lagos.


    Nuestra memoria histórica, nuestras tradiciones, nuestras formas de organización y nuestro patrimonio cultural material e inmaterial son testimonios vivos de esta raíz indígena. Y son también evidencias del proceso histórico de continuidad de nuestra conciencia identitaria. Una conciencia que, como lo define la Constitución, es fundamento de la composición pluricultural de la nación mexicana.


    Nosotros los pueblos somos, por derecho, legítimamente dueños del territorio y los recursos, por ello somos los interlocutores más importantes en el debate de una obra de impacto como la que está representando el Nuevo Aeropuerto Internacional para la Ciudad de México, un megaproyecto que, como usted sabe, significa la masificación de infraestructura y urbanización en este espacio ya saturado y al límite de su sustentabilidad. Un nuevo aeropuerto, lo sabemos bien, tiene un objetivo: la ganancia a manos llenas de los pocos millonarios que desde hace décadas se alimentan del exterminio, el agravio y el destierro al que condenan a los pueblos.


    Hasta hoy la posición del gobierno ha sido la de traicionar su deber de consultar y obedecer la voluntad del pueblo. En lugar de servir y velar por el bien común, en franca actitud de desprecio al Pueblo, el gobierno lleva más de 17 años operando el despojo impulsando una sistemática estrategia de engaño, agresiones y guerra sucia para arrebatar la tierra, los recursos e imponer el proyecto.


    Qué bien observamos como un hecho positivo esta respuesta de parte del equipo del que será la cabeza del próximo gobierno y valoramos como un acierto la respuesta al llamado a diálogo que hicieron los pueblos opositores a la construcción del NAICM, hacemos un llamado de atención al hecho de que este acercamiento al pueblo está teniendo lugar DESPUÉS de que el señor Andrés Manuel López Obrador se reunió primero con los grandes empresarios y sus instituciones de presión política, y con Enrique Peña Nieto, el hoy máximo representante de la mafia priista y el verdugo represor de nuestros pueblos.


    De igual forma, nos extraña la ausencia del presidente electo el día de hoy, dado que sí tuvo la consideración de tratar el tema del NAICM, personalmente, tanto con los inversores como con Peña Nieto. Para nosotros es fundamental que en un futuro próximo se pueda concretar dicho encuentro, ya que como pueblos afectados merecemos tanto respeto como cualquier millonario interesado en lucrar con nuestro patrimonio, y merecemos mucho más respeto que el que le otorgan a quien será recordado como uno de los peores presidentes de la historia de México.


    Desde este espacio queremos decirle al señor López Obrador que la consigna: “Primero los pobres” NO puede ser sólo un slogan de campaña.


    El día de hoy estamos representados, por una pequeñísima comisión, los pueblos agrupados en la Plataforma Organizativa contra el Aeropuerto y la Aerotrópoli; mujeres, hombres, niños, ancianos, estudiantes, maestros, campesinos, trabajadores que luchamos por la cancelación de la construcción del nuevo aeropuerto en el Lago de Texcoco.


    Nosotros resistimos porque vivimos día a día la afectación de nuestros hogares, territorio, agua, salud, tejido social y cultural, una gran vulnerabilidad que ha traído la inserción de infraestructura, concesión de minas y explotación indiscriminada de agua que se requiere para lograr la construcción y operación del que llamamos aeropuerto de muerte porque sólo muerte y despojo está dejando en nuestra tierra y nuestras vidas.


    Nosotros somos los principales afectados por la obra del NAICM, los hemos puesto sangre, sufrimiento y vidas para evitar este despojo.


    Para nosotros, esta decisión no se trata de un negocio, ni de un cálculo político; lo que nosotros nos jugamos en este conflicto es la vida. La vida material de nuestros pueblos: el ambiente, el territorio, el acceso a nuestros recursos naturales y la defensa de nuestro patrimonio cultural. Defendemos nuestra tierra porque es la base de nuestra vida espiritual: nuestra cultura, historia milenaria y nuestra dignidad.


    Consideramos que la agenda de análisis, el contenido y la metodología de un debate legítimo sobre este tema deben ser acordados primero escuchando a los pueblos, para garantizar igualdad de condiciones entre las partes en conflicto.


    Para nosotros es fundamental dejar bien asentado que en el escenario de abrirse un espacio de diálogo del nuevo gobierno con los pueblos amenazados por el aeropuerto de muerte, debe ponerse como tema imprescindible la exigencia de la justicia social ante la larga lista de crímenes y violaciones en contra de nuestros derechos humanos de los que hemos sido continuo blanco por el atrevimiento de defender lo que nos pertenece.


    Desde hace 17 años hemos sido tratados como criminales, perseguidos y castigados por el simple hecho de ejercer el derecho de resistir. Como nosotros ante el aeropuerto de muerte, en lo ancho y largo de México somos miles los que asumimos desde los pueblos luchar organizadamente para enfrentar al enemigo que nos arrebata la tierra, los recursos, la vida digna y nos pretende condenar a una vida de destierro y miseria.


    En la nueva coyuntura nosotros asumimos las voces de todos esos hermanos en resistencia que defienden la tierra, el agua, la cultura, la vida digna y la libertad. Esperamos del gobierno electo que promete no mentir, no robar y no traicionar al Pueblo otro diálogo que NO sea la represión y la persecución.


    No quitaremos el dedo en el renglón exigiendo justicia y castigo a los responsables del operativo de represión, tortura sexual y muerte ordenado el 3 y 4 de mayo de 2006 por Enrique Peña Nieto y Vicente Fox. Quienes asesinaron a Alexis Benhumea y a Javier Cortés siguen impunes, al igual que los policías responsables de la tortura sexual contra nuestras compañeras y los fiscales y jueces que fabricaron delitos para mantener a varios defensores de la tierra presos injustamente.


    Quienes ordenaron toda esta atrocidad (confesos públicamente) también siguen en la impunidad. Está pendiente una demanda contra el Estado Mexicano ante la CIDH por estos hechos. El nuevo gobierno ha ofrecido terminar con la impunidad. Para nosotros, eso significa el compromiso de responder ante la historia y castigar a los responsables de la represión de 2006. En su momento, haremos llegar nuestra petición de que se forme una comisión de la verdad para el caso de Atenco. Cabe señalar que la próxima secretaria de Gobernación conoce el caso de primera mano, pues fue ella quien impulsó la resolución de la SCJN que señaló la violación de derechos humanos en aquella represión.


    Queremos dejar absolutamente clara nuestra posición, nuestro interés en asistir a un diálogo conjunto y nuestro objetivo en este proceso: Para nosotros no hay más solución posible que la CANCELACIÓN TOTAL DEL PROYECTO DEL NUEVO AEROPUERTO EN TEXCOCO, junto con sus obras complementarias e inducidas.


    Por otra parte es fundamental que en las mesas de diálogo se pueda dialogar respecto a la urgente y necesaria construcción de un proyecto alternativo de desarrollo y reconstitución de las comunidades, pueblos, ecosistemas y cultura de nuestra región.


    Sabemos que los promotores del proyecto están muy interesados en que su continuidad quede pactada antes de que el nuevo gobierno tome posesión. Será una decisión histórica, que traerá consecuencias importantes para varias generaciones de mexicanos. Sabemos también que ustedes tienen ya una propuesta de ruta de discusión para definir el corto plazo el futuro del proyecto del NAICM:


    Se han preguntado ustedes, los próximos representantes del gobierno mexicano, ¿cómo los recordará la historia ante la disyuntiva de destruir el último reducto del medio lacustre de la Cuenca de México en cuyo corazón fue fundada la ciudad imperial de Tenochtitlan y que fuera según el mito indígena el escenario del mayor referente identitario de la patria mexicana: nuestro escudo nacional? ¿Qué mensaje harán llegar al Pueblo y al mundo avalando la continuación del proyecto emblema de la corrupción del gobierno del represor Enrique Peña Nieto?


    En la mesa hay dos posibles posturas para que el nuevo gobierno asuma: ceder a la presión del capital, ser la continuación de los gobiernos traidores y entreguistas o ponerse del lado de los Pueblos, y escuchar las voces de los de abajo para trabajar por el bien común para la Patria.


    Ante esta situación, tenemos tres demandas concretas:


    a) La información que la prensa recoge de la ruta propuesta por Javier Jiménez Espriú es confusa. Por ello requerimos tener claridad sobre la propuesta de ruta de diálogo consulta y la forma en que tomará el nuevo gobierno su decisión.


    b) Como se ha anunciado, el equipo del próximo gobierno tiene acceso a toda la información que la SCT ha restringido durante todo el proceso que lleva a la construcción del NAICM. Como principales afectados, es nuestro derecho el acceso a toda la información que la SCT revele sobre el caso, por lo que solicitamos que nos sea entregada.


    c) No queremos ser parte de una farsa para avalar una decisión ya tomada de antemano.


    Es de conocimiento público que la obra del NAICM tiene un proceso de impugnación legal, que la opacidad y la conocida mala administración del financiamiento y las licitaciones urgen una investigación y que la viabilidad real de la continuación del proyecto no es sostenible. Entre que se define toda esta maraña de conflictos, y en lo que el gobierno electo define su postura con respecto al tema lo consecuente es DETENER los trabajos del proyecto y todas las obras que convergen en su mismo objetivo hasta que se tenga una resolución definitiva. Por lo cual, esperamos un pronunciamiento, o cualquier otro medio de presión, que suspendan las obras de NAICM con carácter inmediato.


    Nuestra intención es establecer conjuntamente una ruta de diálogo para dar a conocer las gravísimas razones que demuestran la inviabilidad del NAICM. Para lo cual presentamos la siguiente propuesta (anexo).


    Esperamos encontrar una solución satisfactoria a nuestras peticiones y quedamos a la espera del próximo encuentro.


    Atentamente:

    FRENTE DE PUEBLOS EN DEFENSA DE LA TIERRA

    PUEBLOS UNIDOS CONTRA EL NUEVO AEROPUERTO

    PLATAFORMA ORGANIZATIVA CONTRA EL NUEVO

    AEROPUERTO Y LA AEROTRÓPOLIS

  


  
    Anexo 2


    RESPUESTAS DEL GRUPO AEROPORTUARIO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN DEL INGENIERO JAVIER JIMÉNEZ ESPRIÚ, DURANTE EL PROCESO DE TRANSICIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, PARA LA ATENCIÓN DE LOS TEMAS Y PUNTOS QUE SE MENCIONAN A CONTINUACIÓN, RELATIVOS A LA CONSTRUCCIÓN DEL NUEVO AEROPUERTO INTERNACIONAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO


    1.- SITUACIÓN DE AVANCE Y NUEVAS CONTRATACIONES


    • Declaración por parte de la Gerencia del Proyecto (Parsons) sobre el avance, calendario y su estimación sobre la fecha de inicio de operaciones del nuevo aeropuerto. (Anexo 1. Cronograma de obra y metodología para determinar el avance global). Se envía un resumen del cronograma general del proyecto, elaborado por la gerencia del proyecto (Parsons), en el que se observa la fecha de término de la construcción del nuevo aeropuerto, así como la fecha de inicio de operaciones estimadas. Adicionalmente, se adjunta nota metodológica sobre el avance global del proyecto, mismo que es del 31% al 30 de junio de 2018.


    • Nuevas contrataciones que se pretende realizar hasta antes del primero de diciembre del presente año. (Anexo 2. Relación de licitaciones previstas para el segundo semestre 2018.) Se envía relación de las contrataciones previstas para el semestre julio-diciembre del 2018, en el entendido de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) instruyó no iniciar procesos de contratación después del 15 de julio de 2018.


    2.- COSTO Y FINANCIAMIENTO


    • Declaración de la Gerencia del Proyecto sobre el costo originalmente planteado, así como de su estimación actual del costo total del proyecto (en pesos) hasta el inicio de operaciones del nuevo aeropuerto y el avance financiero, incluyendo inversiones necesarias fuera del polígono tales como obras hidráulicas, vialidades y de transporte, y la estimación del costo de la segunda etapa del proyecto. (Anexo 3. Presentación NAICM.)


    Este punto fue presentado en la reunión del pasado martes 17 de julio de 2018. Se envía presentación de dicha reunión.


    • Recursos fiscales aplicados y por aplicar, situación de los fondos disponibles, y financiamiento adicional requerido.


    Respuestas a la solicitud de información del ingeniero Javier Jiménez Espriú para la atención de los temas y puntos que se mencionan a continuación, relativos a la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México


    
      
        
          	
            PEF

          

          	
            Privado

          

          	
            Intereses

          

          	

          	
            Erogado

          
        


        
          	
            Aportado

          

          	
            Por aportar

          

          	
            TUA

          

          	
            FIBRA

          
        


        
          	
            $ 16 992.1

          

          	
            $ 4 671.5

          

          	
            $ 117 732.5

          

          	
            $ 29 247.0

          

          	
            $ 5 647.7

          

          	

          	
            $ 51 343.7

          
        

      
    


    FONDOS DISPONIBLES FIDEICOMISO 80726

    CIFRAS EN MILLONES DE PESOS


    AL 30 DE JUNIO 2018


    
      
        
          	
            Saldo del Fideicomiso de Administración y Pago Nafin F-80726

          

          	
            50 901.3

          
        


        
          	
            Segunda aportación fibra E (Ingresó 16 de julio de 2018)

          

          	
            9 662.5

          
        


        
          	
            Aportación pendiente de la Emisión de Bonos (se prevé que ingrese el 29 de julio de 2018)

          

          	
            57 711.8

          
        


        
          	
            Aportación pendiente del remanente del PEF 2018 (Segundo semestre)

          

          	
            4 671.5

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            122 947.2

          
        

      
    


    NOTA: No se considera los 20 mil millones de pesos que están pendientes de la línea de crédito de Banobras.


    FINANCIAMIENTO ADICIONAL 88 000 MDP


    Con respecto al financiamiento adicional requerido para la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM), y con base en lo expuesto en la reunión del pasado 17 de julio de 2018, existen diferentes alternativas en caso de que se quiera evitar el uso de recursos fiscales. Se podría acudir al mercado privado con el propósito de conseguir la totalidad del financiamiento adicional, mediante la implementación de diversas acciones:


    1. Cobro de TUA a pasajeros en interconexión.


    2. Nueva colocación de fibra E.


    3. Concesión del Centro Intermodal de Transporte Terrestre (CITT).


    4. Monetización de los terrenos de la Ciudad Aeropuerto.


    5. Modificación del contrato ASA.


    [image: img-306]


    De igual manera, es importante señalar que los fideicomisos relacionados con el financiamiento del NAICM, se han abierto al público en general y se encuentran disponibles en la página de internet de Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México (GACM), en la siguiente liga: http://www.aeropuerto.gob.mx/costo-financiamiento.php.


    ¿Cuál es el Análisis Costo beneficio actualizado del Proyecto?


    El ACB original del proyecto se registró en la Unidad de Inversiones en 2014. Con base en el Plan Maestro 2018, se está trabajando en conjunto con la SHCP, en la actualización del Análisis Costo Beneficio.


    ¿Cuál será el costo total de la pista 6 (militar)?


    El costo total de la pista 6 es de $ 9 300 millones de pesos (incluye IVA); presupuesto que incluye una proporción mayor de calles de rodajes (vs. Pista 2 y 3), por el diseño propio de dicha pista.


    ¿Cómo se consideró el costo de la infraestructura existente en el AICM y la BAMSL que dejarán de utilizarse? ¿A cuánto ascienden estos costos?


    Tanto el terreno e instalaciones del AICM como de la BAMSL son activos que tienen un valor socioeconómico derivado de su potencial desarrollo en usos alternativos. Estos usos pueden incluir su desarrollo inmobiliario, ya sea habitacional, educativo, industrial o comercial, o bien, uso ambiental o recreativo. Derivado de lo anterior, el liberar estos espacios para otros usos, más que un costo, representa un beneficio para el país. En el caso concreto del AICM, el beneficio de liberar los activos se considera y cuantifica en el Análisis Costo Beneficio presentado a la SHCP. La estimación precisa de los costos y beneficios de los activos dependerá de la evaluación socioeconómica que se realice en su momento para los proyectos urbanos que se desarrollen en estas ubicaciones.


    ¿Cuál es el costo de trasladar las operaciones e instalaciones militares de Santa Lucía a otro(s) sitio(s)? ¿A cuánto ascienden? ¿Están considerados en el costo global del proyecto?


    La BAMSL seguirá siendo utilizada por la FAM para actividades como capacitación de pilotos y vuelos que no interfieran con el espacio aéreo comercial. Desde el inicio se acordó con la SHCP que el costo de traslado de operaciones e instalaciones militares de Santa Lucía o de cualquier dependencia, si fueran al Campo Sureste, debería ser considerado dentro del presupuesto de las propias dependencias.


    3.- SUELO


    Declaración del Ingeniero Maestro (consorcio TASANA integrado por NACO, TADCO, SACMAC), sobre el comportamiento observado del suelo durante la construcción de las pistas 2 y 3. A propuesta del Instituto de Ingeniería de la UNAM (IIUNAM), GACM construyó los siguientes 9 tramos de prueba en el sitio, en los que se materializaron diversas soluciones conceptuales, con distintas técnicas de cimentación: • Plataforma compensada. • Terraplén con precarga y drenes verticales de arena. • Terraplén con precarga y drenes verticales artificiales. • Terraplén estructural sobre pilotes de fricción. • Terraplén sobre inclusiones rígidas. • Plataforma de concreto con celdas estructuradas. • Plataforma de concreto con cajones estructurales postensados. • Plataforma de concreto con cajones estructurales postensados y sobre inclusiones rígidas. • Sistema de vacío aplicado dren a dren (verticales). A cada una de estas potenciales soluciones se les diseñó y colocó instrumentación geotécnica para entender su comportamiento, es decir, medir deformaciones, asentamientos y presiones. Personal del IIUNAM fue responsable del monitoreo de esos instrumentos y de su interpretación. Derivado de los resultados de las pruebas, el Ingeniero Civil Maestro (ICM), seleccionó la que consideró como mejor opción que resultó ser el método de precarga, misma que se está poniendo en práctica actualmente para la construcción de las pistas 2, 3 y 6. El ICM lo consideró la mejor opción, tanto desde el punto de vista técnico como del económico para las características del suelo donde se construye la infraestructura del nuevo aeropuerto, debido a que consideró que asegura un menor asentamiento y, por lo tanto, un menor costo de mantenimiento en el futuro. Actualmente las pistas 2 y 3 se encuentran en la etapa de consolidación a través de la precarga. Recientemente se inició la remoción de la precarga en la primera zona y aún no inicia la construcción del pavimento. Debido a que la condición del suelo es relativamente mejor a la esperada, se están implementando medidas adicionales que incluyen bombeo activo y más precarga para alcanzar los asentamientos objetivos y/o consolidación objetivo dentro del cronograma de construcción. (Anexo 4. Estudios de geotecnia.) Con relación a la cimentación de las pistas y a las características del suelo, se envían los siguientes documentos:


    1.- “Revisión y evaluación en geotecnia y estructuras para resolver la problemática del transporte aéreo en el centro del país” – IIUNAM 2.- “Estudios de exploración del subsuelo y pruebas de laboratorio en el terreno, para atender la demanda de servicios aeroportuarios en el centro del país” – GEOTEC S.A. de C.V. 3.- “Análisis de los estudios de geotecnia y salinidad para obtener la factibilidad de la nueva ubicación del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México” – IIUNAM 4.- “Reporte de referencia de diseño geotécnico” – FP-FREE S. de R.L. de C.V. 5.- “Informe final del “monitoreo para el estudio de tramos de prueba y pruebas de precarga” – CFE 6.- “Resultados obtenidos en la operación del Sistema de Consolidación Acelerada por Vacío con Membrana (Menard Vacuum) en un panel de prueba para el Nuevo Aeropuerto Internacional de (la Ciudad de) México (NAICM - NAICM)” – Menard México 7.- “investigaciones y estudios especiales relacionados con aspectos geotécnicos del nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM) en el vaso del exlago de Texcoco, Zona Federal” – IIUNAM 8.- “Reporte del método observacional de las pistas 2 y 3- desempeño de la sobrecarga” – NACO/TASANA (Ingeniero Civil Maestro) 9.- Dictamen del Ingeniero Civil Maestro para el inicio del retiro del material de precarga en la pista 2. 10.- “Opinión técnica del comportamiento observado en las zonas instrumentadas por la CFE” - CFE • Declaración del arquitecto Maestro (consorcio Foster-Romero), sobre la cimentación de la terminal, torre de control y edificios complementarios. El Edificio Terminal de Pasajeros (ETP), el Centro Intermodal de Transporte Terrestre (CITT) y Área Frontal comparten la misma cimentación de losa compensada sobre pilotes de fricción. La cimentación de la Torre de Control de Tráfico Aéreo (TCTA) está compensada de manera similar con pilotes de fricción diseñados para resistir momentos sísmicos de vuelco. Como se observó en la Prueba de Excavación, las condiciones de suelo han probado ser mejor que lo anticipado. ICA ha realizado pruebas de excavación en banca con taludes estables sin el bombeo que se había creído necesario para estabilizar los taludes y controlar el abufamiento en esta condición de suelo. Además, el abufamiento y asentamientos de construcción medidos son significativamente menores que lo que se calculó durante el diseño y se midió en la excavación de prueba.


    El control con lastre que se anticipó originalmente para controlar la flotación potencial no se ha requerido. La instrumentación para elevación de la construcción, plan de monitoreo y control emitidos por el Arquitecto Maestro (AM), se está utilizando con éxito por parte de ICA y la Supervisión. Las elevaciones de la construcción de la losa a la fecha están dentro de las tolerancias de construcción requeridas por el diseño y se espera que permitan la construcción de la superestructura, al ajustar el grosor de la lechada en la placa base de las columnas. (Anexo 5. Estudios relacionados con la cimentación del Edificio Terminal.) Con relación al proceso de cimentación de ETP, CITT y la TCTA se envían los siguientes documentos: 1.- “Bases del sismo del diseño” – Foster + Partners | FR-EE. 2.- “Revisión y evaluación en geotecnia y estructuras para resolver la problemática del transporte aéreo en el centro del país” – IIUNAM 3.- “Estudios de exploración del subsuelo y pruebas de laboratorio en el terreno, para atender la demanda de servicios aeroportuarios en el centro del país” – GEOTEC S.A. de C.V. 4.- “Investigaciones y estudios especiales relacionados con aspectos geotécnicos del diseño y la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM)” – IIUNAM 5.- “Análisis de los estudios de geotecnia y salinidad para obtener la factibilidad de la nueva ubicación del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México” – IIUNAM 6.- “Memoria descriptiva Edificio Terminal de Pasajeros” – GACM 7.- “Declaración sobre la cimentación de los edificios del Nuevo Aeropuerto Internacional de México (NAICM), considerados en el alcance del Arquitecto Maestro”. – SIA • Declaración del ferrocarril del Valle de México sobre la situación actual de la línea de Ferrocarril. La línea de ferrocarril que accede al polígono del terreno que ocupará el NAICM, es un ramal de 14.27 km de longitud, el cual parte de la Línea “S” del Sistema Ferroviario Nacional. Con este ramal quedó conectado el sistema ferroviario nacional, y en específico el Puerto de Veracruz. La construcción de dicho ramal está concluida, se han iniciado pruebas y está listo para iniciar operaciones.


    4.- ESPACIO AÉREO


    Estudios elaborados por MITRE en los que se concluye que la ubicación de la construcción del NAICM es la única posible para resolver el problema de saturación del AICM.


    (Anexo 6. “El futuro aeroportuario de la Ciudad de México. Estudios de factibilidad técnica” – MITRE.) “MITRE recomienda, sin reserva, que el sitio Texcoco sea seleccionado como el sitio para el próximo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México.” De igual forma se acordó con el equipo de transición una visita a The MITRE Corporation, en Washington, D. C., para conocer a detalle los estudios. • Estudio de factibilidad elaborado por MITRE sobre el espacio aéreo de la Base Militar de Santa Lucía, previo al año 2014, fecha de decisión de iniciar el NAICM en el lago de Texcoco. (Anexo 7. Opinión de MITRE respecto a la operación simultánea del AICM y Santa Lucía.) 1.- Documento de MITRE con respecto a la inviabilidad en el corto y largo plazo de la propuesta de Santa Lucía. Al igual que el punto anterior, este punto se desahogará en la visita a The Mitre Corporation en Washington D. C.


    5.- ASPECTOS HIDROLÓGICOS


    El funcionamiento hidrológico no se verá afectado, los ríos del oriente seguirán fluyendo como normalmente lo hacen y los escurrimientos serán regulados en los nuevos cuerpos de agua, los cuales tendrán el triple de capacidad de la que actualmente se tiene, reduciendo el riesgo de inundación a la población.


    ¿Cómo se justifica la pérdida del exlago de Texcoco en términos de seguridad hídrica?


    “El exlago de Texcoco NO se pierde. Para garantizar la seguridad hídrica de la zona, se realizó el Proyecto Hidráulico de la Zona Oriente del Valle de México, acorde al Plan Maestro de Drenaje de la Zona Metropolitana del Valle de México (1994-2010), desarrollado por la extinta DGCOH, hoy Sistema de Aguas de la Ciudad de México. Lo que permite que la zona sea más resiliente en cuanto a su seguridad hídrica. Por ejemplo, en cuanto al volumen de regulación de avenidas en temporada de lluvias, las extintas lagunas Xalapango y Texcoco Norte, con capacidades de regulación de 400 mil y 600 mil m3, respectivamente, son cubiertas tan sólo con la nueva laguna 1 que hoy día tiene ya 930 mil metros cúbicos, y que a finales de este mismo año llegará a regular hasta 2 millones 210 mil. Finalmente, esta misma Laguna alcanza un volumen máximo de 6 millones 910 mil m3 en su etapa futura, proyectada al año 2050.


    ”Además de las lagunas, se contempla la construcción de canales, túneles, saneamiento de ríos y recarga artificial de acuíferos; así como el mantenimiento de infraestructura existente (desazolve de lagunas y canales).” Respuesta de Conagua.


    ¿Cómo se sustituye el Sistema Casa Colorada para prevenir de inundación a esa zona densamente poblada?


    “La capacidad de regulación de la laguna Casa Colorada con capacidad original de 5 millones de m3, y que actualmente cuenta con capacidad de regulación de 2 millones de m3, será sustituido por los aumentos de capacidad de regulación de las lagunas Regulación Horaria, Churubusco y Fusible, que con el desazolve realizado se incrementó su capacidad de regulación de 7 millones de m3 a 13 millones 520 mil m3, y por otra parte, las nuevas lagunas 4 y 5, tendrán una capacidad adicional de regulación de 6 millones 90 mil m3. Por lo tanto, la capacidad de la Laguna Casa Colorada no sólo se sustituye, sino que se incrementa dicho volumen de regulación.” Respuesta de Conagua.


    ¿Cómo se ha considerado amortizar una inversión de 1 600 millones de pesos?


    “La inversión realizada a la infraestructura hidráulica asociada al Sistema Casa Colorada, no se pone en riesgo, en términos de pérdida de inversión, ya que dicha infraestructura seguirá operando normalmente de acuerdo al Protocolo de Operación Conjunta del Sistema de Drenaje del Valle de México, especialmente desalojando excedentes de volúmenes de agua provenientes del Dren General del Valle y del Túnel Interceptor Río de los Remedios, bombeo a través de este sistema hacia algunos cuerpos de agua cercanos como: Laguna Regulación Horaria y Laguna Churubusco. Finalmente sería oportuno especificar el origen o fuente del monto económico de la inversión al que se hace mención en la formulación de la pregunta, todo ello con el objetivo de tener una completa certeza en la respuesta ofrecida.” Respuesta de Conagua.


    ¿Cuál será el destino de los equipos, la infraestructura y toda la obra civil?


    “Los equipos, infraestructura y obra civil de la planta de bombeo del sistema Casa Colorada, seguirán operando normalmente de acuerdo a su capacidad de diseño, ya que se adecuarán las líneas de descarga de los cárcamos hacia las lagunas de regulación Horaria y Churubusco, a través del Dren General del Valle. De hecho, hoy en día, uno de los cárcamos de bombeo ya dirige su descarga hacia las lagunas de regulación Horaria y Churubusco. Por otra parte, la lumbrera donde se ubica la planta de bombeo que alimenta a la laguna Casa Colorada, seguirá con la misma operación de vaciado, ya que cuenta con su propia obra de captación que permite vaciar las lagunas regulación Horaria y Churubusco a través del Dren General del Valle, los volúmenes regulados hacia el Túnel Río de los Remedios o hacia el Túnel Dren General del Valle, es decir en ese punto del Sistema es posible bombear agua en ambos sentidos.” Respuesta de Conagua.


    ¿Cuál es el proyecto hidráulico definitivo asociado al NAICM y cuantas lagunas de regulación contemplan?


    “El Proyecto Hidráulico de la Zona Oriente del Valle de México, está integrado por las obras siguientes: • Desazolve y ampliación del cuerpo de regulación Churubusco. • Desazolve del Dren General del Valle. • Desazolve de los Brazos Derecho e Izquierdo del Río Churubusco. • Desazolve y renivelación de bordos del canal perimetral y canal colector. • Adecuación de la descarga de la Planta de Bombeo Casa Colorada de 40 m3/s y renivelación de tanques diésel. • Limpieza y adecuación de los cuerpos de regulación provisionales Xalapango y Texcoco Norte. • Construcción de la descarga del Lago Nabor Carrillo. • Construcción de la estructura de descarga del Canal de Sales. • Revestimiento del Dren Chimalhuacán I. • Desazolve del cuerpo de regulación horaria (3 etapas). • Mantenimiento del Dren General del Valle. • Construcción de 5 km de bordo canal de conexión con río Teotihuacán. • Renivelación y sobreelevación de los bordos del río Texcoco (1.9 km). • Construcción del vertedor lateral en el canal colector para regulación en la zona destinada al cuerpo de regulación 1. • Rectificación del dren de conexión con Canal Chimalhuacán I. • Construcción del bordo y cubeta del canal colector de 2 800 m. • Incorporación del río Texcoco al canal colector existente y cancelación de sifón. • Rectificación del Dren Texcoco Norte 2.4 km. • Estructura a base de prefabricados para cruce del canal colector con la carretera Peñón-Texcoco. • Construcción del muro vertedor para derivación de estiaje en el Canal Colector. • Construcción de la estructura de derivación de estiaje al dren Chimalhuacán I. • Adecuación de la estructura de descarga del Canal Colector al Lago Nabor Carrillo. • Rehabilitación de la estructura de derivación de estiaje a Dren Texcoco Norte. • Bordo en el Dren Texcoco Norte (100 m) y descarga con lavadero para el cuerpo de regulación Patitos. • Embovedamiento del río de los Remedios. • Construcción del túnel Churubusco Xochiaca. • Colector de estiaje del Dren Chimalhuacán II. • Revestimiento del Dren Chimalhuacán II. • Construcción del Canal Colector de los Ríos del Oriente. • Construcción del Túnel Chimalhuacán II. • Construcción de los colectores marginales de los ríos del Oriente. Primera etapa. • Modernización, puesta en marcha y operación de la PTAR Contracorriente. • Rehabilitación de la planta de tratamiento de lodos activados. • Construcción de 2 cuerpos de regulación. • Túnel Dren General del Valle. Primera etapa. • Construcción de 21 PTAR’s. • Construcción de la interconexión del río Teotihuacán con el Río Papalotla. • Construcción de 3 cuerpos de regulación. • Construcción de Captaciones del Colector de estiaje del Chimalhuacán II. • Planta de Bombeo del Colector Marginal Chimalhuacán II. • Construcción de los colectores marginales de los ríos del Oriente. Segunda etapa. • Dragado y desazolve del Lago Nabor Carrillo, renivelación de bordos del Lago Nabor Carrillo. • Recarga artificial de acuíferos.” Respuesta de Conagua.


    ¿Qué volumen total de regulación se garantiza, cómo operan los sistemas de bombeo y vaciado de las lagunas y de qué capacidades son?


    “El volumen de regulación que se garantiza con las 5 nuevas lagunas de regulación y lago Nabor Carrillo es de 31 millones 340 mil m3, volumen que es superior a los 29 millones 410 mil m3 que escurrirían en la cuenca de aportación de los 9 ríos del oriente y del propio polígono del NAICM. Todo ello bajo la condición que representa una tormenta asociada al periodo de retorno de 50 años con duración de 8 días de lluvia; esto de acuerdo al estudio hidrológico realizado por ASA en el año 2013, revisado por el Instituto de Ingeniería de la UNAM y validado por la Conagua. La operación del sistema de bombeo (planta de bombeo del NAICM a lagunas 4 y 5) y vaciado de las lagunas actualmente al Dren General de Valle y posteriormente al Túnel Dren General del Valle, es de acuerdo al Protocolo de Operación Conjunta del Sistema de Drenaje del Valle de México, en el que participan, la Conagua a través del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de México (OCAVM), el Sistema de Aguas de la Ciudad de México (Sacmex) y la Comisión de Aguas del Estado de México (CAEM). En la formulación de este Protocolo, se cuenta con la participación del Instituto de Ingeniería de la UNAM. Dicho Protocolo de Operación cuenta para este año, con los Anexos 2 (que incluye las Reglas de Operación de la infraestructura principal de la Zona Metropolitana) y Anexo 3 (que incluye las Reglas de Operación de la nueva infraestructura de la zona Oriente). Sin omitir decir, que conforme se vayan concluyendo la construcción de nueva infraestructura, se formularán los Anexos respectivos, para incluir las Reglas de Operación, en conjunto con Conagua-OCAVM-Sacmex-CAEM. La capacidad de la Planta de Bombeo del NAICM a las lagunas 4 y 5, en su primera etapa será de 55 m3/s y se incrementará hasta 75 m3/s para la etapa final.” Respuesta de Conagua.


    ¿Cuál es la inversión requerida para estas obras, cuándo se iniciaron y cuándo se concluirán?


    “Para lograr una mejor priorización de acuerdo a las necesidades de la población fue necesario realizar una revisión de las obras del proyecto, disminuyendo la inversión a 17 814 para realizar 42 obras. Las obras iniciaron en 2014 y podrían concluir en 2021. Se han concluido 25 obras con 4 152 millones de pesos y 9 se encuentran en proceso de construcción con 6 450 millones de pesos. A 2018 se habrán ejercido 9 958 millones de pesos y se han contratado 10 519 millones de pesos.” Respuesta de Conagua.


    ¿Cómo piensan cubrir el déficit de regulación de 30 millones de m3, en relación con los 60 millones que se requieren, según recomendaciones de la propia Conagua?


    “No existe tal déficit. Como ya se mencionó, de acuerdo al estudio hidrológico realizado por ASA (2013), revisado por el Instituto de Ingeniería de la UNAM y validado por Conagua. El volumen de escurrimiento de las cuencas de los 9 ríos del oriente y del polígono del NACIM, es de 29 millones 410 mil m3. Volumen asociado con una lluvia con duración de 8 días y periodo de retorno de 50 años.” Respuesta de Conagua.


    ¿Cómo piensan operar las lagunas de regulación con la interferencia de desarrollos inmobiliarios en medio de ellas?


    “Para la operación de las lagunas de regulación existe un Protocolo de Operación, que se ha formulado conjuntamente con las instituciones involucradas (Conagua-OCAVM-Sacmex-CAEM) y con la participación del Instituto de Ingeniería de la UNAM. Por otra parte, la infraestructura hidráulica de Conagua, para vaciar las lagunas, ya están construidas, por ejemplo, el Dren Chimalhuacán I, que es por donde se vacían las lagunas hacia el Dren General del Valle y próximamente se comenzaría la construcción del Túnel Dren General del Valle. Además, no se tienen considerados desarrollos inmobiliarios que influyan en las lagunas de regulación.” Respuesta de Conagua.


    6.- ASPECTOS AMBIENTALES


    ¿Cuál será el destino del lago Nabor Carrillo si es incompatible con el aeropuerto? ¿Dejará de ser un cuerpo de agua permanente?


    Este punto fue presentado en la reunión del pasado martes 17 de julio de 2018. “El lago Nabor Carrillo NO dejará de ser un cuerpo de agua permanente. Para que sea compatible con el aeropuerto, la Conagua ha realizado un análisis de funcionamiento hidráulico integral del lago Nabor Carrillo y las 5 nuevas lagunas, de tal manera que se han definido los niveles de operación mínimo, ordinario y máximo del lago Nabor Carrillo y de las nuevas lagunas, lo cual garantiza, no sólo la compatibilidad con el aeropuerto, sino también la seguridad del funcionamiento de las lagunas.” Respuesta de Conagua.


    ¿Cómo se compensará el impacto ambiental al lago Nabor Carrillo (considerado el caso más importante de restauración del país), como uno de los principales receptores de aves migratorias del centro de México?


    Debido a que el Nabor Carrillo está contemplado por Conagua para continuar como cuerpo de agua permanente, continuará recibiendo aves migratorias, además de otras residentes, tanto acuáticas como terrestres, que no representan un riesgo para las operaciones aeronáuticas.


    ¿Qué ocurrirá si una de las medidas de compensación ambiental, consiste en crear 1 889 hectáreas de nuevos cuerpos de agua aledaños al NAICM, que son también atrayentes de aves migratorias?


    Las medidas de compensación de hábitat para aves en los cuerpos de agua al sur del NAICM están diseñadas (a través de la calidad del agua, morfología, batimetría, etcétera) para mantener poblaciones controladas de aves, tanto migratorias como residentes, acuáticas y terrestres, que no impliquen riesgos para las operaciones aeronáuticas. De manera preventiva, se tiene contemplado un monitoreo permanente por radar en la operación del NAICM para minimizar situaciones de riesgo, como sucede en otros aeropuertos internacionales con humedales aledaños, el cual será complementado con un Plan de Manejo y Conservación de Aves in situ. (Anexo 8. Documento resumen de todas las acciones y estudios que ha encabezado GACM con respecto al tema de las aves.)


    ¿Se ha considerado el daño ecológico que las especies tamarix y casuarina generarán en la cuenca una vez que se hayan dispersado y propagado a otros espacios naturales (ambas especies son reconocidas por la Conamp, como una de las principales amenazas de la flora y fauna nativa a nivel nacional, cuya dispersión es inevitable y su erradicación imposible)?


    Las especies de tamarix y casuarina fueron utilizadas con éxito por el Programa de Restauración Ecológica que realizó el gobierno federal durante décadas en esta zona. Estas especies fueron las únicas, después de años de experimentación, que lograron adaptarse en estos suelos altamente salinos, contribuyendo a detener la erosión y a evitar tolvaneras que estuvieron afectando a la Ciudad de México durante muchos años. El tamarix y la casuarina han permitido una sucesión natural en la zona, contribuyendo durante años a mejorar el suelo y a atraer especies de fauna, aumentando la riqueza ecológica de esta zona. Las condiciones del suelo funcionan como un factor limitante para que no se presente un comportamiento invasivo de estas especies. La reforestación con estas especies obedece únicamente a la reubicación de las mismas desde el predio del NAICM, hacia zonas aledañas al Nabor Carrillo, mismas que cuentan con índices aún mayores de salinidad, por lo que esta acción contribuirá a mejorar la calidad ambiental de esta microzona y a evitar tolvaneras y erosión.


    ¿Los costos ambientales fueron considerados dentro de los costos sociales del análisis costo-beneficio del proyecto?


    Sí están considerados dentro del análisis costo-beneficio. En particular, conforme a la metodología aplicable a este tipo de estudios, se consideran los costos de la mitigación ambiental prevista en la MIA. Adicionalmente, se consideran y cuantifican los beneficios ambientales derivados de: (i) obras hidráulicas, por reducción en los daños económicos causados por inundaciones y (ii) reducción en los niveles de ruido en la zona urbana.


    Finalmente, existen otros beneficios ambientales no cuantificados, como los beneficios por el control de polvo y tolvaneras que actualmente se generan en la zona del exlago de Texcoco y la reducción de contaminantes de las aeronaves, ya que, con el cambio de ruta, pasarán por zonas menos pobladas.


    ¿Por qué se cambia la vocación del lago Nabor Carrillo de cuerpo permanente a laguna de regulación, si no está contemplado en la MIA, en la que se menciona que al desaparecer los cuerpos de agua al interior del polígono del proyecto las especies afectadas se distribuirán en cuerpos de agua cercanos, como el lago Nabor Carrillo?


    Desde sus orígenes fue construido y contemplado como parte de un proyecto de regulación hidrológica complementario a la restauración ecológica de la zona. En la actualidad, la Conagua ingresó a la Semarnat tres Manifestaciones de Impacto Ambiental en donde se sometió a consideración y se autorizó, todas las obras y actividades relativas al Proyecto Hidráulico del Oriente del Valle de México, el cual complementa y da viabilidad al NAICM. Dado que el cuerpo de agua es competencia de Conagua, éste es el organismo indicado para definir la vocación de dicha laguna de regulación, mientras que GACM realiza y continuará realizando acciones ambientales en el Nabor Carrillo y zonas aledañas, para mantener sus funciones ecológicas y mitigar impactos en cuanto hábitat para especies. Esta redacción se afinará una vez recibida la respuesta de Conagua.


    ¿Qué acciones de mitigación se han contemplado?


    Las principales acciones de mitigación con respecto a las aves son la ampliación y mejoramiento de la calidad del hábitat lacustre de los cuerpos de agua de Texcoco, que funcionarán como hábitat para muchas de las especies de aves acuáticas, tanto migratorias como residentes, que no impliquen riesgo para las operaciones aeronáuticas. En cuanto al Nabor Carrillo, se tienen contempladas acciones focalizadas en especies prioritarias y con estatus de protección ambiental bajo la legislación mexicana, como las aves playeras, con acciones de mejoramiento de calidad de agua, habilitación de riberas y zonas de aguas someras, entre otras.


    ¿Cuál sería el destino de miles de aves migratorias que arriban en el invierno?


    De acuerdo a los estudios con los que cuenta GACM y a los lineamientos internacionales en materia de aeronáutica civil, gran parte de las especies migratorias que arriban en el invierno al Nabor Carrillo continuarán haciéndolo, pues no representan riesgos para las operaciones del NAICM. Para aquellas especies que pudieran representar algún riesgo, en particular para dos especies de patos, actualmente GACM cuenta con un estudio de caracterización para 15 cuerpos de agua en todo el Valle de México, donde se proponen acciones de mejoramiento y restauración específicas en varios temas (calidad del agua, vegetación, regulación de actividades, residuos, obras hidráulicas accesorias, etcétera) para cada cuerpo de agua, las cuales permitirán mejorar el hábitat para recibir a un número importante, no sólo de estas especies, sino para todas las que ya arriban a estos cuerpos de agua en todo el Valle de México.


    ¿Dónde están los estudios que avalan esta decisión?


    Estas acciones de mitigación y propuestas de acciones obedecen a estudios previos que se han realizado desde 1996 por parte de expertos en ornitología y aeropuertos, contratados por ASA, además de tres años de monitoreos mensuales de aves en 17 cuerpos de agua del Valle de México, y estudios de caracterización ambiental de estos humedales, los cuales han arrojado información complementaria a los estudios previos realizados en la MIA del Proyecto. Estas acciones se plasmaron en un documento que da cumplimiento a la Condicionante 8 del Resolutivo en materia de impacto ambiental del NAICM. De manera complementaria, GACM ha venido sosteniendo reuniones con expertos para validar estas acciones.


    ¿Cuál es el costo económico y ambiental de esta nueva decisión?


    En cuanto al costo ambiental, cabe señalar que las acciones de mitigación y compensación, que complementan lo establecido por la MIA, fueron desarrolladas con base en información científica de monitoreo y hábitos de aves, así como de la caracterización ambiental de 17 cuerpos de agua en el Valle de México, incluido Texcoco, en el cual han participado especialistas de la UNAM e internacionales, expertos en la relación entre aves y aeropuertos, los cuales concluyen que hay compatibilidad entre los objetivos de conservación y de operación segura de aeropuertos, por lo tanto, reduciendo al mínimo el costo ambiental que el Proyecto pudiera ocasionar. En cuanto al costo económico, ya existe un mecanismo de colaboración entre GACM y Conagua, que establece aportaciones para ejecutar estas acciones, una vez que comiencen los trabajos de manera conjunta.


    ¿Cuál es la situación de las zonas de extracción de materiales pétreos en la región para la construcción del NAICM (se estima que existen cerca de 180 minas y que 30% son ilegales)?


    De conformidad con la MIA y el Resolutivo en materia de Impacto Ambiental del Proyecto, no existe una medida o condicionante que establezca evaluar los impactos ambientales ocasionados en las zonas donde se ubican las minas que surten de material pétreo a las empresas del NAICM, debido a que cada mina cuenta con su propia autorización ambiental que establece las medidas de mitigación y compensación ambiental, las cuales son obligación del dueño o bien, del responsable de la explotación. GACM sí tiene la obligación de verificar que todo el material pétreo que ingresan las empresas contratistas provenga de minas con autorizaciones vigentes al momento del ingreso, lo cual realiza a través de una supervisión de obra contratada por GACM para estos efectos, así como de la Supervisión Ambiental que realiza el Instituto Politécnico Nacional de acuerdo a la Condicionante 10 del Resolutivo en materia de impacto ambiental. Adicionalmente, derivado de las inquietudes que han externado algunos habitantes de comunidades aledañas a minas que surten al proyecto del NAICM, se constituyó una Mesa Técnica Ambiental con las autoridades del Estado de México para realizar conjuntamente las acciones que permitan asegurar que las minas cumplan con las disposiciones y normatividad ambiental aplicable.


    7.- IMPACTO URBANO


    (ANEXO 9. RESPUESTA ÍNTEGRA DE SEDATU Y PLANOS ANEXOS)


    ¿Cuál es el impacto regional, acumulativo y sinérgico que el proyecto tendría en su conjunto (edificios terminales, pistas, emisión de contaminantes y gases de efecto invernadero, Aerotrópolis, obtención y uso de agua potable, generación de aguas residuales, aumento de la explotación de cerros para la extracción de materiales, generación de islas de calor, y toda la infraestructura urbana asociada para conectar el aeropuerto con el resto de la ciudad)?


    Para identificar cualquier impacto a escala, tanto local como regional en los temas mencionados derivados del Proyecto del NAICM, GACM por medio de sus asesores y en conjunto con otras dependencias del gobierno federal, han desarrollado diferentes insumos, que van desde diagnósticos y estudios, a planes y programas específicos para atender temas como el impacto urbano y las necesidades de conectividad, así como para mitigar impactos a los municipios aledaños y a la ciudad en general, en temas como residuos y agua. De manera adicional, a través de la certificación LEED, que se pretende obtener para la Terminal de Pasajeros, Torre de Control y el Centro Intermodal de Transporte Terrestre, se contemplan metas y estrategias orientadas a una reducción importante en el consumo de agua, energía y el óptimo manejo de residuos, además de considerar captación y uso de agua pluvial, con lo cual se estarían mitigando y minimizando los impactos identificados en estos temas.


    ¿Cuándo se presenta el programa de ordenamiento ecológico, territorial, regional (POET), y el estudio de impacto de crecimiento urbano de la zona y qué institución lo está elaborando (la MIA se aprobó sin contar con ellos)?


    “Se integra por la Sedatu un Programa de Ordenamiento Urbano del Nuevo Aeropuerto, que busca ordenar el territorio del entorno del Nuevo Aeropuerto, en el que actualmente habitan 6.4 millones de habitantes, considerando doce municipios del Estado de México y tres delegaciones de la Ciudad de México. Al mismo tiempo plantea integrar una visión metropolitana de largo plazo que beneficie a ésta en su conjunto, evitando las disparidades metropolitanas, particularmente el rezago social y la pobreza; la zona metropolitana del Valle de México cuenta con 21.1 millones de habitantes; ocupa una superficie de 2 304.51 kms2, mientras que la superficie urbanizada de la zona oriente es de 560.62 kms2 y representa el 24.3%. Es necesario consolidar su infraestructura primaria de vialidad, transporte, agua potable y alcantarillado. Considerando a la población como el centro de atención del Programa y a partir de la inserción del nuevo aeropuerto y de la reconversión del aeropuerto Benito Juárez, constituir una centralidad alrededor de la cual debe producirse el desarrollo urbano de la zona oriente del Valle de México, promoviendo la integración metropolitana y el desarrollo interno de la zona, atendiendo aspectos ambientales, económicos, sociales y de movilidad, articulándolos con las grandes obras, que se realizan en esa zona. Con una estrategia territorial que permita densificar el territorio ya poblado, al mismo tiempo que regularizar y dar certidumbre en la tenencia de la tierra, a quienes como ejidatarios adoptaron el dominio pleno en Atenco y otros municipios del oriente y a quienes les han adquirido fracciones de sus parcelas, con un proceso que permita evitar intermediarios, y la expansión sobre zonas de valor ambiental o de la alta productividad agrícola. Identificando equipamientos de jerarquía superior, consolidando las cabeceras municipales como centralidades y conservando los poblados patrimonio e impulsando las actividades económicas, preservando las zonas de alta productividad agrícola, impulsando la actividad industrial, las plataformas logísticas y los corredores industriales y de servicios, consolidando el comercio y los servicios en las centralidades.” Respuesta de Sedatu.


    ¿Han contemplado qué capacidad de servicios se prevén en la zona? (Se estima que el impacto en crecimiento de la zona por el NAICM será de al menos 6 millones de habitantes.)


    Las externalidades positivas que generará el NAICM para la región circundante constituyen una oportunidad única de desarrollo; pero al mismo tiempo constituyen un reto que deberá planearse por las autoridades federales y locales competentes para solucionar las necesidades de reservas territoriales de tierra, suministro de agua, equipamiento y servicios correspondientes. Por otra parte el proyecto del NAICM considera que su impacto principal será para beneficiar a la población ya ubicada en la zona oriente que encontrará con el nuevo desarrollo nuevas oportunidades de empleo para no tener que desplazarse, como resulta actualmente, por más de cuatro horas cada día. Se tendrá que acomodar complementariamente el crecimiento adicional. “El crecimiento de población y proyecciones tendenciales de la zona oriente del Valle de México, realizada con datos censales de 1990 a 2015 y con proyecciones de Conapo a 2030. Considerado el impacto de NAICM se estima el crecimiento natural derivado de las proyecciones de Conapo manteniendo sus tasas en Gustavo A. Madero, Iztacalco, Venustiano Carranza, Chicoloapan, Chimalhuacán, Ecatepec de Morelos y Nezahualcóyotl. Mientras que los incrementos tenderán a presentarse en los municipios más cercanos y con influencia directa del nuevo aeropuerto, en este caso Atenco, Texcoco y Tezoyuca, así como en Acolman que presenta fuerte oferta de vivienda y en los municipios de Chiautla, Papalotla, Tepetlaoxtoc. Considerando que, entre empleos directos e indirectos, se ubiquen en la zona 114 000 familias, siendo el promedio 3.8 integrantes, generaría un incremento adicional de 435 000 habitantes, que distribuidos en los municipios de mayor impacto, se consideró que su crecimiento será del orden del 5%, y mantendrá el crecimiento natural con una tasa media de 1.65% y el crecimiento social migración con una tasa de 3.35%, lo que duplica el crecimiento natural y corresponde al crecimiento social que se ha presentado en la zona metropolitana del Valle de México, en las épocas de mayor intensidad en la migración, en las que fue mayor la población que llegó que la que nació.


    En cuanto a las zonas con potencial de recibir población se han hecho dos estimaciones: las áreas urbanas con baja densidad menor a 150 habitantes por hectárea, y planteando un proceso de densificación media de 160 habitantes por hectárea, se calcula que podrían albergar 748 000 habitantes, lo que reduciría los costos de urbanización. Se consideran además las áreas de reserva territorial establecidas en los planes de Acolman, Atenco, Chiautla, Chicoloapan, Chiconcuac, Papalotla, Tepetlaoxtoc, Texcoco y Tezoyuca, al considerar el área urbanizable actualmente disponible en los 9 municipios donde se espera el mayor incremento poblacional y suponer una ocupación de los 160 habitantes por hectárea que corresponde a la media de la zona metropolitana del Valle de México; se estima que se tiene capacidad para albergar hasta 818 864 habitantes. Lo que permitiría considerar la posibilidad de densificar las actuales áreas urbanas y la disponibilidad de áreas urbanizables, consideradas en los programas municipales de desarrollo urbano, que podrían contener un crecimiento de 1 567 641 habitantes, superior a 1 235 634 que es el crecimiento esperado a 2030. Se deben considerar diversos factores que complementen la infraestructura y los servicios, así como la integración de los programas de vivienda que permitieran la densificación o la oferta de vivienda nueva. En el Plan Maestro Social elaborado por Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México se realizó una investigación de la situación de los servicios en toda la zona perimetral del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México y las necesidades que se tienen que cubrir en infraestructura y equipamientos.” Respuesta de Sedatu.


    ¿Cómo se piensa atender la demanda de agua para la población, el comercio y los servicios que vendrían asociados al NAICM (el acuífero de Texcoco es uno de los más sobrexplotados del país con un déficit de más de 600%)?


    “La Conagua ha venido realizando estudios de manejo de avenidas y saneamiento de los ríos del oriente, así como el sistema que en el futuro descargara a las lagunas de regulación, que pueden beneficiar al Programa de Ordenamiento Territorial, utilizando los colectores marginales de los ríos, conectando los drenajes de la zona; preservando las zonas de riesgo en los márgenes de los ríos, por la presencia de avenidas con periodo de retorno poco frecuente e identificando las estructuras de cruce que eviten riesgos a los habitantes.


    Asimismo, se desarrollan los proyectos ejecutivos y las obras; para el abastecimiento de agua potable se analizan fuentes de captación, líneas de conducción, tanques de regulación y almacenamiento y líneas primarias de distribución, así como redes de atarjeas, emisores, colectores y subcolectores. Así como los programas de plantas de tratamiento de aguas residuales, la calidad del agua del influente, los reúsos del agua y los costos derivados, tanto para apoyar las áreas irrigadas y las características del sistema respectivo; con las consideraciones del crecimiento se integran propuestas conceptuales para el suministro, conducción y distribución del agua potable, que consideran la posibilidad de un ramal adicional del macrocircuito que incorpore la posibilidad de suministro. La información y proyectos detallados son atendidos por Conagua.” Respuesta de Sedatu.


    ¿Existen planes de desarrollo urbano municipal que garanticen un adecuado ordenamiento territorial?


    “En cuanto a los planes de desarrollo municipal existen planes vigentes para todos los municipios. Recientemente se actualizó el plan de Atenco y fue sujeto a consulta pública; el Gobierno del Estado de México tiene un programa para apoyar su actualización. Del Programa de Ordenamiento Urbano del Nuevo Aeropuerto se integra como un programa territorial operativo que contempla la legislación de asentamientos humanos, relativos a la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México. El ordenamiento territorial y desarrollo urbano se podrán considerar lineamientos para el desarrollo de los programas municipales que a su vez se enmarcan en el Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de México. El Programa Universitario de Estudios sobre la Ciudad (PUEC) ha desarrollado la actualización del Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de México, con la participación de los gobiernos de la Ciudad de México, del Estado de México y del Estado de Hidalgo. El municipio de Atenco actualizó su Plan de desarrollo urbano municipal; los demás municipios tienen planes vigentes, cuyas áreas urbanas se plantea densificar, ya que la mayor parte de ellos cuentan con zonas que provienen del régimen social y tienen dominio pleno.” Respuesta de Sedatu.


    8.- IMPACTO SOCIAL


    ¿Se realizó alguna consulta pública a los pueblos originarios existentes en la zona?


    (Anexo 10. Diálogo Social, Consulta Pública y Plan Maestro Social.) Como parte de las condicionantes del esquema de financiamiento, y los “Principios de Ecuador” (lineamientos establecidos por la comunidad financiera internacional, para proyectos de infraestructura que son financiados a través de la banca), se realizó una consulta pública sobre el proyecto del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México. Adicionalmente, por recomendaciones de la OCDE, se realizó un diálogo social en los 5 municipios aledaños al polígono en más de 300 mil viviendas para conocer el nivel de conocimiento y, en su caso, aceptación del proyecto, así como sus inquietudes y preocupaciones.


    ¿Cuál es la situación de los litigios pendientes relacionados con la edificación del NAICM?


    (Anexo 11. Listado de litigios pendientes.) Se envía una lista con el estatus de los asuntos jurídicos de GACM pendientes.


    ¿Cuál es la situación sobre la afectación a las estructuras de viviendas por los trabajos de extracción de materiales para el NAICM?


    A la fecha, GACM no ha sido notificado por parte de alguna autoridad u organismo, que avale mediante algún tipo de peritaje, algún daño o afectación a viviendas por los trabajos de explotación de las minas que surten a las empresas contratistas del NAICM. Si bien han existido pronunciamientos por parte de algunos habitantes de comunidades y asentamientos en zonas aledañas a minas que han surtido al proyecto, de la revisión que GACM ha realizado, no se han podido verificar o acreditar estas afectaciones, debido a que algunas minas sólo explotan tezontle, que no usa explosivos o mecanismos que pudieran afectar viviendas, y en otros casos, los frentes de explotación que usan explosivos se ubican a distancias considerables respecto de los asentamientos humanos, con lo cual difícilmente pudieran ocasionar daños a estructuras de viviendas. Es importante señalar que GACM no realiza la explotación de minas; son las empresas contratistas quienes adquieren el material, y quienes deben cumplir con todas las autorizaciones y condiciones de normatividad en las minas que les surten. En caso de que alguna autoridad competente acredite alguna afectación a viviendas en la zona por la explotación de las minas, será necesario llevar a cabo un proceso formal para que el operador de la explotación repare el daño causado.

  


  
    Anexo 3


    Comunicación de José Luis Luege Tamargo al ingeniero Javier Jiménez Espriú


    I. Resumen


    El Ing. Javier Jiménez Espriú, próximo Secretario de Comunicaciones y Transportes en el gabinete del presidente electo Andrés Manuel López Obrador, encargó a un grupo de expertos dirigido por el Ing. Jorge Arganis Díaz Leal el análisis de la situación hidrológica y ambiental en torno a la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM).


    El Ing. Jiménez Espriú nos hizo una pregunta explícita:


    ¿Desde el punto de vista hidrológico, es segura la operación del nuevo aeropuerto, tanto para las instalaciones propias como para la población de las comunidades aledañas?


    Con el objeto de poder responder la pregunta en un tiempo muy corto, dado que el Presidente Electo quiere conocer una primera aproximación de este tema antes del 15 de agosto, nos dimos a la tarea de recabar la información disponible, analizarla, conocer los proyectos que están en curso y los que se tiene planeado realizar a mediano y largo plazo. Nos concentramos en el tema de la regulación hidrológica y también analizamos la situación del lago Nabor Carrillo.


    1. Acciones y proyectos para mejorar la regulación hidrológica en la Zona Federal del Lago de Texcoco


    Tuvimos reuniones con los expertos del Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México (GACM), de la Comisión Nacional del Agua (Conagua), de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), del Instituto de Ingeniería de la UNAM, del Instituto Politécnico Nacional, así como con asesores del GACM en materia ambiental y de aves migratorias.


    Hicimos un sobrevuelo y visitamos en campo los principales proyectos, a fin de conocer los avances de obra y la información sobre futuros proyectos en relación a la regulación hidrológica del oriente del Valle de México; finalmente, se llevó a cabo una reunión en la Subdirección Técnica de la Conagua.


    Asimismo, revisamos proyectos ejecutivos y presupuestos proporcionados por la Subdirección Técnica de la Conagua.


    En función de la construcción del NAICM, reconocemos el esfuerzo de las autoridades y la apertura para tener acceso a la información, así como la atención que recibimos de los funcionarios con quienes nos reunimos y nos entrevistamos. Los proyectos en proceso de construcción contribuirán a mejorar las condiciones hidrológicas en la Zona Federal del Lago de Texcoco (ZFLT).


    Sin embargo, a nuestro juicio y de acuerdo a la experiencia que hemos tenido en los últimos años sobre la alta vulnerabilidad de la zona a inundaciones, con todo y las obras en curso y los proyectos a mediano plazo, consideramos que se requieren muchas más acciones para garantizar la seguridad futura del NAICM y de toda la zona conurbada en el oriente. Estamos convencidos de que se debe profundizar más en los estudios de regulación hidrológica y en el desarrollo de nuevos proyectos que incrementen la capacidad de regulación y conducción en la ZFLT.


    Los factores que están incidiendo en incrementar los riesgos de inundación son los siguientes:


    a) La ZFLT donde se localiza el polígono del NAICM corresponde al vaso del Lago de Texcoco, misma que es un área natural de inundación.


    b) En la ZFLT convergen los principales desagües del Valle de México, tanto de los ríos del poniente como del oriente, para dirigirse al Gran Canal del Desagüe y al Sistema de Drenaje Profundo.


    c) La ZFLT sufre hundimientos que varían entre 20 y 40 cm por año, lo que ha comprometido el desnivel de todos los drenes superficiales. Estos hundimientos continuarán irremisiblemente debido a la sobreextracción del acuífero, por lo que en muy poco tiempo dependeremos 100% de los sistemas de drenaje profundo.


    7) La sobrepoblación de los municipios conurbados a la ZFLT, principalmente Ecatepec, Nezahualcóyotl y Chimalhuacán, con pésimos servicios urbanos —entre otros agua potable, drenaje y saneamiento— comprometen la seguridad futura de toda la ZFLT y por lo tanto del NAICM.


    8) El arrastre de cientos de toneladas diarias de basura a través de los drenajes, la falta del sellado y remediación del Bordo Poniente, la práctica cotidiana de tirar basura y cascajo en la ZFLT, siguen siendo un factor de riesgo altísimo frente a fallas del sistema regulador.


    2. La destrucción del Lago Nabor Carrillo es un crimen que no se debe tolerar


    Las consecuencias ambientales de desaparecer el Lago Nabor Carrillo (LNC) como cuerpo de agua permanente, hábitat de un número muy importante de aves tanto locales como migratorias y su condición favorecedora de un microclima benéfico en toda la zona oriente, no fueron evaluadas en la MIA-R del proyecto, violando gravemente la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. Las respuestas a nuestros cuestionamientos por parte de los funcionarios y especialistas del GACM, la Semarnat y la Conagua, han sido ambiguas. Después de varias reuniones, consultas y preguntas a los responsables del proyecto y a los especialistas, todavía no queda claro si el LNC puede mantenerse en su vocación de lago permanente con todos los servicios ambientales que ofrece.


    Lo que sí es evidente son los acuerdos entre el GACM y la Conagua para materialmente “secar” el LNC, dejar de operar la planta de tratamiento y alimentación al mismo, así como las lagunas facultativas. Esta acción se está llevando a cabo como una “experimentación” para probar si funciona o no el direccionamiento de aves migratorias a otros cuerpos de agua en el Valle de México.


    Nos resulta más que obvio que si el LNC deja de tener los volúmenes y la calidad de agua óptimos, no sólo dejará de ser hábitat de aves migratorias, sino que provocará graves daños ambientales regionales.


    Las acciones de mitigación y compensación a esta grave pérdida no están evaluadas.


    Consideramos que deben detenerse inmediatamente las acciones de secado del LNC, proceder a las acciones de desazolve ya contratadas, poner en funcionamiento la planta de tratamiento de aguas residuales así como las lagunas facultativas con objeto de alimentar con agua de calidad al LNC.


    El tiempo planeado para la conclusión de las obras en el NAICM permitiría resolver los cuestionamientos respecto a las aves y en última instancia, antes de proceder a cualquier acción de secado, deberían plantearse las acciones de mitigación y compensación no consideradas en la MIA-R.


    Si al final la decisión es continuar con el proyecto del NAICM y se demuestra que por razones de seguridad el LNC no puede continuar siendo un hábitat de aves migratorias, que se diga con toda claridad para entonces proceder a las acciones de mitigación y compensación que establezca la autoridad ambiental. Desde ahora podemos afirmar que esas acciones serán muy costosas y no fueron evaluadas por la MIA-R.


    3. Conclusión


    Por esta razón llegamos a la conclusión de que no están dadas las condiciones suficientes para garantizar la seguridad tanto de la operación del NAICM como de los municipios aledaños, que a nuestro juicio estarán en riesgo de sufrir graves inundaciones y desabasto de agua.

  


  
    Anexo 4


    Documento de Parsons, embajador James R. Jones


    DESEMPEÑO DE PARSONS


    Base de la adjudicación de Parsons


    La propuesta se basó en un valor de proyecto estimado en US 5 600 millones de dólares, la fecha esperada de finalización era 2018, Parsons no recibió documentos con un alcance detallado para propósitos de la licitación.


    El contrato se adjudicó en octubre ocho de 2014, con fecha de finalización de 2020 y un presupuesto para el programa de US$ 13 300 millones de dólares.


    Se contrató a Parsons para proporcionar servicios de asesoría al GACM, pero carecía de autoridad para gestionar los múltiples contratos adjudicados por el GACM.


    Diseño


    De manera proactiva, Parsons aconsejó al GACM respecto a los contratos del arquitecto maestro (AM) y el ingeniero civil maestro (ICM) para la entrega de diseños que cumplieran con los objetivos generales del programa, a pesar de que sus contratos con el GACM eran poco claros y ambiguos.


    Parsons luchó por controlar los costos generales del programa al asesorar en numerosas ocasiones al GACM sobre el hecho de que la obligación contractual al respecto del presupuesto de diseño fue excedida por parte del AM.


    Parsons gestionó los diseños detallados del AM e ICM en paralelo con el trabajo del GACM para el desarrollo de un plan maestro, el establecimiento de un plan de negocios en ausencia de un operador aeroportuario; todo lo cual, como lo explicó con frecuencia Parsons a GACM, resulta muy poco recomendable y conlleva riesgos extremos.


    Parsons tomó la iniciativa de microgestionar al AM y al ICM, al enviar equipos a sus oficinas quincenalmente para identificar problemas de calidad con los documentos de diseño de construcción, a fin de asegurarse de que fueron corregidos antes de su emisión.


    Parsons también realizó esfuerzos exhaustivos de ingeniería de valor para ayudar al GACM a alinear los costos de nuevo, después de que el GACM se diera cuenta de qué programas se estaban volviendo injustificables.


    Presupuesto


    Parsons emitió una carta el 22 de julio de 2016, informando que la estimación del proyecto en ese momento excedía los US$ 16 000 millones de dólares.


    Se adjunta al presente un resumen de los presupuestos emitidos al GACM, donde se muestra la actualización constante de la estimación del presupuesto para el proyecto.


    Cronograma


    En junio de 2017, Parsons emitió un análisis de cronogramas donde indicaba que la fecha de apertura más probable era 2024.


    Esta información relativa al análisis del cronograma se entregó a Boston Consulting Group, quien revisó el análisis y reiteró al GACM (el 11 de julio de 2016, como parte del modelo de Estrategia de Negocios para el NAICM del 11 de julio de 2016) que la fecha recomendada para la finalización del programa era de 2024.


    Se realizaron proyecciones constantes del cronograma las cuales fueron entregadas al GACM, donde se mostraba la terminación posterior a 2020.


    Construcción


    Parsons definió y estableció procedimientos para el proceso de la supervisión a la construcción: reuniones de coordinación, resolución de temas técnicos, solicitudes de información, planos de taller, entregables, boletines, control documental, etcétera.


    Parsons identificó asuntos críticos y desviaciones potenciales con impactos en tiempo, costo o calidad y presentó recomendaciones para resolverlos y/o mitigarlos. Asimismo, Parsons dio seguimiento y verificación a los acuerdos para resolver dichos temas críticos y desviaciones potenciales. Por ejemplo, el pobre desempeño (producción) de ICA en la losa del edificio terminal durante los primeros meses de su contrato.


    Parsons desarrolló análisis y planes alternativos para resolver retrasos en la construcción derivados de otros retrasos: retraso en la fase de procura, retraso en la entrega de diseños (proyectos ejecutivos) y la mayor duración de la recarga.


    Parsons encontró soluciones para mejorar los sistemas de interfaces e interferencias entre elementos y/o contratistas del proyecto.


    Parsons preparó manuales de calidad, manuales de seguridad y lineamientos ambientales y de sustentabilidad para el uso de GACM en el proyecto.


    Contratos


    Se estableció la estrategia/plan de procura basado en la fecha de terminación de 2020 y el plan maestro revisado.


    Se implementó el reglamento del sitio (división 1) para ayudar con la coordinación y gestión de contratistas.


    Se realizaron los términos y condiciones del contrato, recomendando la estandarización de términos y anexos.


    Se recomendaron mejores prácticas internacionales para la cobertura de seguros.


    Se establecieron formatos estándar para los paquetes de licitación para facilidad de evaluación.


    Se ayudó a la coordinación de declaraciones técnicas durante todos los procesos de licitación.


    Resumen


    Desde el inicio, Parsons fue transparente y siempre aplicó los mejores estándares internacionales al proyecto. De manera proactiva, Parsons analizó y asesoró al GACM sobre todos los temas críticos en lo relativo al diseño, procura, presupuesto, cronograma del proyecto, retrasos al cronograma y problemas en la construcción. Parsons no tenía la autoridad para dar instrucciones y/o dirección a cualquier otro contratista del proyecto. El rol de Parsons conforme al contrato era el de asesorar al GACM, lo que hicimos de manera oportuna y adecuada.

  


  
    Anexo 5


    Comisión de Medio Ambiente del CICM

    (documento anexo al dictamen general)


    VII. COMITÉ TÉCNICO DE MEDIO AMBIENTE Y SUSTENTABILIDAD


    Introducción


    Hay gran disparidad entre la información ambiental desarrollada para el NAICM y la prácticamente inexistente para el sitio Santa Lucía. Sin embargo, a continuación, se anotan recomendaciones para las dos alternativas de aeropuertos.


    Sitio Texcoco


    En septiembre de 2014 el Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México SA de CV (GACM) presentó ante la Semarnat la manifestación de impacto ambiental (MIA) regional del proyecto y el 28 de noviembre de ese año la Secretaría aprobó la construcción y operación del aeropuerto por 50 años, sujetándolo al cumplimiento de una serie de condicionantes. Sin embargo, la MIA fue realizada sobre un proyecto en el que aún no se detallaban muchos aspectos de su diseño, y a pesar de que la MIA fue de nivel regional, en el documento no se analizaron algunos impactos que el proyecto provocará en el sistema ambiental regional, ni los impactos acumulativos.


    El GACM ha informado de manera regular a la Semarnat sobre el cumplimiento que le ha dado a las condicionantes ambientales impuestas por la autoridad, pero hay varios aspectos que no condicionó la Secretaría o que merecen una atención mayor por parte del promotor.


    Recomendaciones


    • Algunos temas ambientales han sido atendidos mediante MIAs adicionales, no todas promovidas por el titular del proyecto, sino por otras instancias como la Conagua, por ejemplo, y seguramente el GACM ha llevado a cabo procedimientos complementarios sobre la MIA original que habrán resultado en respuestas por parte de la autoridad, como serían algunas modificaciones de proyecto. Esta información debería socializarla el GACM, como ha hecho con la MIA y el resolutivo correspondiente.


    • Sería deseable que el GACM diera a conocer los informes resultantes de las reuniones del Comité de Vigilancia Ambiental, el cual ha sesionado hasta ahora en cuatro ocasiones, según lo manifestado por el GACM en la reunión sobre medio ambiente con el CICM del 29 de agosto de 2018.


    • Es recomendable internalizar todos los costos y beneficios ambientales del proyecto, resaltando los relativos a: i) el desmantelamiento o cambio de uso del AICM y de la base militar de Santa Lucía, ii) las vialidades previstas para acceder al aeropuerto (caminos, vías férreas, líneas de metro) y iii) el desarrollo de la Aerotrópolis.


    • Será muy importante, en su oportunidad, detallar el proyecto en algunos aspectos relevantes desde el punto de vista ambiental, como la instalación de la planta de autoabastecimiento y cogeneración de energía eléctrica, para soportar la intención del GACM de que la huella de carbono del proyecto será neutral.


    • En el resolutivo ambiental se asentó que no era necesario abrir bancos de material ni de tiro para la construcción de la obra, a menos que resultara obligado. Pero se han explotado decenas de bancos y sí se han abierto zonas de tiro. Es conveniente que el GACM se manifieste al respecto y haga del conocimiento público los detalles de estas actividades, los permisos ambientales que las respaldan, y el tratamiento que se dará a estos sitios para su restauración, en caso dado.


    • Es deseable reducir los costos del proyecto, que para el tema ambiental abarcaría, entre otros aspectos, la revisión de materiales, el uso racional del agua, el ahorro de energía, y la reducción de la generación de residuos y su aprovechamiento. Para todo ello es aplicable la norma mexicana de edificación sustentable NMX-AA-164-SCFI- 2013, promulgada para las condiciones propias del país.


    • En la evaluación de impacto ambiental (EIA) del proyecto, el promotor asentó que el efecto adverso más importante del proyecto es el ruido generado por el aterrizaje y despegue de las aeronaves y estableció como medida de mitigación la colocación de “bardas perimetrales del aeródromo”. El polígono está actualmente delimitado por una malla o enrejado, pero deberán instalarse barreras antirruido para cumplir debidamente con este compromiso ambiental.


    • Es deseable revisar el plan de manejo de residuos de la construcción para su aprovechamiento como material de cobertura en el Bordo Poniente, colindante con el predio que ocupará el nuevo aeropuerto y que no cumple con la norma NOM-083-Semarnat-2003, lo que implica un importante riesgo ambiental, además de promover la presencia de aves carroñeras que pueden constituir un riesgo de colisión con las aeronaves. En ese sentido es necesario realizar la clausura de este sitio, además de equiparlo con infraestructura para el control del biogás y lixiviados, con el fin de evitar generar impactos ambientales no considerados que incidan hacia el NAICM.


    • El control ambiental durante la operación del NAICM debe ser un tema prioritario, por lo que se requiere poner especial atención a la creación de infraestructura para el manejo de los residuos, que junto con las acciones para el control de las emisiones al ambiente, la administración del agua (tratada y reusada) y el manejo valorizable de los residuos, deberán quedar en manos de una entidad ambiental operadora con autonomía de gestión e independencia administrativa y económica.


    • En el seminario GACM-CICM realizado en julio de 2016, el CMAS planteó la necesidad de recalcular el desarrollo del proyecto, al aplicar la evaluación ambiental estratégica (EAE), y ahora se refuerza tal recomendación. La EAE es un instrumento de evaluación de impactos de naturaleza estratégica, cuyo objetivo es facilitar la integración ambiental y la evaluación de oportunidades y riesgos de estrategias de acción (como es el desarrollo de un proyecto tan complejo y de grandes dimensiones como el NAICM) en un marco de desarrollo sustentable. La EAE surgió para superar las limitaciones de la EIA y llevar aguas arriba en el proceso de toma de decisiones las consideraciones ambientales, pero ha evolucionado para incorporar también consideraciones sociales, económicas y de gobernanza o institucionalidad, cubriendo así el espectro completo de la sustentabilidad, aunque guardando el nombre original de EAE. Al aplicar una EAE se lograría una evaluación integral de todas las implicaciones que el proyecto provocará en diferentes componentes del sistema socioambiental (hídrico, desarrollo urbano, transporte / movilidad) y sus efectos directos, indirectos y acumulativos. Así se podría generar un trabajo coordinado entre las diferentes dependencias que participan en el proyecto y eficientar algunas medidas de mitigación, prevención y compensación, amén de que con sus resultados se tendría una herramienta integral para el seguimiento y evaluación del proyecto.

  


  
    Anexo 6


    Dictamen sobre el impacto ambiental del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México, Fernando Córdova Tapia


    … la inviabilidad ambiental del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, con base en los siguientes elementos: la realización de una mesa técnica con miembros y asesores del Grupo Aeroportuario, SCT, Semarnat y Conagua, las respuestas que recibí —señala Córdova— cuando planteé mis cuestionamientos, una visita a campo para conocer la infraestructura hidráulica, una conversación directa con los responsables de los programas ambientales de la obra, e información actualizada y de primera mano. Por lo tanto, desde el punto de vista ambiental, su construcción debe ser evitada porque generaría daños ambientales irreversibles para toda la región.


    Agua


    La Ciudad de México está catalogada internacionalmente como una de las ciudades con mayor riesgo de quedarse sin agua potable. Desde hace ya 50 años se ha reconocido que la recuperación de áreas hidrológicas prioritarias como el lago de Texcoco es fundamental para lograr el restablecimiento del equilibrio hídrico de la cuenca. Así, la construcción de un aeropuerto sobre el exlago de Texcoco es incompatible con una visión que busque atender los problemas de fondo en términos de manejo y aprovechamiento del agua en la cuenca.


    Aves


    De acuerdo con estándares internacionales de seguridad aeronáutica (Federal Aviation Administration), para proteger el acercamiento, la salida y el espacio aéreo circundante a un aeropuerto se debe dejar una distancia mínima de ocho kilómetros entre el área de operaciones aéreas (incluyendo cualquier tipo de infraestructura aeroportuaria) y cualquier atrayente de “fauna riesgosa”. El lago Nabor Carrillo es uno de los principales receptores de aves migratorias del centro de país. De acuerdo con los datos del monitoreo del Grupo Aeroportuario, tan sólo para el mes de febrero de 2018 se registraron más de 330 mil aves en la región, de las cuales 310 000 (94%) pertenecen a la familia de los patos, los cuales son considerados altamente riesgosos para la aviación. Es importante mencionar que estos números corresponden solamente a los datos registrados en campo durante los monitoreos y no a una estimación del total de aves que habitan la zona, la cual debe ser, sin lugar a dudas, muy superior. Además, las pistas del aeropuerto están orientadas norte-sur, coincidiendo exactamente con la orientación de las rutas migratorias de aves e interponiéndose entre el lago Nabor Carrillo y el lago de Zumpango (principales atrayentes de aves de la región), lo cual aumenta aún más el riesgo por colisión. Por lo anterior, no es posible decir que el proyecto sea viable con la presencia del lago Nabor Carrillo a una distancia de entre 2 y 4 kilómetros de las pistas. En este sentido, la información brindada por parte del Grupo Aeroportuario y la Conagua con respecto al destino del lago Nabor Carrillo ha sido extremadamente confusa y contradictoria, sin embargo, el lago está siendo desecado actualmente. Éste es un tema central que no ha sido analizado por el Grupo Aeroportuario y que debió haberse estudiado con toda profundidad, utilizando información actualizada para la elaboración de estudios de riesgo específicos que consideren las densidades de aves, la interconexión entre los cuerpos de agua de la región, el impacto que tendría la obra sobre las poblaciones de aves nativas y migratorias, y la valoración de los servicios ecosistémicos que se verían afectados.


    Lago Nabor Carrillo


    De acuerdo con la información presentada por Conagua, la intención es que el lago Nabor Carrillo, que actualmente es un cuerpo de agua permanente y con buena calidad del agua, se convierta en una laguna de regulación. Esta transformación implica no sólo la desecación del lago, sino la incorporación de aguas residuales. La intención de esta transformación es aumentar la capacidad de regulación para apenas alcanzar los requerimientos mínimos de seguridad. La única forma de compensar la pérdida del lago Nabor Carrillo sería la creación de un nuevo cuerpo de agua de dimensiones similares (1 000 hectáreas), que se encuentre ubicado en la zona baja y oriente de la cuenca en donde sus servicios ecosistémicos sean muy valiosos (suministro de agua, regulación de temperatura, captador de dióxido de carbono, belleza paisajística, hábitat de especies endémicas y migratorias, reservorio de agua, entre otros) y que además se encuentre a más de ocho kilómetros de distancia del aeropuerto. Esta combinación de características es imposible de encontrar en el Valle de México. Por lo tanto, la pérdida del lago Nabor Carrillo generaría un severo daño ambiental irreversible e incompensable.


    Agua potable


    Las estimaciones indican que el aeropuerto generaría un crecimiento urbano acelerado en toda la zona oriente, una zona que actualmente sufre por desabasto de agua y sobreexplotación de acuíferos. No existe certeza de la fuente de la que se obtendrá agua potable para el aeropuerto, la aerotrópolis y el crecimiento urbano asociado. Esto es particularmente grave considerando que la construcción de la obra fue autorizada sin la existencia de un ordenamiento ecológico previo de la región.


    Gases de efecto invernadero


    Los aeropuertos son una de las mayores fuentes de contaminación del aire en cualquier ciudad del mundo, es por eso que se recomienda que estén alejados de los centros urbanos. Actualmente, no existe una estimación sobre la cantidad de gases de efecto invernadero y otros contaminantes que generará el aeropuerto una vez que se encuentre en operación. Por ejemplo, la contaminación por CO2 puede ser mitigada por medio de la reforestación, sin embargo, para lograrlo es necesario conocer los niveles de emisiones para poder calcular cuánto se necesita reforestar para capturar el CO2 generado por el proyecto. Esta reforestación debería hacerse en las inmediaciones del proyecto para que funcione como amortiguador y para que capture el carbono en donde se está generando. En este sentido, para mitigar el impacto, de nada sirve reforestar en el parque Izta-Popo cuando la contaminación se concentra en la parte baja de la cuenca. Ahora, la pregunta sería ¿en dónde hay espacio suficiente para realizar una reforestación de grandes dimensiones en la parte baja de la cuenca? Considero que no lo hay, es por eso que éste también sería un impacto ambiental irreversible e incompensable, pues la contaminación simplemente aumentará y esto agravará los problemas de salud pública asociados.


    Especies invasoras


    El programa de reforestación del proyecto contempla la siembra y reubicación principalmente de dos especies, una del género tamarix y otra del género casuarina. Los efectos potenciales de la siembra de estas especies exóticas están muy bien documentados, tanto por las instituciones gubernamentales mexicanas como por la literatura especializada internacional. De acuerdo con la Conanp: “En el caso del pino salado (Tamarix spp.), sus raíces se extienden hasta llegar a niveles freáticos profundos, mientras que sus hojas almacenan la sal excedente hasta que se caen; al acumularse en el suelo, aumentan su salinidad, con lo que impiden la germinación y crecimiento de las especies nativas. Además, las hojas muertas acumuladas en el suelo son muy inflamables, y por lo tanto aumentan la frecuencia de los incendios; la invasión de tamariscos provoca cambios profundos en la dinámica del agua y en la comunidad biótica. Los bosques maduros constituidos de tamarix, transpiran grandes cantidades de agua, y esto puede hacer descender el nivel freático más allá del alcance de las especies nativas”. De igual manera, de acuerdo con la Conanp, la especie Casuarina equisetifolia es una especie exótica originaria de Oceanía y el Sureste de Asia, y es una de las peores plagas en los humedales debido a su alta tasa de reproducción y crecimiento. Compite por espacio desplazando a las especies nativas y con ello elimina los beneficios de refugio, alimentación y microambiente que la vegetación nativa aporta a la fauna local. De acuerdo con información del Grupo Aeroportuario, debido a las condiciones extremas del suelo, estas especies no se han vuelto invasoras en la zona de Texcoco. Sin embargo, considero que, debido a sus características biológicas, su dispersión a otros espacios naturales es inevitable. Por lo anterior, la siembra de especies exóticas invasoras no sólo es ilegal, sino que debe de ser evitada sin excepción alguna dentro del territorio mexicano.


    Isla de calor


    La isla de calor es un problema urbano que se debe a la acumulación de calor debido a la absorción de los materiales de construcción. El aumento de la temperatura de una zona urbana está directamente asociado con las contingencias ambientales atmosféricas, las cuales son un problema de salud pública recurrente en la ciudad. Actualmente el exvaso del lago de Texcoco y el lago Nabor Carrillo cumplen una función esencial en la regulación de la temperatura en la zona oriente. Con la construcción del aeropuerto y la desecación del lago se puede esperar un aumento drástico en la temperatura de toda esa región. Nuevamente, esto generará un daño ambiental incompensable e irreversible.


    Impacto regional


    Analizar el impacto acumulativo y sinérgico que tendrán las obras del proyecto en conjunto con otras actividades y obras asociadas es crucial (terminales aeroportuarias, pistas, aerotrópolis, la emisión de contaminantes y gases de efecto invernadero, la obtención y uso de agua potable, la desecación del lago, la generación de aguas residuales, la explotación de cerros para la extracción de materiales, la generación de islas de calor, la generación de residuos sólidos, el cambio de uso de suelo, el aumento del ruido y toda la infraestructura urbana necesaria para conectar el aeropuerto con el resto de la ciudad), pues es éste el impacto real que generaría el aeropuerto y es el que nos afectaría a todos los habitantes de esta ciudad. Los análisis ambientales del aeropuerto están completamente alejados de esta lógica regional y más bien responden a la lógica inversa, la fragmentación de las obras para disimular los impactos. En este sentido, las dos grandes preguntas son ¿cuál es el impacto regional, acumulativo y sinérgico que el proyecto tendría en su conjunto? y ¿es justificable llevarlo a cabo dentro de una ciudad que está atravesando una severa crisis?


    Cambio climático


    Los problemas ambientales mencionados anteriormente se complican más si consideramos escenarios de cambio climático. Por ejemplo, realizar modelos de simulación para estimar cómo se modificará el régimen de lluvias en los siguientes años es fundamental para atender las inundaciones y su regulación (en caso de que llueva más) y para el abasto de agua (en caso de que llueva menos). Esta perspectiva de mediano y largo plazo no ha sido contemplada en la planeación y desarrollo de la obra.


    Alternativa Santa Lucía


    Reubicar el proyecto del Nuevo Aeropuerto en la base aérea Santa Lucía sería una alternativa viable en términos ambientales por las siguientes razones: se evitaría el cambio de uso de suelo, el proyecto se encontraría alejado de las zonas más densamente pobladas de la ciudad, se cumplirían los requerimientos internacionales para el riesgo aviar, existen áreas propicias para el amortiguamiento, mitigación y compensación ambiental in situ, se reduciría la presión urbana sobre la parte baja de la cuenca y la zona oriente de la ciudad, entre otras. Es importante tener en cuenta que cualquier proyecto de infraestructura requiere forzosamente de un análisis de los impactos ambientales verdaderamente regionales y que éstos sean compensados con suficiencia a la escala necesaria.


    De ser así, se abriría una ventana de oportunidad sin precedentes para la recuperación del Lago de Texcoco. Por lo tanto, se propone que la reubicación del aeropuerto implique forzosamente el decreto de la zona federal del lago de Texcoco como un Área Natural Protegida que asegure la recuperación de la vocación lacustre y con ello se garantice, de una vez por todas, la seguridad hídrica de la Ciudad de México. Una resolución de este tipo marcaría el inicio de un necesario cambio de paradigma en la forma en la que se concibe la relación que existe entre la naturaleza y las grandes ciudades.

  


  
    Anexo 7


    La (¿ilegal?) estructura de financiamiento del NAICM


    POR JAVIER JIMÉNEZ ESPRIÚ


    En diversos espacios me he referido a los grandes problemas que enfrenta el proyecto del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México y que hacen urgente su revisión. Entre ellos destacan los relativos a la selección de un sitio lacustre, en el que la construcción y operación de un aeropuerto es prohibitivamente cara; la selección de un proyecto que hace necesario cancelar los aeropuertos Benito Juárez y Santa Lucía, tirando a la basura las valiosas inversiones realizadas en dichos aeropuertos; los problemas ambientales del proyecto, entre ellos los relativos a la afectación del sistema hidráulico de la ciudad; la falta de un plan adecuado de urbanización, que hace que a estas alturas todavía no se tengan planes ejecutivos para la conexión del nuevo aeropuerto con el Metro y el sistema ferroviario; la falta de transparencia en la asignación de los contratos, de los cuales más del 75% se han asignado de manera directa; etcétera, etcétera, etcétera.


    En este artículo me quiero concentrar en un tema que también debe ser revisado: el esquema de financiamiento. Yo no soy experto en derecho, pero después de revisar el esquema con diversos abogados tengo serias dudas sobre su legalidad.


    El Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México es una empresa paraestatal, propiedad del gobierno federal (a través de la SCT y ASA). Esto hace que la construcción del nuevo aeropuerto sea una obra pública. Ésta se está financiando a través de deuda colocada, tanto en pesos como en dólares, por este Grupo Aeroportuario en los mercados financieros. Esta deuda está apalancada con los derechos de cobro que tiene el Grupo Aeroportuario por el uso del aeropuerto Benito Juárez (la TUA). Esto es, con los derechos que cobra el gobierno federal por la explotación de un bien público.


    Bajo estas circunstancias, la deuda contraída constituye deuda pública, que debería estar sujeta al escrutinio del Congreso y de la Auditoría Superior de la Federación. Sin embargo, a través de subterfugios legales, el Grupo Aeroportuario la está tratando como un financiamiento privado.


    Lo que ha hecho el Grupo Aeroportuario es pedir préstamos, primero mediante bonos por 6 000 millones de dólares (sin la autorización del Congreso, misma que se requiere para contratar deuda pública en dólares) y luego mediante las fibras E por 30 000 millones de pesos. Ambas operaciones siguen un esquema similar. Se afectan los derechos de cobro de la TUA del aeropuerto actual a un fideicomiso que emite la deuda. Como según el Grupo el fideicomiso es privado, y el fideicomiso “compra” los derechos de cobro de la TUA de manera indefinida hasta que se pague la deuda, no lo califican como deuda pública.


    Hay algunas diferencias entre el esquema utilizado para los bonos y el de las fibras E. En el primero los bonos son caracterizados como deuda (aunque según el Grupo Aeroportuario, privada) y en las fibras E le venden al fideicomiso acciones, por lo que según el Grupo no es deuda, sino aportaciones a capital (equity). Estos títulos accionarios, sin embargo, se comportan como deuda más que como aportaciones al capital, al garantizar un rendimiento preferente a los inversionistas y amortizarse una vez que lo han pagado. No obstante estas pequeñas diferencias, el esquema es el mismo, financiar una obra pública mediante deuda, pero considerarla privada mediante el uso de un fideicomiso intermediario.


    Bajo derecho mexicano el esquema resulta ilegal. El derecho mexicano reconoce la teoría de los actos simulados (artículo 2180 y siguientes del Código Civil) y dispone que cuando un acto tiene una naturaleza, pero se le da otra forma, el acto se califica conforme a su naturaleza y no conforme a su forma. En otras palabras, si esto es deuda pública, y lo es, se le considera deuda pública aunque se le dé la forma de deuda privada.


    La postura anterior podría estar sujeta a debate, si no fuera porque la Suprema Corte ya declaró la ilegalidad de estos esquemas de financiamiento. En efecto, en un caso de 2010, la Suprema Corte declaró como inconstitucional del artículo 19 Bis de la Ley de Deuda Pública del Estado de Sonora que preveía exactamente el esquema de fideicomiso intermediario que está siendo utilizado en el aeropuerto. Transcribimos en su parte conducente el artículo declarado inconstitucional, para que el lector pueda constatar que se trata exactamente del tipo de esquemas utilizado en el nuevo aeropuerto:


    Artículo 19 Bis. Los entes públicos podrán afectar en fideicomiso sus bienes, tangibles o intangibles, así como las cantidades que perciban por concepto de impuestos, derechos, productos, aprovechamientos, sus respectivos accesorios, así como las participaciones, incentivos y demás ingresos, mediante la celebración de contratos de fideicomiso denominados fideicomisos de financiamiento, los cuales no constituirán fideicomisos públicos paraestatales en términos de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora ni fideicomisos públicos paramunicipales en los términos de la Ley de Gobierno y Administración Municipal del Estado de Sonora; su operación interna será ajena a la normatividad aplicable a la administración pública estatal o municipal y se sujetarán a lo previsto en el propio contrato de fideicomiso y en las disposiciones mercantiles, financieras y bursátiles que correspondan. Los fiduciarios de los fideicomisos de financiamiento, a su vez, podrán afectar el patrimonio del fideicomiso de financiamiento respectivo a otros fideicomisos, los cuales también serán considerados fideicomisos de financiamiento para los propósitos de esta ley.


    […]


    En los fideicomisos de financiamiento que prevean la obtención de financiamiento y en los cuales no se establezcan obligaciones directas o contingentes para los entes públicos respecto del pago de los mismos, el riesgo de que los bienes o cantidades provenientes de impuestos, derechos, productos, aprovechamientos, sus respectivos accesorios, las participaciones y los demás ingresos no fuesen suficientes para efectuar dicho pago, correrá exclusivamente a cargo de los acreedores o los terceros que hayan asumido el riesgo respectivo, por lo que no originarán deuda pública.


    La Suprema Corte declaró la inconstitucionalidad del artículo transcrito, señalando precisamente que viola los mecanismos de control presupuestario y deuda pública previstos en los artículos 116 y 117, fracción viii, de la Constitución. Así, este esquema, que es el mismo que está siendo utilizado en el nuevo aeropuerto, ya fue declarado inconstitucional por nuestro máximo tribunal.


    Pero ahí no acaban los problemas del esquema de financiamiento del nuevo aeropuerto. Más allá de que el financiamiento no haya sido considerado deuda pública (y no se están aplicando los mecanismos de supervisión gubernamental), el esquema tampoco emplea el tipo de mecanismos de supervisión generalmente utilizados en esquemas de financiamiento privado.


    En financiamientos privados de infraestructura es común estructurar el proyecto de manera que los acreedores tengan cierto riesgo por su culminación exitosa. Por ejemplo, es común establecer que el servicio de por lo menos parte de la deuda dependa de la entrada en operación de la obra. Lo anterior hace que los acreedores tengan un interés en que el proyecto culmine exitosamente y generalmente ponen supervisores de obra y otros mecanismos para asegurar que esto suceda.


    Esto no pasa en el proyecto del nuevo aeropuerto. En éste, como la deuda está apalancada con la TUA del aeropuerto existente, el proyecto puede nunca acabarse de construir y los créditos se desembolsan, los contratistas cobran y los acreedores recuperan su inversión. Como no comparten el riesgo por la terminación del proyecto, los acreedores no supervisan la obra.


    Yo no puedo asegurar que este esquema de financiamiento haya sido diseñado para fomentar la corrupción. Pero si se intentara diseñar un esquema con débiles mecanismos de supervisión para fomentarla, probablemente se diseñaría un esquema muy similar al utilizado en el nuevo aeropuerto.


    [Documento escrito en abril de 2018.]
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